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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés
--Chahuán Chahuán, Francisco
--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo
--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro
--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime
--Pérez San Martín, Lily
--Pérez Varela, Víctor

--Prokurica Prokurica, Baldo
--Rincón González, Ximena

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Zaldívar Larraín, Andrés
Concurrió, además, el Ministro de Educación, señor Joaquín Lavín Infante. 
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:16, en presencia de 12 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Las actas de las sesiones 61ª y 62ª, ambas ordinarias, en 26 y 27 de octubre del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Siete de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “discusión inmediata”, con relación al proyecto de ley, iniciado en sendas mociones de los Honorables señor Letelier y señora Allende, en primer trámite constitucional, que suspende indefinidamente la inscripción de taxis colectivos en el Registro Nacional de Transporte de Pasajeros (boletines números 6.559-15 y 7.028-15, refundidos).



Con los cinco siguientes retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “suma”, respecto de las iniciativas que se indican a continuación:



1.- Proyectos de reforma constitucional, en primer trámite, iniciados, uno, en moción de los Honorables señores Allamand, Cantero, Espina, García y del entonces Senador señor Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena, y el otro, en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República anterior, que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines números 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



2.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (boletín N° 6.811-11).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las plantas del personal de Carabineros de Chile (boletín N° 6.962-02).


4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio (boletín N° 7.074-05).



5.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que prorroga la vigencia del decreto ley N° 701, de 1974, y aumenta los incentivos a la forestación (boletín N° 7.102-01).



Con el último retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “simple”, en relación con el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, para incorporar la presunción de declaración y no pago de las cotizaciones de salud al sistema de isapres, y homologar el interés penal y la multa por no pagarlas a los contemplados en el decreto ley N° 3.500 y la ley N° 17.322 (boletín N° 6.312-11).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que informó que se ausentaría del territorio nacional el día 28 de octubre del presente año para participar en la misa fúnebre por el ex Primer Mandatario de la República Argentina señor Néstor Kirchner, en la ciudad de Buenos Aires, Capital de ese país.



Comunicó, además, que durante su ausencia sería subrogado por el Ministro titular de la Cartera del Interior, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg, con el título de Vicepresidente de la República.



--Se toma conocimiento.



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los tres primeros da a conocer que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que prorroga la vigencia del decreto ley N° 701, de 1974, y aumenta los incentivos a la forestación (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 7.102-01) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Agricultura y a la de Hacienda, en su caso.



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba la "Convención Internacional Contra el Dopaje en el Deporte", aprobada en París el 19 de octubre de 2005, en la 33.era Reunión de la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) (boletín N° 7.161-10) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



3.- Proyecto de ley que autoriza para erigir monumentos a los mártires de la tragedia del terremoto y del tsunami en las comunas de las Regiones afectadas (boletines números 7.150-24 y 7.204-24, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Con el cuarto comunica que prestó su aprobación, en el tercer trámite constitucional, a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica el Código Sanitario con el objeto de definir la competencia de los tecnólogos médicos en el campo de la oftalmología (boletín N° 5.684-11).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Nueve del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los cinco primeros remite copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933, y 1° de la ley N° 19.926; 33, letra b), de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, y décimo, letra h), de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los tres siguientes remite copia autorizada de las sentencias dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 1° de la ley N° 19.989 y 38 ter de la ley N° 18.933.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Con el último remite copia autorizada de la sentencia recaída en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley en materia de fiscalización ambiental (boletín N° 7.213-12).



--Se toma conocimiento y se remite el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Dos del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Navarro, respecto de la eficiencia de las medidas de seguridad en la Ruta del Itata.



Con el segundo contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Frei (don Eduardo), acerca del estado de ejecución de diversos proyectos de infraestructura vial en la comuna de Quinchao que forman parte del Plan Chiloé.



Tres del señor Ministro de Salud: 



Con el primero responde un oficio expedido en nombre del Honorable señor Prokurica, sobre la situación del menor que indica y los problemas de funcionamiento que presenta el transductor transesofágico pediátrico del Hospital Calvo Mackenna.


Con el segundo da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor García, en cuanto a la posibilidad de reponer pabellones quirúrgicos en el Hospital Doctor Hernán Henríquez Aravena, de Temuco, y a la materialización de otros proyectos en el sector Salud en la Región de La Araucanía.



Con el tercero contesta un oficio expedido en nombre del Honorable señor Frei (don Eduardo), tocante a la posibilidad de otorgar a las víctimas del fármaco Talidomida las medidas de asistencia que solicitan.



Del señor Ministro de Minería, con el que responde un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señor Prokurica, señora Rincón y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, García, Longueira, Orpis, Navarro, Pérez Varela, Rossi y Walker (don Ignacio), atinente a la creación de un fondo de mejoramiento de la seguridad en la actividad extractiva minera (boletín N° 1.289-12).



Del señor Subsecretario de Pesca, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, referente a la licitación para los muestreos tendientes a identificar el alga didymosphenia geminata en los ríos de la Patagonia.



Del señor Subsecretario de Salud, con el que contesta un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Horvath, Orpis, Ruiz-Esquide y Zaldívar (don Andrés), en orden a eliminar la cotización de salud de los beneficiarios de pensión de sobrevivencia (boletín N° S 1.280-12).



De la señora Directora del Trabajo, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre de las Honorables señoras Pérez San Martín y Rincón, concerniente a la fiscalización de los horarios de funcionamiento de los supermercados, en lo relativo a la jornada laboral, durante los feriados del 19 y 20 de septiembre recién pasado.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Navarro, relativo a la venta de semillas por Internet que efectúa un ciudadano ruso avecindado en el país.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 7.074-05) (Véase en los Anexos, documento 4).


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Tratado de Libre Comercio entre la República de Chile y la República de Turquía”, suscrito en Santiago el 14 de julio de 2009 (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 6.833-10) (Véanse en los Anexos, documentos 5 y 6 ).


--Quedan para tabla.



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley que modifica el sistema de justicia militar y establece un régimen más estricto de sanciones tratándose de delitos contra los miembros de las policías (boletín N° 7.203-02) (Véase en los Anexos, documento 7).


--En cumplimiento del acuerdo de Comités de 3 de julio de 2007, se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.

Mociones



Del Senador señor Escalona, con la que inicia un proyecto de ley que tipifica el delito de apropiación indebida de recursos bentónicos y acuáticos (boletín N° 7.283-07) (Véase en los Anexos, documento 8)


Del Senador señor Navarro, con la que da inicio a un proyecto de reforma constitucional relativo a la potestad reglamentaria de ejecución (boletín N° 7.284-07) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley sobre responsabilidad del Estado por falta de servicio del Ministerio Público.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política.

Permisos constitucionales



Solicitudes de los Senadores señores Quintana, Navarro y Longueira para ausentarse del país desde el 30 de octubre al 5 de noviembre; a contar del 31 de octubre, y entre el 2 y el 7 de noviembre en curso, respectivamente.



--Se accede a lo solicitado.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.
ACUERDO DE COMITÉS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en reunión celebrada hoy, acordaron unánimemente que la sesión ordinaria de mañana se celebre entre 15:30 y 17:30 y se suprima su hora de Incidentes, a fin de que los señores Senadores puedan continuar su trabajo en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

V. ORDEN DEL DÍA
REGULACIÓN DE CUOTAS ANUALES DE CAPTURA PESQUERA
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, iniciado en mensaje y en primer trámite constitucional, sobre cuota anual de captura en materia pesquera, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7255-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 58ª, en 6 de octubre de 2010.


Informes de Comisión:


Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, sesión 60ª, en 13 de octubre de 2010.

Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (segundo), sesión 62ª, en 27 de octubre de 2010.

Discusión:



Sesión 60ª, en 13 de octubre de 2010 (se aprueba en general).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión deja constancia de haber efectuado tres modificaciones al texto aprobado en general, todas ellas acordadas por unanimidad: una es meramente formal y las otras consisten en hacer referencia a las especies pelágicas pequeñas y al concepto de unidad de pesquería, este último con relación al estudio que deberá realizar la Subsecretaría de Pesca.



Cabe recordar que las enmiendas que han registrado unanimidad en el órgano técnico deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o que existan indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que consigna el texto legal vigente, el proyecto despachado en general. las modificaciones introducidas en el segundo informe y el texto definitivo que resultaría si Sus Señorías las acogieran.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.



--(Durante la votación).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, solo deseo proporcionar una información de carácter general, en representación de la Comisión.



En primer lugar, se genera una facultad explícita para subdividir la cuota global que se fije. Esa atribución había sido ejercida hasta la fecha, pero no se hallaba incluida formalmente en la ley. Por lo tanto, se establece el fraccionamiento del cupo anual según las distintas macrozonas y la distribución conforme a la integración de la unidad poblacional.



El segundo punto se refiere a la posibilidad de establecer ciertas asociatividades en relación con una misma unidad poblacional, en el sentido de que lo que no pesque uno pueda ser pescado por el otro, pero con las naves correspondientes a una zona determinada. No significa que se vaya a pescar de una zona a otra. La idea no es aumentar el esfuerzo pesquero.



Sin embargo, es preciso poner un ojo en lo relativo particularmente a la especie del jurel, que se encuentra el borde de su sostenibilidad. Se ha reunido recientemente el Comité Científico de la Organización Regional de Pesca del Pacífico Sur, el cual señaló que la cuota máxima por pescar para todas las naciones del mundo, incluidas las áreas de la zona económica exclusiva, llegaría a unas 700 mil toneladas.



Tenemos que pensar que solo Chile llegó a capturar, en un momento determinado, 4 mil 400 millones de toneladas, por lo que es una realidad que enfrentaremos con bastante dificultad. Sin embargo, se presenta algún horizonte positivo en lo referente a otras especies pelágicas.



En cuanto a la facultad ya mencionada, ella se especificó solamente para las especies pelágicas menores, definidas por la Ley de Pesca en el número 19) de su artículo 2°: fundamentalmente, jurel, anchoveta y sardina.



Por otro lado, a nivel de los Senadores de las Regiones del Norte, mi Honorable colega Orpis, en particular, planteó al Gobierno un compromiso en orden a que el proyecto incluyera un estudio, con un plazo de 18 meses, para fijar la talla de primera madurez sexual del jurel. Ello resulta especialmente relevante, por cuanto se registra una discusión derivada de distintos análisis, algunos de los cuales señalarían que dicho factor sería distinto entre la zona centro sur y la norte. El compromiso vendría a dar más antecedentes en este sentido y, desde luego, también se traduciría en una garantía para la recuperación y sostenibilidad de la especie.



Como Comisión, solicitamos a la Sala, con estos antecedentes, aprobar la normativa.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, quisiera partir consignando que la iniciativa se originó en una presentación que con mi Honorable colega Cantero y el entonces Senador señor Flores hicimos a la Contraloría General de la República, a fin de impugnar el decreto supremo Nº 1.675, del Ministerio de Economía, en la parte que estableció la cuota global de captura del jurel para el año 2009.



Expusimos que la determinación de esta última no se ajustaba a la normativa legal, que exige definirla por cada una de las unidades de pesquería, independientemente considerada, sobre la base de estudios técnicos individuales y específicos relativos al recurso hidrobiológico correspondiente.



El organismo contralor, con fecha 7 de diciembre de 2009, confirmó nuestra argumentación y señaló expresamente que el mencionado decreto no se ajustó a derecho en cuanto a la distribución de la cuota global anual, agregando que el informe de la Subsecretaría de Pesca no efectuó la estimación individual y separada de la cuota global que para cada unidad de pesquería ordena el artículo 26 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Ese es el origen, señor Presidente, del proyecto que nos ocupa.



Presentado el texto por el Ejecutivo, quisiera ser muy categórico en cuanto a que el norte no ha renunciado a sus principios fundamentales ante el hecho de señalarse la existencia de más de un stock de jurel en Chile. Simplemente, es algo que aceptamos como un sistema de administración pesquera, previendo que el próximo año se va a discutir el proyecto de ley larga.



Lo determinante para ese debate van a ser los estudios científicos que la Subsecretaría, en una presentación que hizo a la Comisión, se comprometió a realizar. Uno de ellos se refiere a la talla de primera madurez sexual, cuyos términos básicos de referencia debieran haber estado listos en octubre recién pasado, y la licitación, en el mes en curso. Otro recae en las unidades poblacionales, cuyos términos básicos de referencia se hallan terminados y cuya licitación también corresponde al mes en curso. Y también se contempla uno sobre el marcaje, análisis que no está financiado y cuesta mil 500 millones de pesos. El conjunto de ellos es básico para ir adoptando las decisiones definitivas en la materia. Estimamos que lo anterior va a permitir a la Subsecretaría una mejor administración pesquera, dada la situación que vive en particular el jurel.



En el norte entendemos, en definitiva, que lo fundamental, más que los decretos y las leyes, son los estudios científicos. Y, por eso, señor Presidente, es esencial que sean despachados durante el plazo dispuesto, sobre la base de la discusión del proyecto de ley larga.



En virtud de tales razones concurrimos a aprobar la iniciativa.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, ha ocurrido habitualmente que en las Regiones con una mayor organización, con más pescadores -básicamente, los artesanales-, es donde en definitiva se logra una cuota mayor, sin importar la existencia del recurso ni el lugar de la pesca de altamar o en la zona protegida para el sector artesanal.



Con el proyecto de ley se va a definir un nuevo criterio, en el sentido de darles el mérito a las Regiones que disponen del recurso para fijar una nueva cuota. En ese entendido, creo que el texto es positivo también para la Novena Región, a la que le corresponde un mínimo de cupo no obstante que en su litoral se obtiene una buena parte de la pesca de las Regiones vecinas. Estimo que la iniciativa hará justicia a aquellas que no registran un correlato entre lo que producen y lo que se les asigna como cuota de pesquería.



Con el objeto de que se innove y se trate debidamente a las Regiones en función de su recurso pesquero, voto favorablemente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, estimados colegas, en estos últimos meses se ha difundido profusamente en los medios nacionales la discusión que se viene generando respecto a la pesca, las modificaciones de las cuotas de captura y la grave situación de la actividad antes y después del terremoto.



Desde que asumí como Senadora por la Región del Maule Sur, me he reunido en innumerables ocasiones, al igual que mi Honorable colega Larraín, con pescadores artesanales de las caletas de Duao, Loanco, Pelluhue y Curanipe. Estos me han expuesto el grave problema que enfrentan con la pesca de la merluza común en la zona. Porque, pese a existir recursos para extraer, su cuota de captura termina en agosto, lo que provoca que durante el resto del año deban depender de la buena voluntad del Gobierno y del Consejo Nacional de Pesca para poder aumentarla.



Lo anterior se repite año tras año, sin que hasta el día de hoy se encuentre solución para el grave problema que afecta a cientos de familias que viven de la pesca.



Si bien el proyecto de ley que estamos discutiendo dice relación con el jurel y las especies pelágicas, recoge un principio que en muchas oportunidades, junto con mi colega el Senador Andrés Zaldívar, le hemos solicitado al Ejecutivo acoger: el fraccionamiento de la cuota y su distribución entre las distintas unidades de pesquería que integran el mismo stock o unidad poblacional.



Hace dos semanas sostuvimos una reunión en el Maule Sur con el Subsecretario de Pesca, a quien le hemos propuesto en reiteradas ocasiones, personalmente y mediante oficios, una modificación a la Ley de Pesca, precisamente en su artículo 26, que se cambia hoy, a fin de otorgarle facultades a la Administración para que la cuota sea revisada a mitad de año y que, en caso de que una unidad de pesquería cuente con ella pero no con recursos para su extracción, se pueda distribuir un porcentaje entre las unidades que dispongan de recursos y carezcan de cuota.



Señor Presidente, es cierto que la Administración tiene facultades para modificar las cuotas. Sin embargo, estas no se utilizan, ya que muchos pescadores artesanales las entienden como un derecho adquirido, lo que obliga a negociar el traspaso de cuotas entre diferentes unidades de pesquería mediante beneficios de carácter económico, subsidios del Estado, etcétera. Se trata de un procedimiento poco claro y que desfavorece a las unidades con menor poder de presión.



La situación anteriormente descrita perjudica a numerosos pescadores artesanales de zonas que, ante la mayor presencia de especies hidrobiológicas en sus unidades de pesquería, han extraído la totalidad de su cuota en un tiempo muy corto y, por lo tanto, no pueden realizar la actividad extractiva para sustentar a sus familias durante el resto del año.



El sistema de compra de cuotas utilizado por la Subsecretaría de Pesca durante largo tiempo y el proceso de negociación que se registra en el Consejo Nacional de Pesca no me parecen correctos.



Por ello, creo conveniente que se le otorguen facultades al ente administrativo respectivo para que se aumenten o rebajen, dependiendo del caso, las cuotas que posee cada unidad de pesquería y un porcentaje de estas pueda ser repartido equitativamente entre las Regiones donde se produzca la situación en comento.



Considero necesario regular esa materia explícitamente en la Ley de Pesca, con el objeto de que en el mes de junio de cada año se revise lo concerniente a las cuotas de captura en la pesca artesanal y se regule lo que suceda en las unidades de pesquerías que tengan especies hidrobiológicas por extraer pero que hayan agotado su cuota.



Por último, deseo referirme a la grave dificultad que afecta a los pescadores artesanales de Chile.



Como país, tenemos muchas deudas con ellos. Y, por tanto, hay que avanzar decididamente a fin de proporcionarles mejores condiciones laborales: un seguro de vida real; aportes previsionales y de salud; recursos suficientes que permitan mejorar la infraestructura para el desarrollo de sus faenas, etcétera.



Mientras el sector industrial ha tenido el tiempo y las posibilidades requeridos para generar y obtener millonarias utilidades, la pesca artesanal se ha visto profundamente afectada y disminuida.



La llamada “Ley Corta de Pesca”, aprobada en 2002 y cuya vigencia finaliza en diciembre de 2012, determinó las actuales cuotas de captura en las pesquerías por un período lo suficientemente extenso a fin de que el sector industrial realizara inversiones con el tiempo necesario para recuperarlas e instalar en tierra plantas procesadoras que ampliaran la fuerza de trabajo utilizada y generaran las grandes rentabilidades que en la actualidad obtienen las empresas pesqueras industriales.



En cambio, los pescadores artesanales enfrentan hoy solo restricciones: no tienen transferencia de tecnología avanzada; presentan dificultades de acceso al crédito; poseen cuotas mentirosas insuficientes para vivir dignamente, y están sujetos a gran cantidad de regulaciones que no logran destrabar su actividad y le ponen aun más freno. Ello, sin considerar lo ocurrido el 27 de febrero último.



En el fondo, mientras los industriales, gracias a esta legislación, conseguirán utilidades por sobre 2 mil millones de dólares en diez años, los artesanales...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Concluyó su tiempo, señora Senadora. La Mesa le concede un minuto para terminar su intervención.

La señora RINCÓN.- Gracias. 



Decía que los artesanales tienen que recurrir permanentemente a canastas familiares, manifestaciones y pequeños subsidios del Estado para obtener una atención mezquina que no resuelve sus problemas.



Señor Presidente, estoy convencida de que debemos revisar el sistema de asignación de cuotas o límites máximos de captura establecidos para los industriales. A juicio nuestro, entre otras consideraciones negativas, ello ha significado que el país prácticamente les haya regalado sus peces a unas cuantas empresas, que se llevan gran parte de los recursos pertenecientes a todos los chilenos.



En la nueva ley debemos establecer factores que repongan el derecho legítimo de nuestra nación a recibir recursos a cambio de la entrega de una riqueza que es de todos los compatriotas, bajo la modalidad de impuestos, patentes o cualquier otra forma compatible con tal fin.



Chile debe recibir ingresos significativos por la riqueza del mar que hoy se llevan de manera gratuita grandes transnacionales que pescan de manera indiscriminada en nuestras costas.



Los mayores recursos que se generen por tal concepto deberán tener el único y noble propósito de ir en ayuda de los pescadores artesanales, a fin de reactivar su labor y convertirla en fuente de empleo digno para ellos y sus familias.



Comparto el sentido de este proyecto de ley y, por eso, voto a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quiero fundamentar mi voto planteando básicamente una solicitud a las autoridades.



Sin prejuzgar, y partiendo del principio republicano de que se hará correcto uso de las atribuciones que esta normativa entrega, deseo de todas maneras hacer presente, a través de esta intervención, el sentimiento de la pesca artesanal de la Región de Los Lagos.



El sábado antepasado sostuve una reunión en la caleta de Anahuac con dirigentes pesqueros artesanales de la provincia de Llanquihue; de las comunas de Puerto Montt y Calbuco; de las provincias de Chiloé y Palena; de sectores lejanos, como Hualaihué; de lugares a los cuales cuesta mucho llegar, como Quenuir, ubicado en Maullín.



En general, el sentimiento que hay en la pesca artesanal es el de que, al final de cuentas, ellos son el hilo que siempre se corta cuando surgen dificultades con las pesquerías en el país y que, por una u otra razón -peso económico, redes de influencia, etcétera-, en último término, la pesca industrial logra resolver, pero la artesanal, no.



Si me guío por la discusión del Presupuesto actualmente en trámite, debo decir que una vez más ellos tienen razón para sus preocupaciones, por cuanto el Fondo de Administración Pesquera se reduce drásticamente, recortándose uno más de los instrumentos de apoyo a la pesca artesanal.



En consecuencia, señor Presidente, deseo reiterar y hacer pública en esta ocasión mi solicitud para que el Ejecutivo estudie concienzudamente la posibilidad de que exista un fondo de compensación para la pesca artesanal que cumpla el propósito de establecer un seguro de vida -hoy día no existe-; que permita resolver de plano los problemas que se presentan en esta actividad -su costo humano y familiar es enorme, y se acentúa por la fragilidad y la ausencia de todo mecanismo para sostener a las familias cuando se produce una tragedia (en general esto conmociona por uno o dos días a la prensa nacional, pero luego pasa dramáticamente al olvido)-, y que incluya los gastos previsional y de salud.



Seguramente, más de algún parlamentario o un economista dirá que eso forma parte de las obligaciones permanentes de las personas. Pero cuando se trata de ingresos no estables, como en el caso de la pesca artesanal; cuando se trata de recursos muchas veces ocasionales, que dependen de cuotas de captura que se han ido reduciendo en el tiempo, uno debería comprender que en ello también le asiste una responsabilidad al Estado y no condenar a los pescadores artesanales a míseras pensiones, sino procurar la existencia de instrumentos para que, a través de ese fondo, el Fisco sea capaz de cubrir sus cotizaciones previsionales y de salud.



Tal iniciativa permitiría paliar parte importante de las peores dificultades que enfrenta dicho sector: ausencia de un seguro de vida; atención de salud en calidad de indigente; pensiones muy frágiles, aliviadas en cierta medida por la pensión básica solidaria aprobada durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet, pero que no reemplaza una buena pensión derivada de la cotización que debe hacerse durante toda la vida.



Siento que de ese modo, señor Presidente, los pescadores artesanales mirarían de mucho mejor manera estas legislaciones, que habitualmente favorecen al sector de la pesca industrial y no al suyo. Verían las decisiones de la autoridad de otra forma si fuesen beneficiarios de un fondo de compensación como el sugerido, que permitiera absorber gastos que ellos no están en condiciones de cubrir y que acentúan sus estados de pobreza y marginalidad.



Espero que tal idea no caiga en el vacío.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Enviamos un oficio en su nombre, señor Senador?

El señor ESCALONA.- Sería mejor hacerlo en el de la Corporación.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se remitirá el oficio pedido por el Honorable señor Escalona, en nombre del Senado.



--Así se acuerda.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, complejo problema nos presenta este proyecto originado en mensaje.



En particular, si hubiéramos debatido esta materia hace 5 ó 6 años, tendríamos una disposición diferente. Pero lo hacemos precisamente ahora, a más de 10 años de la aprobación por el Congreso de la ley que estableció las cuotas individuales transferibles. 



Yo me pregunto, más allá de lo planteado por el Senador Orpis y de la buena intención o buena fe que observo, si esta iniciativa resulta procedente hoy.



No sé si la Cámara Alta se habrá dado cuenta del estado crítico en que se halla la pesquería del jurel, o si la Subsecretaría de Pesca posee algún grado de credibilidad a estas alturas, ya que el proyecto dispone que ese organismo realizará estudios para determinar el tamaño mínimo del jurel, en circunstancias de que ese recurso ya no existe, ¡lo destruyeron! ¡Y se discute si el largo será de 21 ó 22 centímetros...!



Señor Presidente, esta especie se ha acabado, a causa de la irresponsabilidad de la Subsecretaría de Pesca durante los Gobiernos de la Concertación. Y la única diferencia que veo en la actual Administración, de Derecha, es que el Ministro de Economía se atrevió a sostener lo que todos señalábamos: que existen pesquerías absolutamente colapsadas; entre ellas, la del jurel.



Por tanto, si me dicen que será esa Subsecretaría, a la que le cabe responsabilidad principal en la destrucción del recurso, la que realizará un estudio para determinar la talla de primera madurez sexual del jurel por cada una de las unidades de pesquería, cabe preguntar: ¿por qué no lo hizo en estos 10 años? ¿Qué garantía existe de que lo llevará a cabo?



A nadie le ha interesado hasta hoy determinar el tamaño mínimo de madurez sexual. Cambiamos la “carrera olímpica”; distribuimos las cuotas, pero ninguna persona se preocupó de la sobrevivencia de la especie.



Entonces, la discusión no está en si los industriales del norte tienen derecho a cierta cuota de jurel, sino en qué haremos para salvar el recurso, cuya explotación genera miles y miles de empleos.



La situación en la Región del Biobío no puede ser peor después del terremoto. Vamos a perder miles de ocupaciones. 



De un millón 300 mil toneladas aprobadas por el Consejo Nacional de Pesca, se han extraído 370 mil. Cada año se sobrepasa en más de 83 por ciento la cifra recomendada por el Instituto de Fomento Pesquero (IFOP). Este dispone una cuota global científicamente apropiada. Pero el Consejo, integrado por todos los propietarios de cuotas individuales -es decir, los industriales-, la aumenta en casi 100 por ciento al año.



Por eso nos encontramos en esta situación.



Entonces, más allá de la legitimidad jurídica o de la resolución de la Contraloría que habla de la existencia de más de un stock de jurel y no solo de uno -es decir, que hay diferencias entre el jurel del norte y el del sur-, todos conocemos cómo se desarrolla esta especie: es transoceánica; migra durante 7 a 10 años; puede alcanzar tamaños que superan un metro. ¡Sin embargo, aquí la pescamos con 21 centímetros!



Y el debate que se efectúa en el Senado durante la crisis más profunda de la situación del jurel radica en si nos seguimos repartiendo los ejemplares juveniles; en que vamos a estudiar si desovan o no; en que la Subsecretaría, la cual es responsable de fiscalizar que tengamos un stock apropiado de la especie, una biomasa sustentable, nos dice que ahora va a realizar análisis.



Todos los investigadores y científicos del IFOP coinciden plenamente en que las pescas de investigación en Chile fueron utilizadas para asignar recursos, pero no se sabe nada de las 1.025 investigaciones efectuadas sobre el particular en los últimos años.



No conocemos ninguno de esos estudios; no se han entregado; no tenemos acceso a ellos. Se realizaron 1.025 en un período de 5 años y medio (entre 2003 y 2009), y jamás supimos sus resultados, nunca fueron publicados.



La verdad es que no se llevaron a cabo; se dictaron resoluciones para realizar pesca de investigación a fin de tener control social y mitigar la movilización que se desataba por la competencia al interior del sector industrial, y también del artesanal.



En consecuencia, aquí no está en juego la pesca industrial o la artesanal, sino el contar o no con la biomasa de jurel y de otros recursos necesarios para la subsistencia de esta pesquería tan grande e importante en Chile.



Votaré en contra del proyecto, señor Presidente, porque lo considero extemporáneo.



Estoy dispuesto a discutir si la zona norte puede acceder a las cuotas de jurel cuando dispongamos de este recurso para todos. ¡Pero hoy no hay jurel para nadie!



Esa es la grave situación en la que nos encontramos. Y en el transcurso del debate, a la luz de lo que vendrá en los próximos meses, ella será duramente criticada.



Voto que no.



¡Patagonia sin represas!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, me voy a abstener de votar el proyecto porque creo que estamos asistiendo a la crónica de una muerte anunciada.



Venimos señalando desde hace muchos años que en Chile se explota esta especie por sobre su capacidad de reproducción. Y ha habido un enfoque absolutamente liberal, que no ha determinado ningún tipo de regulación, y en virtud del cual se ha extraído el jurel de manera brutal.



Lo anterior da cuenta de que esta situación, donde los recursos son finitos pero nosotros actuamos como si no lo fueran, llega a niveles de grave colapso ecológico.



Acá estamos haciendo desaparecer una especie de nuestra plataforma marina debido a una explotación aberrante. Además, esto no solo revela la sobreexplotación de un recurso, sino también su destrucción para que muy pocos se enriquezcan, dado que el jurel casi no tiene valor agregado y termina convertido en harina de pescado.



Y resulta increíble que la proteína más importante, que los ácidos grasos más relevantes hoy en el mundo para combatir el aumento de colesterol, las enfermedades crónicas no transmisibles, los infartos, los accidentes vasculares, los cánceres, ¡acaben siendo utilizados para alimentar bovinos o pollos y no seres humanos!



De verdad, eso demuestra que el modelo de desarrollo de nuestro país tiene que cambiar.



Lo mismo ocurre cuando exportamos concentrado de cobre pero ni siquiera exportamos un alambre. Y en las actividades que no pagan impuestos por la extracción de recursos naturales, como en el caso del royalty, finalmente aprobamos una limosna y, a cambio de ello, más encima entregamos invariabilidad tributaria por muchos años.



En definitiva, eso pasa con todos los recursos naturales.



Actualmente, existe un gran debate respecto a cómo agregarles valor. Pero en este caso ni siquiera se intenta eso, pues la especie se encuentra en vías de extinción. Y si nuestras prácticas se mantienen tal como hasta ahora, sucederá lo mismo con todos los recursos naturales.



Ya tuvimos una crisis en la acuicultura. Pues, debido a malas prácticas empresariales, como aplicar antibióticos de manera indiscriminada o no hacerse cargo de los daños ambientales, se produjo una crisis biológica en la salmonicultura.



¿Cuál fue la conclusión; el instrumento ideado para su remedio? Hacer más de lo mismo, pero agregando la privatización del mar y el borde costero a fin de premiar las malas prácticas de los empresarios.



Este problema es de larga data: los últimos 20 años.



Recuerdo muy bien que, cuando se discutió la Ley de Pesca en la década de los noventa, se hizo un traje a la medida para los grandes armadores: se aprobaron cuotas globales y no individuales. Eso expresó claramente la influencia de los sectores empresariales en el Parlamento en esa época.



Me parece que de ahí para adelante tenemos una deuda inmensa. El gran damnificado fue todo el país. Además, los pequeños productores, los pequeños pescadores artesanales, se hallan absolutamente postergados, sin ninguna posibilidad de competir, en circunstancias de que desarrollan una actividad cuyo producto constituye el único alimento protector en materia de proteína, junto con la verdura y la fruta, con que cuentan los chilenos. Porque, lamentablemente, el resto del volumen de pesca -como señalaba- termina como harina de pescado.



Considero que este proyecto no resuelve nada; es cosmético; no se hace cargo del problema. Y pienso que sería bueno que, después de 20 años de una política condenada al fracaso y que nos llevará a una situación dramática, se abordara de manera integral esta situación. Pues creo que ya no se puede seguir postergando y obviando la verdadera magnitud del problema, como señalaba el Senador señor Navarro.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, voy a apoyar el proyecto porque tiende a resolver una situación concreta. Y lo está haciendo, según los antecedentes que se nos dan en forma responsable, más allá de la discusión de fondo, la cual es de mayor alcance, pues tiene que ver, más que con la iniciativa en debate, con el sistema vigente para la pesca industrial y artesanal.



Efectivamente, hemos venido reclamando desde hace muchos años por la situación que afecta a nuestra zona. En ella, aunque se carece de pesca industrial, hay mucha pesca artesanal, que sufre las consecuencias de una legislación que no ha podido abordar el problema.



En el caso específico de mi Región -a él se refería recién la Senadora Rincón-, hay muchas pesquerías, especialmente de merluza, pero muy pocas cuotas para los pescadores artesanales, en circunstancias de que en otras Regiones tienen muchas, pero carecen de acceso a la pesquería, porque las especies son migrantes. Si bien años atrás estuvieron en cierta parte, ya no permanecen ahí. Y se han impuesto cuotas que se convierten en derechos petrificados, que no pueden cambiarse. 



Por lo menos en los últimos tres o cuatro años,  me ha tocado personalmente luchar contra el Consejo Nacional de Pesca y contra la Subsecretaría de Pesca, a fin de que cambie la situación. Y la manera de lograrlo no es variando la asignación de cuotas.



Las cuotas de los pescadores de la Cuarta y Quinta Regiones se transfieren a la Séptima, a través de procedimientos muy engorrosos,  procedimientos que incluso sabemos que son irregulares: el Intendente de la Región del Maule traspasa recursos al de la Quinta Región, y este financia a los pescadores cursos de capacitación que, en realidad, son modos de pagar los derechos de cuotas.



Me parece que tal sistema no puede subsistir.



He sugerido en reiteradas oportunidades al Consejo Nacional de Pesca que lo anterior termine. No hubo caso. En períodos anteriores, y en reciente reunión con los pescadores artesanales de todo el Maule, lo hemos planteado al Subsecretario de Pesca. Estaban presentes no solo los del Maule Sur, sino del Maule Norte. Y en reunión que tuvimos hace tres semanas en Pelluhue, hicimos ver la necesidad de revisar la legislación, de manera de hacer razonable la forma de asignar las cuotas en la pesca artesanal. Y, por cierto, ello obliga a revisar también las de carácter industrial.



La legislación actual caduca el año 2012; es decir, a más tardar el 2011  deberíamos estar revisándola.



Dados el problema de fondo que algunos señores Senadores han planteado, que merece ulterior análisis; la realidad nuestra, que no ha sido resuelta a pesar de las quejas, y las solicitudes que hemos hecho sobre la materia durante varios años, pido que todo esto se modifique.



Respecto del planteamiento que nosotros venimos formulando desde hace algunos años, el Subsecretario nos anticipó que era criterio del Ejecutivo revisar en esa dirección la legislación de pesca vigente. Ojalá que se haga lo antes posible, porque no podemos seguir parchando una ley que merece una evaluación, pues ha tenido beneficios importantes en muchos sentidos, pero a la vez ha creado situaciones difíciles de enfrentar.



Me alegro de que se haya podido abordar aquí el caso de la pesquería del jurel. Pero lo razonable es que veamos en una sesión más global los problemas que afectan a los distintos sectores, particularmente, al de pescadores artesanales. Pienso que se lo merecen nuestros pescadores. En especial, aquellos que me toca representar tienen dificultades para  llevar una vida estable, dadas estas situaciones un poco absurdas que se presentan en la forma de asignar y manejar las cuotas de pesca.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, también me resulta bastante difícil asumir que con este proyecto se va a terminar un problema -en realidad, estamos en su superficie y no vamos al fondo- que el país debiera arreglar mediante una ley  definitiva, sin esperar que caduque la vigente.



Por eso, no me motiva sostener que con esta iniciativa vamos a solucionar una situación parcial. Porque, efectivamente, tal como ha funcionado hasta ahora nuestra institucionalidad y como hoy día se dan las cosas, estamos terminando con recursos biológicos extraordinariamente significativos que hoy están casi en extinción. Estamos hablando no solo del jurel, sino de la merluza común y de la austral. Y eso se debe a una institucionalidad inadecuada y a malas prácticas. Sobre la base de estas últimas -como muy bien decía el Senador señor Navarro, en conceptos que yo comparto- se hacen supuestas investigaciones y se presume que lo de algunas especies sujetas a cuotas tienen que ver con aquellas. Pero la verdad es que eso termina siendo una forma de reparto para compensar determinados problemas que se generan entre una Región y otra y entre ciertos sectores, sin que se cumpla el objetivo.



Por lo tanto, francamente, debo declarar que no tengo confianza en lo que dice parte del proyecto, en cuanto a que dentro de 18 meses la Subsecretaría de Pesca deberá elaborar los estudios necesarios que determinen la talla de primera madurez sexual del recurso hidrobiológico jurel por cada una de las unidades de pesquería.



La experiencia nos dice que si lo anterior no ocurre ni siquiera con la investigación, menos va a suceder en situaciones específicas. Y no solo eso, pues se han reiterado esas malas prácticas; y, al final, no solo estamos terminando con nuestros recursos pesqueros, sino que además hemos desviado el camino natural de la investigación. Por lo tanto, tenemos que hacernos cargo de este mundo a que se refería el Senador señor Escalona.



Aquí, en forma bastante compleja, hay una concentración en manos de la pesca industrial, en desmedro de la artesanal, la cual, además, carece de regularidad en su accionar. Por lo mismo, sufre los embates de meses completos de paralización y de incertidumbre, sin que los pescadores sepan cómo enfrentar sus gastos personales y los de sus familias cuando quedan durante mucho tiempo de brazos cruzados. 



Nosotros no podemos seguir  ignorando tal situación.



Aparte del caso específico de la pesca artesanal, hay otros  vastos sectores que también carecen de un ingreso regular y que deben vivir en la angustia de no disponer de una salvaguardia para ellos, no tener continuidad en la previsión,  no poseer recursos para el ahorro ni gozar de algún tipo de subsidio. Y, entonces, se va ahondando un problema social que no es menor.



Por esa razón, yo no me siento capaz de manifestar que este proyecto no me satisface. 



Me molesta que tengamos que discutir el fenómeno en su superficie, cuando es más profundo. 



Por esa misma razón, me voy a abstener. Quiero que ello se vea como una señal. No voy a votar en contra, pero  estimo que no es bueno que el Senado esté discutiendo una materia que pasa a ser absolutamente secundaria frente al problema real: una institucionalidad que no funciona. Hay irracionalidad en los procedimientos. Tenemos  concentración industrial y una sobreexplotación importante de nuestros recursos naturales. 



No tengo confianza en que en el plazo de 18 meses la Subsecretaría de Pesca cumpla lo que dice. Porque en este Gobierno o en el de ayer -me da igual- tengo la experiencia -según lo apreciado en distintas regiones- que aquella no ha funcionado como debiera.



Y el Consejo Nacional de Pesca también carece de suficiente transparencia, porque algunos de sus integrantes se “autofiscalizan”.



En verdad, estoy cansada  de la actual  institucionalidad.



Por esas razones, señor Presidente, por considerar que no debemos legislar en forma precaria ni tampoco perpetuar situaciones inaceptables, me voy a abstener, como una manera de dejar constancia de mi disconformidad con lo que está sucediendo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, en las diferentes intervenciones de hoy, claramente, se advierte consenso en cuanto a que la legislación en estudio no va a resolver el problema de fondo.



La discusión, en consecuencia, tiene dos vertientes: discutir parte del problema de fondo y, al mismo tiempo, abocarse a qué hacer con el proyecto de ley en concreto.



Aunque lo propuesto en la iniciativa en debate no es perfecto, va a resolver el problema de ciertos pescadores artesanales que requieren esta nueva normativa para seguir subsistiendo con la escasa pesquería que tienen.



Si todos los Senadores votáramos en contra por parecernos insuficiente, no se podrían modificar las formas en que están asignadas las cuotas, con un porcentaje importante de pescadores artesanales pasándolo mal.



Uno se puede abstener, rechazar o votar a favor del proyecto. Pero si todos nos pronunciáramos de cierta manera, los efectos serían distintos.



En consecuencia, tratando de ser coherente y responsable con lo que creo, aprobaré la iniciativa. 



Sin embargo, quiero agregar algunas observaciones, colgándome de lo dicho por varios colegas.



A mi juicio, tiene razón el Senador Navarro cuando sostiene que hay una cuestión más de fondo que no se ha abordado. También me sumo a lo afirmado por el Honorable señor Girardi. El mismo Senador Larraín señaló que acá hay un asunto pendiente. 



Quiero recordar que,  como consecuencia del terremoto, muchas caletas de pescadores artesanales sufrieron daños muy grandes. Y acá, en algún minuto, se planteó la idea de adelantar el tratamiento de la Ley de Pesca que vence el 2012, con el objeto de enfrentar el problema con recursos y con nueva legislación. Afortunadamente no se hizo, porque se escuchó decir a algunos  que podría discutirse el proyecto de ley con antelación, pero manteniendo la situación actual; esto es, que se extendiera la fecha de vencimiento. Si eso es lo que algunos esperan para cuando se discuta la normativa el próximo año, sostengo que van a contar con poco apoyo.



Quisiera que la misma fuerza que advierto hoy respecto de esta modesta legislación que va a mejorar lo que hay, se diese para enfrentar los intereses de los poderosos, los cuales se harán presentes en el Parlamento al igual que ocurrió en el año 1992.



Quienes tenemos un compromiso contraído con los pescadores artesanales durante la campaña electoral última, fuimos explícitos en cuanto a que en la legislación del 2012 íbamos a asegurarles un debido tratamiento versus los pescadores industriales en Chile y los grandes intereses económicos. En esa oportunidad, vamos a determinar quiénes son los que están en condiciones de abordar los temas de fondo y dar los votos con coherencia.



Espero, señor Presidente, que sean varios los Senadores que el próximo año quieran discutir esta materia.



En lo referente a lo manifestado por los colegas señora Allende y señor Escalona acerca de que hay una cuestión relativa a la forma en que se desenvuelven ciertas actividades económicas en Chile, uno advierte que la situación de los pescadores artesanales se asemeja a la que vivieron y sufrieron los mineros.



Creo que todavía nos queda bastante por mejorar.



Escuché a algunos Senadores decir que hay que poner un poquito más de ojo en lo que se va a pedir a este nuevo Gobierno, a fin de que tenga una mirada distinta y haga posible terminar con la hipocresía de los estudios científicos. En todo caso, estos no son un descubrimiento nuestro. Los inventaron los japoneses para ser aplicados en la caza de ballenas: se asigna equis número de cetáceos al año para fines de pesca científica, pero terminan en los platos de sushi. Esa es la verdad. Y eso se hace en connivencia de todos nosotros. Cuando digo “todos nosotros” me refiero a la comunidad internacional.



En cierta medida, hoy se le ha puesto coto a ese proceder. Las cosas toman un tiempo en madurar. 



Como soy optimista confío en que el Gobierno -con los Senadores que lo apoyan-, tenga la capacidad de terminar con la hipocresía de la investigación científica. Porque resulta bien complejo que en cinco años y medio todavía no sepamos el resultado de alguna.



Por último, señor Presidente, espero que en la discusión del próximo año tengamos todas las cartas sobre la mesa, para contar con algo que recoja nuestra realidad en materia de pesquerías. Estas se están acabando. En consecuencia, ya no es un tema distribuir las cuotas de captura. Cada vez que uno lo hace, algunas pueden ser mejores o peores, pero cabe preguntar qué se distribuye. 



También hay que hacerse cargo de las pesquerías cuando se discuta la nueva legislación, a fin de dar una lonja adecuada a los pescadores artesanales y otorgarles la protección y fiscalización adecuadas, para que la pesca industrial no se siga llevando la mejor parte de este gran negocio que debe ser para todos los chilenos.



Voto a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, se han planteado muchos aspectos de diverso carácter. 



Por mi parte, solo quiero señalar que la Organización Regional de Pesca para el Pacífico Sur se acaba de reunir el fin de semana. Son 25 países los que pretenden participar del recurso. Hace más de 10 años Chile se autoimpuso que se descontarían de la cuota de captura de las empresas industriales las especies que pescaran fuera de las 200 millas de la zona económica exclusiva, como una manera de cuidar el recurso y buscar presencia internacional.



En esa línea hay mucho por hacer aún.



Con respecto al Consejo Nacional de Pesca, efectivamente, no puede ser juez ni parte. Además en él no están representados los distintos actores. Se tiene que modificar. Hay compromisos en esa materia.



En cuanto a los Consejos Zonales, hay que aumentar su número, a fin de que cada una de las Regiones pueda administrar sus propios recursos.



Lo mismo se da en la distribución de cuotas entre pescadores artesanales e industriales. 



La ley que trata del límite máximo de captura por armador pretendió reducir la flota -de hecho lo hizo- y equiparar la cantidad de recursos por capturar durante el año, dando estabilidad laboral y aumentando la posibilidad de entregar valor agregado a los productos.



Ello debe ser evaluado para cada una de las pesquerías.



El drama más grave se presentó cuando se mezclaron cuestiones sociales con asuntos productivos. Con cargo a las cuotas de pesca de investigación, se pretendía resolver problemas sociales. Y, evidentemente, eso no funciona, porque la disponibilidad de recursos cae en el tiempo. La política de la Coalición por el Cambio es justamente establecer una diferenciación, al igual como en INDAP y en otras áreas de nuestra sociedad.



En lo referente  a investigación, efectivamente,  hay que dar a esta más recursos. El Fondo de Investigación Pesquera (FIP) viene muy disminuido este año, por lo cual debe potenciarse  como corresponde al Instituto de Fomento Pesquero (IFOP).



Estamos tratando de legislar para evitar el descarte. Se espera solo una indicación del Ejecutivo. Hemos entrado a legislar respecto de los Ecosistemas Marinos Vulnerables; se han ampliado las áreas de protección con el compromiso de la autoridad para que la isla Salas y Gómez pueda elevar sobre 12 por ciento los sectores protegidos en nuestra Zona Económica Exclusiva; se va a ampliar el posicionador satelital, con el objeto de tener mayor fiscalización, y también se distribuirán en mejor forma los recursos entre los pescadores artesanales. Actualmente, son sobre 80 mil las familias del sector. Algunos pescadores poseen una panga con motor y otros cuentan con dos naves que suman más de 100 toneladas de registro grueso.



En esta materia hay bastante por regular. Con el Ministerio de Economía y la Subsecretaría de Pesca, estamos elaborando un calendario para resolver los inconvenientes de aquí hasta inicios del 2011.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el proyecto en debate esconde un conjunto de dificultades tremendas de la industria pesquera.



Ya se mencionó que todos hemos sido testigos de la presunta pesca investigativa. Si uno contabiliza las toneladas de jurel que se capturan sobre esa base, la cifra es escandalosa. Además, el procedimiento no tiene nada de científico. Se relaciona con la mantención del empleo y con las presiones de la industria.



El origen del problema de fondo radica en que esta industria no toma decisiones técnicas: el Consejo Nacional de Pesca, que la representa, es el que ayuda a fijar las cuotas de cada una de las pesquerías. Y hoy la mayoría de estas se encuentran en plena explotación. Están a punto de colapsar, si es que ya no lo han hecho.



Viven un drama. 



Lo que mencionó el Senador Horvath, en el sentido de que Chile manifiesta buenas intenciones al quitar o reducir las cuotas de pesca a quienes capturen recursos más allá de las 200 millas no tiene importancia, porque los chinos están instalados en ellas, saqueando el mar de poblaciones que migran en forma abundante. No lo digo como una crítica al Senador señor Horvath. Reconozco la voluntad de nuestro país, pero el problema es que el fenómeno es más complejo. ¡Más complejo!



En ese sentido, el proyecto apunta a hacer un estudio. 



¿Los jureles del norte son iguales a los del sur? 



Todo esto se relaciona con la necesidad de precisar cuál es el tamaño de la captura que se va a autorizar. Es positivo que ello ocurra, como también evitar el colapso de las industrias.



En mi opinión, para que la actividad pesquera tenga larga vida hay que incorporar un elemento básico en nuestros debates -no es esta la ocasión de hacerlo- que dice relación a modificaciones profundas de los seguros de cesantía. Porque, cuando se declara una veda, se necesita asegurar que los pescadores tengan ingresos, puedan seguir manteniendo a sus familias y que no sean las variables de ajuste de las industrias  las que determinen si les va bien. Y la gente de mar constituye la válvula de ajuste cuando no hay trabajo. Muchas veces a ellos los ponen como factor de presión, porque tienen que “parar la olla”, alimentar a sus familias. Hay sectores de la economía que dependen de que los pescadores trabajen y cuenten con un ingreso. 



¡No puede ser que no nos hagamos cargo de ese punto!



Cuando en el futuro el Perú inicie una veda en el norte, Chile deberá hacer lo mismo simultáneamente; de lo contrario, la medida no tendrá sentido. Ello, si queremos recuperar el stock o la masa hidrobiológica en serio.



El actual mecanismo del límite máximo por armador no ha servido. Todo indica que hemos fracasado en la administración del recurso en nuestro país. Necesitamos repensar el asunto, y espero que revisemos la Ley General de Pesca cuanto antes, pues son varias las pesquerías que se hallan en situación dramática en la Octava Región. 



Señor Presidente, tengo la intuición -obviamente no soy científico para demostrarlo- de que los jureles del norte en algo son distintos de los del sur, aunque algunos quieren hacer ver que se trata del mismo fenómeno. Los estudios demostrarán que sí hay diferencias. 



El problema radica en que la Región del Biobío ha sobreexplotado sus recursos hidrobiológicos. Y nosotros debemos evitar que igual hecho ocurra en las pesquerías de otros lugares.




Todo indica que en el norte hay harto jurel. ¡Harto! Cabe preguntarse, entonces, si allí se está saqueando el recurso. Parece que no. Y creo que los estudios también lo demostrarán. 



En consecuencia, señor Presidente, necesitamos una visión más profunda de la situación. La iniciativa que nos ocupa -disculpen la forma de decirlo; no quiero sonar despectivo- será una ley parche, de aplicación transitoria. Espero que los trabajos de investigación ayuden y que después abordemos la cuestión de fondo, sin que los pescadores paguen el costo del ajuste de captura.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Hago presente a quienes nos acompañan en las tribunas que no está permitido hacer manifestaciones.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las modificaciones propuestas por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (22 votos a favor, 1 en contra y 3 abstenciones), quedando aprobado el proyecto en particular y despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, García, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Tuma y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Navarro.



Se abstuvieron la señora Allende y los señores Girardi y Muñoz Aburto.

ASOCIACIONES Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN GESTIÓN PÚBLICA. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde tratar el informe de Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política, ya aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (Véase en los Anexos, documento 10).


--Los antecedentes sobre el proyecto (3562-06) figuran en los 
Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 62ª, en 6 de noviembre de 2007.



En trámite de Comisión Mixta, sesión 62ª, en 28 de octubre de 2008.



Informes de Comisión:



Gobierno, sesión 59ª, en 8 de octubre de 2008.



Mixta, sesión 63ª, en 2 de noviembre de 2010.



Discusión:



Sesiones 60ª, en 14 de octubre de 2008 (queda para segunda discusión); 61ª, en 15 de octubre de 2008 (se aplaza su discusión); 62ª, en 28 de octubre de 2008 (se rechaza en general y pasa a Comisión Mixta).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La controversia suscitada respecto de esta iniciativa se originó en el rechazo de la idea de legislar por parte del Senado.



La Comisión Mixta, como modo de resolver la divergencia entre ambas ramas del Congreso, realiza una proposición -ya fue aprobada por la Cámara de Diputados-, que consiste en un texto de 38 artículos permanentes y 5 disposiciones transitorias. Tales normas regulan las asociaciones sin fines de lucro, las organizaciones de interés público y el Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público. Asimismo, se modifica la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, la Ley sobre Juntas de Vecinos, la Ley sobre Organización del Ministerio Secretaría General de Gobierno y el Código Civil.



Hago notar que, para la aprobación de la proposición de la Comisión Mixta, se requiere el voto conforme de 18 señores Senadores.

El señor GARCÍA.- ¿Me permite, señor Presidente, antes de iniciar el debate?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, solicito que recabe el asentimiento unánime de la Sala para que ingrese la Subsecretaria General de Gobierno, señora María Eugenia de la Fuente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No hay presente ningún Ministro, señor Senador. De acuerdo con el Reglamento...

El señor PROKURICA.- Basta la unanimidad de la Sala.

El señor ORPIS.- Exactamente.

El señor NAVARRO.- ¿Cuándo van a venir los Ministros a la Sala?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Yo no voy a dar mi acuerdo. Por eso estoy dando la explicación.



En este momento no se encuentra presente en la Sala ningún Ministro. El Reglamento establece que por lo menos debe haber uno para autorizar el ingreso de otros funcionarios de Gobierno.



En otra oportunidad, a petición de los Senadores, se mandó una comunicación al señor Ministro del Interior porque ningún representante del Ejecutivo estuvo en la sesión cuando se discutió el proyecto sobre aumento de la dotación de Carabineros. A mi juicio, en iniciativas de esta naturaleza deben estar los Secretarios de Estado presentes. 



Por tanto, al menos mi opinión es que, atendido el oficio enviado con anterioridad, debiéramos mantener la misma línea mientras el Gobierno no asista al Parlamento a discutir los proyectos de ley.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, le encuentro toda la razón. Fui uno de los que reclamaron por la no comparecencia de los Ministros en el debate del proyecto que aumenta la dotación de Carabineros. Pero la materia que nos ocupa aún no se la hemos comunicado al Gobierno. 



En consecuencia, considero que debiéramos permitir el ingreso a la Sala de la Subsecretaria, sabiendo que ella está en el edificio, sin perjuicio de que se le informe al Ministro del Interior que en el futuro no se autorizará entrar al Hemiciclo a ningún alto funcionario si no viene acompañando a un Secretario de Estado. 


Insisto: me parecería un despropósito que la señora Subsecretaria General de Gobierno, estando aquí, no pudiera informar ahora sobre el proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Yo no tengo problema en revertir lo que acabo de plantear. Solo estoy defendiendo los fueros del Senado y de los parlamentarios. Por eso se le ofició al Ministro del Interior.



Ahora, si existiera unanimidad, podría revisar mi postura. 



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, queremos que la iniciativa se discuta ahora y se vote. 



No somos partidarios de que entre un Subsecretario cuando no viene acompañando a un Ministro. Esa es -diría yo- la “doctrina Prokurica” aplicada a ultranza, que vamos a mantener. Hemos aprendido de Su Señoría. 


Estoy seguro de que el Ministro del Interior se encuentra en el edificio. Tendría que estar, pues nos hallamos discutiendo el proyecto de Ley de Presupuestos, que debiera ser su gran interés. De lo contrario, pido debatir la iniciativa en su ausencia.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Voy a leer el artículo 71 del Reglamento, el cual, mientras no sea modificado, no ofrece ninguna otra alternativa.

El señor NAVARRO.- ¡Lo hemos utilizado muchas veces!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Exactamente.



Dice: “Por acuerdo unánime de la Sala podrán asistir a las sesiones los subsecretarios y otros altos funcionarios, siempre que concurran acompañando a un Ministro de Estado.”.



Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, comprendemos la norma reglamentaria, pero sucede -se lo digo especialmente al Senador señor Letelier, quien sé que entenderá el punto- que estamos frente a un proyecto  que habla de la participación ciudadana y que busca desarrollar el trabajo de las juntas de vecinos y uniones comunales. Me parece que, para contar con más argumentos y generar un mejor debate en la Sala, resulta conveniente conocer la posición del Ejecutivo sobre la materia.



Pido al Senador señor Letelier que otorgue la unanimidad para el ingreso de la Subsecretaria General de Gobierno. En todo caso, comparto por completo la opinión de que, para el análisis de una iniciativa de esta envergadura, debería estar presente la señora Ministra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Da la unanimidad, Honorable señor Letelier?

El señor LETELIER.- No, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No hay acuerdo. 



Por tanto, no sacamos nada con seguir discutiendo el punto.

El señor CHAHUÁN.- Le pedimos al Senador Letelier que reconsidere su decisión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión la proposición de la Comisión Mixta.


Tiene la palabra el Honorable señor Sabag, para informar sobre la materia.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el objetivo del proyecto es facilitar el ejercicio del derecho de asociación mediante regulaciones que simplifiquen la constitución de agrupaciones intermedias que persigan finalidades de interés social o cultural, sin fines de lucro, que no estén reglamentadas por estatutos especiales.



Cabe recordar que en el segundo trámite constitucional, informado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado, la iniciativa ingresó a la Sala para su discusión general, oportunidad en que se rechazó la idea de legislar como consecuencia de no haber alcanzado el quórum constitucional necesario para su aprobación.



Constituida la Comisión Mixta, se abocó al tratamiento de la iniciativa, recibiendo en el período que abarcó su estudio tres propuestas del Ejecutivo. Culminó su examen el 10 de marzo del año en curso. Posteriormente, se solicitó la reapertura del debate, en consideración a que era menester introducir ciertas enmiendas para perfeccionar la redacción del proyecto.



Citada por el Presidente del Senado, en atención a que el anterior Presidente de la Comisión había cesado en su cargo parlamentario, la Comisión Mixta se reunió los días 29 de mayo, 6 y 27 de julio y 2 de agosto de 2010, y eligió al Senador que habla para presidirla.



Cabe dejar constancia, además, de que la Comisión Mixta quedó integrada por los mismos parlamentarios que concurrieron a la etapa anterior de discusión, con excepción del ex Senador Ricardo Núñez, quien fue reemplazado por el Honorable señor Fulvio Rossi, y del ex Diputado Gonzalo Duarte, quien fue sustituido por el Diputado señor Fuad Chahín.



Reabierto el debate, la Comisión se ocupó de diversas enmiendas que complementaron el trabajo antes realizado y, con el patrocinio del Ejecutivo, introdujo una nueva institucionalidad al proyecto, que, básicamente, al uniformar en el Código Civil las normas para la constitución y el funcionamiento de esos cuerpos intermedios, evita la duplicidad de legislaciones, que muchas veces entorpece y confunde tanto a las autoridades como a los gobernados, impidiendo el desarrollo de tales corporaciones sociales.



Asimismo, el órgano técnico discutió latamente las observaciones que la Excelentísima Corte Suprema formuló a la iniciativa con relación a normas que inciden en la organización y las atribuciones de los tribunales de justicia.



Debo expresar que las enmiendas introducidas a lo largo de toda la tramitación del proyecto en la Comisión Mixta, que fueron objeto de un extenso y detallado debate, mejoran ostensiblemente el propósito que se tuvo en vista al legislar sobre la materia: dotar a la ciudadanía de una herramienta eficaz de participación en la gestión de los asuntos públicos.



En la segunda etapa de estudio del proyecto, la Ministra Secretaria General de Gobierno actual participó plenamente en cada una de las discusiones; por tanto, el Ejecutivo está plenamente de acuerdo con esta proposición.



El informe de la Comisión Mixta ya fue aprobado por la Cámara de Diputados, y solo falta el visto bueno del Senado de la República. 



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, el proyecto que nos ocupa ha sido largamente esperado por las organizaciones de la sociedad civil, pues busca mejorar los mecanismos de participación ciudadana, que hoy día están seriamente cuestionados en Chile.



En la actualidad, la ciudadanía es protagonista del desarrollo y, también, de materias sociales. Existe un tremendo compromiso con el país. A mi juicio, uno de los grandes vacíos de nuestra legislación es no contar con una buena normativa en el ámbito de la participación civil.



El mérito de la iniciativa en análisis es que comenzó su tramitación durante el Gobierno anterior después de una larga discusión y, dado que al final no se alcanzó a despachar, continuó su tratamiento en la Administración actual. Por tanto, el proyecto es compartido por ambos Gobiernos. Ello, porque implica un asunto de Estado: lo relativo a la participación ciudadana.



Pero, más allá de la historia del texto propuesto, señor Presidente, deseo abordar temáticas que son inéditas en la legislación chilena sobre la materia.



Partiré leyendo el artículo 2° del proyecto. Su inciso primero dice: “Es deber del Estado promover y apoyar las iniciativas asociativas de la sociedad civil.”.



Y el inciso tercero agrega: “El Estado, en sus programas, planes y acciones, deberá contemplar el fomento de las asociaciones, garantizando criterios técnicos objetivos y de plena transparencia en los procedimientos de asignación de recursos.”. Esto, que constituye una aspiración programática, se ha incorporado plenamente en la proposición acordada por la Comisión Mixta y aprobada por la Cámara de Diputados.



¿Por qué señalo lo anterior? Porque se plantea crear un Registro Único de Organizaciones Civiles. Así, cualquier persona el día de mañana podrá concurrir al Registro Civil y pedir antecedentes sobre aquel Registro para verificar alguna información.



Después, señor Presidente, el articulado propuesto intenta acotar el tipo de organizaciones y facilitar su establecimiento.



Se crean las organizaciones de interés público. 



Adicionalmente, se establece el Consejo Nacional encargado de llevar un catastro con todas las agrupaciones que lo soliciten.



En el Título III, además del catastro y del Registro Único, se consagra algo inédito en nuestro país de manera genérica: la creación del Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público. Este tendrá una estructura de carácter nacional y también regional. Es decir, se avanza en el robustecimiento de las Regiones.



En el Título IV, se modifican diversos cuerpos legales para hacer efectiva la participación ciudadana. 



Entre las enmiendas a la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, se incorpora el artículo 69, que señala: “El Estado reconoce a las personas el derecho de participar en sus políticas, planes, programas y acciones.”. 



El artículo 70, por su parte, dice: “Cada órgano de la Administración del Estado deberá establecer las modalidades formales y específicas de participación”. 



Paralelamente, el artículo 71 sugiere lo siguiente: “cada órgano de la Administración del Estado deberá poner en conocimiento público información relevante acerca de sus políticas, planes, programas, acciones y presupuestos (...). Dicha información se publicará en medios electrónicos u otros.”.


Asimismo, otra norma plantea que los órganos del Estado deberán dar cuenta pública a la ciudadanía. Y ello debe desarrollarse de forma desconcentrada, no solamente a nivel central, a fin de que todos puedan acceder a esos antecedentes. En el evento de que las organizaciones planteen observaciones a dicha cuenta, la entidad respectiva deberá dar respuesta conforme a las disposiciones establecidas. 



Además, el artículo 74 propone lo siguiente: “Los órganos de la Administración del Estado deberán establecer consejos de la sociedad civil, de carácter consultivo”. ¡Cómo no va a ser importante una norma como esta! La sociedad civil como protagonista y consejos consultivos en las distintas entidades públicas.



Luego se introducen importantes modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional de  Municipalidades. 



Se reemplaza la expresión “consejo económico y social comunal” por “consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”. Y se incorpora toda una legislación al respecto. 



Respecto de la Ley sobre Juntas de Vecinos, se plantean enmiendas similares.



Señor Presidente, en el Párrafo 6º se sugieren cambios que al principio casi no eran creíbles. Si hay algo que cuesta reformar en este país, es el Código Civil. Don Andrés Bello ha estado presente durante toda nuestra historia, y con razón. La Comisión Mixta introduce modificaciones  profundas -quizás después de 100 años- al Título XXXIII del Libro I del referido Código.



¿Y por qué proponemos esas enmiendas? Dado que la aproximación inicial al proyecto era establecer mecanismos para fortalecer la participación, dijimos: “¿Por qué no nos fijamos una meta alta, importante?”. Y ahí se planteó que una reforma de fondo debía aplicarse al Título XXXIII, que se refiere a las corporaciones y fundaciones.



Hoy día se requieren años para crear una corporación o fundación. Se piden informes inéditos: al Consejo de Defensa del Estado, a las policías, en fin. Es un sistema tremendamente engorroso. ¿Y para qué? Para que la sociedad civil participe. Sin embargo, todo sabemos que los procedimientos existentes solo colocan obstáculos a tal participación.



¿En qué sentido se modifica el Código Civil respecto de las corporaciones y fundaciones?



Las corporaciones pasan a llamarse “asociaciones”. 



Además, se establece un sistema expedito, mediante el cual, directamente quienes fundan estas asociaciones constituyen la escritura, van a la municipalidad. Allí existe un plazo acotado para que se pueda verificar si se cumplen o no los requisitos formales. Y, en caso afirmativo, si no hay observaciones, transcurrido ese lapso se obtiene la personalidad jurídica y se va al Registro Único, a cargo del Registro Civil.



Es decir, se establece un sistema completamente expedito para constituir corporaciones, fundaciones, asociaciones, en que se contará con un Registro Único. Y si bien el Ministerio de Justicia ya no tiene que ver directamente con la constitución de las asociaciones y fundaciones, sigue ejerciendo un rol fiscalizador importante. Es decir, mantiene la potestad fiscalizadora contemplada en el propio Código Civil.



Señor Presidente, el texto es inmensamente largo. Pero ¡cómo no sentirnos felices en el día de hoy de haber sido capaces de crear una legislación de suyo dificultosa, que suponía incluso modificar el Código Civil, lo que no se había hecho en décadas! 



Aunque los Honorables colegas no lo crean, este es un gran día para el Senado. Todo lo que muchas veces, en los distintos discursos, señalamos respecto de la participación ciudadana, de la sociedad civil, hoy día lo estamos haciendo realidad de manera muy concreta. Y creo que la participación ciudadana va a ser muy distinta después de esta iniciativa de ley. 



Por eso, quiero invitar con mucho entusiasmo, con mucha satisfacción, al Parlamento, al Gobierno anterior y al actual, a sentirnos orgullosos por lo que hemos creado en materia de sociedad civil, de participación ciudadana. Aquí se ha dado un paso gigantesco. 



Y desde las tribunas nos acompaña don Francisco Estévez, quien ha sido, junto con las actuales autoridades de Gobierno, uno de los grandes gestores de este proyecto. Ello muestra la transversalidad que ha caracterizado todo este proceso.



Por eso, señor Presidente, ojalá tengamos quórum el día de hoy para despachar esta iniciativa. Sintámonos orgullosos de ella. Después, viéndola con calma, van a observar que hemos dado un paso gigantesco, si bien al principio fue tímido. Porque hemos terminado incluso con modificaciones que ni siquiera nosotros nos habríamos sospechado cuando iniciamos su discusión.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Me han solicitado abrir la votación...

El señor NAVARRO.- ¡Sin disminuir el tiempo!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Conforme.



Si le parece a la Sala, se abrirá la votación sin disminuir los tiempos de los señores Senadores.



Acordado.


En votación el informe de la Comisión Mixta.


--(Durante la votación).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, sin duda, todo avance en participación ciudadana refuerza la democracia y el carácter pluralista de la nación chilena. 



Creo importante que exista un estatuto concreto que determine cómo, cuándo, en qué condiciones se organizan los ciudadanos. Asimismo, resulta esencial, sí, clarificar que este proyecto, si bien es fuerte en materia de organización -y, desde luego, anuncio mi voto a favor-, es escaso en participación. Se otorga la facultad a los ciudadanos para que se organicen, pero ¿qué entendemos por participación?



El artículo 54 bis que se agrega en la ley N° 19.418 señala que podrá haber uniones de juntas de vecinos de nivel provincial y regional. Hoy día lo eran de hecho. Existían, pero no tenían personalidad jurídica. Van a poder participar.



La pregunta es qué van a decidir esas uniones comunales regionales o provinciales. ¿Van a poder resolver sobre el Fondo de Fortalecimiento de Organizaciones y Asociaciones de Interés Público? No. Ahí hay cinco y cinco: cinco de Gobierno, cinco de las organizaciones, pero dirime el Presidente.



Y digo lo anterior porque yo entiendo que hay “participación” cuando la ciudadanía efectivamente puede decidir (plebiscito vinculante), cuando puede acceder a los presupuestos participativos, cuando puede opinar y su opinión es considerada porque tiene un valor específico.



Avanzamos, por cierto. Y concuerdo con lo que dice el Senador Orpis: generalmente los grandes debates no se caracterizan por una gran asistencia. Pero hoy día es importante, pues estamos dándonos un estatuto que fortalece de verdad la organización de la ciudadanía en torno, por ejemplo, al voluntariado. Gran punto: cómo se organiza la gente que quiere trabajar solidariamente en pos de los otros, del prójimo. Pues bien, la dotamos de un estatuto. El voluntariado se podrá organizar; va a tener derechos; va a acceder a fondos destinados a través del Presupuesto.



Señor Presidente, este proyecto tuvo un largo debate, en el que se hicieron presentes muchas aprensiones: para qué queríamos que se organizara la sociedad, cómo debía llevarse a cabo ese proceso y cuál debía ser la participación del Estado en él. Yo me alegro de que haya organizaciones con la menor incidencia del Estado -y, también, con la menor incidencia del sector privado-, de que sean autónomas de verdad, de que puedan representar los intereses legítimos de la ciudadanía que las elige y para la cual se ordenan y se constituyen.



Por tanto, estamos ante una gran iniciativa sobre organización ciudadana, pero queda una deuda importante: la participación.



Yo observé la vez pasada, cuando no contamos con el quórum, que se debía tener especial cuidado respecto de las exigencias que iban a hacérseles a las organizaciones indígenas. Porque, claramente, el Convenio N° 169 de la OIT nos obliga a consultar a esas comunidades cada vez que legislemos en torno a temas de interés, directo o indirecto, de ellas, en cualquier parte del territorio nacional. Se le planteó al Gobierno en esa oportunidad que ello debía hacerse, porque las asociaciones indígenas también se van a ver sometidas al ordenamiento jurisdiccional contenido en el proyecto. Yo creo que allí lo básico y principal es el respeto a la autonomía acerca de cómo se organizan, y para eso son los estatutos: libertad plena, con resguardos mínimos, desde el punto de vista de la llamada “moral pública”.



Señor Presidente, también hice notar en la sesión anterior la necesidad de que hubiera fondos públicos para financiar la organización. La normativa dice que esta será financiada mediante el Presupuesto; las donaciones, nacionales e internacionales, y la concursabilidad en los diferentes niveles del Estado. La pregunta que me hago es cuántos recursos vamos a destinar como Gobierno, como Estado, al financiamiento de las organizaciones de voluntariado de interés público. Eso es muy importante. Una organización sin un mínimo financiamiento pierde autonomía, no se desarrolla. Naturalmente, el aporte del Estado debe darse de la manera más transparente posible y sin ningún tipo de sujeción.



Entonces, siento que la incorporación del financiamiento a través de la Ley de Presupuestos nos abre un camino muy importante. Va a ser el propio Congreso el que determinará cuánto estamos dispuestos a invertir -no a gastar- en que los ciudadanos se organicen y participen. Y, por cierto, hay quienes dicen que el ciudadano organizado lo que hace es pedir y exigir más derechos. 



En seguida, hay, a lo menos, un antecedente preocupante y del cual el Gobierno debiera hacerse cargo. En efecto, tal como lo señaló aquí hace unas horas el Presidente de CONADECUS -una de las organizaciones defensoras de los usuarios-, en 2004 había solo dos asociaciones para representar el derecho de los consumidores; y hoy día, en una sociedad cada día más consumista, donde el poder está unilateralmente distribuido, hay 70 de ellas, no obstante lo cual el presupuesto que les hemos asignado disminuye en 18 por ciento. 



Yo creo que en esta materia vamos a tener un debate de verdad a la hora de definir cuánto estamos dispuestos a invertir -no a gastar- en el financiamiento, la estimulación, el desarrollo de las organizaciones que hoy día estamos aprobando a través de este proyecto de ley.



Señor Presidente, es necesario señalar que los dirigentes que participan del voluntariado, de las organizaciones sociales, van a requerir también todo nuestro apoyo.



Cuando visito y recorro mi circunscripción, yo suelo decir: “Con mi deber no más cumplo, porque a mí me pagan para realizar este trabajo”. A los dirigentes sociales, a quienes hoy día dotamos de un estatuto y les estamos fortaleciendo la función de su organización, nadie les paga. Por lo tanto, allí tenemos un grave problema, porque algunos sí se entregan, sí participan, sí brindan parte importante de su tiempo.



Creo que el debate sobre cómo fortalecemos a los dirigentes en capacitación, en financiamiento para su organización, queda pendiente.



Espero que podamos mejorar la participación y hacer que cada día más chilenos tomen parte en este proceso. Soy autor de la moción que dio origen a la ley que permite desde hace tres años a los jóvenes de 14 años votar en las juntas de vecinos. Junto con el Congreso Nacional, con el respaldo de todos mis colegas, fue aprobado el proyecto. Y el resultado ha sido ¡maravilloso! Porque los dirigentes tienen que preocuparse hoy de los jóvenes de 14 años, toda vez que votan para elegir al presidente de la junta de vecinos, al tesorero, los directores. Hemos estimulado una participación temprana, dándoles derechos pero también exigiéndoles deberes.



Yo apuesto a que el proyecto que nos ocupa fortalecerá profundamente la organización ciudadana. Queda pendiente cómo reforzamos lo relativo a la participación a través de los plebiscitos vinculantes, de las consultas ciudadanas, de los presupuestos participativos, del financiamiento adecuado, para que estas organizaciones cumplan con su tarea.



Voto a favor.



¡Patagonia sin represas!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, este es un proyecto -como ya se ha señalado- de mucha importancia. A mi juicio, trabajar en el objetivo de potenciar a la sociedad civil, de mejorar la participación ciudadana a nivel de las comunas, en las Regiones y en todos los ámbitos, no solo territoriales, sino que de objetivos, es un propósito extraordinariamente valioso. Y pareciera que esta iniciativa lo logra en muchos sentidos. La he estado revisando, y, obviamente, se desprenden de ella aspectos muy relevantes.



Algunas de las modificaciones al Código Civil permiten potenciar las atribuciones del Presidente de la República para aprobar la formación de personas jurídicas con mayor rapidez, lo que posibilita, con un procedimiento sencillo, crear asociaciones y fundaciones en virtud del cual bastará ahora con el depósito del acta de constitución en la secretaría municipal para que estas se formen. Ello, sin perjuicio de los chequeos posteriores. Pero estamos actuando con una mirada distinta y positiva.



También es valiosa la idea del Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro, que en cierto sentido permitirá tener claridad y transparencia en el funcionamiento de todas las personas jurídicas que no persiguen fines de lucro y que, sin embargo, desarrollan funciones importantes. Eso posibilitará acceso a esa información, que ciertamente posee interés.



El proyecto, en lugar de fundaciones y corporaciones, crea ahora un poco genéricamente la idea de las asociaciones, y estas podrán ser fundaciones, corporaciones, organizaciones de interés público y, luego, organizaciones de voluntariado.



La verdad es que esta materia me despierta cierta inquietud en el sentido de si acaso no estamos duplicando lo que son las fundaciones y las corporaciones a través de estas organizaciones.



Las corporaciones son grupos de personas que se abocan a una finalidad establecida; las fundaciones constituyen un patrimonio destinado a un propósito social determinado.



Las organizaciones de voluntariado son, conforme a sus normas, un grupo de personas cuya actividad principal se realiza con un objetivo solidario, a favor de terceros, que se lleva a cabo en forma libre, sistemática y regular, sin pago de remuneraciones a sus participantes.



La pregunta es ¿qué diferencia, en su naturaleza jurídica, tienen con las corporaciones?



Quizás lo que se busca es una especie de corporación más simplificada, a fin de incorporar con más facilidad a otras entidades. Pero de esta manera estamos redefiniendo conceptos con mucha raigambre en nuestro sistema jurídico. Y, por lo mismo, me preocupa en el sentido de si acaso al hacerlo no estamos echando a caminar instituciones que no tienen la misma fortaleza, importancia o envergadura de las que han funcionado hasta la fecha.



Se crea algo positivo: el Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público, sin perjuicio de que, como es un fondo, queda entregado en último término a lo que la Ley de Presupuestos de cada año determine.



El Fondo será administrado por un Consejo Nacional, con una integración de mucho interés, por las personas que realizarán esta labor. Sin embargo, incluye, entre otros, a dos miembros nombrados por el Presidente de la República, con acuerdo de la Cámara de Diputados y del Senado.



Sobre este punto quiero subrayar algo que hemos discutido en otras oportunidades.



En el perfil del carácter de las funciones que corresponde a cada una de las instituciones del Parlamento, el Senado y la Cámara de Diputados, normalmente hemos ido generando una diferenciación. Ambos disponen de las mismas atribuciones en cuanto al proceso de formación de las leyes. Pero la Cámara Baja tiene cierta especialidad, que dice relación a la fiscalización. Y el Senado ejerce otros roles, desarrollados con mucho énfasis en los últimos 20 años, fundamentalmente en el nombramiento de personas. Respecto de la mayoría de las instituciones, los miembros son designados por el Presidente con acuerdo de la Cámara Alta. Existen, por cierto, distintos tipos de orígenes, pues a veces participan otros organismos, según sea el caso.



El darle atribuciones de esa índole a la Cámara Baja, puede ser equivalente a otorgarle algún tipo de facultades de fiscalización al Senado. Y me parece que eso altera la naturaleza institucional. Considero  que nuestra Corporación no debe tener atribuciones en ese ámbito y que la Cámara tampoco ha de tenerlas en materia de nombramientos. Porque eso distorsiona el rol que posee cada rama legislativa. De esta manera estaríamos cambiando un poco el perfil institucional.



En fin, existen muchas observaciones que uno puede hacer.



Por ejemplo, las modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, en cuanto sustituye el Consejo Económico y Social de la comuna por un Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil, lo que suena atractivo, de interés; o en lo que respecta a rebajar de 10 a 5 por ciento el porcentaje de requerimiento de los ciudadanos inscritos en los registros electorales para solicitar un plebiscito, lo cual también constituye un avance.



Sin embargo, quizás mi mayor inquietud está referida a algo que no dice relación exactamente con el contenido del proyecto, sino con el hecho de que estamos -y me valgo aquí de las palabras vertidas por el Senador Orpis- frente a una tremenda transformación en cuanto a la manera como se está estructurando la participación de la sociedad civil, y el Senado no tendrá la oportunidad de discutirla, como se hace en general en el proceso de formación de las leyes comunes. ¿Por qué? Porque si Sus Señorías recuerdan, esta iniciativa fue rechazada en esta Corporación. Se aprobó en la Cámara de Diputados y se rechazó en el Senado por un problema de quórum. Y eso obligó a la conformación de una Comisión Mixta. Por lo tanto, la Cámara Alta no tuvo la oportunidad de realizar un debate en particular acerca de dicha normativa. No lo tuvimos, y no lo vamos a tener.



Y ello, para un proyecto de esta envergadura, no me parece sano. Tengo que decirlo honestamente.



Se está modificando el Código Civil.



Bueno, a don Andrés Bello le tengo especial respeto, y no por una admiración vaga, sino porque aquí hay un trabajo coherente, hecho en su momento con toda la ilustración posible. Y si no se ha alterado en más de un siglo y medio, es por algo. En esas cuestiones, más que considerarse preso del pasado, hay que pensar que poseemos un pasado del cual debiéramos sentirnos orgullosos y tener mucho cuidado en cambiarlo.



Yo no dudo de la labor efectuada por los Senadores y Diputados en la Comisión. Lo que digo es que una transformación de esta envergadura ocurrirá sin la participación del Senado, salvo la de algunos de sus miembros. Habremos tenido una discusión general, en la que podemos formular comentarios generales, valorar algo, hacer un alcance respecto de determinada cosa, pero en cuanto a su contenido esta Corporación será un espectador, no un protagonista.



Han participado cinco Senadores. Me dan plena confianza y tranquilidad quienes lo han hecho en nuestro nombre. Y estoy seguro de que realizaron la mejor tarea posible. De manera que tampoco quiero que se interpreten mis palabras como una crítica a alguien. Es una crítica a una situación objetiva que se está produciendo y que no me parece sana.



No es la primera vez que nos ocurre, señor Presidente. Nos pasó cuando se creó el Consejo Nacional de la Cultura, en que, por un hecho similar, la forma como se resolvió y reguló la materia fue igual a la de ahora. Esa vez se rechazó el proyecto en el Senado, se formó la Comisión Mixta y al final nos llegó un paquete que debimos aprobar así, sin más. 



Creo que aquí se dio un buen paso. Se podrá corregir. En todo caso, pienso que nos hallamos frente a una cuestión que al menos a mí me merece una reflexión que -repito-, más que ir en contra de la iniciativa que nos ocupa (por cierto, votaré favorablemente el informe), pretende dejar sentado que, en último término, el Senado tendrá una responsabilidad muy menor. Y, tratándose de una transformación de esta envergadura, no lo considero bueno, porque de alguna manera incumplimos nuestra responsabilidad.



Empero, señor Presidente, no podemos entrar al análisis pormenorizado, ni tampoco efectuar nuestro aporte legislativo. 



Llevo algunos años en esta Corporación, y he visto una buena contribución en el grueso de los proyectos. Sin embargo, desde los puntos de vista procedimental y constitucional, aquí no hay nada que podamos hacer. 



Quiero subrayarlo, pues me habría gustado que, en una normativa de tanta trascendencia, la Cámara Alta hubiese cumplido un rol protagónico y no el de mero espectador.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende. 

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, como aquí se ha señalado, el proyecto en comento, que venía del Gobierno anterior, ha sufrido una larga tramitación. Así que me alegra que la Comisión Mixta haya llegado a un acuerdo y que hoy tengamos la posibilidad de ratificarlo. 



Parto por felicitar a quienes han trabajado de manera sistemática en la iniciativa. El Senador señor Orpis mencionó a Francisco Estévez y su equipo, quienes llevan muchos años esperando que nuestro país dé un paso decisivo, importante en términos del fomento al asociativismo, a la participación. Creo que no solo cabe congratularlos, sino también manifestar complacencia por el avance que estamos logrando.



Ahora debemos buscar el modo de fomentar la participación y de que el Estado se haga responsable del mayor nivel de organización, reconocimiento y motivación en el ámbito de que se trata.



Todos nos damos cuenta de que muchas veces las organizaciones funcionales -léase juntas de vecinos, uniones comunales- son tremendamente sacrificadas, porque desarrollan su labor en forma voluntaria y a menudo deben luchar contra la indiferencia de sus propios asociados. 



Suele ocurrir que los vecinos se reúnen para elegir a las directivas de las juntas vecinales y después se van a su casa, pues consideran que con eso su labor terminó. Pero los dirigentes electos -la presidenta, la secretaria o el tesorero- tienen que realizar el ejercicio de recorrer oficinas e instituciones para hacerse escuchar y conseguir los objetivos perseguidos. 



Me parece, pues, que debemos partir por reconocer nuestra precariedad en términos de participación. Pero, lamentablemente, al respecto  perdemos  oportunidades. Y las perdemos  porque, como sociedad -hay que admitirlo-, en estos 20 años no hemos fomentado la participación dando todas las facilidades posibles. Porque una cosa es la organización y otra son el reconocimiento y los fondos concursables que permitan de verdad desarrollar programas, despertar interés por la participación, capacitar a los dirigentes. 



Hoy día los problemas se vuelven más complejos. Y uno siente frustración cuando ve que la participación ciudadana alcanza niveles muy bajos. Tiene mucha relevancia en el ámbito de las juntas de vecinos, pero su incidencia real en políticas que afectan a su comuna, a su provincia o a su región es mínima.



En los grandes proyectos a desarrollar en materias medioambientales, por ejemplo, las personas pueden sustentar su opinión; pero, a decir verdad, ella no pesa o pesa poco, porque no es vinculante.



Chile, lamentablemente, no ha logrado una reforma constitucional que les permita a los ciudadanos participar en plebiscitos.



¡No sé por qué tenemos tanto miedo!



¡Ignoro por qué después de 20 años de democracia no existe la posibilidad de hacer plebiscitos, excepto si se registra una diferencia entre el Ejecutivo y el Congreso respecto a determinada materia!



Eso no constituye un instrumento participativo real que permita escuchar el parecer de la gente sobre cuestiones trascendentes.



A mí me habría gustado que mediante un plebiscito se les preguntara a los chilenos si están de acuerdo o no en que los compatriotas que viven en el extranjero puedan votar. Se trata de un asunto sensible, que estamos discutiendo, sobre el cual no se ha dicho todavía la última palabra. Pero llevamos 20 años esperando -¡20 años!- para que ojalá la política no se haga con regla de cálculo sino más bien apegada a cierto principio: el de ampliar la democracia y otorgar el derecho a participación.



Por eso, señor Presidente, no puedo dejar de señalar, junto con expresar mi satisfacción por el avance que se registra en la materia que nos ocupa, que somos un país que, tras 20 años de democracia, se encuentra muy lejos de haber desarrollado instrumentos que posibiliten una participación verdadera y no ficticia.



La participación precisa no solo organización, estímulo, capacitación -como dijimos-, sino también reconocimiento y recursos. Sin estos, muchas veces pasa a ser más bien un elemento declarativo.



Nuestra gente necesita un grado de información que no estamos acostumbrados a entregar. 



Yo me alegro de los pasos que hemos dado con la Ley de Trasparencia. Pero no son suficientes.



¡Si hasta los propios concejales (digamos de una vez lo que ocurre) señalan en sus comunas que los alcaldes esconden la información, pues no se sienten obligados a entregarla en su totalidad al concejo! 



Por lo tanto, hagamos una relación elemental: si los mismos concejales a veces no cuentan con la información necesaria, ¡imaginemos lo que ocurre con el ciudadano común y corriente...! 



La ley obliga al alcalde a rendir una vez al año cuenta de su gestión. Y todos sabemos lo que pasa: invita a los más cercanos y hace una presentación muy bonita, con la cual deja la sensación de haber realizado muchas cosas, de haber cortado numerosas cintas. Pero la verdad es que el grado de participación, el cual no puede existir sin información previa ni capacitación, es totalmente limitado, restringido. 



Sobre el particular, siempre me pareció importante un instrumento que se ha ocupado poco -ojalá fuera obligatorio para todos los municipios-: el presupuesto participativo. Ahí debiera el ciudadano tener la opción de opinar sobre en qué parte de la comuna ha de gastarse más o priorizarse. Pero muy pocos aplican ese mecanismo. 



Entonces, no tenemos plebiscitos; los presupuestos participativos no se emplean mucho, y las consultas ciudadanas no son vinculantes (tal ocurre con la Ley del Medio Ambiente). 



Por consiguiente, quiero dejar claro en el Senado que, si bien esta tarde estamos dando un paso importante (lo reconozco, celebro y apoyo), es apenas el primero. Ojalá que no nos conformemos con eso; que entendamos que la participación es mucho más amplia, y que, como sociedad, no temamos a que la gente participe, emita opinión, critique. 



Actualmente, producto de toda la  revolución tecnológica, existe -¡menos mal!- una forma más directa de comunicación, que le ha permitido a la gente estar mucho más informada y tener una participación horizontal y rapidísima.



Obviamente, aquello se encuentra circunscrito a quienes dominan las nuevas tecnologías y pueden acceder a ellas. Entonces, no estamos hablando de la gran mayoría de la población. Pero se trata al menos de un cambio sustantivo respecto a lo que había. 



Por desgracia, todavía somos una sociedad bastante jerarquizada, con cierto temor a la participación amplia, profunda.



Aún somos una sociedad que no entiende que las verdaderas democracias significan también inversiones sociales. No hemos logrado financiar a los partidos políticos. Tímidamente, algo avanzamos en la ley sobre límite y gasto electoral durante las campañas; y digo “tímidamente” porque, sin duda, es insuficiente.



Por lo tanto, la política sigue siendo elitista. Y ello constituye un talón de Aquiles en nuestra aspiración de mayor participación ciudadana en las verdaderas competencias electorales. 



Con ello quiero hacer, al momento de fundamentar el voto -por cierto, mi pronunciamiento será positivo-, un llamado a reconocer con claridad que en nuestro país nos falta muchísimo todavía para que podamos hablar de una verdadera y auténtica participación y para que ojalá vayamos formando a las nuevas generaciones de modo tal que se sientan involucradas y a gusto, con espacios, recursos y reconocimiento.



Nuestros dirigentes sociales hacen una labor abnegadísima, muy sacrificada. Sin embargo, requieren bastante más fortalecimiento y apoyo para actuar con mayor eficacia.



A mí me gustaría que el Estado invirtiera más en fondos concursables y en capacitación para aquellos dirigentes. Porque en ese aspecto estamos fallando.



Con alguna tristeza, he visto que en el último Presupuesto -a lo mejor aún estamos en condiciones de arreglarlo- se han disminuido los recursos que recibían ciertas instituciones, las subvenciones que se les otorgaban, o bien, que todas han sido puestas en el mismo nivel para hacerlas competir a través de fondos concursables, sin siquiera efectuar distinciones que a veces son necesarias entre entes culturales con fines específicos o entre instituciones de derechos humanos, por ejemplo.



Ha sido penoso ver, señor Presidente, la rebaja de fondos para Londres 38, para el Instituto Nacional de Derechos Humanos.



Entonces, existen contradicciones no resueltas. Pero, en todo caso, celebremos al menos la circunstancia de estar dando un paso significativo. Y ojalá el instrumento que se está creando no sea desaprovechado y vayamos avanzando en el mejor camino: el de abrir la sociedad, hacerla más transparente, más informada y más participativa. 



¡Eso significa más democracia!



--(Aplausos en tribunas).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Todos nos sentimos contentos con la iniciativa de ley que estamos aprobando. Pero les pido a los presentes en las tribunas que aplaudan de una vez al término de la votación.



Para fundar su voto, tiene la palabra la Senadora señora Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, ya que estamos hablando de ampliar la participación, me parecen procedentes las manifestaciones de quienes se sienten interpretados por una exposición.


Yo comparto varias de las reflexiones hechas esta tarde por la Senadora Isabel Allende. Y quiero expresar lo siguiente.



Una de las cosas más complejas de la participación social es la pérdida del poder que se tiene. Y por eso a menudo existe miedo: de los alcaldes, a hacer plebiscitos vinculantes; de otras autoridades, a compartir antecedentes; de representantes populares, inclusive, a enfrentar la competencia de personas que manejan mayor cantidad de información. Es algo legítimo, inherente al ser humano.



Empero, creo que debemos ir avanzando en todos los estamentos, dentro de una democracia representativa como la que tenemos hoy, hacia una mayor participación de las personas.



He conversado largamente con el Senador Jaime Orpis, quien estaba en la Comisión de Gobierno y, por lo tanto, conoce mejor la situación.



También escuchamos el informe que nos entregó el colega Sabag.



La idea, en definitiva, es que este proyecto signifique un salto adelante en la línea de promover la participación y, sobre todo, brindar mayores posibilidades para que la gente se organice.



Para las Senadoras y los Senadores, por ejemplo, es bastante más positivo comunicarnos y relacionarnos con grupos organizados que representen intereses, que persigan objetivos de distinta índole -porque eso también legitima la toma de decisiones-, que hacerlo con conjuntos de personas a veces fragmentados o atomizados en su esencia. 



Por esa razón, cada vez que voy a una reunión con entidades sociales, a la inauguración de la sede de una unión comunal, en fin, siempre entrego mi valoración en el sentido de que lo logrado es gracias a los dirigentes. Porque, a decir verdad, ellos deben dar peleas muy grandes -sobre todo cuando no tienen buenas relaciones con la autoridad municipal de turno- para conseguir cosas.



En la participación es relevante, asimismo, que las personas tengan libertad para asociarse, por una parte, y rapidez para hacerlo, por otra. Porque hoy el trámite es tan largo y engorroso que en algunas ocasiones la gente no alcanza a terminar su idea de asociación y “tira la esponja” -como se dice vulgarmente-, pues los tiempos no permiten actuar con celeridad.



Treinta días de plazo para tal efecto es sobremanera positivo y deseable. Tengámoslo muy claro. Como expresaba el colega Orpis, ello va a marcar un antes y un después en el ámbito de la organización social.



En mi concepto, debe incentivarse la participación. Y hay demasiadas buenas posibilidades para hacerlo, en diversas materias. Aquí se han citado algunas.



A mí, por ejemplo, me encantaría saber qué opina la gente acerca del voto voluntario. Yo soy jugada a mil por él, pues opino que el sufragio debe ser ejercido como un derecho y no constituir una carga impuesta por el Estado. Y hoy día tenemos un debate político sobre el particular. Algunos piensan que debe ser una obligación; yo estoy convencida de la voluntariedad.



Entonces, pienso que sobre los asuntos más discutibles es bueno hacer plebiscitos o consultas ciudadanas, para que la gente pueda referirse a cuestiones vinculadas con su vida.



¡Por Dios que diferente es aplicar las normas medioambientales con rigurosidad, con fuerza, a hacerlo en forma absolutamente relajada! En este último caso se instala una termoeléctrica tras otra. En mi zona, en Quintero y Puchuncaví, durante los últimos años ha proliferado de manera brutal la instalación de empresas contaminantes, sin que se haya considerado la opinión ciudadana. Y existen numerosos otros ejemplos.



Aquello va más allá de quién está en el Gobierno: tiene que ver con la creencia en lo relevante que es el desarrollo de la participación de las personas y con el otorgamiento de los recursos indispensables para procurarlo.



Es bueno que los dirigentes cuenten con herramientas que les permitan fortalecer sus liderazgos. 



Reviste importancia, igualmente, la información. Cuando la gente se halla más informada tiene mayor libertad para tomar decisiones. Y cuando disfruta de esa mayor libertad no debe asumir ciertos compromisos de rigor ante la autoridad de turno, con quien puede coincidir o no.



Por último, debo puntualizar que este es uno de esos proyectos que a una le dejan el corazón calentito en términos de que está votando por algo positivo, beneficioso, transversal. En efecto, esta iniciativa no tiene color político. Más bien tiene el color de quienes creemos en la participación social y deseamos incentivarla; de aquellos que estimamos buena la democracia representativa -nosotros somos representantes populares- y, al mismo tiempo, consideramos conveniente fortalecer la democracia participativa y, por ende, promovemos las herramientas necesarias para lograrlo.



Obviamente, por todo lo dicho, sumo mi voto favorable a esta iniciativa. Y felicito a aquellos que llevan largos años trabajando en la materia: a Francisco Estévez -lo conozco y lo valoro mucho-, a la gente encargada de ella en nuestro nuevo Gobierno. 



Estos son los proyectos que deben trabajarse en forma transversal. Porque los problemas de la comunidad no tienen color político. Lo que hay que hacer es enfrentarlos y resolverlos con buenas decisiones.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¡No me obliguen a desalojar las tribunas...!

El señor LAGOS.- ¡Ahí estaría lucido, señor Presidente...!

La señora ALLENDE.- ¡Habría que condecorarlo...!

El señor LAGOS.- Habría que darle una condecoración: ¡aprobando por unanimidad un proyecto de ley sobre participación ciudadana y ordenando el desalojo de las tribunas...!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, voy a ser muy breve. Quiero básicamente sumarme a las palabras de mis colegas.



Esta iniciativa tiene larga data: como aquí se informó, viene de junio de 2004 (entremedio, en Chile ha habido tres Presidentes distintos). Y verá la luz -ojalá- luego. 



En seis años nuestro país ha cambiado una enormidad. 



Creo, señor Presidente, que este es un proyecto valioso, importante: crea un Fondo, establece una regulación, determina nuevas normas para el voluntariado, etcétera. Pero va a nacer con el desafío de generar algo distinto, más potente y más moderno.



Como bien decía la Senadora Allende, Chile ha cambiado sobremanera. Cualquiera que participe en la cosa pública -desde los cargos de elección popular, desde el Gobierno, desde las ONG, desde los voluntariados- puede darse cuenta de que este es un país más horizontal. En él los ciudadanos se sienten más conscientes del pago de sus impuestos; le exigen más a la autoridad; se paran frente a un alcalde y le requieren cumplir; van al consultorio y se enojan cuando no los tratan como corresponde; denuncian si un funcionario público no realiza la pega como es debido.



Se trata de una ciudadanía que se siente más segura de sí misma, que saca la voz. Y esa ciudadanía que se siente más segura de sí misma y saca la voz requiere al mismo tiempo, una institucionalidad que vaya recogiendo estos espacios nuevos.



En la medida en que el país es más grande, más rico o menos pobre -depende del grado de optimismo de cada uno-, más educado, más libre, más tolerante, se hace necesario crear la institucionalidad que recoja nuestra diversidad.



Actualmente, un número gigantesco de ciudadanos -jóvenes, mayores, de la tercera edad-, al margen de la política, llevan a cabo políticas públicas, en cierto sentido, todos los días. En efecto, están trabajando con su comunidad y preocupados de sus temas concretos: la música, la cultura, el deporte, el trato a los animales, el medioambiente, la delincuencia, el mejoramiento de su ciudad, la generación de organizaciones para combatir la droga.



Lo anterior no tiene nada que ver con la política, y muchas veces queda fuera del aparato del Estado, salvo -lo digo con todo respeto- lo que pueda caer de presupuesto. Para acceder a este, más encima, existe una serie de requisitos -razonables, desde el punto de vista del Estado- en orden al buen uso de los recursos.



Entonces, la legislación que nos ocupa, que comienza con la dictación de un estatuto especial, con el reconocimiento del derecho a asociatividad y con la creación de un fondo, es lo mínimo que tenemos que darnos hoy, como país, para hacernos cargo de los cambios experimentados en nuestra sociedad.



La normativa no se puede entender sin el proyecto -espero que se apruebe algún día- sobre generación de ley por voluntad popular, sin las disposiciones relativas a una mayor transparencia en el sector público, sin la posibilidad de que sean escuchados y respondidos los requerimientos de la sociedad civil.

El señor ORPIS.- Ello se incluye.

El señor LAGOS.- Así es, como lo observa bien el Senador señor Orpis.



Entonces, me quedo en la necesidad de acoger la iniciativa, lo que seguramente se hará por unanimidad. Se requiere un quórum especial, que ojalá se reúna en esta oportunidad, para no vivir lo que ocurrió en el pasado...

La señora RINCÓN.- Ya se registra.
El señor SABAG.- Sí.
El señor LAGOS.- Lo sé. ¡Pero es para “ponerle color” a la presentación...! ¡Esto después se ve en la televisión y la gente dice: “¡Chupalla! ¿Estarán o no los votos?”. ¡La idea es que no cambie el canal...!



Creo que, inmediatamente de despachar el proyecto, la misma sociedad civil debiera comenzar a trabajar para fijarle más exigencias al aparato del Estado.



Me encantó la frase de mi Honorable colega Lily Pérez en el sentido de que lo que hace este tipo de legislación es quitar potestad a los poderes establecidos y tratar de distribuirla de otra forma. En eso me parece que consiste, al final del día, la democracia real, no solo la representativa. Y la iniciativa en análisis apunta a eso.



Termino señalando que para mí fue un agrado, como Ministro de la Presidenta Michelle Bachelet, intervenir en la tramitación del proyecto. En los grandes avances que se lograron conté con la Secretaría General de Gobierno, con un sinnúmero de voluntariados y, en particular con los señores Carlos Zanzi y Francisco Estévez, quienes se encuentran en las tribunas.



Espero que ahora se obtenga provecho de la normativa.



Muchas gracias.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, intervine hace poco rato, pero en mi calidad de Presidente de la Comisión, para informar acerca del asunto.



Seré muy breve.



La iniciativa registra un largo trámite en el Congreso. Como ya se mencionó, ingresó el 22 de junio de 2004. Sobre el particular, al Secretario de la Comisión lo embargaban muchas aprensiones, porque decía: “No he visto proyecto con más mala suerte que este, al sufrir atraso tras atraso, postergación tras postergación y un cambio de Gobierno”. Afortunadamente, todas las autoridades prestaron su apoyo, se efectuaron las modificaciones correspondientes y esperamos hoy un pronto despacho.



Más que nada, deseo dejar una constancia respecto de los señores Francisco Estévez y Carlos Zanzi, quienes estuvieron largo tiempo siguiendo el estado de la materia cuando trabajaban en la Secretaría General de Gobierno. Hoy ya no lo hacen, pero se encuentran en las tribunas interesados en la aprobación, porque saben la importancia que reviste el articulado para todas las organizaciones comunitarias.



No me cabe duda de que la normativa significará un gran impulso para todas las entidades. Y ojalá que en el Presupuesto se contemplen los recursos correspondientes -mi Honorable colega Rincón deseaba mucho que fuera una cantidad importante-, para que les sea posible concursar y obtener los beneficios que esperamos que el texto les brinde.



En consecuencia, extiendo un saludo y un reconocimiento a los señores Estévez y Zanzi, y a todos los miembros de su equipo, que trabajaron con mucho entusiasmo y energía por sacar el proyecto y que hoy serán los más felices al culminar su tramitación.



Gracias.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, nací en 1967, en el Gobierno del Presidente Eduardo Frei Montalva, durante el cual se promulgó la primera ley de juntas de vecinos. Ese era un tema que se trataba en la mesa de mi casa, pues mi padre fue creador de la Promoción Popular y uno de los redactares del proyecto respectivo. La materia se abordaba, en las conversaciones familiares, con mi madre y mis hermanos.



Al hacer memoria de la historia y los acontecimientos, se observa que, a la fecha, dicha normativa había sido modificada solo para disminuir derechos. Hoy, en cambio -y quiero felicitar a todos quienes han desempeñado un papel en la tramitación del proyecto, personificándolos en Francisco Estévez y Carlos Zanzi-, se apunta a fortalecer a las organizaciones.



Todos los que trabajamos en política podemos dar fe del rol de las entidades sociales en la vida de la comunidad y sabemos la diferencia que puede existir en una de estas cuando cuenta con una buena estructura en ese aspecto.



¡Y qué mejor que recordar lo que vivimos el pasado 27 de febrero, con un terremoto y un maremoto, y cómo a través de las organizaciones sociales fue posible llegar de manera más adecuada a las comunidades, con la ayuda entregada por el Gobierno, en el minuto mismo de desatada la emergencia y en fechas posteriores, hasta el día de hoy! ¡Cómo ellas han permitido que miles de familias se organicen y presenten sus papeles para postular a los beneficios del Estado! ¡Cómo, por su intermedio, se dan peleas por sacar adelante los consultorios de salud, las escuelas, los distintos programas que el Gobierno va implementando!



A mi juicio, es a través de las entidades sociales que se organiza la comunidad y se logran ir superando los distintos inconvenientes que se les presentan a las familias en la vida diaria.



Hoy cabe aprobar la iniciativa no obstante todos los reparos formulados en la Sala. Comparto lo manifestado por mi colega de circunscripción en orden a que quizás pudimos haber participado en mayor medida, como Senado, en la tramitación realizada; pero también creo que eso obedece a que no fuimos capaces, en su minuto, de estar todos en la discusión en el Hemiciclo. En esta oportunidad había nerviosismo en cuanto a si se contaría o no con los votos para aprobar el informe de la Comisión Mixta.



Me parece que materias tan importantes como esta no pueden ser reconocidas como tales solo en una campaña parlamentaria o presidencial. No hay nadie que, siendo candidato a concejal, a alcalde, a Diputado, a Senador, e incluso, a Presidente de la República, no le haya rendido homenaje a organizaciones sociales, a juntas de vecinos, a uniones comunales, a clubes deportivos; pero, a la hora de asignarles derechos, de tramitar un proyecto tan trascendental como este, demoramos años. Siendo Intendenta, me reuní con ese sector en la Región Metropolitana por allá por 2005, y en esa época la iniciativa ya llevaba años de análisis. Finalmente, ella ve ahora la luz.



También conversé con el Senador señor Sabag, uno de los que han impulsado el texto, acerca de los fondos que se les asignaban a esas entidades, porque no sacamos nada con dotarlas de un cuerpo jurídico, con establecer categorías, con relevar su importancia, si eso será letra muerta, si no existirá un poder real de organización y de materialización de proyectos en beneficio de la comunidad. En algunas comunas existen sectores que, si no es a través de sus organizaciones sociales, en verdad quedan absolutamente olvidados por las autoridades, cualesquiera que sean, pues la cuestión es transversal.



Si creemos en la participación, en la importancia de lo que piensan los vecinos, debemos darles una posibilidad de acción. Para ello, obviamente, se requiere un cuerpo legal como el que estamos aprobando, pero también recursos en dinero a fin de que su labor sea reconocida y, además, eficaz.



Me alegro de la discusión que hemos llevado a cabo.



Al igual que mi Honorable colega Lily Pérez, considero necesario debatir acerca de algo tan trascendental como la obligatoriedad o la voluntariedad del voto. Estoy por esto último, pero para todos, es decir, para los que habitan en Chile y para quienes viven en el extranjero, sin cortapisas ni limitaciones, porque es un derecho que se debe ejercer sin trabas.



Felicito, una vez más, a quienes han hecho posible la tramitación del proyecto. Espero que en el futuro no nos entrampemos en discusiones ni discursos cuando pretendamos abordar asuntos tan relevantes y que no pasen más de quince años para aprobar una normativa de esta importancia.



Por ello, voto a favor del informe de la Comisión Mixta.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, de sobra está decir que nos pronunciaremos por la aprobación; que reconocemos el avance; que nos hallamos ante un aporte. Pero permítaseme, más que hacer referencia a las cosas nobles, exponer lo que falta, porque el texto no es lo que se quería al principio. A mi juicio, es bastante menos.

El señor ORPIS.- Es más.

El señor LETELIER.- Cada uno tiene su parecer. Ese es el problema. Algunos estiman que es más; otros, que es menos.



El punto se relaciona con cuánto se cree en la participación ciudadana en dos ámbitos. Porque esta tiene un propósito, que es incidir en la realidad. Es decir, la cuestión radica en cuán vinculantes son las decisiones que puede tomar la comunidad sobre el poder político formal; en qué medida las organizaciones sociales de una comuna pueden condicionar un presupuesto; en cuánto pueden determinar inversiones; en hasta qué punto pueden influir en la cantidad de recursos para una cosa u otra. El carácter vinculante de la consulta es de la esencia del valor de la participación.



Un ejemplo se encuentra en los consejos regionales, integrados por nueve personas: cinco de la sociedad civil y cuatro del Estado, o bien, del Gobierno de turno. Sin embargo, curiosamente, es el Intendente el encargado de decidir cuál de los cinco primeros será el Presidente del organismo.

El señor ORPIS.- Pero son elegidos en la sociedad civil.

El señor LETELIER.- No, señor Senador. Lo determina el Intendente. Así lo dispone la norma respectiva. Es quien designa al que irá a la cabeza.



Las limitaciones son más bien reflejo del temor, en mi concepto, al empoderamiento de la sociedad civil para que se pueda democratizar el sistema en que vivimos. Somos un país demasiado acostumbrado al centralismo, a que un grupo acotado y reducido tome las decisiones. El modelo alcaldicio de nuestras comunas se repite en la sociedad, tremendamente centralizada, al momento de resolver.



Es cierto que cabe valorar profundamente la creación de espacios, el reconocimiento de las asociaciones sin fines de lucro, el voluntariado y el establecimiento de un Fondo. ¿Y cuál será la envergadura de este último? ¿Quién va a asegurar que la sociedad civil podrá incidir en un porcentaje de los recursos del Gobierno regional?



Soy de aquellos que estiman que incluso el mandato parlamentario debería ser objeto de revocación popular, tal como soy partidario de la iniciativa popular de ley y de que las organizaciones puedan, por cierto, no solamente controlar al Estado, sino también ejercer cada vez más una influencia vinculante en las decisiones que le corresponden.



La que he señalado es una de las restricciones que observo en el proyecto. Me gustaría que este representara mucho más en cuando a la definición del presupuesto.



Me agrada escuchar a mi Honorable colega Lily Pérez, de las bancas de enfrente, manifestar su tremendo apoyo a la participación. Juzgo que ello es cierto en este nivel. Por eso, algunos aprueban los plebiscitos comunales. Pero -¡vaya!- ¿quién confiará en consultar a los ciudadanos en un plebiscito nacional, con el objeto de que puedan influir también en las grandes decisiones del país? ¡Ahí no! ¡En ese caso solo pueden opinar algunos!



Digo lo anterior, señor Presidente, porque la iniciativa reviste mucha importancia, en efecto, pero es menos -repito- de lo que representó originalmente. Se fue podando en el camino, razón por la cual ha costado tanto que salga. Los proyectos de ley se despachan de inmediato cuando concitan altísimos consensos. Cuando se presentan dificultades o desconfianzas -y me parece que algunas personas desconfían de las organizaciones, las asociaciones, los voluntariados, negándose a otorgar ni a garantizar recursos, y van cercenando las facultades que se pretende entregar-, ello obedece a que pertenecemos a una sociedad que no cree en los ciudadanos.



Quizás, una de las grandes debilidades de nuestra democracia es que, en un afán de fortalecerlos, hemos generado un empoderamiento excesivo de los partidos políticos que aplasta a la sociedad civil, a las organizaciones, y que no da espacio a la autonomía real de estas últimas.



Por ello, soy partidario de generar un nuevo tipo de ordenamiento, una nueva convergencia en las políticas sociales, en lo cual las entidades que nos ocupan cuenten con un peso específico, con mayores facultades y más recursos. Porque estoy seguro de que los fondos concursables -loables- serán insuficientes para empoderarlas con todo lo que me gustaría. Tal vez son suficientes para lo que les gustaría a otros.



Sin embargo, entiendo que el proyecto representa un primer paso muy importante.



Reitero que quisiera que se otorgaran más atribuciones, que ciertas decisiones tuvieran más poder vinculante y que fuera posible incidir, a nivel local, en los presupuestos y la forma como se distribuyen los recursos, como se pensó en determinado momento.



Sobre esa base, señor Presidente, valoro la iniciativa. Me gustaría que esta fuera en el futuro, tal como ha ocurrido con varios cuerpos legales, la punta de lanza para que quienes creemos en la participación ciudadana podamos fortalecerla aún más. El título del proyecto hace referencia a la “participación ciudadana en la gestión pública”. Insisto en que es un primer paso. Espero que podamos avanzar en ello.



Termino con una reflexión que considero muy útil para entender por qué formulo mis planteamientos.



En Chile, los ciudadanos nunca han sido consultados seriamente sobre la Constitución Política. Nunca ha existido una Asamblea Constituyente. Nunca una Carta Fundamental -ni la actual, ni la de 1925, ni la de 1833- ha sido elaborada por más de cincuenta iluminados, ilustrados. ¡Ello no ha ocurrido jamás en nuestra historia!



En América Latina, muchos países, de los más diversos signos ideológicos -Ecuador, Brasil, Colombia-, han avanzado en esta materia en diferentes momentos. Las naciones que no le dan cauce a la participación ciudadana sufren crisis, eventualmente, porque las personas se van desafectando de la cosa pública, de la gestión pública.



Por último, quiero rendir un homenaje a los dirigentes de las entidades sociales, de las uniones comunales. Los adultos mayores son probablemente los más organizados hoy día en el país. Y el reconocimiento lo hago extensivo al caso de las asociaciones que se formalizarán con la iniciativa. Son personas que entregan su tiempo gratuitamente por la cosa pública. Es por lo mismo que me gustaría que se contara con más poder, más incidencia y más recursos.



Voto a favor del informe de la Comisión Mixta, entendiendo que se verifica un avance importante, pero que solo constituye un primer paso.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ORPIS.- Quiero fundamentar mi pronunciamiento, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ya lo hizo, Su Señoría. La votación estaba abierta.



Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, trataré de ser breve porque, sinceramente, me he sentido interpretado por muchas de las intervenciones de distintos señores Senadores y señoras Senadoras, en particular con lo señalado, con gran convicción, por la Honorable señora Lily Pérez.



Este proyecto es de mi especial agrado, pues tengo clara conciencia de la crisis de participación ciudadana que hoy vive nuestro país. 



Quiero hacer una reflexión algo diferente de la que se ha realizado, pues se ha dicho absolutamente todo con respecto a la trascendencia de la iniciativa, y, además, felicitar a quienes participaron en forma destacadísima en su estudio durante varios años.



De ser este un primer paso para comenzar a generar algunas exigencias, bienvenido sea. Porque en la medida que contemos con mayor posibilidad de asociación y de participación ciudadana podremos, por fin, exigir de otra manera una transformación, una readecuación en los partidos políticos.



Si hay algo que hoy, desafortunadamente, no representa lo que en verdad reclama esta nueva sociedad -al contrario de lo que ocurría antes-, son las estructuras partidarias, las colectividades políticas.



Señor Presidente, esta es una oportunidad para que, de la mano con la participación de las asociaciones de ciudadanos, perfeccionemos, mejoremos e intentemos interpretar, a como dé lugar, lo que a diario nos reclama la gente en los diversos lugares del territorio.



Tengo la costumbre, por lo menos en la Región que me honro en representar en el Senado, de involucrar permanentemente a los ciudadanos en las decisiones que tomo.



Intento entregar, una vez al mes, una cuenta pública. Considero un deber, una obligación dar a conocer lo que he realizado y lo que no he podido concretar. Y en esa oportunidad procuro involucrar a la ciudadanía, a los actores políticos, a las uniones comunales, a los clubes de adultos mayores, a los clubes deportivos, en fin, a toda la sociedad en las eventuales acciones que debo emprender.



Por ello, constantemente manifiesto con mucha propiedad que, a diferencia de -yo diría- la gran mayoría de los Honorables colegas, en mi caso personal he sido contratado por la gente de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



¿Y por qué lo digo? Porque al no pertenecer a una estructura partidaria, al haber asumido mi cargo de Senador rompiendo el sistema binominal por primera vez en la historia desde la vuelta a la democracia en Chile, mi labor dice relación a lo que me permite realizar la sociedad que me honró con la oportunidad de representarla.



Por eso considero tan importante la participación ciudadana.



A mí, francamente, me causa una sensación especial el ver cómo los municipios se farrean, se pierden la posibilidad de tener a los consejos económicos y sociales comunales (CESCO), a las organizaciones vivas, participando junto con los alcaldes.



Me encantaría, por ejemplo, que al interior de las municipalidades existieran oficinas multipropósito donde los líderes vecinales, los líderes deportivos, los líderes de adultos mayores tuvieran una activa participación con las autoridades de la comuna: con los alcaldes y concejales de turno, de suerte de ser también ellos actores vivos en las situaciones que se presentan a nivel local.



Este proyecto constituye un primer paso. Puede que no sea tan preponderante y que no produzca una gran transformación; pero creo que va a servir de inspiración, de motivación para generar, sin duda alguna, un cambio incluso en las estructuras políticas partidarias, ya que estas se verán llamadas a interpretar de mejor manera el sentir de los ciudadanos.



Voto a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No hay más oradores inscritos.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (28 votos afirmativos), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido, y queda terminada la tramitación del proyecto.


Votaron las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón, y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Tuma y Zaldívar (don Andrés).



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa dos proyectos de acuerdo:



Uno presentado por los Senadores señor Orpis, señora Alvear y señores Coloma, Escalona, García, Pérez Varela, Prokurica, Sabag y Tuma, referido al Plan de Desarrollo Arica Parinacota (boletín N° S 1.301-12) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Y otro, suscrito por los Honorables señores Navarro, Lagos y Muñoz Aburto, concerniente a la ratificación del Convenio N° 188 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), que regula el trabajo en el sector pesquero (boletín N° S 1.302-12) (Véase en los Anexos, documento 12).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.
CIERRE DE CALLES Y PASAJES POR MOTIVOS DE SEGURIDAD CIUDADANA. INFORME DE COMISIÓN MIXTA
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que regula el cierre de calles y pasajes por motivos de seguridad ciudadana (Véase en los Anexos, documento 13). 


--Los antecedentes sobre el proyecto (3848-06, 6289-25 y 6363-06, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 61ª, en 3 de noviembre de 2009.

En trámite de Comisión Mixta, sesión 50ª, en 9 de septiembre de 2010.

Informes de Comisión:


Gobierno, sesión 18ª, en 12 de mayo de 2010.


Gobierno (segundo), sesión 42ª, en 11 de agosto de 2010.

Mixta, sesión 63ª, en 2 de noviembre de 2010.
Discusión:



Sesiones 20ª, en 18 de mayo de 2010 (se aprueba en general); 43ª, en 17 de agosto de 2010 (se aprueba en particular).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La controversia entre ambas ramas del Congreso se originó en el rechazo de la Cámara de Diputados a dos enmiendas introducidas por el Senado.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias, propone aprobar el texto despachado por esta Corporación, en el segundo trámite constitucional, con cuatro enmiendas. 



1.- Las municipalidades podrán autorizar, por un plazo de 5 años, el cierre o medidas de control de acceso a calles, pasajes o conjuntos habitacionales urbanos o rurales.



2.- Dichas medidas podrán ser revocadas en cualquier momento, cuando así lo solicite a lo menos el 50 por ciento de los propietarios o sus representantes.



3.- La ordenanza que regule esta materia establecerá las condiciones para que el cierre de calles sea compatible con el desarrollo de la actividad económica del sector.



4.- Los permisos pertinentes deberán adecuarse a las normas de esta ley en el plazo de un año contado desde su dictación.



La Comisión Mixta dejó constancia de que sus miembros presentes confirmaron por unanimidad la constitucionalidad de la iniciativa, en el sentido de que la facultad que se confiere a las municipalidades para autorizar el cierre de calles y pasajes no transgrede la garantía constitucional consagrada en el N° 7° del artículo 19 de la Carta Fundamental.



Corresponde señalar que la Cámara Baja, en sesión de 26 de octubre pasado, acogió lo propuesto en el Informe de la Comisión Mixta, y para su aprobación en el Senado se requieren los votos conformes de 18 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tenemos dos alternativas: abrir la votación del informe o debatirlo ahora y votarlo en el primer lugar de la sesión de mañana.

El señor NAVARRO.- ¡Hagamos la discusión, señor Presidente!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, realizaríamos hoy el debate del informe de la Comisión Mixta, y mañana lo votaríamos sin fundamento de voto.



--Así se acuerda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.
El señor SABAG.- Señor Presidente, este es un gran proyecto y la ciudadanía, fundamentalmente de las grandes ciudades, espera su aprobación con mucha ansiedad. Porque los municipios habían autorizado el cierre de algunos pasajes y ciertas calles, pero la Contraloría argumentó que no disponían de las facultades legales para hacerlo, y se las estamos dando en esta oportunidad.



La iniciativa despachada por el Senado en el segundo trámite constitucional no fue acogida por la Honorable Cámara de Diputados en el tercer trámite, en atención a que se estimó excesivo el plazo de duración de la medida cautelar de cierre o control de calles y pasajes impuesto por la Cámara Alta, que era de un máximo de cinco años.



Tampoco se acogió la norma aprobada acá que disponía que el 90 por ciento de los vecinos beneficiados con la medida debían pedir su revocación. Pues se arguyó que bastaba que una minoría del 11 por ciento se opusiera a la revocación para que esta no procediera.



Básicamente, esas fueron las por las cuales se rechazó la iniciativa, debiendo ser considerada por una Comisión Mixta.



Dicho órgano legislativo mantuvo el plazo de cinco años para la medida cautelar, por cuanto estimó que esta modalidad, que se aplicará principalmente en sectores de modestos ingresos, requiere un alto costo de instalación. Agregó que la erradicación de la delincuencia no se alcanzará en un plazo menor y que, en este sentido, la medida cobra especial importancia para dar una señal o la sensación de seguridad a los vecinos.



Por tal razón, se mantuvo en cinco años el referido plazo.



En lo que respecta a la revocabilidad de la medida impugnada en la Cámara de Diputados, la Comisión Mixta concordó en que la existencia del alto quórum propuesto hace inocua la facultad que se les entrega a los municipios en orden a permitirles revocarla en cualquier momento de su vigencia. Por ello, se rebajó el quórum al 50 por ciento de los vecinos beneficiados.



Finalmente, el mencionado organismo técnico, sobre la base de un mejor acuerdo, introdujo una norma que garantiza el ejercicio de actividades económicas dentro del perímetro cautelado por la medida, que era otra materia en la cual se habían planteado críticas al proyecto, y que incidía en su constitucionalidad.



La Comisión Mixta, haciendo eco de ese reparo, propone una disposición que deja claramente establecido el derecho a ejercer cualquier actividad económica en la zona protegida.



Con las enmiendas expuestas, entendemos que la ley en proyecto mejora en forma significativa, y que se constituirá en una herramienta de bien público y de utilidad social.



Como lo mencionó el señor Secretario, el texto propuesto por la Comisión Mixta fue aprobado en la Cámara de Diputados por una inmensa mayoría; hubo un solo voto en contra. Y ahora falta únicamente que se cumpla el trámite en el Senado.



Debo señalar que la ciudadanía se halla muy expectante de la aprobación de la iniciativa. Esta ha salvado todos los obstáculos y cuenta con un gran respaldo en la Cámara de Diputados, y ojalá que ello también ocurra en esta Corporación.



Por otra parte, la Cámara Baja formuló observaciones a fin de impugnar lo aprobado por el Senado, pero posteriormente acogió todas sus propuestas.



En consecuencia, señor Presidente, espero que el texto sea aprobado aquí con una amplia mayoría.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, creo que los deseos del Senador señor Sabag se van a cumplir esta tarde.



La verdad es que este proyecto nos viene como anillo al dedo, siguiendo la lógica del debate anterior. Su texto nace de la gente -por así decirlo-, de una realidad, del choque brutal de los vecinos y vecinas en distintas comunas de Chile, más allá de si se trata de centros urbanos o de pequeñas comunas. Porque es una necesidad real la defensa contra la delincuencia, y son las propias personas las que organizan para comprar entre todos su reja y poder cerrar ciertos pasajes o calles con “fondo de saco”, como se les llama a muchas de ellas.



Quiero hacer un poco de historia en cuanto a esta iniciativa pues, en lo personal, me llena un poquito de orgullo, y quiero compartirlo esta tarde con la Sala.



Cuando fui concejal en La Florida, entre 1992 y 1996, la cual era en ese entonces la comuna más populosa del país, recuerdo que muchos grupos de vecinos y vecinas hicieron tremendos esfuerzos económicos para juntar plata a fin de cerrar algunos pasajes o calles con “fondo de saco”. Sin embargo, el alcalde de la época ordenó retirar las rejas. A raíz de ello, hice una presentación a la Contraloría General de la República, y el Contralor de ese entonces determinó mediante resolución -como bien dijo el Senador señor Sabag- que efectivamente los municipios carecían de facultad en esta materia. Pero de alguna manera sostuvo que esto era algo discrecional y que cada uno de ellos podía adoptar ciertas medidas en la línea de fortalecer la seguridad de las personas.



En ese momento, obviamente, quedó claro que algunos alcaldes,    los que querían ayudar a sus vecinos y vecinas, podían de algún modo hacer vista gorda y “hacerse los lesos” -por decirlo de cierta manera- y no resolver el retiro de las rejas. Pero hubo otros que fueron tremendamente proactivos en eliminarlas.



Pues bien, ocurrieron diversas situaciones: el clamor de la gente; el aumento de la delincuencia; los niños que querían jugar en los pasajes, en los jardines. Además, muchas personas diseñaron pequeñas plazoletas, que mantienen con gran esfuerzo -porque ni siquiera lo hace la municipalidad-, y las riegan, plantan árboles. Y muchos de nosotros las hemos apoyado con juegos infantiles y el desarrollo de algunas actividades en distintos lugares. 



En consecuencia, hubo una presión enorme para que se legislara sobre el particular.



Y me parece que esto se suma a lo señalado con anterioridad, respecto a lo cual varios de los Senadores y Senadoras presentes se refirieron latamente en la discusión pasada.



Por tal razón, considero que este proyecto realmente es muy anhelado. 



Cabe señalar que la gente tiene mucho criterio y bastante sentido común. Por lo tanto, no va a pretender cerrar una avenida o una calle e impedir el acceso a vehículos de emergencia. Es indispensable que ese tipo de medios: ambulancias, carros de Bomberos, vehículos de Carabineros o de la PDI, de transporte escolar, puedan transitar libremente por esos lugares sin ninguna dificultad, sobre todo en situaciones de urgencia.



Por consiguiente, creo que es muy valioso como ha quedado esta normativa, en términos de que se requiere el 90 por ciento del acuerdo de los vecinos y vecinas residentes para formular la solicitud de cierre. Porque como eso antes era algo discrecional, de aplicación del alcalde de turno, bastaba que una persona concurriera a la Contraloría General de la República a formular una presentación para que fuera posible eliminar la protección de rejas.



Además, con ese porcentaje se asegura un quórum alto, como también la existencia de un criterio compartido, pues ya no será suficiente con que un vecino se oponga, sino que deberá hacerlo un número mucho mayor.



Por ello, señor Presidente, considero que el proyecto es realmente muy importante y que es beneficioso que cada municipalidad tenga autonomía -alcalde y concejo municipal- para decidir respecto de esta situación.



Eso, además, le va a permitir a la gente aquilatar y sopesar qué clase de concejo municipal y de alcalde tienen; o sea, quiénes están de acuerdo en estas materias y quiénes les brindan apoyo para sacar adelante su planteamiento. 



Porque, asimismo, se trata de algo para el uso de los vecinos, pero -¡ojo!- que es financiado por ellos. En consecuencia, en estas situaciones se observa cómo los privados se van incorporando a la vida comunitaria e influyendo en las decisiones que se toman en este ámbito, lo cual conlleva un valor muy importante que las personas protegen.



Obviamente, todos quisiéramos un mundo ideal, un país ideal, donde no existieran rejas, y que ojalá todos tuvieran la posibilidad de no estar enrejados. Pero digamos las cosas como son: ¡Esta es una realidad, es una necesidad! 



A nadie le gusta ver protecciones altas ni calles enrejadas. Sin embargo, reitero que es una necesidad, sobre todo porque hay barrios y villas enteras que están siendo asoladas por la delincuencia, que los tienen de “caseros”. Además, en ciertos lugares viven muchos adultos mayores, más niños. Y, generalmente, a esos sectores van personas ajenas. Porque no son los vecinos los que producen los problemas, sino individuos que van de paso y que en ciertas villas, jardines, pasajes, plazas o plazoletas se reúnen a delinquir o a realizar actos de carácter negativo que afectan la calidad de vida de quienes allí residen.



Con todo, me parece que se trata de un proyecto cuyo trámite ha demorado varios años. 



Muchas mociones parlamentarias apuntan en esta línea, y creo que todas son válidas.



Como es obvio, doy mi apoyo a esta iniciativa, pues va a permitir que la gente tenga un rol mucho más activo en el cierre de calles y pasajes.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, Honorable Sala, hace pocos momentos debatimos y aprobamos un proyecto relacionado con la participación ciudadana. Y, para ser coherentes, debemos celebrar ahora este, que persigue la misma finalidad.



No son las personas las que tienen que adecuarse a la ley, sino que esta debe satisfacer las demandas de ellas, en particular, cuando se trata de algo prioritario, como lo relacionado con seguridad.



A pesar de que en los últimos 10 años hemos visto prosperar iniciativas para proteger a quienes viven en una calle con una misma entrada y salida en condominios de sectores urbanos o rurales, la legislación impedía adoptar medidas de seguridad. Al respecto, siempre dijimos que la delincuencia no se combate solo con más carabineros, sino también con participación de la ciudadanía.



Hasta ahora la comunidad tenía las manos atadas para participar en la protección de viviendas y barrios, pues no disponía de una legislación sobre el particular. Es más, muchos vecinos debieron retirar los cierres en los cuales habían invertido dinero para adecuarse a lo que resolvió la Contraloría: la ley no los permitía.



Ahora estamos avanzando para que los vecinoss hagan uso de una normativa que les posibilite acompañar a las fuerzas de seguridad en el combate contra la delincuencia.



No obstante que este proyecto apunta en esa dirección, debe ser complementado. Lo considero indispensable; lo celebro, pero no es suficiente, porque hay que modificar otras leyes.



Señor Presidente, conocí hace algunos años una comunidad que tuvo la “osadía” de cerrar un pasaje y a la que la ley obligó a sacar las rejas. Además, había  cometido el “atrevimiento” de contratar un guardia de seguridad. Se le señaló que no podía hacerlo por no hallarse en condiciones de cumplir la legislación laboral. Fue acusada por la Inspección del Trabajo y la vecindad tuvo que pagar una millonaria multa por haber actuado como empleador.



Las juntas de vecinos no son un empleador cualquiera ni constituyen una empresa. Por tanto, no se les puede aplicar ciertos requisitos.



Por consiguiente, con la iniciativa en debate habrá legislación. 



Y me hago parte de una moción del Senador señor Navarro para potenciar a las juntas de vecinos de modo que puedan contratar personal. Ojalá les fuera posible intervenir también frente a  otros actores públicos, como los municipios, a los cuales les resulta factible cumplir las exigencias laborales.



No digo que les vamos a entregar certeza en sus derechos a quienes se desempeñan como guardias, pues debemos adecuar la legislación para asegurar que aquellos sean respetados y, al mismo tiempo, sean compatibles con las juntas de vecinos y otras organizaciones sociales, para que puedan contratar servicios de guardias y cumplir la legislación establecida para tal efecto.



En consecuencia, celebro que hayamos dado un paso tan importante en materia de adecuación de la ley a fin de permitir el cierre de calles y pasajes, de acuerdo a lo que determina el proyecto en debate. 



En un momento hubo preocupación de los vecinos, porque en alguna etapa de la tramitación legislativa se estableció que se restringiría el cierre de los pasajes al horario nocturno. La inquietud de muchos es que cuando están trabajando tienen que dejar sus viviendas solas, con la posibilidad de que ingrese a ellas cualquiera que transite por el sector.



Me alegro de que tal restricción no prosperara, de que ahora el horario se amplíe y de que esta medida sea materia de una ordenanza municipal, a fin de que los vecinos tengan la facultad de acordar la colocación y el retiro del cierre.



Creo que este proyecto recoge de manera efectiva la participación y decisión de los ciudadanos.



Por eso, voy a votar con entusiasmo a favor de él, advirtiendo que debemos avanzar igualmente en los ámbitos relacionados con la integridad de los derechos de los ciudadanos, resguardar a las personas y mejorar su calidad de vida y su seguridad.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, yo no nací en 1967, como la Senadora señora Rincón, sino varios años antes. Sin embargo, como muchos otros, me crié jugando en plazas y lugares abiertos, pues era la realidad de esos tiempos.



Hoy eso resulta impensable.



Por otro lado, la prensa nos informa todos los días de que niños y adultos son baleados en pasajes o en calles. Se comete un alto número de delitos en los barrios, como plantearon algunos colegas, por parte de personas provenientes de otros lugares.



Por lo tanto, el cierre de calles y pasajes constituye una respuesta -según expresó el Senador que me antecedió en el uso de la palabra- a una gran necesidad de las personas. Pareciera que esta medida, como se discutió en algún minuto en el Senado, fuera algo malo y  una limitación de la libertad. No obstante, en este minuto, ante la realidad existente, no queda otra solución que permitir a la comunidad defenderse.



Además, esta iniciativa resuelve en forma lógica y democrática el problema  -por eso voy a votar a favor del informe de la Comisión Mixta- al establecer que debe haber cierto porcentaje de votos a favor entre los vecinos y la autorización del municipio respectivo.



Me gustaría que la realidad, que hemos heredado, en la cual la delincuencia se ha tomado las calles, pudiéramos revertirla, quitando las rejas de las casas y abriendo los pasajes. Pero para eso el Estado debe retomar el rol que le es propio y entregar la debida seguridad ciudadana que Chile necesita y que por largos años no ha otorgado.



Esta es una reacción de la opinión pública, de personas que viven en sectores donde la vida se ha transformado francamente en un infierno, pues, cada vez que salen y dejan a sus hijos en el hogar, corren el riesgo de que sean objeto de delitos. 



No obstante, apruebo y apoyo todos los temas planteados aquí. Considero que esta constituye una solución menor y  que la respuesta de fondo debe apuntar a un Estado comprometido, eficiente y efectivo en el control de la delincuencia. 



Pero ese es un asunto mucho más amplio.



Escuchaba ayer los resultados de estudios de la Fundación Paz Ciudadana y de otros organismos. Se decía que 70 por ciento de los ilícitos se comete bajo la influencia de las drogas. Por supuesto, eso entrega una señal muy potente de lo que falta por hacer en materia de prevención y de rehabilitación.



A lo anterior debe sumarse el bajo número de personas que han estado en las cárceles y han podido rehabilitarse. Porque la solución -como se planteó aquí- no pasa solo por contar con más carabineros. ¡Por supuesto que no! Y es justamente lo que varias Administraciones anteriores no han hecho.



Hoy en día alguien que delinque por primera vez carece de toda posibilidad de enmendarse.



Por lo tanto, este proyecto adolece de varias carencias que deben suplirse, a fin de entregar efectivamente a la comunidad lo que en algún momento tuvimos: una calidad de vida mejor.



La situación actual no puede seguir. Las personas no solo piden cerrar los pasajes, sino que además han tenido que poner rejas en las puertas y ventanas de sus casas, porque los delincuentes se tomaron las calles.



Ese es el objetivo. Y forma parte, sin duda, de las propuestas del Gobierno del Presidente Piñera: efectuar un trabajo integral en esta materia, a fin de resolver el problema de la delincuencia.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, sin duda, este proyecto de ley viene a sellar, bajo el alero de la legalidad, un sentimiento ciudadano legitimado básicamente por una necesidad y por una realidad concreta, según las exigencias que se dan a lo largo de Chile. 



En los ciudadanos hay un amplio consenso respecto a las medidas de seguridad en los pasajes y calles. Por tanto, lo que venimos a reforzar es una decisión popular. Entregamos poder a los ciudadanos, quienes podrán decidir sobre la administración de este bien nacional de uso público, que es la calle o el pasaje, regular su administración y responsabilizarse de ello.



Lo que hace esta ley es dotar al Concejo Municipal de la facultad de establecer una ordenanza para acoger la solicitud cuando sea formulada por a lo menos 90 por ciento de los propietarios. Podrá ser revocada por el municipio cuando a lo menos el 50 por ciento de dichos propietarios o sus representantes así lo soliciten, lo cual me parece extraordinario y positivo.



Vamos a tener que hacer un esfuerzo con los municipios, porque en los más de 360 existentes en el país, podemos llegar a igual número de ordenanzas diferentes. Tendremos que regular a grandes rasgos la instalación de estos controles o cierres, respetando las individualidades rurales o urbanas de las diversas comunas. 



En algunos casos, el municipio podrá financiar -por qué no- el cierre y ayudar a los vecinos, a través de proyectos del Fondo Común Municipal, de los Fondos de Desarrollo Vecinal (FONDEVE) o de cualquier otro tipo de acción ciudadana. Y eso va a significar que la ciudad cambie de aspecto.



Estimo que esta es una facultad que debe utilizarse con responsabilidad y con diseño arquitectónico -o sea, con tino-, toda vez que cambiará el paisaje y, en definitiva, el sistema de vida.



Creo que la responsabilidad nos obliga a decir que el acceso de los vehículos de emergencia, la tuición de las llaves y los mecanismos de control van a exigir mucha organización de los vecinos. Y, como señaló el Senador señor Tuma, ya está presentado un proyecto de ley sobre la materia.



Quiero aprovechar  de solicitar -ya conversé con el Ministro Larroulet- que se oficie al Ejecutivo sobre lo siguiente. Hay 99 mil guardias privados o vigilantes en Chile. El doble de carabineros. Muchos se encuentran en situación laboral irregular. Tenemos que legislar para  controlar la constitución de empresas, las cuales, muchas veces, cambian su personal como de camisa. Y, a veces, hay más riesgo en la acción de tales guardias que en la de los propios delincuentes, porque no hay una regulación legal. Carabineros debería ejercer más acción. Nosotros tenemos que normalizar tal actividad. Como las juntas de vecinos pueden contratar guardias, eso también tiene que supervigilarse estrictamente. De manera que cuando este cierre de acceso a pasajes conlleve algún riesgo -y digo “riesgo” en relación con la prontitud de la apertura o la limitación del derecho de libre tránsito- él sea salvado de la mejor manera.



En cuanto a que la decisión será tomada por el 90 por ciento de los propietarios o de sus representantes, pienso que puede abrir cierto debate. Porque en algunas comunidades van a haber muchos arrendatarios y no dueños de las propiedades.



Entiendo que al decir “representantes”, la facultad respecto del uso del inmueble se delega en el titular del arrendamiento. 



Esto servirá para aclarar muchas dudas, porque va a haber un gran debate sobre si será la junta de vecinos o si se confeccionará una nómina especial para obtener el quórum de 90 por ciento. Apelo a que las ordenanzas sean lo más prácticas, livianas y ejecutivas, a fin de posibilitar el procedimiento y no nos entrampemos en una discusión eterna sobre cómo aplicar una medida de esta naturaleza.



Con todo, esto no va a resolver el problema de la delincuencia, sino aminorar sus efectos. Porque el combate a ella sigue vigente.



Considero que este es un paso positivo, siempre que la ciudadanía sepa usarlo. Cada vez que uno delega poder -en este caso, una facultad- ello conlleva la toma de responsabilidad.



Ley de Condominios, por ejemplo -que va a ser permanentemente citada-, nos va a obligar a que eduquemos. Es decir, que en muchos lugares donde hay espacios públicos de administración comunitaria, pero que nunca se han regulado, los vecinos sean obligados a capacitarse. Y espero que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo genere la necesaria campaña publicitaria. Plantearemos a la señora Ministra, durante el debate del Presupuesto, que una medida como esta, de intenso y largo alcance, va a requerir mucha capacitación ciudadana acerca de cómo ordenar la facultad que ahora delegamos en el Concejo Municipal, pero particularmente en los ciudadanos.



Asimismo, señor Presidente, la adecuación de la ordenanza planteada para un año debe respetar lo ya hecho, porque va a surgir el momento en que en algunos casos, en pasillos de departamentos,  en pasajes sin salida o con una sola vía de acceso, se  pueden modificar las construcciones y la inversión realizada.



Espero que en los municipios haya mucho criterio al dictar la ordenanza y también en los vecinos para aplicar esta facultad.



Con todo, llamo al Ejecutivo a que delegue la facultad en la célula madre de toda la participación ciudadana, la junta de vecinos -como decía la Senadora señora Rincón-, que desde 1967 está estructurada como un elemento esencial e ineludible de todo el quehacer comunitario y que pueda tener cada día mayores atribuciones para un uso responsable de aquello.



Asimismo, espero que se apruebe la contratación de vigilantes por las juntas vecinales en los casos que puedan financiarlos. Confío en que el Gobierno así lo determine. 



Igualmente, voy a volver a apelar, señor Presidente, al Ejecutivo respecto de las urgencias. Siempre ha sido un tema difícil con los Gobiernos lograr que ellas se declaren en casos calificados. Espero que en esta Administración podamos lograr mayor consideración hacia el Congreso. Porque todos los parlamentarios, cuando están en el ejercicio de sus cargos, valoran la tarea legislativa, pero cuando llegan a ser Ministros se les olvida rápidamente.



Por tanto, voto a favor.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



¡Vivan los ciudadanos!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



En consecuencia, daré por cerrado el debate, conforme a lo resuelto por la Sala. Mañana procederemos a votar.



Debo recordar que la sesión de Sala está citada de 15:30 a 17:30, según el acuerdo unánime adoptado por los Comités, para los efectos de que la Comisión Especial Mixta de Presupuestos pueda trabajar con mayor tranquilidad.



Por lo tanto, quedan convocados para esa hora.



Habiéndose cumplido el objetivo, corresponde levantar la sesión.



En todo caso, se dará curso reglamentario a diversas peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al Ministerio de Relaciones Exteriores, para que se informe sobre REPATRIACIÓN DE RESTOS DE SEÑOR JUAN ANDRÉS OYARZO AGUILAR DESDE ISLA SAINT MARTEEN; al señor Ministro de Educación, solicitándole información sobre INICIO DE PROCESO DE NEGOCIACIÓN PARA PLAN DE MEJORAMIENTO INSTITUCIONAL DE UNIVERSIDAD DE MAGALLANES; a los señores Ministro de Salud y al Director del Servicio de Salud de Magallanes, para que evalúen INCLUSIÓN DE DIVERSOS CONSULTORIOS DE LA REGIÓN EN ASIGNACIÓN DE DESEMPEÑO DIFÍCIL DURANTE OTOÑO E INVIERNO.



Del señor HORVATH.



A los señores Ministros de Economía, de Salud y del Trabajo y a la señora Intendenta de Aysén, a fin de solicitarles ESTABLECIMIENTO DE CÁMARA HIPERBÁRICA EN LA REGIÓN; a la señora Intendenta de Aysén, al señor Director del CIEP y al señor Subsecretario de Pesca, con el objeto de requerirles información relativa a DIVERSIFICACIÓN Y MEJORA DE CONDICIONES SOCIOECONÓMICAS PARA PESCADORES ARTESANALES DE AYSÉN Y DE CENTRO DE INVESTIGACIONES DE ECOLOGÍA DE LA PATAGONIA (CIEP).



Del señor LARRAÍN:



Al señor Ministro del Interior, solicitándole INSTALACIÓN DE MESAS DE SUFRAGIO EN SECTOR ORILLA DE MAULE (Séptima Región).


Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Agricultura, pidiéndole que informe sobre PARTICIPACIÓN DE GOBIERNO EN REUNIÓN DE SEGURIDAD ALIMENTARIA DE APEC EN JAPÓN y que remita copia de DECLARACIÓN CONJUNTA DE MINISTROS DE AGRICULTURA INTEGRANTES DEL FORO; al señor Ministro de Energía, requiriéndole entregar antecedentes acerca de ALIANZA ESTRATÉGICA EN MATERIA DE ENERGÍA NUCLEAR ANUNCIADA POR PRIMER MANDATARIO EN VISITA A FRANCIA; sobre ANUNCIO PRESIDENCIAL DE BECAS PARA 30 INGENIEROS, y SOLICITUD DE CHILE PARA INGRESO A AGENCIA DE ENERGÍA NUCLEAR (AEN); al señor Comandante en Jefe de la Armada, solicitándole información, por medio de DIRECTEMAR, respecto de NÚMERO DE ZARPES INDUSTRIALES Y ARTESANALES Y CANTIDAD DE PESCADORES ARTESANALES Y TRIPULANTES INDUSTRIALES FALLECIDOS DESDE 2002; al señor Subsecretario de las Fuerzas Armadas, para que informe sobre CONSULTAS, TRÁMITES Y RESOLUCIONES DE DICHA SUBSECRETARÍA CON RELACIÓN A EJECUCIÓN DE PROYECTO DE CENTRAL TERMOELÉCTRICA SANTA MARÍA, DE EMPRESA COLBÚN, EN COMUNA DE CORONEL; al señor Subsecretario de Pesca, pidiéndole remitir antecedentes acerca de ESTUDIOS DE ANÁLISIS Y EVALUACIÓN EFECTUADOS POR DICHA SUBSECRETARÍA DESDE 1990, SOBRE ALCANCES Y RESULTADOS DE PESCA DE INVESTIGACIÓN EN CHILE; al señor Director Nacional de SERNAPESCA, requiriéndole indicar VALIDEZ DE CERTIFICACIONES DE DESEMBARQUE CURSADAS POR DICHO SERVICIO, y al señor Secretario Ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales, para que precise ALCANCES DE DESAFECCIÓN DE ZONA DECLARADA MONUMENTO NACIONAL.
)--------------------(
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:12.








Manuel Ocaña Vergara,








   Jefe de la Redacción
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE PRORROGA VIGENCIA DEL DECRETO LEY Nº 701, DE 1974, Y AUMENTA INCENTIVOS A FORESTACIÓN 

(7102-01)
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Importante: un matrimonio sólo puede recibir un bono en su vida, por ende, a partir del 

año 2020 sólo se beneficiaría a quienes cumplen 50 años de matrimonio.

(*)  Bono de $250.000 por matrimonio

(US$ MM)



Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Introdúcense en el decreto ley Nº 701, de 1974, cuyo texto fue reemplazado por el artículo 1° del decreto ley Nº 2.565, de 1979, las siguientes modificaciones:

1) Intercálase en el artículo 2°, a continuación de la definición de pequeño propietario forestal, el siguiente párrafo:

"MEDIANO PROPIETARIO FORESTAL: Persona natural o jurídica y comunidades que no cumplan con los requisititos establecidos en la definición de pequeño propietario forestal y cuyos ingresos anuales por ventas, servicios y otras actividades del giro no excedan las 100.000 unidades de fomento en el último año calendario.".

2) Modifícase el artículo 12 de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso primero, el guarismo "15 años" por "17 años".


b) Sustitúyese la letra d) por la siguiente:


"d) El porcentaje de bonificación para pequeños propietarios forestales será del 90% de los costos de la forestación que efectúen en suelos de aptitud preferentemente forestal o en suelos degradados de cualquier clase, incluidas aquellas plantaciones con baja densidad para fines de uso silvopastoral, respecto de las primeras 15 hectáreas y de un 75% respecto de las restantes. El porcentaje de bonificación será del 75% de los costos para las actividades a que se refieren las letras c) y e), y para las actividades de recuperación de suelos degradados y estabilización de dunas a que se refiere la letra b). Tratándose de las comunidades agrícolas o indígenas a que se refiere el artículo 2°, la superficie máxima por forestar, con derecho a acceder a bonificación de un 90% respecto de las primeras 15 hectáreas, será la que resulte de multiplicar el número de comuneros por 15 hectáreas.".


c) Reemplázase, el inciso segundo, por los siguientes incisos:


"El porcentaje de bonificación para los medianos propietarios forestales será del 75% y para otros propietarios de un 50% de los costos de las actividades a que se refieren las letras a), b) y c).


La forestación a que se refiere la letra b) se pagará conjuntamente con las bonificaciones por recuperación de suelos degradados y por estabilización de dunas, cuando corresponda.

La suma de las bonificaciones que perciban los beneficiarios por las actividades a que se refieren las letras a), b), c), d) y f), no podrá ser superior a las 100 hectáreas anuales.".


d) Sustitúyese el actual inciso final por los siguientes incisos:


"Excepcionalmente, cuando personas indígenas, comunidades indígenas o una parte de éstas que accedan o hayan accedido a compras o  subsidios de tierras en virtud de lo dispuesto en el artículo 20 letras a) y b) de la ley N° 19.253, podrán optar por recibir la bonificación a que alude el inciso primero de este artículo, sin perjuicio que la superficie respectiva haya sido objeto de bonificación anterior. Ello, sólo para aquellos bosques que hayan sido explotados y aprovechados por propietarios distintos a las personas indígenas, comunidades indígenas o una parte de éstas que hayan sido favorecidas con el subsidio de la referida ley N° 19.253. 


Podrán también, excepcionalmente, estas mismas personas y, en las mismas circunstancias, optar por desafectar los terrenos respectivos de su calidad de aptitud preferentemente forestal, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 7° del decreto ley N° 701, de 1974, y en el artículo 17 del decreto supremo N° 193, de 1998, del Ministerio de Agricultura.


En la situación prevista por el inciso precedente, dichas personas indígenas, comunidades indígenas o parte de éstas, quedarán exentas de la obligación de reintegrar en arcas fiscales aquellas sumas que se hayan dejado de pagar en virtud de franquicias tributarias o bonificaciones otorgadas por el decreto ley N° 701, de 1974, u otras disposiciones legales o  reglamentarias.".

3)
Agrégase el siguiente artículo 36:


"Artículo 36.- La Corporación Nacional Forestal estará facultada para llevar un Registro de Operadores Forestales, el que tendrá el carácter de público y el cual deberá publicarse en la página web de la referida Corporación.


Un reglamento determinará los requisitos para la inscripción, contenido y funcionamiento del registro a que se refiere el inciso anterior, así como las demás normas que regulen la actividad de los operadores forestales.


El incumplimiento grave de las obligaciones establecidas en el Reglamento, traerá como consecuencia la eliminación del Registro de Operadores Forestales.".


Artículo primero transitorio.- En tanto el Presidente de la República no dicte nuevas normas sobre la materia, los decretos supremos que fijan los reglamentos del decreto ley Nº 701, de 1974, que se modifica, mantendrán su vigencia en lo que no sean contrarios a esta ley.


Artículo segundo transitorio.- Dentro del plazo de ocho meses desde la publicación de esta ley, el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se establezcan nuevos mecanismos de fomento forestal, sea que con ellos se complementen o se reemplacen los mecanismos de fomento que establece el decreto ley N° 701, de 1974.".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados

2

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA LA CONVENCIÓN INTERNACIONAL CONTRA EL DOPAJE EN EL DEPORTE, APROBADA EN LA 33ª REUNIÓN DE LA CONFERENCIA GENERAL DE LA UNESCO

(7161-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

"Artículo único.- Apruébase la "Convención Internacional Contra el Dopaje en el Deporte", aprobada en París, el 19 de octubre de 2005, en la 33ª reunión de la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), y sus Anexos I y II.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Germán Becker Alvear, Presidente en Ejercicio de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados

3

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE AUTORIZA ERIGIR MONUMENTOS A MÁRTIRES DE TRAGEDIA SUFRIDA POR TERREMOTO Y TSUNAMI, EN COMUNAS DE REGIONES AFECTADAS

(7150-24 y 7204-24)



Con motivo de las Mociones refundidas, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1°.- Autorízase erigir monumentos, en las ciudades que la comisión determine, en memoria de las víctimas del terremoto y maremoto ocurrido en el país el 27 de febrero de 2010.


Artículo 2°.- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que se crea por el artículo 4°, en coordinación con el Ministerio del Interior.


Artículo 3°.- Créase un fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior.


Artículo 4°.- Créase una comisión especial, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por un Diputado y un Senador, elegidos por las respectivas Cámaras; los intendentes de las Regiones respectivas y el vicepresidente del Consejo de Monumentos Nacionales.


El quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.


Artículo 5°.- La comisión especial tendrá las siguientes funciones:


a) Determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas, como también realizar las gestiones legales destinadas a que éstas se efectúen;


b) Determinar los sitios en que se ubicarán los monumentos, en coordinación con los alcaldes de las respectivas municipalidades y con el Consejo de Monumentos Nacionales;


c) Llamar a concurso público de proyectos para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlo;


d) Administrar el fondo creado por el artículo 3°, y


e) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el fondo a que se refiere el artículo 3°.


Artículo 6°.- Si al concluir la construcción de los monumentos resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin que la comisión especial determine.".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Germán Becker Alvear, Presidente en Ejercicio de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados

4

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE OTORGA BONO A CÓNYUGES QUE CUMPLAN CINCUENTA AÑOS DE MATRIMONIO

(7074-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.





La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.
A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, en calidad de invitados, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Felipe Larraín, y el Coordinador Legislativo, señor Jaime Salas; del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el Jefe de Administración de Proyectos de la Subsecretaría de Previsión Social, señor Sergio Jerez; el Asesor de la Dirección Nacional del Instituto de Previsión Social, señor Rolando Martínez, y el Asesor Legislativo, señor Francisco del Río, y del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Asesora, señorita Egle Zavala.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Reconocer la construcción de una familia basada en el matrimonio, otorgando un bono extraordinario de $250.000 a quienes cumplan 50 años de matrimonio.

- - -
ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- La ley de matrimonio civil de 10 de enero de 1884.

- La ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado.

- La ley N° 19.947, que establece nueva ley de matrimonio civil.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje expone que el proyecto de ley se inserta en el compromiso del programa de Gobierno de apoyar y fortalecer a la familia como institución básica, donde primordialmente se transmiten los valores de nuestra sociedad. Al respecto, indica que diversos estudios confirman que la familia, en sus distintas expresiones, es la fuente principal de la felicidad de los chilenos; además, es el lugar donde por esencia se forman los ciudadanos. 
Agrega, que una de las formas de apoyar a esa vital unidad, es reconociendo el ejemplo que han dado aquellas miles de personas que han construido una familia basada en el matrimonio y han permanecido unidas, superando las adversidades con fuerza y tesón durante largos, y a veces difíciles, años de vida en común.

Continúa señalando que se concede un bono extraordinario de $250.000, por matrimonio, y establece las condiciones para acceder al bono, especificándose que tendrán derecho a éste quienes cumplan 50 años de matrimonio entre el año 2010 y el 2013 y pertenezcan al 80% más vulnerable de nuestro país. A su vez, como requisito para acceder al bono, se dispone que los cónyuges no deben haberse separado o divorciado; asimismo, su matrimonio no debe haber terminado por cualquiera de las causales establecidas en la Ley de Matrimonio Civil.

Asimismo, se establecen los procedimientos de pago de este beneficio, señalándose los plazos para reclamar por el no otorgamiento del bono, junto a otras normas necesarias para la correcta y oportuna implementación de esta medida.

Finalmente, en sus artículos transitorios, esta iniciativa plantea cómo se financiará el mayor gasto que represente el pago del bono y, por último, consagra una regla especial de cómputo de plazo respecto de quienes hubiesen cumplido 50 años de matrimonio en lo que va corrido del año 2010.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Ministro de Hacienda, señor Larraín, efectuó una exposición en formato power point del siguiente tenor:

Proyecto de Ley que establece Bono Bodas de Oro.
a) Propuesta original ingresada a la Cámara de Diputados.
- Bono de $250.000 para aquellos matrimonios que pertenezcan al 80% más vulnerable y que cumplan 50 años de casados entre el 1 de enero de 2010 y el 31 de diciembre de 2013.
- Beneficiarios: en cuatro años, aproximadamente 120.000 personas (cerca de 30 mil por año). 

- Costo total: US$28 millones (poco más de US$7 millones por año).
b) Requisitos.
1. Pertenecer al 80% más vulnerable del país.
2. No encontrarse anulados, divorciados ni separados.
3. Pertenecer a un mismo hogar o residir, uno o ambos, en un establecimiento para adultos mayores reconocido por la autoridad competente.
4. Haber residido en Chile a lo menos 4 de los 5 años anteriores a la fecha en que soliciten el bono.
c) Indicación aprobada en la
Cámara de Diputados.
- Bono de $250.000 para aquellos matrimonios que pertenezcan al 80% más vulnerable y que:

Cumplan 50 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010;
Cumplan 60 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010;
Cumplan 61 o más años de matrimonio durante 2010,
Un bono por pareja en la vida.
- El monto del bono se reajustará el 1 de octubre de cada año en el 100% de la variación que experimente el IPC entre el mes de septiembre del año precedente y el mes de agosto del año en que opere el reajuste respectivo.

- Pueden ser beneficiarios del bono aquellos matrimonios que cumplan con los requisitos en un segundo o posterior matrimonio.
- Se mantienen los otros requisitos.
d) Beneficiarios.
- 30 mil personas por año entre aquellos que cumplen 50 años de matrimonio.
- 14 mil personas por año entre aquellos que cumplen 60 años de matrimonio.
- 40 mil personas los que en 2010 cumplen 61 o más años de matrimonio.
e) Estimación de Costos.
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El Honorable Senador señor Escalona consultó quién y cómo se cobra el referido bono.

El Ministro de Hacienda, señor Larraín, indicó que el bono es cobrado por ambos, recibiendo cada uno $125.000.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó  que desde su anuncio se evidenció que se trataba de una medida improvisada del Gobierno, y la prueba de ello es que debió ser reformulada completamente, cambiándola de un período que coincidía con el presidencial a una bonificación de carácter permanente. Además, consultó cuál es el sentido del bono, qué es lo que se premia.

El Honorable Senador señor García preguntó cómo se determina quiénes pertenecen al 80% más vulnerable de la población en relación a la Ficha de Protección Social, pensando en que no se excluya del beneficio a personas de ingresos medios.

El Honorable Senador señor Zaldívar expresó que el presente bono forma parte de una promesa formulada durante la campaña presidencial, y que tiene poco sustento, dado que su monto no guarda relación con la importancia del hecho que se destaca y genera discrepancia entre quienes no tienen una misma visión sobre el matrimonio como institución, además que la concepción acerca del mismo evoluciona en un sentido que le hace perder la predominancia que ha tenido hasta ahora. Agregó que si se trata de fortalecer la familia existen mecanismos más adecuados, como una mejora de la asignación familiar, y si se trata de hacer un reconocimiento se puede entregar un objeto que simbolice el mérito de la ocasión.

El Honorable Senador señor Lagos planteó que por tratarse de una medida populista, se hace difícil oponerse a la misma, dado que cuentan con un amplio respaldo por parte de quienes serán los beneficiados, a pesar de no ser una buena política de asignación de recursos públicos. Asimismo, reiteró su consulta en orden a si lo que se busca premiar es la vida en pareja o el matrimonio en común, porque si se trata de esto último es profundamente discriminatoria respecto de quienes hacen una vida juntos y en familia por más de 50 años sin estar casados.  

El Ministro, señor Larraín, sostuvo que el proyecto se perfeccionó por los aportes efectuados en el Congreso Nacional.

Asimismo, indicó que no se trata de una medida populista, aunque efectivamente podría decirse que es popular, aunque no se trata de una política social, dado que está dirigida al 80% de la población, en la que se busca entregar un reconocimiento a la familia con un elemento pro matrimonio, lo que se explica además porque es la única forma de facilitar la prueba del cumplimiento del requisito de la vida en común por 50 años. Agregó que no le parece que se trate de un incentivo para permanecer unidos, sino de un reconocimiento que irá acompañado de algún documento que simbolice la importancia de la fecha.

Expresó que la Ficha de Protección Social apunta al 60% de la población más vulnerable por lo que deberá complementarse el mecanismo con otros, como las declaraciones de impuestos, para poder determinar el 80% al que se refiere la norma.

Concordó en que no se trata de una política para solucionar los problemas de la familia, sólo de un reconocimiento. 

El Honorable Senador señor García observó que cuando se adoptan medidas como la que se propone se quiere preservar tradiciones de nuestra sociedad, de forma similar a como el Gobierno anterior entregó ajuares a todos los recién nacidos en hospitales públicos, y también se discutió si era la forma correcta de proteger y premiar la maternidad. De igual forma, se entregaba una medalla de oro por 30 años de servicio a los profesores por parte del Ministerio de Educación, reconocimiento que era muy esperado por los premiados. Destacó que se trata de una forma de reconocer el cumplimiento de un objetivo, que no daña a nadie, por lo que apoyará su aprobación.

El Honorable Senador señor Lagos planteó que con la entrega de los ajuares se premió la maternidad, y la única discriminación que contenía es que fueran recién nacidos en hospitales públicos, pero en este proyecto se discrimina según si se está casado o no, y en cuanto a la acreditación de los requisitos, también se favorecerá a quienes no hacen vida en común pero siguen casados, por lo que se premia es la perduración del matrimonio y no a la familia o al esfuerzo de hacer una vida en común, incluso podrán recibirlo quienes hayan sido victimarios en casos de violencia intrafamiliar contra su cónyuge, siempre que el matrimonio se mantenga.

El Ministro, señor Larraín, sostuvo que en el caso de los ajuares la acreditación del nacimiento es muy sencilla, y en el caso del bono que se discute se debió adoptar una forma de acreditar que no fuera demasiado compleja, tratándose de una medida para favorecer a la familia y al matrimonio.

El Honorable Senador señor Lagos reiteró que, de acuerdo a lo planteado, no se trata de una política para premiar la vida en común y a la familia, sino de una política que tiene por objetivo el matrimonio y su permanencia en el tiempo.

El Honorable Senador señor Zaldívar solicitó dejar constancia de que, aunque apoyará la aprobación del proyecto de ley, hubiera sido mejor otorgar otro tipo de reconocimiento, honorífico, a los beneficiarios de la iniciativa, y agregó que sería preferible no hablar de la iniciativa legal como pro familia.

Asimismo, señaló que en las décadas en que se casaron los beneficiarios del proyecto, la cultura predominante era la de contraer matrimonio.

El Honorable Senador señor Escalona manifestó que votaría a favor del proyecto de ley, pero dejando constancia de su discrepancia con el criterio de asignación al 80% más vulnerable de la población, lo que le parece desafortunado y que desvirtúa lo que se entiende por vulnerabilidad, por lo que hubiera sido mejor optar entre entregar el bono a toda la población que cumpla con el resto de los requisitos o enfocarlo en quienes efectivamente se encuentren en situación de vulnerabilidad, adoptando criterios como los utilizados en la última Reforma Previsional. 

El Ministro, señor Larraín, señaló que estaría de acuerdo con lo precedentemente expuesto si se tratara de un proyecto de tipo social, pero como no lo es, se prefirió excluir sólo al grupo de mayores ingresos del país.

Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Escalona, García y Zaldívar, y la abstención del Honorable Senador señor Lagos. 

- - -
INFORME FINANCIERO





El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 13 de julio de 2010,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“1. El presente proyecto de ley tiene por objeto otorgar un bono extraordinario, por única vez, de $ 250.000 a quienes cumplan 50 años de matrimonio durante el año del Bicentenario y hasta el 31 de diciembre de 2013. A este beneficio accederán todos aquellos matrimonios que integren un hogar perteneciente al 80% más vulnerable de la población de Chile de acuerdo a la Ficha de Protección Social y que cumplan los restantes requisitos señalados en el proyecto de ley.

2.  Esta iniciativa legal presentará los siguientes efectos fiscales para el periodo 2010-2013: 

	Año
	Efectos Fiscales

Millones de $ de cada año

	2010
	3.677

	2011
	3.569

	2012
	3.469

	2013
	4.188


3. Durante el primer año de vigencia, el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo al Presupuesto Vigente del Instituto de Previsión Social, y en lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la partida presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.”.
Posteriormente, se presentó un informe financiero sustitutivo elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 4 de agosto de 2010, que señala, de modo textual, lo siguiente:

“1. El presente proyecto de ley tiene por objeto otorgar un bono extraordinario, por única vez, de $ 250.000 a quienes cumplan 50 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010. A este beneficio accederán todos aquellos matrimonios que integren un hogar perteneciente al 80% más vulnerable de la población de Chile de acuerdo a la Ficha de Protección Social y que cumplan los restantes requisitos señalados en el proyecto de ley.
2. El valor del Bono se reajustará el 1° de Octubre de cada año, en el 100% de la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes de septiembre del año precedente y el mes de agosto del año en que opere el reajuste respectivo, realizándose el primer reajuste el primero de octubre de 2011.
3. Esta iniciativa legal presenta un gasto de $3.677 millones durante el primer año de vigencia y se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Previsión Social, y en lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la partida presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.”.

Finalmente, se presentó un informe financiero complementario elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 8 de septiembre de 2010, que señala, de modo textual, lo siguiente:

“1. La presente indicación tiene por objeto modificar el proyecto de ley que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio.
2. Esta indicación consiste en otorgar un bono extraordinario, por única vez, de $ 250.000 a quienes cumplan 60 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010, en los mismos términos que el beneficio entregado a aquellos que cumplan 50 años de matrimonio.  En ningún caso, tendrán derecho al bono al cumplir 60 años de matrimonio, aquellos cónyuges que hubiesen sido beneficiados por el mismo al cumplir 50 años de matrimonio o que habiendo tenido derecho para impetrar el beneficio en dicha oportunidad no lo hubiesen hecho dentro del plazo establecido.
3. Asimismo, tendrán derecho a impetrar el mencionado bono, por una sola vez, aquellos cónyuges que durante el año 2010 cumplan 61 o más años de matrimonio.
4. Esta indicación presenta un gasto de $ 6.532 millones durante el primer año de vigencia, que se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Previsión Social, y en lo que faltare,  con los recursos que se traspasen de la partida presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -
TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario a todos los cónyuges que reúnan los siguientes requisitos:

a) Cumplir 50 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010. El matrimonio podrá haber sido celebrado en Chile o en un país extranjero, en cuyo caso deberá haber sido inscrito en el registro señalado en el inciso segundo del artículo 135 del Código Civil;

b) Que el matrimonio no hubiese terminado por cualquier causa legal;

c) Que los cónyuges no se encontraren separados de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo III de la ley N° 19.947, de Matrimonio Civil;

d) Que los cónyuges no se encontraren divorciados de conformidad con la Ley de Matrimonio Civil del 10 de enero de 1884;

e) Integrar un hogar perteneciente al 80% más vulnerable de la población, de acuerdo con la Ficha de Protección Social o el instrumento que la reemplace. Los cónyuges deberán pertenecer al mismo hogar o acreditar residencia, ambos o cualquiera de ellos, en un establecimiento de larga estadía para adultos mayores reconocido por la autoridad competente, y

f) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a cuatro años en los últimos cinco años inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud para acogerse a los beneficios que otorga esta ley.

Un reglamento expedido por el Ministerio de Hacienda y suscrito además por el Ministro de Planificación, señalará la forma de acreditar la residencia en común. Dicho reglamento también fijará el umbral de focalización que determinará quiénes cumplen con el requisito consagrado en la letra e), y establecerá las demás normas necesarias para la aplicación de esta ley.

Lo establecido en las letras anteriores, no obsta a que puedan ser beneficiarios del bono los cónyuges que, en un segundo o posterior matrimonio, celebrado conforme al ordenamiento jurídico vigente, cumplan con los requisitos señalados precedentemente.

Artículo 2°.- El bono establecido en esta ley ascenderá a $250.000, por matrimonio, y se pagará en iguales partes a cada uno de los cónyuges.

El bono no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

 El monto del bono se reajustará el 1 de octubre de cada año, en el 100% de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el  Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes de septiembre  del año precedente y el mes de agosto del año en que opere el reajuste respectivo.

Artículo 3°.- Para impetrar el derecho al bono establecido en esta ley, los cónyuges, sea personalmente o debidamente representados, a partir de la fecha del cumplimiento del requisito de la letra a) del artículo 1° y hasta los doce meses siguientes a la verificación de dicha exigencia, deberán presentar conjuntamente su solicitud ante el Instituto de Previsión Social. Se entenderá que renuncian al bono los beneficiarios que no lo soliciten en el plazo antes señalado.

Artículo 4°.- El Instituto de Previsión Social verificará el cumplimiento de los requisitos para acceder al bono y ordenará su pago, con todos los antecedentes que disponga el Sistema de Información contenido en el artículo 56 de la ley N° 20.255. Además, el Instituto estará facultado para solicitar al Servicio de Registro Civil e Identificación, al Ministerio de Planificación, a la Policía de Investigaciones de Chile y otros organismos públicos, los datos personales y la información necesaria para verificar el cumplimiento de los requisitos para acceder al bono.

 Artículo 5°.- El bono será de cargo fiscal y se pagará por el Instituto de Previsión Social, por una sola vez, en la parte que corresponda a cada cónyuge. Al efecto, el Instituto de Previsión Social podrá celebrar convenios directos de pago con una o más entidades que garanticen la cobertura nacional. El plazo para el cobro del bono será de seis meses contado a partir de la fecha en que fue ordenado su pago por el mencionado Instituto.

Artículo 6°.- El Instituto de Previsión Social conocerá y resolverá los reclamos relacionados con las materias del bono de conformidad con lo establecido en la ley N° 19.880, y de acuerdo a las normas que imparta la Superintendencia de Seguridad Social, sin perjuicio de las facultades de esta última.

Artículo 7°.- A quienes perciban indebidamente el bono extraordinario que otorga esta ley, ocultando datos o proporcionando datos falsos, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles. Además, el infractor deberá restituir las sumas indebidamente percibidas, reajustadas de conformidad con la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución.

 Artículo 8°.- Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social la supervigilancia y fiscalización del otorgamiento y pago del bono. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y esta ley. Además, la Superintendencia podrá requerir a los órganos señalados en el artículo 4° los datos personales y la información que fuere necesaria para el ejercicio de las funciones precedentemente indicadas.

El personal del Instituto de Previsión Social y de la Superintendencia de Seguridad Social deberá guardar reserva y secreto absoluto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en virtud del artículo 4°; sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Asimismo, dicho personal deberá abstenerse de usar los datos recopilados en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- No obstante lo dispuesto en la letra a) del artículo 1°, los cónyuges que cumplan 60 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010, y reúnan los demás requisitos establecidos en el artículo 1°, tendrán derecho a impetrar, por una sola vez, el bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido 60 años de matrimonio. En ningún caso tendrán derecho al bono aquellos cónyuges que hubiesen sido beneficiarios del mismo al cumplir 50 años de matrimonio, o que habiendo tenido derecho a impetrar el mencionado beneficio, en dicha oportunidad, no lo hubiesen solicitado dentro del plazo establecido al efecto.

De igual forma, los cónyuges que durante el año 2010 cumplan 61 o más años de matrimonio y reúnan los demás requisitos exigidos, podrán impetrar, por una sola vez, el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de la publicación de esta ley. Con todo, aquellos cónyuges que cumplan 61 años de matrimonio entre la fecha de publicación de esta ley y el 31 de diciembre de 2010, tendrán derecho a impetrar el bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido el periodo de matrimonio mencionado en este inciso. 

Aquellos cónyuges que hubiesen cumplido 50 ó 60 años de matrimonio, entre el 1 de enero de 2010 y la fecha de publicación de esta ley, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de dicha publicación, siempre que reúnan los requisitos para tener derecho a él. 

Se entenderá que renuncian al bono aquellos beneficiarios que no lo soliciten en el plazo respectivo.

Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Previsión Social, y en lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.

Artículo tercero.- El primer reajuste al monto del bono se efectuará el 1 de octubre de 2011.”.

- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 27 de octubre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Andrés Zaldívar Larraín. 


Sala de la Comisión, a 28 de octubre de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE CHILE Y TURQUÍA

(6833-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la ex Presidenta de la República, de 29 de diciembre de 2009, con urgencia calificada de “simple”.




Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 16 de junio de 2010, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.




A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistieron, especialmente invitados, en representación de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores (DIRECON), la Jefa (s) del Departamento Europa, señora Carla Henríquez, y el Asesor y Jefe de Gabinete del Director, señor Mathias Francke.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. la ex Presidenta de la República.- Señala el Mensaje que la zona de libre comercio que se crea mediante este Tratado constituye un paso adicional en la estrategia de inserción internacional de nuestro país, destinada a enfrentar de una mejor forma las oportunidades y desafíos del mundo globalizado. Añade que se trata de concretar un área de libre comercio con un país ubicado en la región sureste de Europa y en la región suroeste de Asia.




Expresa el Ejecutivo que Turquía representa un mercado de gran potencial para las exportaciones chilenas, con una población aproximada de 71 millones de habitantes, una economía que experimentó una tasa de crecimiento promedio entre los años 2002 y 2008 de un 7%, con un ingreso per cápita de US$ 13.184, siendo además una puerta de acceso al sureste de Europa, Rusia y Medio Oriente. Asimismo, Turquía es un país industrializado, que cuenta con empresas modernas, de alta tecnología y capaces de competir internacionalmente, siendo una economía complementaria a la nuestra, ya que somos productores netos de recursos naturales.





Agrega que Turquía ha suscrito, a la fecha, doce acuerdos comerciales y posee una unión aduanera con la Comunidad Europea, lo que facilitó las negociaciones de este instrumento internacional mediante el uso de un lenguaje común con Chile, proceso que se inició en marzo del año 2008. Al suscribir este Tratado, Chile cumple con la invitación realizada por la Unión Europea a negociar con Turquía, tal como se encuentra previsto en la Declaración de la Comunidad relativa a Turquía en el Acuerdo de Asociación.




El Mensaje indica que el intercambio comercial entre Chile y Turquía durante el año 2008 ascendió a US$ 1.123 millones, experimentando una disminución de 14% en comparación con el año 2007. Lo anterior se debe principalmente a la caída de las exportaciones de cobre. Añade que en el año 2008, Turquía ocupó el lugar Nº 22, como socio comercial de Chile.





Señala que el comercio entre Chile y Turquía, hasta el año 2006, mostraba un superávit comercial favorable a Chile, que durante los años ascendió a US$ 371,5 millones. Añade que durante los años 2007 y 2008, las importaciones sobrepasaron a las exportaciones, arrojando una balanza comercial deficitaria para Chile de US$ 385,3 millones y US$ 583,9 millones, respectivamente.





Expresa que Turquía ocupa el lugar número 24 como mercado de destino de las exportaciones chilenas al mundo, y es el mercado número 9 de Chile entre los países de Europa.





Agrega que en el año 2008, las exportaciones de Chile al mercado turco superaron en más de cinco veces las realizadas en el año 1999, alcanzando con ello una tasa de crecimiento promedio anual entre 1999 y 2008 de un 22%, superior al incremento de las exportaciones globales de Chile, que en igual periodo promediaron una tasa anual de 18%. Cabe destacar que si bien las exportaciones dirigidas a Turquía se han incrementado anualmente durante todo el período, se observa el 2008 una baja de un 41%, lo que se debió, como se dijo, a la reducción de los montos enviados de cobre, principal producto exportado a dicho mercado, como consecuencia de la crisis internacional que impactó fuertemente la demanda y el precio del commodity.




El Gobierno señala que en el año 2008, se exportaron 74 productos al mercado turco, comercializados a través de 84 empresas. El número de productos exportados a Turquía registró una disminución de 18% con respecto al año 2007. Por su parte, las empresas exportadoras experimentaron un crecimiento de 25% en relación al año anterior.




Añade que los principales productos exportados fueron: cátodos y secciones de cátodos de cobre, pasta química de madera semiblanqueada de coníferas, nueces de nogal, pasta química de madera semiblanqueada de eucaliptos, y nitrato de potasio. Estos productos en su conjunto acumularon un 96% del total exportado.





Destaca el Mensaje que las 5 principales empresas exportadoras concentran el 95,7% del total exportado a Turquía, entre dichas compañías destacan: Codelco, Celulosa Arauco y Constitución S.A., Exportadora e Importadora Indufrut Ltda., SQM. Industrial S.A., y Compañía Minera Doña Inés Collahuasi SCM.




Turquía ocupa el lugar número 14 como proveedor de Chile, y es el abastecedor número 3 desde los países de Europa. Añade que las compras efectuadas por Chile al mercado turco durante el 2008 ascendieron a US$ 853 millones, experimentando un incremento de 1,1% en comparación al anterior.





El Ejecutivo expresa que el fuerte dinamismo presentado por las compras realizadas desde dicho mercado, tiene su base en las compras realizadas por la ENAP de aceite de crudo de petróleo (cercano al 80% del total importado desde dicho destino), originario de Azerbaijan, el que es embarcado desde el puerto Ceyhan de Turquía. Dicho escenario permitió alcanzar una tasa de crecimiento de más de 2.000% en 2007, ya que durante el año precedente el monto importado tan sólo alcanzó a US$ 37 millones.





Indica que durante el año 2008, se importaron 696 productos desde el mercado turco, comercializados a través de 431 empresas. Si se comparan estas cifras con respecto al año 2007, se puede observar un incremento tanto del número de productos importados como las empresas de un 5% y 6%, respectivamente.





Refiere el Gobierno que los principales productos importados desde Turquía fueron: aceites crudos de petróleo o de mineral bituminoso, barras de hierro o acero sin alear, tractores de ruedas agrícolas, y conductores eléctricos de cobre. Estos productos en conjunto concentraron el 94% del total importado. 





Destaca que las principales empresas importadoras fueron: ENAP Refinerías S.A., Francisco Patricio S.A., Empresa Constructora Tecsa S.A., Sigdotek S.A., y Constructora CYPCO, las que, en su conjunto, concentran el 85% del total importado desde el mercado turco.




En cuanto a las inversiones, expone el Mensaje que, de acuerdo a las estadísticas del Comité de Inversiones Extranjeras, no existe registro de inversiones de Turquía en Chile, vía D.L. 600, durante el período 1974 - 2008.




En lo que respecta a las inversiones de Chile en Turquía, destaca la inversión, de alrededor de US$ 50 millones, en tierras, plantaciones y packing de la empresa UNIFRUTTI, correspondiendo el 80% del total del monto invertido a capitales chilenos. Asimismo, el Departamento de Inversiones en el Extranjero de DIRECON, registra que la empresa Soquimich (SQM) (nitratos, fertilizantes y productos químicos), tiene dos joint ventures en la ciudad de Antalya (uno en zona franca), siendo ambas empresas filiales de SQM Bélgica. A la fecha no registran información sobre los montos de dicha inversión.





El Mensaje señala que el Tratado regula sólo el comercio de bienes y sus disciplinas asociadas, sin perjuicio de las disposiciones institucionales y legales. Ello, en razón a que el Acuerdo está concebido como la primera etapa de un proceso que, en virtud de la cláusula evolutiva prevista en las disposiciones finales, deberá ampliarse a otras áreas que las Partes mutuamente acuerden a futuro, entre las que se encuentran, el comercio de servicios e inversiones.




El Ejecutivo destaca que, como resultado de las negociaciones, Turquía concedió a Chile la desgravación del  80,7% de sus productos en categoría inmediata, lo que significa que éstos podrán ingresar libres de aranceles desde el primer día de vigencia del Tratado. El 12% de los productos quedó con acceso a través de cuotas; y en el resto de las categorías Turquía otorgó a Chile el 1,3% de los ítems arancelarios, dejando en excepciones un 6,1%.





Agrega que, entre los productos chilenos que obtuvieron un acceso inmediato, libre de aranceles están los siguientes: barras y perfiles de cobre, aceite de pescado, ketchup, cigarrillos, metanol, pentaeritritol, tableros de fibras de madera y madera contrachapadas. Además, Chile a través de cuotas y reducción del arancel, obtuvo acceso para: pescados, quesos, paltas, frutas frescas (uvas, manzanas, kiwis), aceite de oliva y vinos, etc.




En cuanto a la desgravación arancelaria que Chile otorgó a Turquía, expresa que un 94,3% de los productos tendrán acceso inmediato, libre de aranceles desde la entrada en vigencia del Tratado, quedando en desgravación a 4 años un 3,5%, en desgravación a 6 años el 0,48% y en excepciones un 1,7%. En términos de las importaciones del 2008 de Chile desde Turquía, sin considerar las importaciones de petróleo, un 96,2% de ellas podrá ingresar libre de aranceles desde la entrada en vigencia del Tratado. Entre dichos productos se encuentran: alfombras, tractores, levadura, chocolates, toallas, furgones, auto partes, maquinas de lavar vajilla.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, de 8 de marzo de 2010, donde se dispuso su análisis por parte de las Comisiones de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana y, posteriormente, por la de Hacienda.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, estudió la materia en sesiones efectuadas los días 11 y 18 de mayo de 2010, aprobando por la unanimidad de sus miembros presentes el proyecto en estudio.





Asimismo, en sesión de fecha 8 de junio de este año, la Comisión de Hacienda también lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 15 de junio de 2010, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 101 votos a favor, 2 en contra y 1 abstención.




4.- Instrumento Internacional.-  El Tratado de Libre Comercio consta de un Preámbulo y 66 artículos, divididos en VI Títulos. En ellos se tratan, sucesivamente, Disposiciones Iniciales; Acceso de Mercancías al Mercado; Otras Disposiciones Relativas al Comercio; Cooperación; Solución de Controversias; y Transparencia, Disposiciones Institucionales, Excepciones y Disposiciones Finales. Asimismo, el Tratado cuenta con cinco Anexos, con sus respectivos Apéndices y Notas, que contienen las listas de desgravación arancelarias de las Partes y el régimen de origen del Tratado.





En el Título I, Disposiciones Iniciales, las Partes establecen una zona de libre comercio, los objetivos del Tratado y confirman sus derechos y obligaciones bajo el Acuerdo de Marrakech, por el que se establece la Organización Mundial del Comercio (en adelante, “el Acuerdo sobre la OMC”).





Asimismo, establece que nada impedirá a las Partes el mantenimiento o establecimiento de uniones aduaneras, zonas de libre comercio u otros acuerdos con terceros países; y se indican las definiciones de aplicación general en el Tratado.




En cuanto al Título II, Acceso de Mercancías al Mercado, regula una cobertura amplia, en el cual prácticamente todos los productos tendrán un acceso preferencial a los mercados de las Partes, al momento de su entrada en vigor. Dentro de los productos excluidos del ámbito de aplicación, están los en banda de precio; carnes rojas, de cerdo, ovina y de ave; y lácteos, entre otros. Además, se establece la posibilidad de mejorar las condiciones de acceso en el futuro. Con respecto a las restricciones al comercio, las Partes se comprometieron a no adoptar ni mantener ninguna prohibición de exportación o importación de cualquier producto cubierto por este Tratado; ni imponer algún cargo o impuesto distinto a los estrictamente relacionados con las transacciones comerciales, que impliquen una protección indirecta a la producción doméstica, o para incrementar las recaudaciones fiscales.




El régimen de origen del Tratado, relacionado con el Título II, está contenido en el Anexo V. Los aspectos normativos tratados incluyen, entre otros, los siguientes elementos: criterios para la calificación de los bienes como originarios; acumulación bilateral de origen; productos totalmente obtenidos; productos con elaboración suficiente; operaciones de elaboración insuficientes; accesorios, repuestos y herramientas; juegos o surtidos y elementos neutros.





Se establecen tres criterios fundamentales para que las mercaderías adquieran el carácter de originarias: a) totalmente obtenidas; b) cambio de clasificación arancelaria; y c) valor de contenido regional. En lo concerniente a procedimientos aduaneros, los principales artículos contemplados en el Anexo V son los relativos a requisitos territoriales, reintegro, prueba de origen, exportador autorizado, y verificación de origen.





El proceso de certificación de origen se realizará a través de una entidad gubernamental, quien podrá delegar en otros organismos la emisión de certificados de origen. se faculta a las entidades certificadoras a que, en caso que un exportador en forma reiterada les proporcione información falsa, puedan suspender temporalmente la emisión de certificados de origen.




Por su parte, el Título III, Otras Disposiciones Relativas al Comercio, está compuesto por cuatro Capítulos que regulan las disciplinas asociadas al comercio de bienes: medidas sanitarias y fitosanitarias; reglamentos técnicos, normas y procedimientos de evaluación de la conformidad; defensa comercial, y propiedad intelectual.





En materias sanitarias y fitosanitarias, establece un Subcomité de Asuntos Sanitarios y Fitosanitarios que da la posibilidad de: revisar el desarrollo de la apertura efectiva de mercado para aquellos productos que necesitan de una autorización sanitaria o fitosanitarias para su ingreso; comprender mejor las regulaciones de cada Parte; coordinar programas de cooperación técnica y, fundamentalmente, intentar lograr un consenso en la resolución de problemas que surjan en el comercio entre ambos países. El Subcomité acordado debe reportar sus avances al Comité Conjunto del Tratado.




A su vez, reglamentos técnicos, normas y procedimientos de evaluación de la conformidad, tiene como objetivo facilitar el comercio, evitando que las normas, reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad se transformen en obstáculos innecesarios al comercio. Asimismo, se busca incrementar la cooperación bilateral en estos asuntos.





Lo más relevante es que se incorporan obligaciones en materia de transparencia que van más allá de lo acordado en el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC (principalmente en materia de notificación),  aspectos de cooperación técnica bilateral y mecanismos de facilitación de comercio en materia de obstáculos técnicos al comercio. Asimismo, se establece la creación de un Subcomité que será el foro encargado de desarrollar los aspectos de mutuo interés que puedan surgir en materia de normas, reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad, como también abordar eventuales dificultades bilaterales que puedan surgir entre las Partes relacionados con los obstáculos técnicos al comercio.





Respecto a defensa comercial, el Tratado establece que ambas Partes mantienen sus derechos y obligaciones respecto a la aplicación de Salvaguardias Globales, que emanan del Artículo XIX del GATT 1994 y del Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC.





En lo referido a Medidas Antidumping y Derechos Compensatorios, el Tratado mantiene los compromisos emanados del Artículo VI del GATT 1994, el Acuerdo de la OMC sobre implementación del Artículo VI del GATT 1994 y el Acuerdo de la OMC sobre Subsidios y Medidas Compensatorias. El Tratado no establece Salvaguardias Bilaterales.




En lo relativo a propiedad intelectual, se reconoce la importancia que esta disciplina puede tener para fomentar el desarrollo económico y social, y también la innovación tecnológica. En particular, se destaca su función como una herramienta para promover la transferencia efectiva de nuevas tecnológicas, en beneficio de productores y usuarios; y, adicionalmente, se incorporan normas para promover el reconocimiento de los derechos de propiedad intelectual en un sistema balanceado que contemple, entre otras, medidas para prevenir prácticas anticompetitivas en el ejercicio de estos derechos.





Destaca además el reconocimiento del “Pisco” como una indicación geográfica chilena y el compromiso para impedir el uso comercial desleal del nombre país. Todo ello, se estima ayudará a favorecer el posicionamiento del “Pisco” y otros productos chilenos en el mercado turco. Por su parte, nuestro país se compromete a reconocer la denominación turca “Raki” para bebidas espirituosas.





Luego, el Título IV, Cooperación, trata los temas relativos a la cooperación entre las Partes, estableciendo un marco de actividades, para incrementar y fortalecer los beneficios del Tratado, desarrollando una asociación económica estratégica. Establece que la cooperación contribuirá al objetivo del Tratado, identificando y desarrollando iniciativas innovadoras, que aporten valor agregado a la relación bilateral.





Junto con establecer un listado no exhaustivo de áreas de cooperación, entre las que destacan: la innovación, la investigación y desarrollo, la agricultura, la producción y procesamiento de alimentos, transporte aéreo, minería, energía, medio ambiente, pequeñas y medianas empresas, turismo, temas de género, educación, materias de empleo y laborales, desarrollo de capital humano y colaboración cultural, dispone que la cooperación bajo este Título se debe complementar con la referida en otros Capítulos.





Destaca la importancia de la cooperación en los ámbitos laborales y medio ambientales, definiendo acciones específicas e iniciativas comunes a desarrollar en estos ámbitos. En materia medioambiental, las Partes reconocen la importancia de fortalecer la protección del medio ambiente y la promoción del desarrollo sustentable, junto con el fortalecimiento de las relaciones de comercio e inversión. Asumen el compromiso de continuar esforzándose para alcanzar los objetivos de protección ambiental y cumplir con sus respectivos compromisos ambientales multilaterales; acuerdan que es inapropiado establecer o utilizar sus leyes, regulaciones, políticas y prácticas ambientales con fines comerciales proteccionistas, y relajar o abstenerse de fiscalizar o administrar sus leyes y regulaciones ambientales para alentar el comercio y la inversión. La cooperación estará orientada hacia áreas de interés mutuo, tales como cambio climático, biodiversidad y recursos naturales y calidad del aire.





En materia laboral, se reafirman los compromisos de las Partes como miembros de la Organización Internacional del Trabajo, OIT, y en especial con la Declaración de la OIT relativa a los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo y su Seguimiento (1998); se reconoce como impropio promover el comercio o las inversiones por la reducción de las protecciones laborales y las Partes se comprometen a no dejar de aplicar su legislación laboral en un modo que afecte el comercio entre las Partes. La cooperación estará dirigida a promover el trabajo decente y a temas de trabajo y empleo de mutuo interés.





Asimismo, se señala que el Comité Conjunto puede decidir la creación de subcomités o grupos de trabajo y se establecen puntos de contacto dedicados a la implementación de este Capítulo.





A continuación, el Título V, Solución de Controversias, contempla el mecanismo aplicable a la prevención y solución de las controversias entre las Partes relativas a la interpretación e implementación del mismo. Incluye una cláusula de elección de foro, mediante la cual, si el asunto que origina la controversia está previsto tanto en el Tratado como en el Acuerdo sobre la OMC, la Parte reclamante puede seleccionar el procedimiento ante el cual se resolverá la controversia.





El mecanismo consta de dos etapas: consultas y arbitraje. Las consultas se celebran en el seno del Comité Conjunto, el que debe procurar resolver la controversia mediante una decisión o la formulación de recomendaciones que permitan alcanzar una solución mutuamente satisfactoria para las Partes. Si el asunto no se resuelve dentro del Comité Conjunto, la Parte reclamante puede solicitar el establecimiento de un grupo arbitral, el que emitirá un informe definitivo y vinculante para las Partes.





Si la Parte reclamada no cumple el informe en los plazos correspondientes, las Partes deben iniciar negociaciones con el objeto de alcanzar una compensación satisfactoria. Si no se alcanza un acuerdo a este respecto, la Parte reclamante puede suspender la aplicación a la Parte reclamada de concesiones y otras obligaciones previstas en el Tratado.





Por último, el Título VI, Transparencia, Disposiciones Institucionales, Excepciones y Disposiciones Finales, consta de 4 Capítulos dedicados al tratamiento de los aspectos legales e institucionales del Tratado, a saber: transparencia, disposiciones institucionales, excepciones y disposiciones finales.




Además de las disposiciones específicas sobre transparencia previstas en otros Capítulos, en éste se contemplan reglas generales aplicables supletoriamente a todas las materias cubiertas por el Tratado. Estas disposiciones están destinadas a facilitar las comunicaciones entre las Partes, estableciéndose para tales efectos puntos de contacto. Asimismo, se contempla la obligación de publicar o poner a disposición pública las leyes y regulaciones relativas a cualquier asunto comercial cubierto por el Tratado.




En cuanto a disposiciones institucionales, el Tratado establece un Comité Conjunto integrado por funcionarios de alto rango de las Partes, que será el responsable de la administración del Tratado y de su apropiada implementación. Dentro de sus atribuciones le corresponde, entre otras, revisar el funcionamiento general del Tratado, establecer subcomités y grupos de trabajo, facilitar la prevención y solución de las controversias entre las Partes, considerar y adoptar enmiendas al Tratado y, en general, efectuar cualquier otra acción que las Partes puedan acordar. 





El Comité Conjunto se reunirá al menos una vez al año a solicitud de cualquiera de las Partes y adoptará sus decisiones por mutuo acuerdo.




Como excepciones generales, se incorporan al Tratado, mutatis mutandis, el Artículo XX del GATT 1994 y sus notas interpretativas. Se establecen, además, excepciones fundadas en razones de seguridad, balanza de pagos, tributación y confidencialidad de la información.




Finalmente, disposiciones finales establece las normas relativas a la cláusula evolutiva, anexos, modificaciones, entrada en vigor, duración y terminación, y textos auténticos del Tratado.





5.- Informe de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales.-




“RESUMEN EJECUTIVO





El día 14 de julio de 2009, el Ministro de Comercio Exterior de Turquía y el Ministro de Relaciones Exteriores de Chile suscribieron en Santiago de Chile, en la presencia de S.E. la Presidenta de la República Sra. Michelle Bachelet, el Tratado de Libre Comercio (TLC) entre Chile y Turquía.





El inicio de negociaciones estuvo precedido por un Estudio Conjunto de factibilidad para un TLC, realizándose dos reuniones durante los meses de julio y octubre de 2007. Dicho estudio tuvo como resultado la recomendación para ambos Gobiernos que la suscripción de un TLC serviría para fortalecer las relaciones económico-comerciales entre las Partes.




En marzo del año 2008, se iniciaron las negociaciones, las que concluyeron en el mes de marzo de 2009, luego de cuatro rondas de reuniones técnicas. De esta manera Chile cumplió con la invitación realizada por la Unión Europea a negociar con Turquía, tal como se encuentra establecido en la Declaración de la Comunidad relativa a Turquía en el Acuerdo de Asociación Chile – Unión Europea.





El TLC entre Chile y Turquía, permitirá que el 98% del comercio entre ambos países quede libre de arancel a partir de su entrada en vigencia, y los productos restantes, incluidos en el cronograma de desgravación, serán liberados en un plazo máximo de 6 años.





El Acuerdo incluye capítulos de acceso a mercado, medidas sanitarias y fitosanitarias, obstáculos técnicos al comercio, normas de origen, procedimientos aduaneros, medidas de salvaguardia, solución de controversia y disposiciones legales. Las tratativas relativas al comercio de servicios e inversiones, se realizaran en una segunda fase.




El Tratado beneficiará, especialmente, a los sectores de la minería, frutícola y agroalimentario, pesquero y forestal. Por el ejemplo, el vino, que antes del Acuerdo tenía un arancel del 70%, a partir de la entrada disfrutará de las mismas condiciones de acceso que la Unión Europea en el mercado turco. Las principales especies frutícolas, de la pesca y forestales de Chile, gozarán de importantes rebajas arancelarias.




Por su parte, con este Acuerdo entrarán libres de arancel a Chile, las maquinarias,  automóviles, línea blanca, entre otros.





Durante el año 2008, el comercio entre Chile y Turquía ascendió a US$ 1.122,7 millones, experimentando una disminución de 13,8% en comparación con el año anterior, y representó el 0,8% del comercio de Chile con el mundo.




Las exportaciones desde Chile a Turquía, en el año 2008 ascendieron a US$ 269 millones. De acuerdo a la clasificación CIIU, los principales sectores que exportaron en el 2008 fueron: minería (cobre con 83% del total exportado); industria (celulosa, papel, cartón, etc. representando el 9% del total exportado); agricultura, fruticultura y ganadería (fruticultura con 3,5% del total exportado).




Con respecto a las compras de Chile en el mercado turco, durante el año 2008 alcanzaron a US$ 853,3 millones. Los principalmente productos importados corresponden al sector de la minería (no cobre con 87% del total importado); e, industria (industria del hierro y acero con 7,7% del total importado).




El comercio entre Chile y Turquía, hasta el año 2006, mostraba un superávit comercial favorable a Chile, que durante ese año ascendió a US$ 371,5 millones. Durante el año 2007 y 2008, los resultados se contraponen con este escenario, debido a que las importaciones sobrepasaron a las exportaciones, arrojando una balanza comercial deficitaria para Chile de US$ 385,3 millones y US$ 583,9 millones, respectivamente.




El incremento de las importaciones durante los años señalados anteriormente, se debe a la compra de aceite crudo de petróleo proveniente de Azerbaijan, el que fue embarcado desde el puerto Ceyhán de Turquía, alcanzando el 80,4% de las importaciones totales desde el mercado turco.




De acuerdo a las estadísticas del Comité de Inversiones Extranjeras, no existe registro de inversiones de Turquía en Chile, vía D.L. 600, durante el período 1974 - 2008.




En lo que respecta a las inversiones de Chile en Turquía, destaca la inversión de la empresa UNIFRUTTI, la que es cercana a US$ 50 millones en tierras, plantaciones y packing, del total del monto invertido el 80% corresponde a capitales chilenos. Asimismo, el Departamento de Inversiones en el Extranjero de DIRECON, registra que la empresa Soquimich (SQM) (nitratos, fertilizantes y productos químicos), tiene dos joint ventures en la ciudad de Antalya (uno en zona franca). Ambas empresas son filiales de SQM Bélgica. A la fecha no se registra información de los montos de dicha inversión.




INTRODUCCION





Turquía es un país euroasiático transcontinental que posee una importante extensión territorial que alcanza a 783.562 km2, relativamente similar a la de Chile y mayor a de algunos países como Francia. De éstos, 755.688 km2 se encuentran en Asia Sudoccidental y 23.764 km2 en Europa. En materia demográfica, el país posee una población aproximada de 71 millones, siendo el décimo séptimo país más poblado del mundo.




Turquía representa un mercado de gran potencial para las exportaciones chilenas, con una economía que experimentó una tasa de crecimiento promedio entre los años 2002 y 2008 de 7%, con un ingreso per cápita de US$ 13.184, siendo además, una puerta de acceso al Sur Este de Europa, Rusia y Medio Oriente.




El Tratado de Libre Comercio suscrito entre Chile y Turquía permitirá avanzar en el conocimiento más profundo entre dos países geográficamente lejanos y que ahora tendrán la oportunidad de estrechar sus mercados abriendo oportunidades de comercio e inversiones para sus economías. Ello, al mismo tiempo, favorecerá los vínculos culturales entre ambos países.





Los compromisos de apertura que se han acordado en el Tratado permitirán la disminución de los costos y barreras de entrada para los operadores económicos. Ello mejorará las posiciones competitivas de los empresarios de ambos países frente a los productores internos y a las exportaciones de terceros países.





El TLC entre Chile y Turquía permitirá que el 98% del comercio de bienes entre ambos países quede libre de aranceles a partir de la entrada en vigencia del Acuerdo. Y, los productos restantes quedarán completamente liberados en un plazo máximo de 6 años.





En relación a las inversiones el TLC entre Chile y Turquía abrirá un espacio en este ámbito, con beneficios recíprocos en uno y otro mercado, siendo también una oportunidad para que los empresarios turcos proyecten su actividad a partir de territorio chileno hacia toda América Latina e incluso a Canadá y los Estados Unidos. Asimismo, se abren oportunidades de comercio e inversión para los empresarios chilenos en los países de Medio Oriente y Asia menor.





CAPITULO I: ECONOMIA DE TURQUIA





I.1 Situación Macroeconómica





En materia económica, significativa ha sido la evolución de Turquía en los últimos años. En efecto, según el Fondo Monetario Internacional, con un crecimiento sostenido, el año 2008 la economía Turca fue la décimo séptima del planeta en términos del Producto Interno Bruto (PIB) a paridad de poder de compra (PPA) que ascendió a US$ 915.184 millones, además, exhibió un PIB per cápita de una economía en transición que ascendió a US$ 13.184. 

Cuadro Nº 1

Turquía: Indicadores Generales Seleccionados

[image: image2.emf]Población 71 Millones

Área 783 Miles de Km2

PIB (PPA) 2008 US$ 915.184 Millones

PIB per Cápita (PPA) 2008 US$ 13.184


Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de datos del FMI, World Economic Outlook





En la historia reciente de Turquía, el gobierno ha ejercido supremacía económica. Sin embargo, en las últimas décadas, la economía ha ido experimentando reformas orientadas hacia una economía de libre mercado. En efecto, el país ha ido abriendo progresivamente sus mercados que se han traducido en una reducción de los controles gubernamentales sobre el comercio exterior y la inversión, la privatización de industrias de propiedad pública y la liberalización de muchos sectores hacia el sector privado. Se han introducido incentivos para el crecimiento de los sectores industriales y de servicios, así como también un proceso de liberalización del comercio internacional y la inversión extranjera, a través de la reducción de las tarifas y aranceles y la promoción del crecimiento de las exportaciones.





A su vez, la transformación de la actividad económica de Turquía ha sido relativamente rápida. En la década del setenta, el sector primario representaba un 40% del PIB, mientras que la participación de la industria era sólo de 17%, con un 43% del sector servicios. Actualmente, la estructura económica es similar a la de un país desarrollado, con un aporte fundamental del sector servicios, así como también con una importante base industrial, mientras que el sector agrícola ha ido cediendo terreno, aunque sigue teniendo especial relevancia en términos de empleo. En esta línea, se constata una dinámica industrial compleja en las grandes ciudades, en su mayoría concentradas en las provincias occidentales del país, junto con un sector servicio dinámico. Por su parte, durante el año 2008, el sector agrícola representó aproximadamente un 9,1% del PIB, mientras que el sector industrial representó 31,1% y el sector servicios representó el 59,8%. 

Gráfico Nº 1

Participación del PIB por Actividad Económica

2008 (%)
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Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de datos de OECD





Los cereales son la base de la agricultura en Turquía con el 80% del área de cultivo, principalmente a través del trigo. Lo sigue en importancia las frutas (cítricos y frutas frescas) y hortalizas, algodón, azúcar, aceite y otros productos de la agricultura mediterránea. El sector ganadero está basado en ganado ovino, caprino y vacuno. A su vez, en el campo de la minería, existen importantes reservas de bauxita, cromo, cobre, boro, hierro, magnesio, azufre, mármol y zinc. Entre éstas, destacan la importancia de las exportaciones de boro y mármol. En efecto, el país posee el 35% de las reservas mundiales de mármol.




En el sector industrial, destaca la producción de bienes de consumo y bienes intermedios de baja y media tecnología. En estos, se constata la producción de equipamiento industrial en el sector textil, automotriz y siderúrgico. También, relevante es la agroindustria, la industria química, la cerámica, la electrónica y electrodomésticos (importantes exportaciones). Cabe señalar la importancia creciente de la industria automotriz en los últimos años. En efecto, esta actividad se sitúa en tercer lugar después de la industria agroalimentaria y el sector textil. A su vez, Turquía es la octava economía europea productora de hierro y acero con una interesante evolución desde la década ochenta. Respecto de los recursos energéticos, el país es un importador neto, importando cerca del 90% del petróleo que consume.




A su vez, el sector servicios es el de mayor importancia y peso relativo de la economía turca, dado la importancia del sector turismo como subsector clave. A modo de ejemplo, los ingresos de este sector ascendieron la importante suma US$ 18.794 millones durante el año 2008. Este sector es heterogéneo, coexisten actividades relacionadas con el comercio privado, hasta la presencia de grandes empresas de transportes, telecomunicaciones y finanzas que pertenecen a grandes holding privados.





En los últimos años, se ha constatado un interesante dinamismo económico, en línea con los cambios y reformas estructurales llevadas a cabo por el país. Estas condiciones así como el favorable ambiente internacional y la apertura externa, le permitieron alcanzar un crecimiento promedio del PIB de 7% entre 2002 y 2008, permitiendo una rápida convergencia hacia el promedio de los países de la OECD. Durante el año 2008, la economía turca perdió dinamismo económico, a medida que la crisis mundial afectó la demanda doméstica. Según la OECD, se espera un crecimiento del PIB menor al 2% para el año 2009, para luego recuperarse y crecer 4,25% hacia el 2010, en línea con la recuperación económica global. 





I.2 Evolución de la demanda, principales políticas e indicadores macroeconómicos




La expansión económica de Turquía en los últimos años se ha explicado fundamentalmente en el dinamismo de los diversos componentes de la demanda agregada, a través del incremento en la inversión y el consumo privado, así como la creciente participación del sector externo en la economía.





Desde el punto de vista de las políticas macroeconómicas, en la última década se constata una rigurosa política fiscal y monetaria aplicada con medidas decisivas en un contexto de estabilidad política, que ha conducido a una transformación en todos los sectores.





Como parte de dicha transformación, la disciplina fiscal se ha convertido en uno de los ejes del programa económico en marcha y ha jugado un rol fundamental en la mantención de la estabilidad macroeconómica, al disminuir la carga de la deuda. Estas políticas, así como el éxito de la estrategia de gestión de la deuda, son algunos de los factores que han precedido a los sorprendentes resultados de la economía del país en los últimos años. Por ejemplo, el elevado nivel de la deuda pública neta, que ha sido un problema persistente de la economía de Turquía, ha tendido a disminuir. A su vez, el ajuste fiscal de manera más estable ha propiciado prudencia de las políticas económicas que ha sido evaluado positivamente por el mercado. Por ejemplo, la prima por riesgo y el costo del endeudamiento público disminuyeron de forma importante.





Además de la disciplina fiscal, el otro pilar fundamental del programa económico ha sido la aplicación de una política monetaria con estrategias de fijación de objetivos de inflación, que ha gozado de mayor credibilidad con el estatuto de independencia del Banco Central y una gestión prudente de los agregados monetarios. Los resultados en términos de equilibrio macroeconómico han sido positivos. Durante el año 2004, el Banco Central redujo la inflación a 9,3%, cifra de un dígito, por primera vez en décadas. La menor inflación permitió cambiar la moneda del país a principios de 2005, quitando seis ceros a la antigua lira turca y mantener los tipos de interés reales en cifras de un dígito. A comienzos de 2006, se adoptó un régimen de metas de inflación y el promedio de inflación entre 2006 y 2008 fue 9,3%, todavía superior al promedio de países de la OECD.





Sin embargo, el dinamismo de los últimos años ha causado dos principales desequilibrios macroeconómicos. Uno en el plano externo, y otro en el nivel general de precios. En efecto, el aumento de la demanda interna reflejado en un mayor consumo doméstico, así como también la inversión, intensiva en importaciones, han generado un déficit por cuenta corriente, que se ha agudizado por el aumento en los precios del petróleo durante los últimos años. En efecto, el déficit de Cuenta Corriente ascendió a 6,7% del PIB en el año 2008. Sin embargo, el carácter comercial del déficit en cuenta corriente no debe restar importancia al dinamismo que han exhibido las exportaciones turcas.




Una fuente importante de financiamiento del déficit en cuenta corriente es la inversión extranjera directa (IED). Desde el año 2002, Turquía ha adoptado una clara estrategia para la atracción de IED y se han sucedido las leyes para eliminar los obstáculos administrativos y facilitar los procedimientos. A partir de 2004 la IED ha aumentado rápidamente, multiplicándose por siete entre 2004 y 2007, situándose en ese último año en la 13ª economía receptora de IED.





Por otra parte, a pesar del crecimiento económico de los últimos años, persisten las elevadas tasas de desempleo. A partir de la transformación económica del país, junto con la combinación de factores  demográficos, una fracción del crecimiento de la población activa no ha podido ser absorbido en su totalidad por el crecimiento en los sectores industriales y de servicios, afectando las tasas de desempleo del país. El promedio de las tasas de desempleo entre el período 2004 y 2008 alcanzó 9,9%. 

Cuadro Nº 2

Indicadores Macroeconómicos Seleccionados 2006-2009

(Tasas de variación Anual)

[image: image4.emf]2006 2007 2008 2009*

PIB Real 6,9 4,6 3,3 1,6

Consumo privado

4,6 4,1 3,2 1,1

Formación bruta de capital fijo

13,3 5,5 3,7 2,7

Exportación de bienes y servicios

6,6 7,3 6,0 3,8

Importación de bienes y servicios

6,9 10,7 4,4 3,6

Desempleo (% Fuerza Laboral)

9,7 9,6 9,7 10,5

Inflación 

9,6 8,8 10,3 8,3

Cuenta Corriente (%PIB)

-6,0 -5,8 -6,7 -6,1

Tasas de variación % (respecto del año anterior)


Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de datos de OECD, “Economic Outlook 84 Database.

*Estimación 





CAPITULO II: COMERCIO EXTERIOR DE TURQUIA





Ha transcurrido más de un cuarto de siglo desde que Turquía pasó de unas políticas de sustitución de las importaciones defensivas y orientadas al mercado interno hacia el modelo de crecimiento económico basado en la exportación. Entre los años ochenta y los últimos años, Turquía ha ido estableciendo una economía de libre mercado integrada en el sistema económico mundial. En los últimos cuatro años, la utilización de las oportunidades ofrecidas por el entorno comercial mundial y una sólida integración en la economía mundial han sido uno de los principales objetivos de las políticas económicas y comerciales de Turquía.





Para ello, se han adoptado medidas en línea con los programas introducidos por el Gobierno y las estrategias elaboradas por las instituciones públicas. En particular, Turquía ha adoptado políticas con el fin de que el país pase de ser un centro de producción periférico y con una utilización intensiva de mano de obra a un país que exporta cada vez más productos de alta tecnología y de gran intensidad de capital. Para reducir la dependencia y la concentración del mercado turco en determinadas regiones y países, se han desplegado esfuerzos políticos adicionales y se han elaborado nuevas estrategias de exportación para mejorar el acceso a una mayor variedad de mercados.





En esta dirección, los organismos especializados de Comercio Exterior han ido llevando a cabo estrategias de apertura que abarcan diversos mercados mediante contactos a nivel oficial y empresarial, e intensas actividades de promoción. También, se han utilizado instrumentos de política y estrategias regionales específicas, como “La estrategia relativa a los Países Africanos” (2003), “La estrategia relativa a los países de Asia y el Pacífico” (2005) y “La estrategia relativa a las Américas” (2006), entre otras. Además, desde el punto de vista de las organizaciones regionales, relevante son los esfuerzos de Turquía en el contexto de los organismos como la Conferencia Islámica, el grupo Ocho Países en Desarrollo
, la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos y la Cooperación Económica del Mar Negro. El principal objetivo de estas políticas regionales es añadir una dimensión comercial general al programa de estas organizaciones con miras a crear nuevas oportunidades de acceso a los mercados.




En materias comerciales, muy relevante es la Unión Aduanera establecida con la Comunidad Europea (CE) en 1995, que entró en vigor en 1996, inmediatamente después de finalizar la Ronda Uruguay. Esta ha sido la base sobre la cual se llevan a cabo las políticas comerciales de Turquía. La Unión Aduanera establecida con la CE ha sido determinante en las relaciones comerciales del país, las que se ha intensificado aún más al iniciarse el proceso de plena adhesión.




La importancia del comercio exterior es creciente en Turquía. El grado de desarrollo económico del país ha obligado a una continua importación de bienes de equipo y tecnología que se compensan en parte con la creciente exportación de manufacturas más intensivas en mano de obra de sectores más tradicionales como siderurgia, textil, automotriz, agroindustria y otros bienes de consumo. También, hay que destacar el aumento de los intercambios comerciales con la UE a raíz de la puesta en marcha del acuerdo de la Unión Aduanera de 1995, que afecta a la mayoría de productos industriales. En los últimos años las exportaciones se han visto impulsadas por la fuerte devaluación de la lira turca que comenzó el año 2001 y bajo la actual coyuntura de crecimiento económico y mayor estabilidad cambiaria se observa una significativa tendencia creciente tanto de las importaciones como de las exportaciones.




La economía turca presenta un grado de apertura aproximada de 40% del PIB en los últimos años, lo que refleja el aumento del comercio exterior en dicho país. En efecto, el comercio global se ha duplicado en los últimos años. Se espera que se mantenga dicha tendencia dado la profundidad de la Unión Aduanera con la UE, así como también la dinámica liberalizadora impuesta por la propia UE y el Fondo Monetario Internacional. En el año 2007, las exportaciones de Turquía representaron el 1% de las exportaciones mundiales totales, mientras que las importaciones en el mismo período, representaron el 1,2% de las importaciones globales. Se constata un persistente déficit comercial, aunque se ha ido disminuyendo en los últimos dos años. La razón del elevado déficit se debe fundamentalmente a la importancia de los bienes intermedios importados, dentro de los cuales se incluyen los combustibles y otros insumos, y la evolución creciente de los precios contribuyendo con este déficit. 

Cuadro Nº 3

Evolución Comercio Exterior de Turquía 2004-2008

(Millones de US$)

 [image: image5.emf]Año Exportaciones

Var % 

Anual

Importaciones

Var %

Anual

Balanza 

Comercial

Comercio 

Global

2004 63.120   97.539   -34.419   160.659  

2005 73.476   16   116.774   20   -43.298   190.250  

2006 85.534   16   139.576   20   -54.042   225.110  

2007 107.271   25   170.062   22   -62.791   277.333  

2008 132.002   23   201.960   19   -69.958   333.962  

Crecimiento prom 

Anual

19,3    19,0   


Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de datos de Trade Map. 





II.1 Exportaciones





En materia de exportaciones, interesante dinamismo han exhibido los envíos del país. En efecto, con US$ 132 billones el año 2008, las exportaciones crecieron 23% durante el período. Además, se constatan un crecimiento promedio anual de 19,3% entre los años 2005 y 2008. 

Gráfico Nº 2

Evolución Comercio Exterior de Turquía 2004-2008

(Millones de US$)
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Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de datos de Trade Map. 





El aumento de la demanda mundial debido al mayor crecimiento económico creó un entorno mundial favorable para las exportaciones turcas. En consecuencia, la integración de la economía turca en los mercados mundiales se aceleró con unos resultados excelentes en los últimos años. Respecto de los principales socios comerciales de Turquía por regiones y países destaca la UE. En efecto, la Unión Aduanera ha reforzado las relaciones comerciales que siempre han sido muy amplias. Las exportaciones a dicha región durante el año 2008 ascendieron a US$ 64.212 millones, con una participación del 48,6% del total de las exportaciones. Entre los principales países de la CE destacan Alemania, Reino Unido, Italia, Francia, España y Rumania.





Relevante es la región de Medio Oriente como socio regional de las exportaciones de Turquía. En efecto, con US$ 22.743 millones y una participación de 17%, asoman principales destinos como los Emiratos Árabes Unidos, Irak, Arabia Saudita, Irán e Israel.





A su vez, fuera de la UE, al interior de la Comunidad de Estados Independientes (CEI), destaca la Federación de Rusia y Ucrania con US$ 8.668 millones, y una participación de 6,5%. Además de los vínculos culturales, la relación con la CEI desempeña una importante función en la política exterior de Turquía, así como en sus estrategias económicas y de comercio exterior. En efecto, se constatan envíos a Rusia por US$ 6.481 millones a dicho país y una participación de 4,9% del total exportado y US$ 2.187 millones a Ucrania.

Cuadro Nº 4

Exportaciones de Turquía

Principales Destinos 2008

(Millones de US$)

[image: image7.emf]Socios Comerciales 

Principales

Millones 

(US$)

%

Total Mundial 132.202    100,0

1 UE 64.212    48,57

2 Emiratos Árabes Unidos 7.975    6,03

2 Federación Rusa 6.481    4,90

3 Estados Unidos  4.307    3,26

4

Irak

3.916    2,96

5 Suiza y Liechtenstein 2.859    2,16

6 Arabia Saudita 2.201    1,66

7 Ucrania 2.187    1,65

8 Bulgaria 2.151    1,63

9

Irán 2.029   

1,53

10

Israel 1.935   

1,46


Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON,

sobre la base de datos de Trade Map.





En el ámbito de la composición sectorial de las exportaciones de Turquía, el país ha venido modificando su canasta exportadora hacia productos con mayor intensidad de capital y tecnología de conformidad con la evolución de las tendencias globales del comercio mundial. En efecto, la participación de las exportaciones industriales y de manufactura alcanzó US$ 104.541 millones representando un 79% del total exportado, seguido de los productos mineros y agrícolas con 9% de participación.
Gráfico Nº 3

Participación Sectorial de las Exportaciones

de Turquía  Clasificación CUCI, Año 2008 (%)
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Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de datos del Instituto de Estadísticas de Turquía.





Cuando se estudian las exportaciones por grupos de actividad principales
, relevante es la participación de los envíos de productos relacionados con “maquinaria y material de transporte”, grupo de productos que se basan en bienes de elevado valor agregado y tecnología. Este grupo de productos es el principal de las exportaciones turcas desde 2004, superando al sector de los “textiles y vestido”. Pero es especialmente el grupo de “productos de la industria del automóvil” el que desempeñó el papel más significativo en el aumento de la participación de este grupo de productos con una intensidad de capital relativamente alta. De una lista de los primero veinticinco productos de exportaciones, se constata una interesante diversificación.
Cuadro Nº 5

25 Principales Productos de Exportación de Turquía y su participación

Clasificación CUCI, Año 2008

(Miles de US$)
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18326816

13,88%

Fundicion, hierro y acero

14946356 11,32%

Reactores nucleares,calderas,maquinas,aparatos y artefactos mecanicos.

10258097

7,77%

Maquinas, aparatos y material electrico,sus partes;aparatos de grabación

7970472

6,04%

Prendas y complementos de vestir, de punto

7827998

5,93%

Combustibles minerales,aceites minerales y prod.de su destilacion

7531460

5,71%

Manufacturas de fundicion, de hierro o de acero

5742371

4,35%

Perlas finas o cultivadas, piedras preciosas, semipreciosas y similare

5383129

4,08%

Prendas y complementos de vestir, excepto los de punto

5326794

4,04%

Materias plasticas y manufacturas de estas materias

3563194

2,70%

Frutos comestibles; cortezas de agrios o de melones

2855221

2,16%

Navegacion maritima o fluvial

2647859

2,01%

Sal; azufre; tierras y piedras; yesos, cales y cementos

2279633 1,73%

Los demas articulos textiles confecionados;conjuntos/surtidos..

2097738

1,59%

Muebles;mobilario medicoquirurgico;articulos de cama y similares

1891038

1,43%

Caucho y manufacturas de caucho

1807989

1,37%

Aluminio y manufacturas de aluminio

1776620

1,35%

Algodon

1633664

1,24%

Prep.de legumbres,hortalizas,frutos o de otras partes de plant.

1440947

1,09%

Filamentos sinteticos o artificiales

1336054

1,01%

Alfombras y demas revestimientos para el suelo,de mater.textiles

1158464

0,88%

Cobre y manufacturas de cobre

1157409

0,88%

Manufacturas de piedra,yeso,cemento,amianto,mica o materias analogas

1146295

0,87%

Tejidos de punto

1132549

0,86%

Papel,carton;manufact. de pasta de celulosa,de papel/de carton

1077652

0,82%

Total 25 Productos

112315819 85,09%


Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de datos del Instituto de Estadísticas de Turquía.





II. 2 Importaciones





En materia de importaciones, el incremento de los precios del petróleo que se originó como resultado de la escasez y las disminuciones del suministro futuro relacionadas con el agotamiento de las reservas y los conflictos político-militares en los principales países productores, han tenido repercusiones en Turquía. Esto dado que la economía es importadora neta de energía, aumentando el valor de las importaciones y afectando la balanza comercial por esta vía. Por otro lado, las buenas perspectivas de crecimiento de la economía turca, llevó a un aumento en la demanda por importaciones, constituidos mayormente por una importante cantidad de bienes intermedios, que constituyen más del 70 por ciento de las importaciones totales.





Las importaciones totales en el año 2008 ascendieron US$ 201 billones, con crecimiento anual de 19%. Se constatan un crecimiento promedio anual de 19% entre 2005 y 2008, así como también un aumento en los volúmenes enviados Entre los principales orígenes de las importaciones de Turquía, destacan la UE con US$ 82.836 millones y un 41% del total. Los principales países exportadores de la economía turca, son Alemania, Italia, Francia, Reino Unido, España y Rumania, entre otros.




A su vez, de la Comunidad de Estados Independientes (CEI), destaca la Federación de Rusia y Ucrania con US$37.470 millones y una participación de 18,5%. En efecto, se constatan importaciones desde Rusia por US$ 31.364 millones a dicho país y una participación de 15,5% del total exportado.




De los mercados de Asia, destacan las importaciones desde China, Corea del Sur y Japón con US$ 23.775 millones y una participación de 11,7% del total importado. Con un interesante dinamismo en los últimos años, China se constituyó en el tercer mercado origen de las importaciones de Turquía durante 2008.





En la región de Medio Oriente asoman Irán y Arabia Saudita con US$ 11.522 millones y una participación de 5,7%, fundamentalmente con el aumento de las importaciones de petróleo y gas natural.
Cuadro Nº 6

Importaciones de Turquía

Principales Orígenes, Año 2008

(Millones de US$)

[image: image10.wmf] 

Socios comerciales      

Principales

Millones de US$

%

Total Mundial

201.960

100

1

UE

82.836

41,02

2

Federación Rusa

31.364

15,53

3

China

15.658

7,75

4

Estados Unidos

11.975

5,93

5

Irán

8.199

4,06

6

Ucrania

6.106

3,02

7

Suiza

5.588

2,77

8

Corea del Sur

4.091

2,03

9

Japón

4.026

1,99

10

Arabia Saudita

3.322

1,64

11

Argelia

1.935

0,96


Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, 

sobre la base de datos de Trade Map.





Las importaciones muestran un mayor grado de concentración en términos del valor importado. En efecto, los primeros veinticinco productos contabilizaron el 88,8% del total y el petróleo crudo es el principal producto importado con el 23,9% del total de las importaciones el año 2008. A su vez, se constatan una mayor importancia en la importación de manufacturas en los últimos años. Además, siguiendo tendencias pasadas los bienes intermedios representan más del 70% de las importaciones, dado el buen dinamismo exhibido por el sector industrial y manufacturero que contribuido al crecimiento de las importaciones de este tipo de bienes. 

Cuadro Nº 7

25 Principales Productos de Importación de Turquía y su participación

Clasificación CUCI Año 2008

(Miles de US$)

[image: image11.emf]Combustibles minerales,aceites minerales y prod.de su destilacion 48281192 23,9%

Fundicion, hierro y acero 23157920 11,5%

Reactores nucleares,calderas,maquinas,aparatos y artefactos mecanicos. 22539310 11,2%

Maquinas, aparatos y material electrico,sus partes;aparatos de grabaci 13892240 6,9%

Vehiculos automoviles,tractores,ciclos,demas vehic.terrestres,sus part 12789594 6,3%

Materias plasticas y manufacturas de estas materias 9385515 4,6%

Perlas finas o cultivadas, piedras preciosas, semipreciosas y similare 5653782 2,8%

Productos quimicos organicos 4421328 2,2%

Productos farmaceuticos 4360546 2,2%

Instrumentos,aparatos de optica,fotografia,cinematografia,medida,contr 3444912 1,7%

Cobre y manufacturas de cobre 3275972 1,6%

Papel,carton;manufact. de pasta de celulosa,de papel/de carton 2605213 1,3%

Aluminio y manufacturas de aluminio 2543704 1,3%

Algodon 2331906 1,2%

Manufacturas de fundicion, de hierro o de acero 2227428 1,1%

Caucho y manufacturas de caucho 2219494 1,1%

Cereales 2137329 1,1%

Miscellaneous chemical products. 1732774 0,9%

Fibras sinteticas o artificiales discontinuas 1695924 0,8%

Prod.quimicos inorgan.;compuestos inorgan./organ.de los metales 1684704 0,8%

Grasas y aceites animales o vegetales;grasas alimenticias;ceras 1657560 0,8%

Navegacion aerea o espacial 1582609 0,8%

Extractos curtientes/tintoreos;taninos,sus derivados;pinturas 1579244 0,8%

Filamentos sinteticos o artificiales 1494492 0,7%

Abonos 1481756

0,7%

Total 25 Productos

178176448

88,2%

Total 201960784

100,0%


Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de datos del Instituto de Estadísticas de Turquía.





CAPITULO III: RELACION BILATERAL CHILE - TURQUIA 





III.1 Lazos políticos y diplomáticos




A fines del siglo XIX y comienzos del XX se produjo una gran inmigración hacia Chile proveniente del entonces Imperio Otomano, especialmente de sirios y palestinos, siendo mínima aquélla proveniente de la etnia turca.




El 6 de enero de 1926, Chile reconoció a la República de Turquía, siendo el primer país latinoamericano en hacerlo y, poco después, se firmó en Roma un Tratado de Amistad en que se acordó el establecimiento de Relaciones Diplomáticas. Este hecho es especialmente apreciado y recordado por las autoridades de este país.




La relación bilateral ha mantenido siempre un perfil pragmático y de no injerencia en los asuntos internos. Nuestros vínculos se basan en principios comunes como el Estado de Derecho, el respeto a los Derechos Humanos, la promoción de los derechos de la mujer, entre otros. Lo anterior, sin perjuicio de las características culturales propias de cada país.




Esta línea pragmática ha permitido mantener las relaciones bilaterales en un buen nivel de entendimiento, existiendo amplias posibilidades de profundizarlas, especialmente en el plano comercial.




Desde la firma de un Convenio de Cooperación Cultural, un Memorando de Entendimiento sobre Protección de Inversiones y una Declaración Conjunta Presidencial en 1995, se ha producido un regular intercambio de visitas de autoridades de ambos países. Se han llevado a cabo reuniones de Consultas Políticas Bilaterales, se constituyó una Comisión Mixta en materias económicas, está por constituirse un grupo parlamentario de amistad  y se han firmado varios convenios bilaterales entre los que destaca el Acuerdo sobre Promoción y Protección Recíproca de Inversiones.




Por su parte, las Fuerzas Armadas de ambos países mantienen estrechas relaciones de cooperación. Se han realizado diversos intercambios de visitas de Comandantes en Jefe y en los últimos cinco años, Chile ha asistido a la Feria Internacional de la Industria de la Defensa del Aire y del Espacio (IDEF).




La dinámica relación bilateral entre ambos países se vio reflejada en las actividades realizadas entre el 12 y el 14 de octubre de 2004, en el marco de la visita del Presidente de la República, don Ricardo Lagos Escobar, a Ankara y Estambul. Cabe destacar que el Primer Ministro, Recep Tayip Erdogan, viajó especialmente a Estambul para volver a encontrarse con el Presidente Lagos.




Luego de la exitosa visita del entonces Presidente Ricardo Lagos a Turquía, así como la concreción de una fecha para el inicio de negociaciones para la adhesión de Turquía a la Unión Europea, ese país ha decidido incrementar sus vinculaciones con América Latina, particularmente con Chile.




Entre los días 27 y 30 de septiembre del 2005, el entonces Ministro de Defensa, señor Jaime Ravinet, realizó una visita oficial a Turquía. Durante su permanencia en ese país, el Ministro Ravinet recorrió las dependencias de la Feria de Defensa IDEF y sostuvo un encuentro con el Ministro de Defensa de Turquía, señor Mehmet Vecdi Gonul.




En vista de la profundización de los vínculos de las relaciones en el ámbito de la defensa, en enero de 2006 Chile inauguró una Agregaduría Militar, residente en Ankara, en reemplazo de la concurrencia desde España. Posteriormente, esa Agregaduría Militar fue elevada a Agregaduría Militar y de Defensa, para atender el conjunto de los vínculos castrenses, la Agregaduría está a cargo del Coronel (E) Javier Carrasco.




En agosto de 2008, se materializó la Agregaduría de Defensa de Turquía en Chile. Cabe señalar que es la primera Agregaduría turca en América Latina, la cual está a cargo del Coronel de Aviación Sadik Comba.




Entre los días 16 y 21 de octubre de 2008, visitó Ankara y Estambul, el General Director de Carabineros, General Eduardo Gordon y una comitiva de Carabineros de Chile, correspondiendo a una invitación oficial del Comandante General de la Gendarmería turca, General Atila Isik. En dicha oportunidad se suscribieron pre-acuerdos de variados aspecto de índole de cooperación.




Otra autoridad de las Fuerzas Armadas Chilenas que visitó Turquía, fue el Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea de Chile, Ricardo Ortega. La visita comprendió las ciudades de Ankara, Izmir y Estambul, fue efectuada entre los días 17 a 21 de noviembre de 2008 y correspondió a una invitación de su homólogo turco y su objetivo fue fomentar lazos ya existentes y profundizar intercambios de experiencias operativas, conocer el funcionamiento de las bases áreas turcas y explorar las oportunidades que representa la industria aeronáutica y de defensa turca.




El año 2008 tuvo su inicio con la visita a Chile del Director para América de la Cancillería turca, Embajador Vefahan Oçak, quien cumplió una intensa agenda de actividades con nuestras autoridades en Santiago y Valparaíso.




En septiembre del año 2008, el ex Subsecretario de Relaciones Exteriores, Embajador Sr. Alberto van Klaveren, realizó una visita a Ankara con la finalidad de dar continuidad al diálogo bilateral mediante el mecanismo de Consultas Políticas.




La Embajada de Chile en Ankara está a cargo del Embajador Sr. Luis Palma, mientras que la Embajada de Turquía en Santiago se encuentra dirigida por el Embajador Sr. Mehmet Akat.





III.2 Relación Bilateral Comercial




El intercambio comercial de Chile con Turquía durante el año 2008 ascendió a US$ 1.123 millones, experimentando una disminución de 14% en comparación con el año 2007. Lo anterior es consecuencia principalmente a la caída de las exportaciones de cobre. En el año 2008, Turquía ocupó el lugar Nº 22, como socio comercial de Chile.




El comercio entre Chile y Turquía, hasta el año 2006, mostraba un superávit comercial favorable a Chile, que durante ese año ascendió a US$ 371,5 millones. Durante el año 2007 y 2008, las importaciones sobrepasaron a las exportaciones, arrojando una balanza comercial deficitaria para Chile de US$ 385,3 millones y US$ 583,9 millones, respectivamente.

Cuadro Nº 8

Comercio de Chile con Turquía

1999 – 2008

(Millones de US$ y porcentajes)

[image: image12.emf]1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

Exportaciones (FOB) 45,3 76,3 71,7 82,3 113,7 159,1 266,2 408,2 458,7 269,4

Importaciones (CIF) 14,4 19,6 20,5 22,4 18,6 29,4 31,9 36,7 843,8 853,3

Intercambio Comercial 59,7 96,0 92,2 104,7 132,3 188,5 298,1 444,8 1302,5 1122,7

Balanza Comercial 30,9 56,7 51,2 59,9 95,1 129,7 234,3 371,5 -385,1 -583,9

Exportaciones (FOB) 96,9 68,6 -6,1 14,8 38,1 40,0 67,3 53,3 12,4 -41,3

Importaciones (CIF) -39,1 36,6 4,2 9,5 -17,0 58,0 8,4 14,9 2.201,8 1,1

Intercambio Comercial 28,0 60,9 -4,0 13,6 26,3 42,5 58,1 49,2 192,8 -13,8

Crecimiento anual 


Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de datos del Banco Central de Chile.





Los envíos de Chile a Turquía, en 2008, totalizaron US$ 269,4 millones, superando en más de cinco veces los realizados en el año 1999, alcanzando con ello una tasa de crecimiento promedio anual entre 1999 y 2008 de un 21,9%, superior al incremento de las exportaciones globales de Chile, que en igual periodo promediaron una tasa anual de 17,9%. Es necesario destacar que si bien las exportaciones dirigidas a Turquía se han incrementado anualmente prácticamente todo el periodo (cuadro Nº 8), se observa en 2008 una baja de un 41%, lo que se debió principalmente a la reducción de los montos enviados de cobre, principal producto exportado a dicho mercado, como consecuencia de la crisis internacional que impacto fuertemente la demanda y el precio del commodity.





A lo largo del periodo, Turquía ha ido creciendo en importancia relativa como destino de las exportaciones chilenas, en el año 2007 las exportaciones de Chile a Turquía representaron un 0,7% de los envíos totales efectuados al mundo; a fines de la década de los noventa dicha participación se situaba en torno al 0,3%. En 2008, Turquía concentró tan sólo un 0,4% del total de envíos de Chile (como consecuencia de la caída de las exportaciones de cobre), no obstante, ese valor supera el alcanzado a fines de la década precedente.




Por su parte, las internaciones provenientes desde Turquía totalizaron US$ 853 millones, incrementándose en US$ 838 millones las registradas en 1999. El fuerte dinamismo presentado por las compras realizadas desde dicho mercado, tiene su base en las compras realizadas por la ENAP de aceite de crudo de petróleo (cercano al 80% del total importado desde dicho destino), originario de Azerbaijan, el que fue embarcado desde el puerto Ceyhan de Turquía. Dicho escenario permitió alcanzar una tasa de crecimiento de más de 2.000% en 2007, ya que durante el año precedente el monto importado tan sólo alcanzó a US$ 37 millones.




El fuerte incremento presentado por las importaciones los últimos dos años, hizo que el saldo de la balanza comercial pasara de un superávit de US$ 30,9  millones en 1999, a un déficit de más de US$ 500 millones en 2008.





III.2.1 Dinamismo de las exportaciones hacia Turquía




a) Exportaciones de cobre y no cobre a Turquía




Desde el punto de vista de la composición de las exportaciones chilenas a Turquía, en los últimos años, se constata la importante participación de las exportaciones de cobre del total enviado a dicho país. En efecto, en el período 2002 y 2008, la participación promedio de las exportaciones de cobre chilenas fue 92,6%. A su vez, en el referido período, del total mundial de cobre enviado, el promedio de la participación de las exportaciones de cobre chilenas a Turquía representó 1,17%.




A su vez, durante el 2008, las exportaciones de cobre ascendieron a US$ 222 millones con una baja anual de un 46,7% en relación a lo registrado en el año previo. Dicha caída obedece a la contracción experimentada por la demanda interna de Turquía, como consecuencia de la crisis económica internacional, que también afecto a dicha economía. En efecto, el volumen exportado a Turquía de cátodos y secciones de cátodos de cobre refinado, principal producto enviado por Chile a este mercado, presentó una caída anual de un 47% tras pasar de exportarse 56.491 toneladas en 2007 a exportase 29.995 toneladas en 2008. Pese a la contracción registrada en los envíos de cobre durante el año 2008, este producto concentró cerca del 83% del total exportado por Chile a dicho mercado.




En el ámbito de las exportaciones no cobre, durante el 2008 se constatan envíos por US$ 47,2 millones, superando en más de nueve veces lo alcanzado en 2002. Por su parte, pese a la contracción económica mundial los envíos no cobre crecieron en 2008 un 12% anual. Desde el punto de vista de la composición del total de la canasta exportadora dirigida a Turquía, los envíos no cobre representaron en 2008 un 17,5% (cuadro Nº 9).

Cuadro Nº 9

Composición de las exportaciones de Chile a Turquía

2002 – 2008

(Millones de US$ y porcentajes)

[image: image13.emf]Composición de las exportaciones de Chile a 

Turquía 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

Exportaciones no cobre a Turquía 4,80 6,08 6,32 9,87 23,85 42,11 47,19

Exportaciones de cobre a Turquía 77,5 107,6 152,8 256,3 384,3 416,6 222,2

Total exportado a Turquía 82,3 113,7 159,1 266,2 408,2 458,7 269,4

Coposición porcentual

Exportaciones no cobre a Turquía 5,8 5,3 4,0 3,7 5,8 9,2 17,5

Exportaciones de cobre a Turquía 94,2 94,7 96,0 96,3 94,2 90,8 82,5

Porcentaje de las exportaciones  de cobre 

enviadas a Turquía 1,23 1,44 1,06 1,46 1,18 1,12 0,61

Porcentaje de las exportaciones no cobre 

enviadas a Turquía 0,04 0,05 0,04 0,05 0,10 0,14 0,14


Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de datos del Banco Central de Chile.





b) Exportaciones de productos tradicionales y no tradicionales a Turquía





Los principales productos exportados a Turquía corresponden a la categoría de productos tradicionales, que bordearon en 2008 los US$ 250 millones y concentraron un 93% del total exportado. No obstante y pese a la menor participación que en el total enviado tienen los productos no tradicionales (7%), se observa un marcado dinamismo en los envíos de este tipo de productos, en efecto, en 2008 las exportaciones de productos no tradicionales se expandieron un 38,4% al ser comparado con los envíos del año 2007 y cerca de un 300% al ser comparado con el año 2002.





En términos de número de productos exportados, el rol que juegan los envíos de productos no tradicionales es fundamental, durante el 2008 se exportaron a Turquía un total de setenta y cuatro productos, de ellos sesenta y nueve correspondieron a envíos de productos no tradicionales (cuadro Nº 10).
Cuadro Nº 10

Evolución de las exportaciones de productos tradicionales y no tradicionales a Turquía, 2002-2008

(Millones de US$)

[image: image14.emf]2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

Productos Tradicionales 77,5 107,6 152,8 256,3 395,6 444,9 250,3

Productos no Tradicionales 4,8 6,1 6,3 9,9 12,6 13,8 19,1

Productos Tradicionales 1 2 1 2 5 5 5

Productos no Tradicionales 34 78 62 68 85 85 69

Monto exportado

Número de productos exportados*


Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de datos del Banco Central de Chile.





El principal producto no tradicional exportado a Turquía durante 2008 correspondió a las nueces de nogal, con envíos que totalizaron US$ 6 millones, expandiéndose un 203% anual, tras más que duplicar el volumen exportado en 2007. Le siguen en importancia las exportaciones de nitrato (US$ 3,7 millones) y de manzana (US$ 0,9 millones). Asimismo, se destacan las exportaciones de vinos, que en su variedad Cabernet Sauvignon y Merlot presentaron importantes incrementos en su volumen exportado, 79% y 50% respectivamente (cuadro Nº 11).




Por su parte, el cátodo y secciones de cátodo de cobre refinado es el principal producto tradicional exportado por un monto de US$ 222 millones, seguido en importancia por los envíos de pasta química de madera blanqueada o semiblanqueada de coníferas y de eucaliptus que totalizaron en 2008 un valor de US$ 25 millones.

Cuadro Nº 11

Principales productos no tradicionales exportados a Turquía

2008

(Cifras en dólares)

[image: image15.emf]Unidad de

2007

2008

2007

2008

 medida

8023100

Nueces de nogal con cáscara, frescas o secas.

1.947.012 5.916.989 659 1.348 TN

28342110

Nitrato de potasio,  con un contenido inferior 

o igual a 98% en peso.

4.397.958 3.754.484 12.000 6.000 TN

8081060

Manzana, variedad granny smith, fresca.

1.079.309 927.593 1.508 1.174 TN

38089299

Los demás fungicidas, excepto los que 

contengan bromometano 

415.556 789.966 192 418 TN

8105000

Kiwis frescos.

710.725 574.372 621 449 TN

44123910

Las demás maderas de coniferas

210.925 489.174 433 960 MT3

13021910

Extracto de quillay.

485.590 0 69 TN

39209200

Las demás placas, láminas, hojas y tiras, de 

plástico no celular

52.374 410.063 18 93 TN

12119020

Orégano, fresco, seco, incluso cortado, 

quebrantado o pulverizado.

386.330 343.343 128 98 TN

22042121

Vino Cabernet Sauvignon, con denominación 

de origen

171.177 337.567 75.515 134.973 LT

22042122

Vino Merlot, con denominación de origen

194.209 334.345 88.353 132.107 LT

8021100

Almendras con cáscara, frescas o secas.

305.575 86 TN

8021210

Almendras sin cáscara enteras, frescas o secas.

140.700 257.573 41 TN

38089219

Los demás fungicidas, acondicionados para la 

venta al por menor 

337.898 240.597 114 79 TN

8082011 Pera, variedad packham's triumph, fresca.

152.418 215.341 207 301 TN

Cantidad Monto

SACH Producto


Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de datos del Banco Central de Chile.





c) Principales productos exportados y empresas exportadoras





En materia de productos exportados, Chile envío a Turquía un total de setenta y cuatro productos en 2008. En términos de monto, la canasta exportadora chilena dirigida al mercado turco se encuentra bastante concentrada, en efecto, dos productos concentran más del 90% del total exportado durante dicho año.




Los principales productos exportados en valor durante el 2008, corresponden al sector minería, siendo el envío más importante el de cátodos y secciones de cátodos de cobre refinado, commodity que concentró un 82% del total exportado a Turquía. Le siguen en estos términos los envíos de pasta química de madera (8%) y las nueces de nogal (2,2%) (cuadro Nº 12). 

Cuadro Nº 12

Principales productos exportados por Chile a Turquía

2007 – 2008

(Cifras en dólares y porcentajes)

[image: image16.emf]2007 2008 2007 2008

74031100 Cátodos y secciones de cátodos de cobre refinado. 416.612.092 222.192.888 90,82 82,48

47032100 Pasta química de madera semiblanqueadas o blanqueadas 11.791.051 21.562.361 2,57 8,00

8023100 Nueces de nogal con cáscara, frescas o secas. 1.947.012 5.916.989 0,42 2,20

47032910 Pasta química de madera semiblanqueada o blanqueada 10.692.140 3.770.863 2,33 1,40

28342110 Nitrato de potasio, con contenido inferior o igual a 98% en peso. 4.397.958 3.754.484 0,96 1,39

26139010 Minerales de molibdeno concentrados, sin tostar. 2.734.443 0,00 1,02

8081060 Manzana, variedad granny smith, fresca. 1.079.309 927.593 0,24 0,34

38089299 Los demás fungicidas, excepto los que contengan bromometano  415.556 789.966 0,09 0,29

8105000 Kiwis frescos. 710.725 574.372 0,15 0,21

44123910 Las demás maderas de coniferas 210.925 489.174 0,05 0,18

13021910 Extracto de quillay. 485.590 0,00 0,18

39209200 Las demás placas, láminas, hojas y tiras, de plástico no celular  52.374 410.063 0,01 0,15

12119020 Orégano, fresco, seco, incluso cortado, quebrantado o pulverizado. 386.330 343.343 0,08 0,13

22042121 Vino Cabernet Sauvignon, con denominación de origen 171.177 337.567 0,04 0,13

22042122 Vino Merlot, con denominación de origen 194.209 334.345 0,04 0,12

8021100 Almendras con cáscara, frescas o secas. 305.575 0,00 0,11

8021210 Almendras sin cáscara enteras, frescas o secas. 140.700 257.573 0,03 0,10

38089219 Los demás fungicidas, de contenido neto inferior o igual a 5l. 337.898 240.597 0,07 0,09

8082011 Pera, variedad packham's triumph, fresca. 152.418 215.341 0,03 0,08

79020000 Desperdicios y desechos de cinc. 45.506 211.049 0,01 0,08

8081010 Manzana, variedad richared delicius, fresca. 222.686 205.419 0,05 0,08

12010010 Porotos para la siembra 198.643 0,00 0,07

31043000 Sulfato de potasio. 293.888 175.000 0,06 0,06

13023100 Agar-agar. 171.471 0,00 0,06

Total Principales Productos 449.853.952 266.604.708 98,07 98,97

Otros Productos 8.854.892 2.365.293 1,93 0,88

Total Exportaciones 458.725.888 269.385.420 100 100

SACH

Estructura (%) Monto (FOB)

Glosa


Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de datos del Banco Central de Chile.





El crecimiento del comercio bilateral entre Chile y Turquía, se ha visto reflejado también en la evolución del número de empresas, en efecto, en el año 1999 sólo cuarenta y cinco empresas enviaron productos a Turquía, mientras que en 2008 esa cifra llegó a ochenta y cuatro, creciendo en promedio a una tasa anual de 7,2% entre 1999 y 2008. 

Cuadro Nº 13

Número de empresas exportadoras hacia Turquía

1999 – 2008

[image: image17.emf]1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

Número de empresas 45 44 29 31 32 53 44 60 67 84


Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de datos de WebComex.





Cabe señalar, que las diez principales empresas exportadoras concentran cerca del 97% del total de envíos realizados a dicho mercado en 2008. Dentro de estas, destaca la Corporación Nacional del Cobre (CODELCO), quien registra el mayor monto exportado durante el periodo, concentrando un 83% del total enviado el último año. Le siguen en importancia, la Celulosa Arauco que realizo el 9,6% de las ventas realizadas por Chile a Turquía (cuadro Nº 14).

Cuadro Nº 14

Principales empresas exportadoras a Turquía

2008

(Cifras en dólares)

[image: image18.emf]Empresas 2007 2008

Corporación Nacional del Cobre de Chile, CODELCO-CHILE 404.058.240 222.192.888

Celulosa Arauco y Constitución S.A. 22.323.588 25.381.963

INDUFRUT INTERNACIONAL LTDA. 3.391.031

SQM Industrial S.A. 4.397.958 3.154.484

Compañía Minera Doña Inés de Collahuasi SCM 2.734.443

Valbifrut S.A. 1.314.483

Viña Concha y Toro S.A. 405.170 763.319

Quimetal Industrial S.A. 535.312 697.975

Dole Chile S.A. 830.288 567.454

Desert King Chile S.A. 485.590


Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de datos de WebComex.





III.2.2 Evolución de las importaciones desde Turquía





a) Composición de las importaciones desde Turquía





Las importaciones de bienes intermedios han sido dominantes en la estructura de las compras realizadas por Chile a Turquía, representando los últimos dos años más del 95% del total de internaciones provenientes desde dicho mercado, destacando principalmente las compras de petróleo, que representaron un 80% del total importado en 2008 (cuadro Nº 15).




Siguiendo en importancia destacan las compras de bienes de consumo, con una participación de un 1,6% tras importar un total de US$ 13,7 millones en 2008. Finalmente, con una importación de US$ 13,3 millones durante el 2008 los bienes de capital han exhibido un interesante dinamismo en los últimos años. En efecto, en ese año las compras de este tipo de bien crecieron un 36% respecto de 2007.

Cuadro Nº 15

Importaciones de Chile desde Turquía, según tipo de bien

2002 – 2008

(Millones de US$ y porcentajes)

[image: image19.emf]2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2007 2008

I.   Bienes de Consumo 3,4           4,5           10,4         7,6           8,0           12,1          13,7         1,4 1,61

II.  Bienes Intermedios 10,9         9,7           11,3          15,3         22,4         821,9       826,2       97,4 96,8

Petróleo -           -           -           -           -           788,7       686,4       93,5 80,4

Otros Combustibles y Lubricantes 0,1           0,2           0,1           0,6           1,4           1,2           2,2           0,1 0,3

III. Bienes de Capital 8,1           4,4           7,7           8,9           6,2           9,8           13,3         1,2 1,56

IV. Total Importaciones 22,4         18,6         29,4         31,9         36,7         843,8       853,3       100 100

Estructura


Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de datos del Banco Central de Chile.





b) Principales productos importados y empresas importadoras




Chile importó desde Turquía un total de seiscientos noventa y seis productos en 2008, lo que significó un crecimiento en torno al 5% en relación a lo registrado en 2007. Pese a la variedad de productos comprados, en términos de monto, la canasta importadora chilena proveniente desde dicho mercado se encuentra fuertemente concentrada. En efecto, los veinticinco principales productos importados concentran en 2008 un 96,7% del total (cuadro Nº 16).





Los principales productos importados en valor durante el 2008, corresponden a los aceites crudos de petróleo, mercancía que concentró un 80% del total comprado desde Turquía. Le siguen en estos términos las internaciones de barras de hierro (9,7%), las demás barras (2%) y los tractores agrícolas (0,7%) 

Cuadro Nº 16

Principales productos importados por Chile a Turquía

2007 – 2008

(Cifras en dólares y porcentajes)

[image: image20.emf]2007 2008 2007 2008

27090020 Aceites crudos de petróleo o de mineral bituminoso  788.736.760 686.422.085 93,47 80,44

72142000 Barras de hierro o acero sin alear 10.968.639 83.420.207 1,30 9,78

72283000 Las demás barras, simplemente laminadas 18.364.764 0,00 2,15

87019011 Tractores de ruedas, agrícolas. 3.998.451 6.307.602 0,47 0,74

85444991 Conductores eléctricos de cobre 21.569 4.965.124 0,00 0,58

73221900 Los demás radiadores y sus partes. 2.947.741 3.137.831 0,35 0,37

25174900 Los demás gránulos, tasquiles y polvo de piedras  2.809.957 0,00 0,33

87032391 Automóviles de turismo, cilindrada entre 1500 y 3000 cm3. 4.135.064 2.543.170 0,49 0,30

72163100 Perfiles de hierro o acero, sin alear 351.265 2.093.482 0,04 0,25

27129010 Parafina que contenga en peso 0,75 % o mas de aceite. 1.158.720 1.924.753 0,14 0,23

87042111 Furgones con capacidad de carga útil superior a 500 kilos 2.744.735 1.761.377 0,33 0,21

73089000 Las demás construcciones y sus partes, de fundición 231.268 1.613.549 0,03 0,19

73221100 Radiadores y sus partes de fundición. 447.630 1.508.756 0,05 0,18

31023000 Nitrato de amonio, incluso en disolución acuosa. 1.220.282 0,00 0,14

40112000 Neumáticos nuevos de caucho utilizados en autobuses y camiones. 66.123 925.438 0,01 0,11

84743100 Hormigoneras y aparatos de amasar mortero. 920.756 0,00 0,11

21022000 Levaduras muertas;  982.343 863.900 0,12 0,10

85166010 Hornos, cocinas (estufas). 450.006 731.147 0,05 0,09

61091011 «t-shirts» y camisetas, de punto 425.858 712.152 0,05 0,08

85446010 Conductores eléctricos de cobre 700.024 0,00 0,08

61159590 Las demás calzas, panty-medias, medias, calcetines  398.003 656.603 0,05 0,08

24011090 Los demás tabaco sin desvenar o desnervar, 629.306 0,00 0,07

73211110 Cocinas (excepto las portatiles), de combustibles gaseosos,  3.627 607.270 0,00 0,07

30039010 Los demás medicamentos  292.573 522.921 0,03 0,06

72287000 Perfiles, de los demás aceros aleados. 219.471 522.442 0,03 0,06

Total Principales Productos 818.579.844 825.884.899 97,01 96,79

Otros Productos 25.230.163 27.407.269 2,99 3,21

Total Importaciones 843.810.007 853.292.168 100 100

Estructura (%) Monto (CIF)

SACH Glosa


Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de datos del Banco Central de Chile.





En relación a las empresas importadoras, se tiene que, cuatrocientas treinta y una empresas realizaron internaciones desde Turquía durante el año 2008, veinticinco más que en 2007. No obstante, en términos de monto tan sólo diez empresas concentraron cerca del 93% del total comprado desde dicho origen en 2008. Se destacan las importaciones realizadas por la ENAP REFINERÍAS S.A., quien registra el mayor monto importado los últimos dos años, concentrando en 2008 un 80% del total.





III.2.3 Inversiones




a) Inversión Extranjera en Chile




Entre 1974 y 2008 la inversión extranjera materializada en Chile alcanza la suma de US$ 69.900 millones, distribuidos en todos los sectores de la economía, concentrándose el 75% de las inversiones en Minería (34%), Energía (21%), Servicios Financieros (10%) y Comunicaciones (10%). Inversiones proveniente principalmente de Estados Unidos (US$ 16.945 millones, 24% del total), España (US$ 14.512 millones, 21% del total) y Canadá (US$ 12.826 millones, 18 % del total). Aunque no se han detectado inversiones turcas en Chile los sectores de la economía antes mencionados también podrían ser sectores en los cuales Turquía podría tener interés en invertir.




Chile tiene un régimen de inversiones abierto que no distingue entre capitales extranjeros o nacionales. El principio de Trato Nacional esta incorporado en la Constitución de Chile que garantiza a chilenos y extranjeros el derecho de desarrollar actividades económicas. Los inversionistas extranjeros, una vez establecidos se benefician de la protección a la propiedad privada, que también esta resguardada en la Constitución.

Gráfico Nº 4

Inversión Extranjera en Chile





b) Inversión Chilena en Turquía




Entre 1990 y 2008 la inversión materializada en el exterior alcanza la suma de US$ 47.462 millones, distribuidos en más de 65 países de América, Europa y Asia y África. Más de 900 empresas ejecutan en la actualidad un número superior a los 2.000 proyectos. Nueve países concentran un 91% de las inversiones materializadas a la fecha. Dichos países son: Argentina, Brasil, Perú, Colombia, Estados Unidos, México, Panamá, Australia, y Venezuela.





La distribución sectorial de la inversión directa en el exterior es fiel reflejo de las capacidades competitivas desarrolladas por los capitales nacionales en Chile, tanto en materia de uso eficiente de recursos naturales (generación de electricidad; energía, minería, recursos forestales), como en la generación de valor agregado industrial (manufactura, metalmecánica, metalurgia, papel y celulosa, química y farmacia), y variados servicios, entre los que destacan: retail, informática, servicios inmobiliarios y de construcción, transporte aéreo y marítimo.





De acuerdo a las estadísticas del Comité de Inversiones Extranjeras, no existe registro de inversiones de Turquía en Chile, vía D.L. 600, durante el período 1974 - 2008.




En lo que respecta a las inversiones de Chile en Turquía, destaca la inversión de alrededor de US$ 50 millones en tierras, plantaciones y packing de la empresa UNIFRUTTI, del total del monto invertido el 80% corresponde a capitales chilenos. Asimismo, el Departamento de Inversiones en el Extranjero de DIRECON, registra que la empresa Soquimich (SQM) (nitratos, fertilizantes y productos químicos), tiene dos joint ventures en la ciudad de Antalya (uno en zona franca). Ambas empresas son filiales de SQM Bélgica. A la fecha no registran información sobre los montos de dicha inversión.




CAPITULO IV: TRATADO DE LIBRE COMERCIO CHILE - TURQUIA





IV.1 Antecedentes del proceso de negociación





Durante la visita del Presidente de la República Ricardo Lagos a Turquía, en octubre del año 2004, la Cancillería turca entregó una nota mediante la cual se remitió un texto borrador del proyecto de “Acuerdo de Libre Comercio entre Chile y Turquía”. Dicha propuesta fue planteada por el Presidente turco, Ahmet Necdet Sezer, durante los encuentros privados con el Presidente Lagos y en la reunión de trabajo de las respectivas comitivas.





La iniciativa fue bien acogida y se manifestó el interés de Chile para iniciar conversaciones destinadas a suscribir un Tratado de Libre Comercio. Esto fue presentado por el Presidente Lagos como una manera de profundizar los lazos económicos-comerciales que unen a ambos países y trabajar en ubicarlos en el mismo nivel de los vínculos políticos existentes.





El Director de Relaciones Económicas Internacionales (Direcon), Sr. Carlos Furche, en Junio del 2007, señaló las intenciones del Gobierno chileno de retomar las negociaciones para el logro del Tratado de Libre Comercio entre ambos países.




El inicio de negociaciones estuvo precedido por un Estudio Conjunto de factibilidad para un Tratado de Libre Comercio, realizándose dos reuniones durante los meses de Julio y Octubre de 2007. Dicho estudio tuvo como resultado la recomendación para ambos Gobiernos que la suscripción de un TLC serviría para fortalecer las relaciones económico-comerciales entre las Partes.




En marzo del año 2008, se iniciaron las negociaciones, las que concluyeron luego de cuatro rondas de reuniones técnicas, en el mes de marzo de 2009.





Turquía ha suscrito a la fecha 12 acuerdos comerciales y, posee una unión aduanera con la Comunidad Europea, lo que permitió un lenguaje común con Chile durante las negociaciones. Al suscribir este Tratado, Chile cumplió con la invitación realizada por la Unión Europea de negociar con Turquía, tal como se encuentra previsto en la Declaración de la Comunidad relativa a Turquía que es parte integrante del Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea.




El día 14 de Julio de 2009, el Ministro de Comercio Exterior de Turquía y el Ministro de Relaciones Exteriores de Chile suscribieron en Santiago de Chile, en la presencia de S.E. Presidenta de la República Sra. Michelle Bachelet, el Tratado de Libre Comercio entre Chile y Turquía.




IV.2 Resultados de la Negociación





Con la entrada en vigor del Tratado, Chile podrá tener acceso a un mercado con un gran potencial, Turquía tiene una población aproximada de 71 millones, siendo el décimo séptimo país más poblado del mundo, con un ingreso per cápita de US$ 13.184, siendo además, una puerta de acceso al Sur Este de Europa, Rusia y Medio Oriente.




El Tratado de Libre Comercio suscrito entre Chile y Turquía, permitirá avanzar en el conocimiento más profundo entre dos países geográficamente lejanos, que ahora tendrán la oportunidad de estrechar sus mercados abriendo oportunidades de comercio e inversiones para sus economías. Ello, al mismo tiempo, favorecerá los vínculos culturales entre ambos países.





Los compromisos de apertura que se han acordado en el Tratado, permitirán la disminución de los costos y barreras de entrada para los operadores económicos. Ello mejorará las posiciones competitivas de los empresarios de ambos países frente a los productores internos y a las exportaciones de terceros países.





El TLC entre Chile y Turquía permitirá que el 98% del comercio de bienes entre ambos países quede libre de aranceles a partir de la entrada en vigencia del Acuerdo. Los productos restantes quedarán completamente liberados en un plazo máximo de 6 años.





En relación a las inversiones, el TLC entre Chile y Turquía abrirá un espacio que beneficiará  las inversiones recíprocas en uno y otro mercado, siendo también, una oportunidad para que los empresarios turcos proyecten su actividad a partir de territorio chileno hacia toda América Latina e incluso a Canadá y los Estados Unidos. Asimismo, se abren oportunidades de comercio e inversión para los empresarios chilenos en los países de Medio Oriente y Asia menor.




El Tratado consta de un Preámbulo y 66 artículos, divididos en seis Títulos, dedicados, respectivamente, a: I. Disposiciones Iniciales; II. Acceso de Mercancías al Mercado; III. Otras Disposiciones Relativas al Comercio; IV. Cooperación; V. Solución de Controversias; y VI. Transparencia, Disposiciones Institucionales, Excepciones y Disposiciones Finales. Asimismo, el Tratado cuenta con cinco Anexos, con sus respectivos Apéndices y Notas, que contienen las listas de desgravación arancelarias de las Partes y el régimen de origen del Tratado.




De este modo, el Tratado regula sólo el comercio de bienes y sus disciplinas asociadas, sin perjuicio de las disposiciones institucionales y legales. Ello, pues el Tratado está concebido como la primera etapa de un proceso que, en virtud de la cláusula evolutiva prevista en las disposiciones finales, deberá ampliarse a otras áreas que las Partes mutuamente acuerden a futuro, entre las que se encuentran, el comercio de servicios e inversiones.

Cuadro Nº 17

Estructura del Tratado de Libre Comercio

Chile - Turquía

	Preámbulo
	

	Titulo I
	Disposiciones Iniciales

	Titulo II
	Acceso de Mercancías al Mercado

	Capitulo I
	Disposiciones Generales

	Capítulo II
	Eliminación de Aranceles Aduaneros

	Título III
	Otras Disposiciones relativas al Comercio

	Capítulo I
	Medidas Sanitarias y Fitosanitarias

	Capítulo II
	Reglamentos Técnicos, Normas y Procedimientos de Evaluación de la Conformidad

	Capítulo III
	Defensa Comercial

	Capítulo IV 
	Propiedad Intelectual

	Título IV
	Cooperación

	Título V
	Solución de Controversias

	Título VI
	Transparencia, Disposiciones Institucionales, Excepciones y Disposiciones Finales

	Capítulo I 
	Transparencia

	Capitulo II
	Disposiciones Institucionales

	Capítulo III
	Excepciones

	Capítulo IV
	Disposiciones Finales

	Anexo I
	Lista de los productos referidos en los Artículos 16 y 18

	Anexo II
	Concesiones arancelarias de Chile para productos industriales originarios de Turquía

	Anexo III
	Productos Industriales no sujeto a concesiones

	Anexo IV
	Referido al Artículo 19 (Intercambio de concesiones)

	Anexo V
	Definición del concepto de productos originarios y procedimientos de cooperación administrativa






IV.2.1 Acceso a Mercados





El TLC establece que, desde el día de la entrada en vigencia del acuerdo, se liberalizará  inmediatamente sobre el 96% del comercio entre ambos países.




El acuerdo comprende 5 listas por parte de Chile y 3 listas por parte de Turquía. Estas cubren gran parte del comercio, a un plazo máximo de 6 años, otorgando garantías a los sectores sensibles de cada economía.




La negociación de este Capítulo se realizó sobre la base del interés de lograr el mejor acceso posible de los bienes que componen el universo arancelario entre Chile y Turquía, que en el caso de Chile corresponde a 7.715 líneas arancelarias en el año 2009.




En relación a las negociaciones de este Capítulo, Chile obtuvo de Turquía un 80.7% del universo arancelario en desgravación inmediata. Esto equivale a que un 98.8% del valor de las exportaciones chilenas a ese mercado se beneficiaran de arancel cero al momento de la entrada en vigencia del Acuerdo.




Por otra parte, desde la entrada en vigencia un 94.3% de los productos importados desde Turquía tendrán acceso inmediato a Chile, con un arancel cero lo que equivale al 96.2% del comercio desde la entrada en vigencia del Acuerdo.




El Capítulo consta de 1 categoría general y cuatro categorías especiales para las desgravaciones del sector industrial y agrícola por parte de Chile, y de concesiones para agricultura por parte de Turquía.




Categoría inmediata: los aranceles serán eliminados completamente al momento de entrar en vigencia el acuerdo. Algunos productos de interés son: Grasas y aceites de pescado, kétchup, preparaciones para sopas, cigarrillos que contengan tabaco, cloro, metanol, pentaeritritol, nitrato de potasio, tableros de madera y madera contrachapada.





a) Concesiones por parte de Chile





a.1) Categoría a cuatro años industrial por parte de Chile: los aranceles serán desgravados en 4 etapas iguales empezando en la fecha en que el Acuerdo entra en vigencia y dichos productos serán liberalizados completamente a partir del 1 de enero del quinto año. Algunos de los productos bajo esta categoría son: Los demás cementos Portland, excepto el cemento blanco; polipropileno; Los demás poli (cloruros de vinilo); chaquetas de lana; pantalones de lana; productos laminados  planos de hierro o acero, alambrón de hierro o acero sin alear, con muescas; tubos y perfiles huecos.





La desgravación por etapas es como sigue:




- en la fecha de entrada en vigor del Acuerdo, el derecho de importación se reducirá al 80% del derecho de base.




- el 1 de enero del primer año siguiente a la entrada en vigor del Acuerdo, el derecho de importación se reducirá al 60% del derecho de base.





- el 1 de enero del segundo año siguiente a la entrada en vigor del Acuerdo, el derecho de importación se reducirá al 40% del derecho de base.





- el 1 de enero del tercer año siguiente a la entrada en vigor del Acuerdo, el derecho de importación se reducirá al 20% del derecho de base.





- el 1 de enero del cuarto año siguiente a la entrada en vigor del Acuerdo, el resto de derechos de importación se suprimirán.





a.2) Categoría a seis años agrícola por parte de Chile: los aranceles serán desgravados en 6 etapas iguales empezando en la fecha en que el Acuerdo entra en vigencia y dichos productos serán liberalizados completamente a partir del 1 de enero del séptimo año. Algunos de los productos bajo esta categoría son: papas congeladas, maíz dulce congelado, avena, arroz partido, harina de centeno, granos de avena mondados.





La desgravación por etapas es como sigue:





- en la fecha de entrada en vigor del presente Acuerdo, cada derecho y carga quedará reducido al 85% del derecho de base.





- el 1 de enero del primer año, cada derecho y carga quedará reducido al 70% del derecho de base.





- el 1 de enero del segundo año, cada derecho y carga quedará reducido al 55% del derecho de base.





- el 1 de enero del tercer año, cada derecho y carga quedará reducido al 40% del derecho de base.





- el 1 de enero del cuarto año, cada derecho y carga quedará reducido al 25% del derecho de base.





- el 1 de enero del quinto año, cada derecho y carga quedará reducido al 10% del derecho de base.





- el 1 de enero del sexto año, el resto se suprimirán los derechos.





b) Concesiones por parte de Turquía





Las concesiones otorgadas fueron a través de cuotas con arancel cero, cuotas con reducción del arancel NMF, reducción del arancel específico y de reducciones del arancel NMF, empezando estas concesiones en la fecha en que el Acuerdo entra en vigencia. Algunos de los productos bajo estas condiciones son: salmones del pacífico fresco o refrigerados; salmones del atlántico congelados; merluza congelada; salmones del pacífico ahumados; quesos, cebollas y ajos frescos o refrigerados; almendras; nueces; paltas; uvas, manzanas, peras, fresas, arándolos, kiwis frescos o refrigerados, duraznos en conserva y Vinos.




Categoría exclusiones: Esta es para productos sensibles del sector agrícola e industrial de las Partes, los cuales no gozarán de la cobertura del Acuerdo. Algunos de los productos incluidos son: carnes bovinas, carnes de cerdo, carnes de ovinos, carnes de aves, leche, los demás trigos duros (banda), azúcar (banda), neumáticos recauchados y usados.





c) Restricciones al comercio





Las Partes se comprometieron a no adoptar ni mantener ninguna prohibición de exportación o importación de cualquier producto cubierto por este Acuerdo; ni de imponer algún cargo o impuesto distinto a los estrictamente relacionados con las transacciones comerciales, que impliquen una protección indirecta a la producción doméstica, o para incrementar las recaudaciones fiscales.




Finalmente, es importante destacar que  el Acuerdo establece la posibilidad de mejorar las condiciones de acceso en el futuro.





IV.2.2 Procedimientos Aduaneros




En el Anexo V del TLC Chile Turquía se encuentra las disciplinas de Reglas de Origen y Procedimientos Aduaneros, conservando la misma estructura que existe con la Unión Europea.




Fundamentalmente, este Acuerdo recoge las mismas disciplinas que el Acuerdo con la Unión Europea, tales como:





Definiciones




Requisitos territoriales





Principio de territorialidad





Transporte directo





Exhibiciones




Drawback




Prueba de origen





Certificado de origen





Declaración en factura




Exportador Autorizado




Verificación de origen




Zona franca




Artículo transitorio




Las principales diferencias entre este Acuerdo y el suscrito con la Unión Europea radican en:




- El proceso de certificación de origen se puede delegar en otras entidades





- Faculta a las entidades que emiten certificados de origen a suspender la emisión de certificados de origen.





- La emisión de certificados de origen a posteriori no es solo para casos excepcionales.





- En cuanto a los montos expresados en euros y sus equivalencias en moneda local, en el Acuerdo se establece que estos serán notificados anualmente en el subcomité de reglas de origen y procedimientos Aduaneros o cada dos años.





- Las notas explicativas fueron acordadas en la misma negociación y serán intercambiadas una vez que entre en vigencia el Acuerdo.





- El artículo transitorio considera 10 meses para que las mercancías que se encontraban en tránsito o en almacén aduanero al momento de la entrada en vigencia del Acuerdo, puedan presentar un certificado de origen ante las autoridades aduaneras de la parte importadora, para que las mercancías puedan acogerse a trato preferencial.





El certificado de origen que se utilizará en este Acuerdo corresponde al mismo formato del utilizado en el acuerdo con la Unión Europea.





IV.2.3 Medidas Sanitarias y Fitosanitarias




Las Partes tuvieron una fructífera discusión del capítulo de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias y llegaron a acuerdo en los tres artículos relativos a disposiciones generales, objetivos y el establecimiento de un Sub-Comité en materias de MSF (Anexo V del Acta).




El capitulo acordado con Turquía en Materias Sanitarias y Fitosanitarias (MSF), comprende principalmente el establecimiento de un Sub-Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias, el que tiene como objetivo facilitar el comercio de productos silvoagropecuarios y alimentos entre ambos países, a través de un foro para realizar consultas, discutir materias con vistas a alcanzar un consenso, tratar de resolver dificultades en la comercialización de estos productos y mejorar el entendimiento bilateral en relación con temas concernientes al Acuerdo MSF.





IV.2.4 Obstáculos Técnicos al Comercio




El capítulo acordado con Turquía en materia de OTC tiene como objetivo facilitar el comercio evitando que las normas, reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad se transformen en obstáculos innecesarios al comercio e incrementar la cooperación bilateral.




Lo más relevante del capítulo, es que se incorporan obligaciones en materia de transparencia que van más allá de lo acordado en el Acuerdo OTC de la OMC (principalmente en materia de notificación), aspectos de cooperación técnica bilateral, mecanismos de facilitación de comercio en materia de OTC y la creación de un Sub –Comité que será el foro para abordar los problemas bilaterales que puedan surgir entre ambas Partes, relacionados con obstáculos técnicos al comercio o aspectos de mutuo interés o de algunas de las Partes de trabajar un área específica en materia de normas, reglamentos técnicos o procedimientos de evaluación de la conformidad.





IV.2.5 Defensa Comercial




El Tratado establece que ambas Partes mantienen  sus derechos y obligaciones respecto a la aplicación de Salvaguardias Globales, que emanan del Artículo XIX del GATT 1994 y del Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC.




En lo referido a Medidas Antidumping y Derechos Compensatorios, el Tratado mantiene los compromisos emanados del Artículo VI del GATT 1994, el Acuerdo de la OMC sobre implementación del Artículo VI del GATT 1994 y el Acuerdo de la OMC sobre Subsidios y Medidas Compensatorias.




El Tratado no establece Salvaguardias Bilaterales.





IV.2.6 Propiedad Intelectual




En el Capítulo de Propiedad Intelectual se reconoce la importancia que esta disciplina tiene para fomentar el desarrollo económico y social, y la innovación tecnológica. En particular, se destaca su función como una herramienta para promover la transferencia efectiva de nuevas tecnológicas, en beneficio de productores y usuarios; y, adicionalmente, se incorporan normas para promover sistemas de propiedad intelectual balanceados que contemplen, entre otras, medidas para prevenir prácticas anticompetitivas en el ejercicio de estos derechos.




Destaca además el reconocimiento del “Pisco” como una indicación geográfica chilena. Así como, el compromiso para impedir el uso comercial desleal del nombre país. Todo ello, se estima ayudará a favorecer el posicionamiento del “Pisco” y otros productos chilenos en el mercado turco. Por su parte, nuestro país se compromete a reconocer la denominación turca “Raki” para bebidas espirituosas.





IV.2.7 Cooperación




En el Título IV del Tratado, se tratan los temas relativos a la cooperación entre las Partes, estableciendo un marco de actividades de cooperación, para incrementar y fortalecer los beneficios del Tratado, desarrollando una asociación económica estratégica.




Se establece que la cooperación contribuirá al objetivo del Tratado, identificando y desarrollando iniciativas innovadoras de cooperación, que aporten valor agregado a la relación bilateral.




Junto con establecer un listado no exhaustivo de áreas de cooperación, entre las que destacan: la innovación, la investigación y desarrollo, la agricultura, la producción y procesamiento de alimentos, transporte aéreo, minería, energía, medio ambiente, pequeñas y medianas empresas, turismo, temas de género, educación, materias de empleo y laborales, desarrollo de capital humano y colaboración cultural, establece que la cooperación bajo este Título se debe complementar con la referida en otros Capítulos.




El mismo Título destaca la importancia de la cooperación en los ámbitos laborales y medio ambientales, definiendo acciones específicas e iniciativas comunes a desarrollar en estos ámbitos.




En materia medioambiental, las Partes reconocen la importancia de fortalecer la protección del medio ambiente y la promoción del desarrollo sustentable, junto con el fortalecimiento de las relaciones de comercio e inversión. Asumen el compromiso de continuar esforzándose para alcanzar los objetivos de protección ambiental y cumplir con sus respectivos compromisos ambientales multilaterales; acuerdan que es inapropiado establecer o utilizar sus leyes, regulaciones, políticas y prácticas ambientales con fines comerciales proteccionistas, y, que es inapropiado relajar o abstenerse de fiscalizar o administrar sus leyes y regulaciones ambientales para alentar el comercio y la inversión. La cooperación estará orientada hacia áreas de interés mutuo, tales como cambio climático, biodiversidad y recursos naturales y calidad del aire.





En materia laboral, se reafirman los compromisos de las Partes como miembros de la Organización Internacional del Trabajo, OIT, y en especial con la Declaración de la OIT relativa a los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo y su Seguimiento (1998); se reconoce como inapropiado promover el comercio o las inversiones por la reducción de las protecciones laborales y las Partes se comprometen a no dejar de aplicar su legislación laboral en un modo que afecte el comercio entre ellas. La cooperación estará dirigida a promover el trabajo decente y a temas de trabajo y empleo de mutuo interés.





Asimismo, se señala que el Comité Conjunto puede decidir la creación de subcomités o grupos de trabajo y se establecen puntos de contacto dedicados a la implementación de este Capítulo.





IV.2.8 Inversiones y Servicios




En el Marco del Acuerdo negociado con Turquía, se acordaron postergar las negociaciones en Servicio e Inversiones. Esto se ve reflejado en el artículo 61 (Cláusula Evolutiva) donde las Partes se comprometen a iniciar negociaciones en el Comercio de Servicios e Inversiones luego de 2 años de la entrada en vigencia del Acuerdo.





IV.2.9 Asuntos Legales e Institucionales




a) Solución de Controversias




El Título V del Tratado contempla el mecanismo aplicable a la prevención y solución de las controversias entre las Partes relativas a la interpretación e implementación del mismo. Específicamente, una Parte podrá recurrir a este mecanismo cuando considere que una medida de la otra Parte es incompatible con las obligaciones asumidas bajo el Tratado o la otra Parte incumpla de otra forma tales obligaciones.




Si el asunto que origina la controversia está previsto tanto en el Tratado como en el Acuerdo sobre la OMC, la Parte reclamante puede seleccionar el foro o procedimiento ante el cual se resolverá la controversia. El foro seleccionado será excluyente de los otros una vez que la Parte reclamante solicite el establecimiento de un grupo arbitral de conformidad con uno de los acuerdos antes mencionados.




El mecanismo consta de dos etapas: consultas y arbitraje.




Sin perjuicio de que las Partes deben procurar, en todo momento, llegar a una solución mutuamente satisfactoria de cualquier asunto que pueda afectar el funcionamiento del Tratado, cualquiera de las Partes puede solicitar la celebración de consultas en el seno del Comité Conjunto, el que procurará resolver la controversia mediante una decisión o la formulación de recomendaciones que permitan alcanzar una solución mutuamente satisfactoria para las Partes.




Si el asunto no se resuelve dentro de los 15 días siguientes a la reunión del Comité Conjunto o dentro de los 45 días siguientes a la fecha de recepción de la solicitud de consultas, la Parte reclamante podrá solicitar el establecimiento de un grupo arbitral.





Los grupos arbitrales se componen de tres árbitros. El nombramiento de los integrantes de los grupos arbitrales se efectúa de la siguiente manera: a cada una de las Partes le corresponde designar a un árbitro y el tercero, quien desempeña las funciones de presidente, es designado de común acuerdo, o en su defecto, por sorteo. La fecha en que el presidente es designado es la fecha de establecimiento del grupo arbitral.





El grupo arbitral debe emitir su informe, fundado en las disposiciones del Tratado y las presentaciones y argumentos de las Partes, dentro de los tres meses siguientes a la fecha de su establecimiento o, en casos justificados, dentro de los cinco meses siguientes a tal fecha o, cuando se trate de mercancías perecederas, dentro de 75 días, pudiendo en este último caso emitir un informe preliminar. El informe del grupo arbitral es definitivo y vinculante para las Partes.




Salvo que las Partes acuerden lo contrario, la Parte reclamada deberá eliminar la no conformidad como se establece en el informe del grupo arbitral, inmediatamente, o si esto no es practicable, dentro de un plazo razonable mutuamente determinado por las Partes o, en su defecto, por el grupo arbitral. Para ello, la Parte reclamada debe notificar a la Parte reclamante las medidas de implementación que adopte con tal objeto. Si hay desacuerdo con respecto a la eliminación de la no conformidad, cualquiera de las Partes puede someter el asunto a un grupo arbitral, que deberá estar constituido, cuando sea posible, por los mismos árbitros del grupo arbitral original.




Si la Parte reclamada no notifica las medidas de implementación en el plazo que corresponda, o notifica que es impracticable adoptarlas o el grupo arbitral ante el cual el asunto es sometido determina que la no conformidad no ha sido eliminada, las Partes iniciarán negociaciones con el objeto de alcanzar una compensación mutuamente satisfactoria.





Si no se alcanza un acuerdo con respecto a una compensación satisfactoria, la Parte reclamante podrá suspender la aplicación a la Parte reclamada de concesiones y otras obligaciones previstas el Tratado. Si la Parte reclamada considera que los requisitos para tal suspensión no se han cumplido, puede someter el asunto a un grupo arbitral.





b) Transparencia




El Capítulo I del Título VI establece disposiciones destinadas a promover la transparencia en la relación entre las Partes. Así, se establecen puntos de contacto para facilitar las comunicaciones entre las Partes y se contempla la obligación de publicar o poner a disposición pública las leyes y regulaciones relativas a cualquier asunto comercial cubierto por el Tratado.





c) Disposiciones Institucionales




En el Capítulo II del Título VI, se establece un Comité Conjunto integrado por funcionarios de alto rango de las Partes, que es responsable de la administración del Tratado y de su apropiada implementación. Dentro de sus atribuciones le corresponde, entre otras, revisar el funcionamiento general del Tratado, establecer sub-comités y grupos de trabajo, facilitar la prevención y solución de las controversias entre las Partes, considerar y adoptar enmiendas al Tratado y, en general, efectuar cualquier otra acción que las Partes puedan acordar.





El Comité Conjunto se reunirá al menos una vez al año a solicitud de cualquiera de las Partes y adoptará sus decisiones por mutuo acuerdo.





d) Excepciones




En el Capítulo III del Título VI se establecen las siguientes disposiciones relativas a excepciones:




i) Como excepciones generales, se incorporan al Tratado, mutatis mutandis,  aquellas establecidas en el artículo XX del GATT 1994 y sus notas interpretativas.





ii) Se prescribe que nada de lo dispuesto en el Tratado podrá interpretarse en el sentido de requerir a una Parte que proporcione información cuya divulgación considere contraria a sus intereses esenciales de seguridad; o impedir a una Parte la adopción de medidas que estime necesarias para la protección de sus intereses esenciales de seguridad.





iii. Una Parte sólo podrá imponer medidas por motivos de balanza de pagos de acuerdo con los derechos y obligaciones de esa Parte bajo el GATT 1994.




iv) Nada en el Tratado afectará los derechos y obligaciones de las Partes que se deriven de cualquier convenio tributario en vigor entre ellas. En caso de incompatibilidad entre el Tratado y cualquiera de estos convenios, el convenio prevalecerá en la medida de la incompatibilidad.




v) Cada una de las Partes mantendrá, de acuerdo con sus leyes y regulaciones, la confidencialidad de la información proporcionada confidencialmente por la otra Parte de conformidad con el Tratado. Asimismo, nada en el Tratado se interpretará en el sentido de exigir a una Parte que proporcione o permita el acceso a información confidencial cuya divulgación impediría hacer cumplir la ley o sería de otro modo contraria al interés público o perjudicaría intereses comerciales legítimos de empresas particulares, públicas o privadas.




CAPITULO V: IMPACTO DEL TLC EN LA ECONOMIA CHILENA





V.1 Estimación del Comercio Potencial Chile-Turquía





V.1.1 Metodología





Para establecer el comercio potencial entre Chile y Turquía se establecen dos escenarios. El primero define el conjunto de bienes que simultáneamente Turquía compra desde el mundo y que Chile vende hacia el mundo, pero que ambos países no están comerciando. El segundo utiliza un escenario más restringido, remitiéndose a los bienes que Chile comercia sólo en mercados similares a Turquía. Para este caso el mercado escogido es la Unión Europea. Para ambos casos sólo se contabilizan los bienes que Chile comercia por un valor mayor a US$ 10.000.





Una vez definida la canasta potencial de productos exportables por Chile y, conociendo la demanda por importaciones de Turquía, debe definirse que fracción de la demanda sería abarcada por Chile. Una medida conservadora es suponer que la participación relativa de Chile en las importaciones de Turquía se mantiene constante, excluyendo los productos del cobre. Esta fracción es de 1,2% para el año 2008. Por otro lado, valorizaremos los bienes según los resultados obtenidos en 2008.





a) Ejemplo de la metodología.





Para ejemplificar la primera metodología, supongamos que existen dos países A y B. El país A necesita saber la canasta de productos que potencialmente se pueden exportar a B. Para este propósito, el país A requiere identificar dentro de su canasta exportadora los productos que el país B importa pero no de A.




Por ejemplo, asumamos que la canasta exportadora de A consiste en los bienes a, b, c y d, de los cuales sólo exporta el bien c a B. Por otro lado, asumiremos que el país B importa los bienes b, c, d y e desde el mundo. Por lo tanto, la canasta potencial para el país A consta de los bienes b y d, dado que A está exportando al mundo los bienes b y d pero no a B y este país los importa desde el mundo pero no de A.




Ahora, para ejemplificar la segunda metodología, asumamos que existe un tercer país C, que es similar al país B
. La canasta exportadora del país A a C consta del bien b. Por lo tanto, el comercio potencial del país A con B según el segundo método sólo consta del bien b, dado que el país A no exporta d a mercados similares al país B.




Para ambos casos utilizaremos los productos potenciales que coincidentemente no se comerciaron entre Chile y Turquía en los años 2006, 2007 y 2008.





VI.2 Resultados




Utilizando los datos de aduanas para Chile y Turquía, con un nivel de desagregación a 6 dígitos, encontramos que la canasta potencial según la primera metodología alcanza 1.844 productos, los cuales añadirían US$ 1.206 millones al comercio Chile-Turquía. Esta cifra es relevante, dado que representar  4 veces el comercio actual con dicho país.




Utilizando la segunda metodología, que es más exacta al controlar por factores como el costo de transporte, encontramos una canasta potencial de 393 productos. La valorización de esta canasta alcanza los US$ 612 millones, esto es el doble del valor actual exportado a dicho país.




Para ambos casos se encuentra que la canasta potencial se concentra en el sector industrial (según la clasificación CIIU), este sector concentra en promedio un 88,7% del total de la canasta. Dentro del sector destacan los productos metálicos y material de transporte (con un potencial en el rango de US$ 213 millones a US$ 455 millones), como también destacan los productos químicos, petróleo y derivados.





Estos resultados son particularmente alentadores para el país dado que se busca ampliar la canasta exportadora incluyendo productos con un mayor valor agregado, como lo son los productos del sector industrial.

Cuadro Nº 18

Comercio Potencial Chile-Turquía

Productos no comerciados en los años 2006, 2007 y 2008

(cifras en miles de US$)

[image: image21.emf]Mundo Unión Europea

N° de productos 1.844 393

Total (miles de US$) 1.206.445 612.309


Elaboración: Dpto. de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de cifras de aduanas de Chile y Turquía.

Cuadro Nº 19

Comercio Potencial Chile-Turquía

Productos no comerciados en los años 2006, 2007 y 2008

(cifras en miles de US$)

[image: image22.emf]Mundo  Unión Europea

32.393 24.900

Agricultura, fruticultura y ganadería 30.706 24.818

Agricultura 28.291 24.302

Fruticultura 1.903 259

Ganadería 512 257

Silvicultura 1.579 66

Pesca Extractiva 109 17

II.  Minería 72.453 60.446

Cobre 1.230 1.204

Resto 71.224 59.242

III. Industria 1.101.233 526.780

Industria alimentaria, bebidas, licores y tabaco 21.232 7.223

Alimentos y alimentos forrajeros 17.127 7.061

Bebidas, líquidos, alcoholes y tabacos 4.105 162

Industria textil, prendas de vestir y cuero 47.699 9.929

Textiles y confecciones de prendas de vestir 40.356 5.074

Curtiembre, talabartería, cuero y pieles, calzado 7.344 4.855

Forestales y muebles de madera 10.302 5.774

Celulosa, papel, cartón, editoriales e imprenta 22.293 6.962

355.316 166.071

12.683 686

167.020 110.792

455.463 213.086

Productos metálicos, maquinaria, equipos, material 

eléctrico e instrumentos de medida

295.126 125.580

Material de transporte 160.336 87.506

Industria manufacturera no expresada 9.226 6.257

IV. Otros 366 182

V. Total Exportaciones 1.206.445 612.309

Productos metálicos, maquinaria, equipos material eléctrico, 

instrumentos de medida y material de transporte

I.   Agricultura, Fruticultura, Ganadería, Silvicultura y Pesca Extractiva

Productos químicos básicos y preparados, petróleo y derivados, 

caucho y plástico

Productos de barro, loza y porcelana, vidrio y productos minerales no 

metálicos

Industria básica del hierro y del acero, industria básica de metales no 

ferrosos


Elaboración: Dpto. de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de cifras de aduanas de Chile y Turquía.

ANEXOS
Anexo Nº 1

Exportaciones de  Chile a Turquía

Clasificadas de acuerdo a la CIIU, 2002 – 2008

(Cifras en millones de dólares FOB, de cada año)
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I.   Agricultura, Fruticultura, Ganadería

1,0           0,3          1,3           1,2           1,8           5,3          9,6         

      Silvicultura y Pesca Extractiva

Agricultura, fruticultura y ganadería 1,0           0,3          1,3           1,2           1,8           5,2          9,6         

Agricultura 0,8           0,0           0,0           0,2           0,1           0,5           0,8          

Fruticultura 0,2           0,2           1,2           1,0           1,7           4,8           8,9          

Ganadería -          -          -          -          -          -          -         

Silvicultura -          0,0          0,0          0,0          0,0          0,1           0,0         

Pesca Extractiva -          -          -          -          -          -          -         

II.  Minería 77,5        107,6       52,7        256,3       384,3       416,6       224,9      

Cobre 77,5         107,6       52,7         256,3       384,3       416,6       222,2      

Resto -          -          -          0,0           -          -          2,7          

III. Industria 3,8          5,8          6,9          8,7          22,1         36,8        34,4       

Industria alimentaria, bebidas, licores y tabaco 0,6          0,7          0,4          1,1           1,2           1,1           1,7          

Alimentos y alimentos forrajeros 0,5           0,6           0,2           0,6           0,5           0,4           0,4          

Bebidas, líquidos, alcoholes y tabacos 0,1           0,0           0,2           0,5           0,7           0,6           1,3          

Industria textil, prendas de vestir y cuero 1,4           0,7          0,2          0,2          0,0          0,0          0,0         

Textiles y confecciones de prendas de vestir 1,4           0,7           0,2           0,2           0,0           0,0           0,0          

Curtiembre, talabartería, cuero y pieles, calzado -          -          0,0           0,0           0,0           -          -         

Forestales y muebles de madera 0,1           0,1           0,0          0,0          0,0          0,4          0,6         

Celulosa, papel, cartón, editoriales e imprenta 0,0          -          0,0          0,0          11,5         22,6        25,3       

Productos químicos básicos y preparados, 

1,7           3,9          6,2          7,3          7,3          5,9          6,3         

petróleo y derivados, caucho y plástico

Productos de barro, loza y porcelana, vidrio y

-          0,0          -          0,0          0,0          0,0          0,2         

productos minerales no metálicos

Industria básica del hierro y del acero,

-          0,0          0,0          -          0,9          6,6          0,3         

industria básica de metales no ferrosos

Productos metálicos, maquinaria, equipos

0,0          0,4          0,0          0,0          1,1           0,2          0,0         

material eléctrico, instrumentos de medida y

material de transporte

Productos metálicos, maquinaria, equipos, 

0,0           0,4           0,0           0,0           1,1           0,2           0,0          

material eléctrico e instrumentos de medida

Material de transporte

-           -           0,0           -           0,0           -           -          

Industria manufacturera no expresada

-          -          -          0,0          0,0          0,0          -         

IV. Otros 0,0          -          0,0          -          0,0          0,0          0,4         

V. Total Exportaciones 82,3        113,7       60,9        266,2       408,2       458,7       269,4      


Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de datos del Banco Central de Chile.

Anexo Nº 2

Importaciones de  Chile desde Turquía

Clasificadas de acuerdo a la CIIU, 2002 – 2008

(Cifras en millones de dólares CIF, de cada año)
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I.   Agricultura, Fruticultura, Ganadería

0,0          0,0          0,4          0,3          0,3          0,5          0,3         

      Silvicultura y Pesca Extractiva

Agricultura, fruticultura y ganadería 0,0          0,0          0,4          0,3          0,3          0,5          0,3         

Agricultura 0,0           0,0           0,4           0,3           0,3           0,4           0,2          

Fruticultura 0,0           0,0           -          -          -          0,1           0,1          

Ganadería -          0,0           -          -          -          -          -         

Silvicultura -          -          -          -          -          -          -         

Pesca Extractiva -          -          -          -          -          -          -         

II.  Minería 0,0          0,0          0,4          0,2          0,2          788,8       689,4      

Cobre 0,0           -          -          -          -          -          -         

Resto -          0,0           0,4           0,2           0,2           788,8       689,4      

III. Industria 22,4        18,6         28,5        31,4         36,2        54,5        163,5      

Industria alimentaria, bebidas, licores y tabaco 2,9          3,6          2,9          2,1           2,7          2,1           2,6         

Alimentos y alimentos forrajeros 1,2           1,3           1,8           1,1           1,6           2,1           1,9          

Bebidas, líquidos, alcoholes y tabacos 1,8           2,2           1,1           1,0           1,1           0,0           0,7          

Industria textil, prendas de vestir y cuero 2,0          2,4          3,1           3,2          2,7          3,5          5,5         

Textiles y confecciones de prendas de vestir 1,9           2,4           3,1           3,2           2,7           3,5           5,5          

Curtiembre, talabartería, cuero y pieles, calzado 0,0           0,0           0,0           0,0           0,0           0,0           0,0          

Forestales y muebles de madera 0,0          0,0          0,1           0,1           0,1           0,1           0,1          

Celulosa, papel, cartón, editoriales e imprenta 0,0          0,1           0,0          0,0          0,0          0,0          0,0         

Productos químicos básicos y preparados, 

2,2          2,7          3,4          4,7          6,0          9,3          9,8         

petróleo y derivados, caucho y plástico

Productos de barro, loza y porcelana, vidrio y

0,6          0,6          0,5          0,6          0,8          0,4          0,7         

productos minerales no metálicos

Industria básica del hierro y del acero,

3,2          0,2          0,6          3,0          5,6          12,4         106,3      

industria básica de metales no ferrosos

Productos metálicos, maquinaria, equipos

11,4         8,9          17,9         17,6         18,2         26,6        38,4       

material eléctrico, instrumentos de medida y

material de transporte

Productos metálicos, maquinaria, equipos, 

10,7         8,1           13,0         15,5         15,0         17,7         31,6        

material eléctrico e instrumentos de medida

Material de transporte

0,8           0,8           4,8           2,1           3,2           9,0           6,8          

Industria manufacturera no expresada

0,0          0,0          0,0          0,0          0,0          0,1           0,2         

IV. Otros 0,0          0,0          0,0          0,0          -          -          0,1          

V. Total Exportaciones 22,4        18,6         29,4        31,9         36,7        843,8       853,3      


Fuente: Departamento de Estudios e Informaciones, DIRECON, sobre la base de datos del Banco Central de Chile.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Jefe de Gabinete del Director General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores (DIRECON), señor Mathias Francke, señaló que el objetivo del proyecto es establecer una Zona de Libre Comercio entre Chile y Turquía. Añadió que, asimismo, se confirman los derechos y obligaciones del Acuerdo de Marrakech, por el que se establece la Organización Mundial del Comercio.





Expresó que de esta forma se da cumplimiento a la invitación realizada por la Unión Europea a negociar con Turquía, tal como se encuentra establecido en la Declaración de la Comunidad relativa a Turquía en el Acuerdo de Asociación Chile – Unión Europea.





Recordó que las negociaciones se iniciaron en el mes de marzo de 2008 y finalizaron en marzo del año 2009, luego de cuatro rondas de conversaciones, siendo suscrito el Tratado el 14 de Julio de 2009, en Santiago.




Explicó que el TLC abarca el comercio de bienes y sus disciplinas asociadas, sin perjuicio de las disposiciones institucionales y legales: acceso a mercado; normas de origen; procedimientos aduaneros; disposiciones relativas al comercio, entre ellos, medidas sanitarias y fitosanitarias, obstáculos técnicos al comercio, propiedad intelectual, defensa comercial; cooperación; solución de controversia; y asuntos legales e institucionales, como transparencia, disposiciones institucionales, excepciones, disposiciones finales.




Destacó que se estableció una cláusula evolutiva, prevista en las disposiciones finales, que señala que el TLC, al segundo año de su entrada en vigor, deberá ampliarse a otras áreas que las Partes mutuamente acuerden a futuro, entre las que se encuentran, el comercio de servicios e inversiones.





Manifestó que este TLC incorpora un nuevo mercado para las exportaciones nacionales, pues Turquía tiene más de 71 millones habitantes, con un producto interno bruto per cápita de US$ 13.184.




Indicó que el 96% del comercio de bienes entre ambos países queda libre de aranceles a partir de la entrada en vigencia del Acuerdo. Añadió que los productos restantes quedarán completamente liberados en un plazo máximo de 6 años.





Agregó que los sectores beneficiados con el TLC son: minería, frutícola y agroalimentario, pesquero y forestal. Destacó que las principales especies frutícolas, pesqueras y forestales de Chile, gozarán de importantes rebajas arancelarias.





En cuanto al acceso de mercados, precisó que Turquía otorga a Chile una desgravación del 80,7% de sus productos en categoría inmediata. Añadió que el 12% de los productos quedó con acceso a través de cuotas; y en el resto de las categorías Turquía otorgó a nuestro país el 1,3% de los ítems arancelarios, dejando en excepciones un 6,1%. Por ejemplo, el vino, que antes del Acuerdo tenía un arancel del 70%, a partir de la entrada disfrutará de las mismas condiciones de acceso que tiene la Unión Europea en el mercado turco.




Respecto a lo que Chile otorga a Turquía, señaló que un 94,3% queda en categoría inmediata, quedando en desgravación a 4 años un 3,5%, en desgravación a 6 años el 0,48%, y en excepciones, un 1,7%. Añadió que entrarán libres de arancel a Chile, por ejemplo, maquinarias, automóviles y línea blanca, entre otros.


A continuación, el Honorable Senador señor Larraín consultó acerca de los riesgos que este Tratado puede traer a los productos chilenos.


La Jefa (s) del Departamento Europa de DIRECON, señora Carla Henríquez, respondió que no creen que existan riesgos, por cuanto los productos más sensibles fueron excluidos y los que están incluidos, especialmente los productos agrícolas, compiten en distintas estaciones del año, por lo que son complementarios. Añadió, en lo que respecta a los productos industriales, que Chile podrá optar entre la oferta de la Unión Europea y la de Turquía.


Agregó que los productos que quedan fuera son las carnes y los lácteos.


El Honorable Senador señor Letelier preguntó acerca de la situación de los ajos y cebollas en la Unión Europea, y señaló que, en virtud del TLC con Europa, Chile tiene cuotas con arancel cero para estos bulbos.


Sobre este punto, el Honorable Senador señor Letelier señaló que la Unión Europea estaba interesada en que Chile negociara con Turquía, pero a nuestro país le conviene más llevar sus productos a la Unión Europea. Al respecto, consultó cuál es la conveniencia para Chile.


Aclaró el señor Francke que Chile no tiene compromisos respecto de Turquía con la Unión Europea, pero si Turquía entrara a la Unión Europea tendría que aplicarnos los aranceles del TLC con la Unión Europea.


Recordó que el Acuerdo no cubre inversiones. No obstante, expresó que no existe inversión turca en Chile y en Turquía hay sólo dos inversiones chilenas, una de las cuales asciende a alrededor de US$ 50 millones, en tierras, plantaciones y packing.


El Honorable Senador señor Larraín consultó cuál es el sentido de la afirmación de que el 98% de los productos quedaría exento y los demás se liberarían en seis años.


El señor Francke indicó que se refiere a los productos que actualmente se exportan a Turquía. Señaló que se reconoce a Chile la denominación de origen para el pisco y recíprocamente Chile la reconoce para el raki, que es un aguardiente.


Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier preguntó respecto a la situación política en Turquía, en especial, a los problemas con el pueblo kurdo.


El señor Francke contestó que ese no es un tema de su competencia. Por tanto, se remite a lo señalado por el Director General de Política Exterior de la Cancillería, Embajador señor Silva, quien al ser consultado en la Honorable Cámara de Diputados, señaló que Chile monitorea esta situación en los foros internacionales competentes.


Observó el Honorable Senador señor Kuschel que en esa parte del mundo hay muy poco comercio con América Latina, y hay países como Turquía y como Egipto, que pueden ser interesantes desde el punto de vista comercial, pues se llega a ellos con embarques muy pequeños.


El Honorable Senador señor Larraín destacó que se reconoce la indicación geográfica “Pisco” como una indicación geográfica chilena. Además, solicitó la lista de los productos que Turquía excluyó. (Dicha información fue enviada por la DIRECON y figura como Anexo al presente informe).




Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, Kuschel, Letelier y Walker, don Ignacio.




El Honorable Senador señor Letelier fundamentó su voto favorable, indicando que tiene reservas acerca de la situación política en Turquía, especialmente en lo que respecta a los derechos del pueblo kurdo. En su opinión, no basta con hacer un seguimiento, está bien comerciar con todo el mundo, pero se debe ser explícito en la posición de defensa de los derechos humanos.
- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:




“Artículo único.- Apruébase el “Tratado de Libre Comercio entre la República de Chile y la República de Turquía”, suscrito en Santiago el 14 de julio de 2009.”.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 28 de septiembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Juan Pablo Letelier Morel e Ignacio Walker Prieto.




Sala de la Comisión, a 28 de septiembre de 2010.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE CHILE Y TURQUÍA

(6833-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, con urgencia calificada de “simple”.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistieron, de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores (DIRECON), el Director  de Asuntos Económicos Bilaterales, señor Rodrigo Contreras; y el Jefe del Departamento Europa y Medio Oriente, señor Juan Fierro.





Del Ministerio de Hacienda, el Coordinador de Asuntos Internacionales, señor Alfie Ulloa; y el Jefe de Asuntos Legales Área Internacional, señor Juan Araya. 

- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión hizo presente que por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propuso discutirlo en general y en particular a la vez, proposición que hace suya la Comisión de Hacienda.

Se hace presente, asimismo, que en lo concerniente a los antecedentes jurídicos y de hecho del proyecto de acuerdo en informe, vuestra Comisión de Hacienda se remite a lo expresado en su informe por la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

DISCUSIÓN



El Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, señor Alfie Ulloa, expresó que el origen del tratado de libre comercio que el proyecto de acuerdo en estudio contiene, se encuentra en la invitación formulada a Chile por la Comunidad Europea para que negociara con Turquía, país con el que dicha comunidad ha suscrito una serie de acuerdos comerciales y con el que posee una unión aduanera. 


Representa, agregó, para Chile la oportunidad de aumentar su participación en un mercado tremendamente atractivo, que cuenta con una población aproximada de 71 millones de habitantes y que en la actualidad registra una tasa de crecimiento de la economía del orden del 10%, y al que nuestro país exporta fundamentalmente cobre, pero también otros productos como pasta química de madera, manzanas, nueces y uvas.







Ante una consulta del Honorable Senador señor Zaldívar, el Jefe del Departamento Europa y Medio Oriente de la DIRECON, señor Juan Fierro, precisó que, en términos generales, se trata de un tratado similar al celebrado por Chile con la Comunidad Europea, pero con una libertad arancelaria inferior, pues sólo equipara los mismos acuerdos que sobre el particular ha alcanzado Turquía con la antes citada comunidad.


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos y Zaldívar.

- - -

FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 26 de marzo de 2010, señala, de manera textual, lo siguiente:

“1.- El presente proyecto contempla una desgravación progresiva del comercio con Turquía, que en el caso de las exportaciones de ese país a Chile, se lleva a cabo en varias etapas, desde la aprobación de esta iniciativa y en un plazo máximo de 6 años. El Tratado de Libre Comercio se traduce en que el 94,3% del valor de las exportaciones turcas a Chile ingresarán a este mercado con arancel cero desde su entrada en vigencia. Cabe señalar, sin embargo, que existen algunas categorías especiales de desgravación, alcanzando tasa arancelaria de 0% al año 2015 el 98,3% del valor de las mercaderías provenientes de Turquía, quedando un 1,7% de éste no afecto a desgravación alguna.
2.- El Tratado sometido a aprobación implica menores ingresos fiscales anuales por aranceles e IVA de Importaciones de US$ 2.764 miles, elevándose este impacto progresivamente, hasta alcanzar los US$ 2.857 miles en régimen desde el año 2015, medidos sobre las importaciones efectivas desde Turquía en 2009.”.
En consecuencia, el Convenio en referencia no producirá desequilibrios macroeconómicos ni incidirá negativamente en la economía del país.

- - -

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:





“Artículo único.- Apruébase el “Tratado de Libre Comercio entre la República de Chile y la República de Turquía”, suscrito en Santiago el 14 de julio de 2009.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 27 de octubre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Andrés Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 28 de octubre de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA SISTEMA DE JUSTICIA MILITAR Y ESTABLECE UN RÉGIMEN MÁS ESTRICTO DE SANCIONES, TRATÁNDOSE DE DELITOS  CONTRA MIEMBROS DE LAS POLICÍAS

(7203-02)

HONORABLE SENADO:





Vuestras Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.





A la sesión en que vuestra Comisión conoció de la iniciativa concurrieron, en calidad de invitados, del Ministerio de Justicia, el Ministro, señor Felipe Bulnes Serrano, la Jefe de la División Jurídica, señora Paulina González Vergara y la Jefe del Departamento de Asesorías y estudios, señora  María Ester Torres Hidalgo; del Ministerio de Defensa, el Ministro señor Jaime Ravinet de la Fuente, y el abogado de dicha Secretaría de Estado señor Felipe de Pujadas Abadie; del Ministerio Público, el abogado de la Unidad de Asesoría Jurídica de la Fiscalía Nacional, señor José Veizaga González.
- - -





Cabe señalar que por tratarse de un proyecto de ley con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestras Comisiones unidas discutieron la iniciativa en general y en particular a la vez.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





Modificar el sistema imperante en materia de justicia militar delimitando su ámbito de aplicación, de tal manera que la competencia de los tribunales castrenses alcance únicamente a los militares, excluyendo de ella a los civiles.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





Los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8° y 9° permanentes y 1°, 5°, 6° y 7° transitorios del proyecto, tienen rango de ley orgánica constitucional por incidir en la organización y atribuciones de los tribunales, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 77 de la Constitución Política de la República, requiriendo para su aprobación del voto conforme de las cuatro séptimas partes de los Honorables Senadores en ejercicio, en atención a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.





Cabe hacer presente que al darse Cuenta de la iniciativa en la Sala del Senado, se acordó recabar el parecer de la Excelentísima Corte Suprema, lo que se cumplió mediante oficio N° 792/SEC/10, de 5 de octubre en curso, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República y en el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

ANTECEDENTES





Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:





A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS





El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

1.- Código de Justicia Militar.


2.- Código Aeronáutico.


3.- Código Orgánico de Tribunales.


4.- Ley N° 12.927, sobre Seguridad del Estado.


5.- Ley N° 17.798, sobre Control de Armas.


6.- Ley N° 18.953, que Dicta Normas sobre Movilización.





B.- ANTECEDENTES DE HECHO




El Mensaje que origina el proyecto.





Al manifestar los fundamentos de la iniciativa, en primer lugar señala que es parte del proceso de modernización de la Defensa Nacional la modificación al sistema de Justicia Militar para excluir a los civiles del ámbito de su jurisdicción y competencia, en concordancia con los parámetros internacionales y de acuerdo con la creciente integración del país en el contexto internacional y el fortalecimiento de la democracia, procesos que requieren constantes adecuaciones de nuestras instituciones jurídicas para que respondan a los valores que se desea proyectar al Chile del futuro, como son la libertad, la igualdad ante la ley, la paz social, el irrestricto respeto por los derechos de los ciudadanos, y la seguridad jurídica.





En tal sentido, agrega, se ha avanzado en la modificación del sistema judicial, particularmente en la justicia penal, contando hoy con un procedimiento que otorga garantías de un debido proceso. Sin embargo, continúa, en el ámbito de la justicia militar es necesario asumir un conjunto de reformas para contar con sistemas judiciales robustos que, fuera de toda duda, garanticen el pleno imperio del debido proceso, lo que constituye una exigencia de nuestra democracia. 





Indica que un paso esencial, que se da con el presente proyecto, es delimitar en forma precisa la jurisdicción y competencia de la Justicia Militar, excluyendo de su ámbito a los civiles, ya que ella tiene un carácter especial y regula situaciones ajenas a la vida civil, que por su excepcionalidad, no deben extenderse sino al juzgamiento de las acciones cometidas por militares en el contexto de sus funciones marciales. 





De esta forma, agrega, los delitos militares o relacionados con bienes jurídicos de nuestras Fuerzas Armadas y de Orden perpetrados por civiles deben ser siempre investigados, perseguidos y juzgados de acuerdo a los principios, garantías y normas comunes de la Justicia Penal ordinaria.  





En esta iniciativa, expresa, se opta por excluir a los civiles de la jurisdicción y competencia de los Tribunales Militares, dejando para un tratamiento posterior la instauración de un nuevo procedimiento de Justicia Militar, así como de las reformas orgánicas que ello precise.





Además, señala, el proyecto se hace cargo de dos situaciones tocantes a los principios de exclusión y excepcionalidad de la Justicia Militar; En primer lugar, estableciendo que en ningún caso los menores de edad están sujetos a la competencia de los tribunales militares, en concordancia con lo dispuesto en la Convención de los Derechos del Niño y, en segundo lugar, aborda la situación de aquellos casos en que aparecen involucrados tanto civiles como militares como coautores o copartícipes, determinando que los primeros quedan sujetos a la jurisdicción penal ordinaria y los segundos a la jurisdicción castrense, sin que los civiles en circunstancia alguna resulten arrastrados a los tribunales militares.





Continúa el Mensaje haciendo presente que el proyecto que se presenta a tramitación considera el establecimiento de normas especiales sobre publicidad y reserva de ciertas actuaciones para un adecuado resguardo de la información, la que sólo resulta justificada en consideraciones propias de la Defensa Nacional, salvaguardando en todo caso el debido proceso, y sujetas al correspondiente control jurisdiccional.





Asimismo, indica, el proyecto considera aumentar las sanciones cuando se trata de delitos cometidos en contra de funcionarios de la policía. 





En tal sentido, expresa que nuestra institucionalidad entrega a las policías el mandato constitucional de velar por el orden público y la seguridad, y la labor que las Fuerzas de Orden y Seguridad pueden desplegar, tanto en el control del orden público y la prevención de hechos delictivos como en la investigación y esclarecimiento de ellos, requiere de un adecuado marco normativo que, para su desempeño, otorgue suficientes seguridades y garantías en el ejercicio de su función. De ahí, concluye, la importancia de resguardar la autoridad de dichos cuerpos y propender al debido respecto de sus funciones. 





Es dable señalar que durante el primer trámite constitucional, ante la Sala de la Honorable Cámara de Diputados se informó que el Ejecutivo había concordado con las Comisiones unidas que informaron el proyecto en desglosar su contenido, para abocarse al estudio de las normas que tienen por objeto excluir a los civiles del ámbito de la justicia castrense, tratando separadamente el establecimiento de normas especiales sobre publicidad y reserva de las actuaciones para ciertos delitos militares cometidos por civiles, y de un régimen jurídico más estricto respecto de la comisión de delitos contra las policías, iniciativa, la última, que ya se abría presentado a la consideración de la referida Cámara.

- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR




Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe el Ministro de Defensa Nacional, señor Jaime Ravinet de la Fuente, señaló que el 21 de mayo recién pasado, el Jefe del Estado había anunciado que durante el año en curso se reformaría la justicia militar, tanto en materia de jurisdicción y competencia como en su organización y procedimientos, y que en la presente iniciativa corresponde al primer tema, y tiene el propósito de restringir el ámbito de competencia de la judicatura  castrense.





Señaló que durante el estudio de la iniciativa originalmente presentada, en las Comisiones unidas que informaron el proyecto en la Cámara de Diputados se planteó la idea, en que concordó el Supremo Gobierno, de desglosar el proyecto, a fin de despachar con celeridad la parte relativa a la exclusión de los civiles del ámbito de competencia de la justicia militar.





En atención a ello, continuó expresando, el proyecto sometido a consideración del Senado tiene un sentido más restringido, cual es el de establecer que la justicia militar será competente para conocer delitos cometidos por militares y no por civiles.





Con tal sentido, indicó, se propone que en los casos en que se presente coautoría o coparticipación de civiles y militares cada cual deberá ser juzgado por el juez natural, esto es, el tribunal penal ordinario actuará respecto de los primeros y el militar en relación a los segundos, modificándose la regla actualmente vigente en los Códigos Orgánico de Tribunales y de Justicia Militar que determinan que en tal circunstancia la competencia corresponde al juez militar.





Por otra parte, y con igual sentido, el proyecto determina que los menores de edad quedan excluidos de la competencia de la justicia militar, lo que además permite cumplir con las disposiciones de la Convención de los Derechos del Niño, suscrita por nuestro país.





Finalmente, expresó, como complemento a esta reforma legal, será necesario presentar nuevas iniciativas con el propósito de determinar el concepto de delito militar y para modificar la estructura orgánica de la jurisdicción castrense, y en general, el contenido del Código de Justicia Militar.




El Ministro de Justicia, señor Felipe Bulnes Serrano, señaló que la decisión de reformar la actual justicia militar se traducía en el propósito de abordar tres materias centrales: 1) excluir a los civiles de la competencia de los tribunales militares; 2) determinar el alcance de los delitos militares y, 3) modificar las normas procedimentales y orgánicas de la justicia Militar.





De acuerdo a lo expresado por el Ministro de Defensa, manifestó, el proyecto en estudio aborda el primer tema, la exclusión de los civiles de la jurisdicción de los tribunales militares, la que comprende a los menores de edad aun cuando tuvieren el carácter de militares.





Tal exclusión, agregó, determina la necesidad de modificar las normas que hacían competente al juez militar para conocer de aquellas causas en que existiera coautoría o coparticipación delictual de civiles y militares, para lo cual se optó por el principio del juez natural, en virtud del cual juzga al civil el juez ordinario y al militar el juez militar.





El proyecto original, expresó, en su artículo 1° transitorio facultaba al civil actualmente sujeto a la jurisdicción militar para que, en un plazo de 45 días, solicitara trasladar su causa a la justicia penal ordinaria, pudiendo optar entre continuar sometido al procedimiento judicial castrense o que su causa prosiguiera tramitándose en los tribunales ordinarios.





Sin embargo, indicó, acogiendo las observaciones que sobre el particular realizó la Corte Suprema, se modificó la referida disposición para establecer el traslado automático de las causas desde los tribunales militares a los tribunales penales ordinarios.





Esta propuesta, manifestó, se inspira en la fórmula italiana que determina que en caso de coautoría el arrastre de causas se de hacia la justicia civil, pero reserva la facultad de ciertos actores para pedir que los militares sean juzgados por la justicia castrense.




Connoto que esa fórmula tolera que un mismo hecho sea conocido por tribunales diversos porque, pese al riesgo de generar sentencias contradictorias, se privilegia el preservar que cada cual tenga la posibilidad de ser juzgado por su juez natural.




Advirtió tener plena conciencia que tal solución es opinable, tal como lo demuestra el que hecho que, ante la consulta sobre el tema, ocho ministros en la Corte Suprema optaron por proponer el traslado de dichas causas hacia la justicia civil, siete ministros respaldaron la regla propuesta en el proyecto, y un ministro fue partidario de mantener la norma actual que determina el arrastre de causas hacia la justicia militar.





En relación al traslado de las causas hacia la justicia civil, expresó su opinión en el sentido que ella no presenta problemas de constitucionalidad, como lo demuestra el hecho que modificaciones similares se han efectuado en el pasado, sin objeciones.




En cuanto a la existencia de la justicia militar, que también se discutió en el primer trámite, informó que existen distintas opciones; Francia, Alemania, Bélgica o Argentina han adoptado la decisión de eliminar la justicia militar, pero existe un grupo mayoritario de países que han optado por mantenerla.





Consultado sobre la reforma integral a la justicia castrense planteada por la ex Presidenta Bachelet, explicó que en la materia se contemplan distintas etapas. La primera consiste en excluir a los civiles de  la justicia militar, que corresponde a la idea matriz del proyecto que presentó la ex Presidenta Bachelet contenida también en otras mociones parlamentarias. La segunda etapa, agregó, que no aborda este proyecto, corresponde a la definición de delito militar, lo que será objeto de revisión por parte del Ejecutivo, pues le asiste la convicción de resultar necesario redefinir el concepto, materia que no estima conveniente tratar conjuntamente con el tema relativo a la competencia de los tribunales. Por último, expresó, la tercera etapa considera modificar la orgánica de la justicia militar y adecuar su procedimiento a los principios que inspiran el sistema procesal penal.




Señaló, que la finalidad central del proyecto es regular el que civiles no sean juzgados por la justicia militar y no regular casos en que militares cometen delitos comunes. 





El abogado de la unidad de Asesoría Jurídica de la Fiscalía Nacional del Ministerio Público, señor Veizaga, expresó que a dicha repartición no le merece observaciones el proyecto en cuanto excluye a los civiles de la competencia de los tribunales militares, pero que desea hacer presente algunas consideraciones sobre los efectos que, para la persecución penal y el trabajo de los fiscales, ella puede importar.





Señaló que el traspaso de causas desde los tribunales militares, como consecuencia de la restricción de su competencia en relación a los civiles, lleva aparejada la ampliación de las funciones del Ministerio Público, que ahora deberá abocarse a conocer de los delitos militares cometidos por civiles, estimando que se trata de un universo aproximado de seis mil causas aquellas en que operará tal traslado.





Resaltó que la  extensión de las funciones acarrea a su vez, la necesidad de abordar la especialización de los fiscales en materia de delitos militares, por cuanto en la actualidad, solo conocen de dos tipos del área.





Indicó, como un efecto, que el traspaso de causas desde los tribunales militares a los juzgados de garantía o de juicio oral en lo penal impedirá al Ministerio Público ejercer facultades como el archivo provisional o de no iniciar investigación, entre otras, incrementando la carga de trabajo de los fiscales, en atención a que dichos procesos darán lugar a audiencias y, eventualmente, juicios orales.





Advirtió que tal preocupación se incrementa al considerar que la iniciativa no amplía el número de fiscales de acuerdo a las mayores exigencias, como ocurrió, por ejemplo, cuando se dictó la ley de responsabilidad penal de los adolescentes.





Desde otro punto de vista, agregó, considerando que el procedimiento de la justicia militar es inquisitivo, de una forma similar al antiguo procedimiento penal, en la actual justicia ordinaria penal, particularmente en los juzgados de garantía, no se ha aceptado la validez de las pruebas allegadas durante la tramitación previa de las causas, lo que ha quedado de manifiesto en aquellos procesos que han sido derivados a la jurisdicción ordinaria al declararse incompetentes los tribunales militares.




Por último, expresó, otro problema previsible se podría originar de acuerdo al estado de tramitación en que se encuentre la causa, sumario o plenario, pues, en el último caso, y ya terminada la etapa de investigación, los fiscales no podrán subsanar las deficiencias que puedan existir en la investigación o recopilación previa de las pruebas, dificultando el sostenimiento de la acción penal. 





Enseguida los integrantes de las Comisiones unidas expresaron sus planteamientos sobre la iniciativa, y formularon consultas, en los términos que se describen a continuación. 





El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó, en primer término, sus reparos respecto de la disposición contenida en el artículo 2° del proyecto, relativo al tribunal competente en casos de coautoría y coparticipación.





Indicó que de su redacción no resulta evidente cuál sería el tribunal competente para conocer, por ejemplo, de un proceso seguido por la comisión de un delito común donde han participado un uniformado junto a civiles  como podría ser, a vía ejemplar, el robo de un cajero automático.




Agregó que la expresión “en la comisión de cualquier delito, ya sea militar o común, serán competentes, respecto de los civiles, los Juzgados de Garantía y los Tribunales Orales en lo Penal , según corresponda, y respecto de los militares, los Tribunales Militares” lleva a confusión, pues no se entiende si atiende a la naturaleza del delito -militar o común- o de sus autores -militar o civil-, siendo posible discutir si el militar que participa en un delito común será juzgado por la justicia ordinaria o por la jurisdicción militar.





En relación a las inquietudes expuestas el Ministro de Justicia, señor Bulnes, señaló que efectivamente existen diversas situaciones que deberán ser abordadas y resueltas en otra iniciativa legal independiente de la actual, con el propósito específico de precisar el concepto de delito militar, labor que estimó indispensable y compleja.





Ante la duda respecto del tribunal competente en el hipotético caso planteado, señaló que será  el tipo de delito cometido, castrense o común, el que determinará el ámbito de la jurisdicción al que corresponderá su conocimiento y no necesariamente de la calidad de militar de un partícipe.




Sin embargo, agregó, al analizar el contenido de la iniciativa es necesario tener presente que ella tiene el especial objeto de sustraer de la jurisdicción militar al civil que participa en la comisión de un hecho punible para que su conducta sea juzgada en un tribunal ordinario, resaltando que la determinación de los casos en que un militar es sometido a la justicia civil o a la ordinaria, no son de la esencia del proyecto. 




Sin perjuicio de lo anterior, el Secretario de Estado coincidió en que el precepto en cuestión no tiene una feliz redacción, por cuanto al decir “en la comisión de cualquier delito, ya sea militar o común”, da paso a pensar que aún cuando existiera coautoría o coparticipación en un delito común, podría el militar optar por ser juzgado en sede militar. 





El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que su inquietud se debe a la información que la prensa ha proporcionado respecto del proceso seguido contra un carabinero por la muerte de Matías Catrileo, al término del cual el policía habría sido condenado por violencia innecesaria con resultado de muerte por el respectivo tribunal militar, y no por homicidio, como podría haber sucedido de haber sido éste juzgado por tribunales ordinarios, dado que no se encontraba amparado por la eximente de legítima defensa. Agregó que nada de esto es posible afirmarlo sin revisar detenidamente los antecedentes y circunstancias particulares del caso, pero que lo hace presente pues esa es la sensación que existe en la opinión pública lo que, con independencia de su correspondencia con la realidad, mina el prestigio de función judicial en su conjunto.
 

 
En otro orden de ideas, agregó, respecto del artículo 4° del proyecto, que propone reemplazar el artículo 6° del Código de Justicia Militar, estimó necesario modificar la redacción del inciso primero del referido artículo 6°, a fin de incorporar el personal llamado al servicio, debido a que en tal situación se encuentra parte del personal de  Carabineros de Chile, preocupación en que lo acompaña el Honorable Senador señor Prokurika para solucionar la cual presentarán la respectiva indicación, la que el señor Ministro de Defensa ha señalado compartir.



A continuación, el Honorable Senador señor Prokurika consultó cual será el destino de los delitos cometidos por civiles en tiempo de guerra como, por ejemplo, la sedición o el espionaje, pues, estimó, la gravedad que pueden revestir tales ilícitos y sus consecuencias para todos los habitantes de la nación hace necesario un análisis pormenorizado. 




Por otra parte, en relación al artículo 2° del proyecto, relativo a la coautoría y a la coparticipación, señaló que el sistema escogido le genera dudas, por cuanto la separación de los acusados para ser  juzgados en distintas sedes puede traducirse en que respecto de un mismo hecho punible se produzcan sentencias contradictorias.



Además, y en relación al artículo 6° sustitutivo que propone el artículo 4° del proyecto, señaló que la indicación que suscribe en conjunto con el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, busca precaver un problema interpretativo, ya que entiende que a Carabineros de Chile no se le aplica la institución del personal de reserva, y que el policía que se retira de la institución deja de pertenecer a ella y queda totalmente desvinculado, por lo que resultaba conveniente incluir al personal llamado al servicio en el precepto, pues con esa modalidad se ha incrementado su dotación durante los últimos años. 



A continuación el Honorable Senador señor Larraín formuló sus observaciones, señalando, en primer lugar,  que le preocupa conocer cuál será el impacto que la modificación legal en estudio generará en el Ministerio Público, en el desempeño de su función, para aquilatar uno de los efectos del traspaso de las causas de los tribunales militares al ámbito de la justicia penal ordinaria.




En segundo lugar, agregó, también le resulta motivo de preocupación, al igual que lo ha expuesto el Honorable Senador señor Prokurika, la posibilidad de que las decisiones de los órganos jurisdiccionales llamados a conocer, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 2° del proyecto, sean contradictorias respecto de un mismo hecho.




Por último, hizo presente, que estima necesario aclarar si la disposición contenida en el artículo 1° transitorio vulnera la garantía constitucional consagrada en el inciso cuarto del número 3 del artículo 19 de la Constitución Política de la República. Tal precisión es importante, agregó, si se considera que un tribunal determinado con posterioridad a la comisión de un delito vendría a juzgar una conducta previa. Expresó que si bien es posible argumentar que la disposición resulta amparada por el “principio pro reo” contenido en el inciso séptimo del numeral antes citado pero, indicó, en esencia tal garantía no dice relación con el procedimiento aplicable o tribunal competente sino con el hecho que la pena debe encontrarse establecida con anterioridad a la comisión del delito, no siéndole aplicable un eventual aumento posterior de la sanción, todo lo cual señaló expresar debido a que, aún cuando comparta la solución a que se ha arribado, es necesario legislar en forma muy cuidadosa a fin de no afectar las garantías que la Carta Fundamental establece para toda persona.





Respecto a este último punto, el Ministro de Justicia señor Bulnes, señaló que la preocupación expresada en cuanto a la necesidad de respetar las garantías constitucionales al legislar la comparte plenamente. Sin embargo, agregó, el artículo 1° transitorio no adolece de tal problema ni debe llamar a tal inquietud pues con la migración de causas desde el ámbito de los tribunales militares al de los tribunales ordinarios en materia criminal no importan la creación de un nuevo tribunal, pues sólo se cambia la competencia de estos órganos jurisdiccionales a los que se remitirán los procesos, todos los cuales hoy ya existen. Tal es así, indicó, que para el caso de aquellas causas en que el principio de ejecución del hecho sea anterior a los tribunales de la reforma procesal penal, los antecedentes se remitirían al tribunal del crimen que corresponda.





Con estos antecedentes, estimó que es posible establecer claramente que la norma debatida no dice relación con el establecimiento de comisión especial alguna, y que ella no vulnera la referida garantía constitucional en ninguno de sus sentidos. A mayor abundamiento, agregó, la propia Corte Suprema tras haber sido consultada sobre el proyecto no manifestó ningún reparo de constitucionalidad respecto del artículo 1° transitorio.




Por su parte, el Honorable Senador señor Gómez señaló que, en primer lugar, deseaba hacer presente su preocupación por la celeridad con que se busca legislar en una materia delicada, y que merece un análisis más profundo y detenido, como es propio del estudio de toda modificación legal sustantiva.





En cuanto a la iniciativa, agregó, estima de la mayor conveniencia que se considere una legislación que regule el juzgamiento de los delitos militares cometidos en tiempo de paz y, otra, para el tiempo de guerra, recordando que el señor Presidente de la Corte Suprema habría sostenido que la justicia ordinaria se encuentra capacitada para conocer estos procesos, pues ella cuenta con las herramientas suficientes y necesarias para asegurar el debido juzgamiento de los delitos militares cometidos en tiempo de paz. 





De esta forma, señaló, en tiempo de paz los delitos cometidos por militares pasarían a la justicia ordinaria que ya ha sido modificada en forma sustancial y presenta todas las garantías para que en las causas que sustancia se garantice un debido proceso, y que sólo por excepción, en los casos que expresamente establezca la ley, ciertos delitos castrenses sean juzgados por  los tribunales militares.




En otro orden de consideraciones, prosiguió expresando, y en el mismo sentido que han expresado los Honorables Senadores señores Prokurika y Larraín, es de la opinión que las reglas sobre coautoría y coparticipación deben ser analizadas más detenidamente, pues ellas podrían llevar a la absolución de uno de los partícipes y a la condena de otro, es decir al pronunciamiento de sentencias penales contradictorias respecto de un mismo hecho punible.




En relación a los temas expuestos, el Ministro de Defensa señor Ravinet señaló que en su opinión y en la del Gobierno que representa, la necesidad de la existencia de una justicia militar especializada surge de la esencia de las disposiciones constitucionales atingentes, así como de los principios de disciplina y jerarquía indispensables para la operatividad de las Fuerzas Armadas.




En cuanto a la posibilidad de distinguir si un determinado delito militar será conocido por la jurisdicción militar o por los tribunales ordinarios según exista tiempo de paz o tiempo de guerra, expresó que tal denominación es de muy antigua data, ya que desde hace muchas décadas se ha abandonado la práctica preexistente merced a la cual los Estados declaraban formalmente la guerra.





Además, señaló coincidir en la necesidad de analizar tales tópicos con detención, teniéndose en consideración que al menos hay un conjunto de delitos, propiamente militares, que requeriría ser juzgado por tribunales militares.




Respecto de otra de las preocupaciones antes mencionadas, informó que de acuerdo al recuento hecho en tribunales militares, las causas que se traspasarían a la jurisdicción ordinaria serían cuatro mil setecientos ochenta.




Por su parte, el Ministro de Justicia señaló que en relación a la posibilidad de fallos contradictorios que pueden resultar como consecuencia del ejercicio de la función jurisdiccional por distintos órganos, según sea un civil o un militar el autor o partícipe, debe tenerse en cuenta que ese efecto puede incluso ocurrir tanto en el ámbito de la justicia militar como de la justicia ordinaria, y en las distintas materias, todo lo cual no ha escapado antes al interés del legislador, que incluso ha establecido procedimientos para la unificación de sentencias.




La Honorable Senadora señora Alvear expresó que deseaba plantear sus inquietudes, y efectuar sugerencias sobre el proyecto en estudio. 




En relación con el artículo 1°, referido a la exclusión de civiles y menores de edad de la jurisdicción militar, expresó, que su actual redacción no cumpliría a cabalidad con las disposiciones de la Convención Interamericana de Derechos Humanos lo que, estimó, es posible  corregir señalando expresamente que tales personas son ajenas a la competencia de los tribunales militares tanto en calidad de eventuales imputados como en la de ofendidos por un delito.




Además, estimó que la norma resultaría más comprensiva y delimitadora eliminando la enumeración particular de tribunales competentes que en ella se realiza, efectuando una remisión amplia y genérica hacia la justicia ordinaria, en la cual se comprende a todos los tribunales ordinarios con competencia en materia penal.





Respecto al artículo segundo, que establece el tribunal competente en caso de coautoría o coparticipación, cree preferible la redacción que presentó al proyecto de ley, que también correspondió a la propuesta de la entonces Presidenta señora Bachellet. Por otra parte, en relación a las contiendas de competencia cuyo conocimiento corresponde a la Corte Suprema, a que se refiere el artículo 3°, manifestó su opinión en el sentido que el asunto en tales casos ha de resolverse sin la integración del Auditor General del Ejército.




En cuanto al artículo 4° del proyecto de ley, que contempla modificaciones al actual artículo 6° del Código de Justicia Militar, manifestó que debería reducirse el ámbito de aplicación del Código de Justicia Militar, excluyendo a los soldados conscriptos de entre quienes la norma considera como militares.




Señaló que estimaba conveniente incluir en el proyecto la derogación de diversas disposiciones legales que sobre la materia propuso la entonces Presidenta Bachellet, mencionando a los artículos 26, incisos cuarto y quinto, y 28, de la Ley Sobre Seguridad del Estado, así como los artículos 18 y 20 de la Ley de Control de Armas, el artículo 26 de la ley que Dicta Normas sobre Movilización y el artículo 201 del Código Aeronáutico.




En cuanto a la preocupación planteada respecto de la radicación de las causas y el principio pro reo, recordó que el primero de estos principios se encuentra establecido en el Código Orgánico de Tribunales y no en la Carta Fundamental, haciendo presente que un criterio semejante al contenido en el artículo 2° del proyecto en estudio ya ha sido utilizado en nuestra legislación, como ocurrió con los cuerpos legales dictados en el pasado que fueron conocidos  como las Leyes Cumplido.




Finalmente, expresó que se hace cargo de los planteamientos del representante del Ministerio Público, y que coincide en que es posible que la reforma implique la necesidad de contar con mayores recursos tanto en el ámbito de personal como de recursos económicos, haciendo presente que tal observación se presenta en un momento oportuno, puesto que se encuentra en tramitación la ley de presupuestos para el año 2011, en cuyo marco será posible debatir sobre el efecto de los mayores requerimientos que esta ley pueda generar.




Enseguida intervino el Honorable Senador señor Prokurika, quien expresó su deseo de conocer la opinión de la Corte Suprema respecto de la no integración del Auditor General de Ejército cuando dicha Corte conozca de las contiendas de competencia del artículo 3°, que se ha planteado, pues tal tribunal podría proporcionar su valiosa opinión y realizar un aporte, atendido su conocimiento técnico sobre la materia.




En dicho sentido, el Ministro de Justicia señor Bulnes, compartió la conveniencia de contar con la opinión de la referida Corte, haciendo presente que en todo caso la integración del Auditor debiera acotarse a aquellos casos en que la Corte Suprema conozca una contienda de competencia respecto del proceso de un militar, por cuanto resulta esencial del proyecto el excluirlo cuando la contienda diga relación con causas en que se encuentre involucrado un civil, que debe quedar ajeno a una corte castrense.




El Honorable Senador señor Chadwick manifestó su opinión en el sentido que desde un punto de vista estrictamente jurídico, no existiría problema alguno para adoptar el sistema propuesto por el proyecto en materia de coautoría y coparticipación de civiles y militares en un hecho delictivo, que de acuerdo al artículo 2° vendrán a ser juzgados por distintos tribunales en razón de la función que ejerce uno de ellos, el militar.





Agregó que esa competencia diferenciada de los tribunales no es ajena a nuestro ordenamiento jurídico, siendo posible observar que en nuestra justicia penal actual se diferencia, por ejemplo,  según la edad del ofensor, lo que motiva y diferencia entre la responsabilidad penal juvenil y la responsabilidad penal de los adultos, reservando su conocimiento, en el primer caso, a los tribunales de familia y, en el segundo, a los tribunales penales. Es decir, señaló, en el ejemplo propuesto se haría distinción y se entregaría el conocimiento del proceso a tribunales distintos diferenciando según un criterio de edad entre coautores o copartícipes de un mismo delito , como ocurre en el caso del proyecto en estudio, en que se distingue de acuerdo a la función que cumple uno de ellos, el militar. 





Por su parte, el Honorable Senador señor Muñoz señaló coincidir con las preocupaciones planteadas, por los integrantes de las Comisiones unidas, respecto de la necesidad de introducir modificaciones estructurales al ejercicio de la jurisdicción militar, con el propósito que en los procesos que conozca se brinden todas las garantías del debido proceso y se cautele la existencia de un tribunal de derecho e imparcial.





En tal contexto, agregó, le interesa ser informado si en el proyecto de ley en que se discutirá el concepto de delito militar, para delimitar su ámbito, o en el relativo a la estructura  de la justicia militar que el Ejecutivo ha señalado que presentará, se adecuarán tales tribunales y su procedimiento al establecido mediante la reforma procesal penal.





Además, solicitó ser informado si con ocasión de tales iniciativas se ha considerado la eliminación de la justicia militar en tiempo de paz, reservando tal sistema a los tiempos de guerra.





En relación a las consultas formuladas, el Ministro de Justicia reiteró que la reforma integral al sistema de justicia militar tiene, precisamente, el propósito de establecer un nuevo sistema que guarde relación con la modernización efectuada respecto del proceso penal, lo que significará la presentación de, al menos, otras dos iniciativas.





Por su parte el Ministro de Defensa Nacional acotó que la idea de reservar la justicia militar a los tiempos de guerra tiene serios inconvenientes prácticos, derivados del cambio que en las relaciones internacionales se ha generado desde mediados del siglo XX, que ha llevado a que la mayor parte de las guerras no se inicien o terminen formalmente, siendo habitual que los Estados inicien acciones bélicas, incluso guerras, sin previa declaración formal.





Enseguida, el Honorable Senador señor Espina manifestó que existe un amplio consenso sobre la necesidad y conveniencia de introducir modificaciones al sistema de Justicia Militar, para que sus normas sean reconocidamente concordantes con la forma en que operan los tribunales dentro del marco del Estado de Derecho.





En tal sentido, indicó, el Ejecutivo ha comprometido la presentación de iniciativas de un carácter más global que la presente, que tiene el propósito específico de sustraer a los civiles de su ámbito de competencia materia que, atendida la urgencia hecha presente, debe ser rápidamente resuelta, sin perjuicio de las modificaciones que en su articulado sea necesario introducir.





Sometido a votación en general, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestras Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín, Muñoz Aburto, Prokurica, y Walker, don Patricio (como integrante de ambas Comisiones).
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo 1°





La norma aprobada por la Honorable Cámara de Diputados es del siguiente tenor:





“Artículo 1º.- Restricción de la competencia de los tribunales militares. En ningún caso, los civiles y los menores de edad podrán estar sujetos a la competencia de los tribunales militares. Ésta siempre se radicará en los Juzgados de Garantía y los Tribunales Orales en lo Penal, los que conocerán de conformidad a las normas contenidas en el Código Procesal Penal.




Para estos efectos, se entenderá que civil es una persona que no reviste la calidad de militar, de acuerdo al artículo 6º del Código de Justicia Militar.”.




Respecto de este artículo, los  Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, presentaron indicación para sustituir su inciso primero por el siguiente:





“Artículo 1º.- Restricción de la competencia de los tribunales militares. En ningún caso, los civiles y los menores de edad podrán estar sujetos a la competencia de los tribunales militares, ni como imputados ni como ofendidos por un delito. Ésta siempre se radicará en los Tribunales de Garantía o Tribunales del Crimen o Tribunales de Letras con competencia en lo criminal, según corresponda y de conformidad a los procedimientos que a esos tribunales ordinarios en materia criminal les corresponda aplicar.”.





Al fundar su indicación, la Honorable Senadora señora Alvear indicó que la sustitución propuesta tiene dos fundamentos.





En primer lugar, señaló, en su opinión la redacción del inciso primero no cumple a cabalidad con las obligaciones que el país asumió al aprobar la Convención Interamericana de Derechos Humanos lo cual, estimó, es posible subsanar  si en ella se explicita que los civiles quedan excluidos de la jurisdicción militar tanto en calidad de imputados como de ofendidos por el delito.





En segundo término, expresó, la proposición también se sustenta en su convicción en el sentido que sólo debe quedar entregado a la jurisdicción militar el juzgamiento de delitos militares, esto es, de aquellos ilícitos en que se afecta únicamente un bien jurídico de carácter militar.





El Ministro de Justicia, señor Bulnes, manifestó que la indicación contiene dos materias distintas. La primera, que comparte, es cambiar la referencia a los Juzgados de Garantía y los Tribunales Orales en lo Penal por otra a tribunales ordinarios con competencia en materia penal.





La segunda, señaló, que parece ser más de fondo, dice relación con agregar que los civiles nunca podrán ser llevados a la jurisdicción militar ni como imputados ni como ofendidos, lo que podría significar que al existir un civil involucrado nunca el ilícito podrá ser considerado delito militar ni será juzgado por los tribunales militares, materia que, estimó, debe ser analizada con mayor detención.





En todo caso, concluyó, a fin que las normas guarden la debida concordancia la materia debería ser analizada en el proyecto que precise el concepto de delito militar, reiterando su compromiso de presentar tal iniciativa a tramitación antes del 30 de junio del año próximo.





Sobre la materia, el Honorable Senador señor Patricio Walker expresó que la norma no esclarece las distintas situaciones posibles. Así, agregó, no resulta claro lo que ocurrirá si, por ejemplo, un civil y un carabinero realizan un asalto. Tal caso, señaló, demuestra lo confusa de la norma y, sin que ello entrabe el despacho del proyecto, solicitó dejar constancia de su opinión en el sentido que tratándose de un problema de fondo era ahora cuando debería dilucidarse.





En un sentido diverso, el Honorable Senador señor Larraín coincidió en la necesidad de modificar el inciso, ya que, estimó, la expresión “podrán estar” no es categórica, estimando apropiado sustituirla por “estarán”, a fin de evitar eventuales discrepancias interpretativas de la misma.





Por su parte el Honorable Senador señor Espina manifestó coincidir en cuanto a la necesidad de restringir el ámbito de la jurisdicción militar, a fin de limitarla exclusivamente al juzgamiento de delitos militares, de aquellos donde el bien jurídico presente una relación concreta y diferenciadora con la actividad castrense, dejando el conocimiento de las demás materias a los tribunales ordinarios de justicia, que es la regla general contenida en nuestro ordenamiento jurídico, y lo que explica que los tribunales ordinarios sean los que juzguen incluso materias que sin duda requieren especialización en ciertas áreas del derecho, como ocurre, por ejemplo, con los delitos tributarios.





En cuanto a la inclusión de la expresión “imputados u ofendidos por el delito” que contiene la indicación, señaló que, sin perjuicio de estimar que la idea está bien orientada, atendida la urgencia con que se ha calificado la presente iniciativa no es posible realizar un examen pormenorizado de sus efectos, pues parece posible plantear diversas hipótesis donde resulte necesario  que un civil concurra ante la justicia militar, estimando preferible dejar el tema para una oportunidad más propicia-





Agregó que, además, tiene una opinión crítica de la actual definición de delito militar, pues el criterio que la ley asume, para conceptualizar si una conducta corresponde a este tipo de delitos, es el de verificar si ella se encuentra tipificada en el Código de Justicia Militar. En tal sentido, recordó que los delitos comunes no se circunscriben a los incorporados en el Código Penal, pues muchos de ellos se encuentran establecidos en numerosas disposiciones dispersas en otros cuerpos legales. Por tales razones, concluyó, estima indispensable determinar un concepto de delito militar distinto al actual, pues no resulta lógico que con sólo derogar un Código se eliminen todos los delitos de un área determinada.





Enseguida la Honorable Senadora señora Alvear manifestó que, de acuerdo al debate surgido, acoge la sugerencia de no hacer mención a las calidades de imputado u ofendido por un delito, para lo cual retira su indicación y solicita dejar constancia para la historia fidedigna del establecimiento de la ley que lo hace ante el compromiso del Ejecutivo de estudiar detenidamente el punto al momento de analizar el proyecto que ha anunciado presentará a tramitación a mediados del año próximo.





Además, y de acuerdo a las observaciones planteadas, somete a votación el artículo 1° modificando su inciso primero en el siguiente sentido:





a) Sustituir la expresión “podrán estar” por “estarán” y “Juzgados de Garantía y los Tribunales Orales en lo Penal” por “tribunales ordinarios con competencia en materia penal”, respectivamente.





b) Suprimir su frase final “los que conocerán de conformidad a las normas contenidas en el Código Procesal Penal”, y la coma (,) que le antecede.





Sometido a votación el artículo 1°, modificado en la forma antes indicada, es aprobado por la unanimidad de los miembros de presentes de vuestras Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear (como miembro de ambas Comisiones)  y señores Chadwick, Espina, Larraín (como miembro de ambas Comisiones), Muñoz, Prokurica, y Walker, don Patricio (como integrante de ambas Comisiones).
Artículo 2°





La disposición aprobada por la Honorable Cámara de Diputados señala:





“Artículo 2º.- Tribunal competente en casos de coautoría y coparticipación. En los casos de coautoría y coparticipación de civiles y militares, en la comisión de cualquier delito, ya sea militar o común, serán competentes, respecto de los civiles, los Juzgados de Garantía y los Tribunales Orales en lo Penal, según corresponda y, respecto de los militares, los Tribunales Militares.”.




En relación a este artículo, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Patricio Walker, presentaron la siguiente indicación:





“Artículo 2º.- Los casos de coautoría y coparticipación de civiles y militares, en la comisión de delitos militares será competencia de los tribunales penales ordinarios. Sin embargo, la Corte Suprema, a requerimiento del Ministerio Público Militar ante el juez ordinario o resolviendo una contienda de competencia, podrá ordenar la separación de los procedimientos, por razones de conveniencia y por medio de resolución fundada.”.




El Honorable Senador señor Espina manifestó, que si bien le parece que estas modificaciones van en el sentido correcto, pues cree que el ámbito de la jurisdicción militar debe ser limitado, desconoce cuales serian sus efectos respecto de algunos tipos penales militares como, por ejemplo, del delito de espionaje.





Si en tal caso, prosiguió, se deriva el asunto a la justicia ordinaria, la investigación sería llevada a cabo por un fiscal del Ministerio Público, lo que implica un procedimiento público. Esta preocupación se agrava, indicó, pues resulta necesario contar con un acabado  conocimiento sobre los tipos militares, por ejemplo los establecidos en el Código Aeronáutico, para poder apreciar y aquilatar las reales consecuencias que llevaría el adoptar una medida como la propuesta, sin un estudio más profundo que permita meditar sobre sus consecuencias. 





La Honorable Senadora señora Alvear hizo presente que de acuerdo a la indicación, sería la Corte Suprema la que podría, en virtud de motivos fundados, ordenar que los procedimientos fueran tramitados por cuerdas separadas, decisión que, sin duda, adoptaría después de analizar pormenorizadamente la situación.





Sin perjuicio de ello, manifestó que se encontraba dispuesta a postergar el debate sobre una modificación relativa al arrastre hacia la justicia militar de los delitos militares en que haya habido participación de un civil, si ello resultare indispensable, para el momento en que se discuta el concepto de delito militar lo que, de acuerdo a los compromisos asumidos por los representantes del Ejecutivo, debiera ocurrir a mediados del próximo año.





Ante el planteamiento del Honorable Senador señor Patricio Walker, en el sentido que de acuerdo a lo manifestado por el Ministro de Justicia en relación a la experiencia de Italia sobre la materia, país en el cual se autoriza que la Corte Suprema separe los procedimientos, la solución propuesta por la indicación podría dar buenos resultados, el señor Ministro de Justicia señor Bulnes señaló que el Ejecutivo se comprometía a estudiar la forma en que se de aplicación práctica a esta norma por los tribunales, en el período que medie entre la promulgación de este proyecto y la presentación de otro más general sobre la materia, para apreciar las modificaciones que pudieren resultar necesarias.





Por otra parte el Honorable Senador señor Espina manifestó que no tiene un convencimiento absoluto acerca de que pueda otorgársele a la Corte Suprema una atribución de esta envergadura. Agregó que se debe recordar que existen delitos, que podrían afectar bienes jurídicos como la seguridad nacional, entonces necesariamente se debería analizar las consecuencias que generaría el que en esos casos el máximo tribunal determinara que deben ser conocidos en los tribunales ordinarios, donde los procedimientos y los antecedentes son públicos.





El Honorable Senador señor Larraín expresó que existían distintas fórmulas para abordar la materia la que, en todo caso, es necesario tratar con la debida detención para alcanzar una buena solución. Así, por ejemplo, señaló que también resulta posible radicar el conocimiento de las causas en que hubiera participación tanto de civiles como militares en sede civil, pero determinando que a los militares se les aplican las disposiciones del Código de Justicia Militar. 





Además, en cuanto al texto propuesto por el Ejecutivo, expresó, que el propone una redacción que puede inducir a interpretaciones equívocas, por cuanto dice “en la comisión de cualquier delito, ya sea militar o común”, cuestionándose el tribunal en el que se radica el conocimiento de un delito común cometido por un militar.





El Ministro de Justicia señaló que en atención a las observaciones formuladas en relación a la redacción de la norma, sugería modificar el texto del artículo 2°, haciendo referencia a la co-autoría o co-participación de civiles y militares, en la comisión de un delito sujeto a la justicia militar, por estar establecido en el Código de Justicia Militar.





Los parlamentarios manifestaron su conformidad con esta última proposición, y acordaron someter a votación el artículo 2°, con la siguiente redacción:





“Artículo 2º.- Tribunal competente en casos de coautoría y coparticipación. En los casos de coautoría y coparticipación de civiles y militares en la comisión de aquellos delitos sujetos a la competencia de la justicia militar, de acuerdo a las normas del Código de Justicia Militar, serán competentes, respecto de los civiles, la Justicia Ordinaria y, respecto de los militares, los Tribunales Militares.”.




Sometido a votación el artículo 2°, modificado en la forma antes indicada, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de presentes de vuestras Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear (como miembro de ambas Comisiones)  y señores Chadwick, Espina, Larraín (como miembro de ambas Comisiones), Muñoz, Prokurica, y Walker, don Patricio (como integrante de ambas Comisiones).
Artículo 3°





El artículo aprobado por la Honorable Cámara de Diputados es del siguiente tenor:





“Artículo 3°.- Contiendas de competencia. En el caso de contiendas de competencias entre tribunales ordinarios y militares, la cuestión deberá ser resuelta por la Corte Suprema.”.




Respecto de esta disposición, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Patricio Walker formularon indicación para agregar como frase final lo siguiente:  “sin la integración del Auditor General del Ejército o quien deberá subrogarlo”.





Al fundar tal indicación, señalaron que de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 96, N°1, del Código Orgánico de Tribunales, actualmente el conocimiento de una contienda de competencia corresponde al pleno de la Corte Suprema.  





Sobre el particular, el Honorable Senador señor Espina expresó que, siendo partidario de la indicación, estimaba del todo innecesario el artículo 3° en el cual ella recae, en atención a que la disposición sólo reitera la situación actualmente vigente, repite la actual legislación en lo relativo a que el máximo tribunal es el llamado a decidir cuando se produce una contienda de competencia. 





Por su parte, el Ministro de Justicia, señor Bulnes, manifestó que la norma fue considerarla una expresión sobreabundante por la Corte Suprema. Sin embargo, agregó, si no se excluye al Auditor de manera expresa, él debería integrar el tribunal, dado que es el pleno de la Corte Suprema el llamado a dirimir estos asuntos.





En atención a lo expuesto, los miembros presentes de las Comisiones unidas decidieron mantener el artículo 3°,  previniendo que de no existir la disposición de todas formas sería la Corte Suprema la llamada a resolver la contienda de competencia, a fin de introducir en ella la proposición contenida en la indicación.





De acuerdo a lo expuesto, se sometió a votación el artículo 3°, intercalando entre su palabra final “Suprema” y el punto que le sigue la siguiente expresión: “, sin la integración del Auditor General del Ejército o quien deba subrogarlo”.





Sometido a votación con la enmienda antes indicada, el artículo 3° fue aprobado por la unanimidad de los miembros de presentes de vuestras Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear (como miembro de ambas Comisiones)  y señores Chadwick, Espina, Larraín (como miembro de ambas Comisiones), Muñoz, Prokurica, y Walker, don Patricio (como integrante de ambas Comisiones).
Artículo 4°





La disposición aprobada por la Honorable Cámara de Diputados es la siguiente:





“Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Justicia Militar:




1) Sustitúyese el artículo 6° por el siguiente:





“Artículo 6°.- Para los efectos de este Código y de las demás leyes procesales y penales pertinentes, se considerarán militares los funcionarios pertenecientes a las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile, constituidos por el personal de planta y el personal de reserva llamado al servicio activo.




Además, se considerarán militares los soldados conscriptos; los Oficiales de Reclutamiento; las personas que sigan a las Fuerzas Armadas en estado de guerra; los prisioneros de guerra, que revistan el carácter de militar, los cadetes, grumetes, aprendices y alumnos regulares de las Escuelas Institucionales y de Carabineros de Chile.




Para efectos de determinar la competencia de los tribunales militares, la calidad de militar debe poseerse al momento de comisión del delito.”. 




2) Derógase el artículo 7º.




3) Suprímense en el inciso segundo del artículo 9°, las siguientes expresiones: ”,excepto el caso de que sean de competencia de los tribunales militares” y ”,excepto el caso de que sea de competencia de los tribunales militares”.




4) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 11 la frase “aunque no estén sujetos a fuero”, por la siguiente: “en tanto revistan la calidad de militares”.”.




En relación a este artículo, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Patricio Walker presentaron la siguiente indicación:





“Al artículo 4°





- Efectúanse las siguientes modificaciones en el numeral 1 del artículo 4 respecto del Articulo 6°, que sustituye a igual disposición del Código de Justicia Militar:





“Elimínase en el inciso 2° los términos “los soldados conscriptos, los Oficiales de Reclutamiento; las peronas que sigan a las Fuerzas Armadas en estado de guerra; los prisioneros de guerra, que revistan el carácter de militar,”.





- Agrégase el siguiente inciso 3°, pasando el actual inciso 3° a ser 4°: “Con todo, para los efectos de lo dispuesto en los incisos precedentes se requerirá que la persona tenga al menos dieciocho años de edad.”.





Ofrecida la palabra, el Ministro de Defensa, señor Ravinet, manifestó su opinión contraria a la misma, expresando que, por diversas razones, no la estimaba apropiada. 





En primer lugar, señaló, es necesario tener presente que el soldado conscripto durante su período de entrenamiento es un militar para todos los efectos, tanto desde el punto de vista legal y el estatuto que le resulta aplicable, como en cuanto a la disciplina a que se encuentra sujeto, o la facultad de usar las armas de que la nación le provee para su defensa. 





Además, expresó, al actual soldado conscripto se le entregan los conocimientos y la información necesaria en materias castrenses para el cumplimiento de sus funciones, y conocer y manejar las tecnologías propias de los procedimientos militares, y que su participación sigue siendo de gran relevancia para la defensa nacional.





El Ministro de Justicia, señor Bulnes, resaltó que para las Fuerzas Armadas tiene especial valor el que la tropa esté sujeta al mismo estatuto jurídico que el de todos los miembros de sus ramas, es decir, que el primer escalón de la pirámide se encuentre sujeto al mismo estatuto jurídico que el resto de sus integrantes.





Por au parte, la Honorable Senadora señora Alvear expresó que su postura, opuesta a la del Secretario de Estado, se fundamenta en parte en el conocimiento personal que sobre la materia alcanzó, gracias a la experiencia que obtuvo al ejercer como abogado del turno durante la época del Régimen Militar.  Ejerciendo en tal calidad, agregó, conoció de casos en que se sometía a la justicia militar a soldados conscriptos que habían actuado en virtud del deber de cumplir órdenes de sus superiores jerárquicos, y de situaciones abusivas como la que se produce si un conscripto es acusado de delitos graves, como la deserción, simplemente por haber roto la disciplina, como al salir de las filas de una formación para saludar a sus conocidos durante entrenamientos realizados en las avenidas públicas.





Indicó que se encontraba dispuesta a considerar la posibilidad de distinguir si la exclusión del soldado conscripto debería aplicarse sólo en tiempo de paz, manteniendo su actual estatuto y su carácter militar únicamente a sus actuaciones en tiempo de guerra, haciendo presente que no retiraría la indicación en atención a que considera central el punto para dar su aprobación al proyecto en informe.





El Honorable Senador señor Prokurica expresó que coincidía con el Ministro de Defensa en cuanto comparte la opinión de que el conscripto está dotado de conocimientos específicos sobre materias militares que lo constituyen en un elemento fundamental en los ejércitos actuales, que se enfrentan a guerras de muy corta duración en que crecientemente se utilizan nuevas y sofisticadas tecnologías, lo que convierte a las personas capacitadas en sujetos esenciales para el funcionamiento del conjunto de las fuerzas armadas, lo que le genera la convicción de que es necesario considerarles militares para todos los efectos legales. 





En virtud de lo señalado, agregó, considera un error el eliminar al conscripto de las personas que la ley enumera  deben ser considerados como militares. Excluirlos de tal disposición, concluyó, tendría como efecto, en alguna manera y medida, de debilitar la responsabilidad con que tradicionalmente se tratan las materias de la defensa nacional, por lo cual, adelantó, rechazaría la respectiva indicación.





El Honorable Senador señor Walker manifestó su opinión en el sentido que la disposición aprobada por la Honorable Cámara puede generar un desincentivo para el ingreso voluntario de jóvenes a cumplir con su deber cívico del servicio militar, lo que, desde un punto de vista contrario, también importaría debilitar las estructuras de la defensa nacional.





Expresó que la indicación asume el hecho que normalmente las denuncias que se interponen en contra de soldados conscriptos, y que originan el ejercicio de la jurisdicción militar, son realizadas por un superior jerárquico. Tal situación, indicó, plantea la necesidad de que los conscriptos sean juzgados por tribunales ordinarios y no por tribunales militares como una forma de salvaguardar un proceso judicial imparcial, cuya existencia puede ser puesta en duda desde el momento en que los acusadores y quienes juzgan forman parte del personal permanente de las fuerzas armadas, a diferencia del soldado conscripto que lo es sólo en forma temporal.





El Honorable Senador señor Chadwick hizo presente que el problema de fondo pasa por la opinión que se tenga sobre la conveniencia de mantener o no una justicia especial en lo militar, o se estima, en sentido contrario, que solo se debería mantener la justicia civil y derivar a ella la jurisdicción militar. 





Expresó que la razón que justifica la existencia de una justicia especial radica en lo específico de la materia sobre la cual ella es llamada a pronunciarse, y que generalmente la especificidad viene dada por la naturaleza técnica del conocimiento asociado al asunto de que se trate. 





Indicó que si se desconfía de la justicia especial que se está regulando, si no se cree que las reglas jurídicas se están generando a través de los procedimientos para ello dispuestos, entonces surge otro problema de fondo que debe superarse, pues ello necesariamente lleva a generar una peligrosa desconfianza en la institucionalidad del país.





Por otra parte, manifestó que no comparte el argumento dado en relación con que el conscripto no debe ser entendido como un militar porque se encuentra subordinado en razón del mando de sus superiores, razonamiento que estimó inconducente, pues con el mismo criterio debiera también propiciarse una norma semejante respecto de los suboficiales, de los oficiales de menor jerarquía y así sucesivamente, lo que llevaría a concluir que sólo los generales o los más altos mandos de las instituciones castrenses tendrían que quedar sujetos a esta jurisdicción especial, lo que no parece lógico.





Concluyó, señalando que estima contraproducente para el mundo uniformado el pretender determinar quien es militar mediante distinciones basadas en quien manda y quien no, o según la época de ingreso a la respectiva institución.





El Honorable Senador señor Espina expresó que coincidía en estimar que el debate de fondo al que lleva la indicación es decidir si se confía o desconfía de la justicia militar e, incluso, sobre la existencia de esta jurisdicción especial. Agregó que ese tema de fondo merece una reflexión serena y, en todo caso, un estudio más detenido  del que es posible realizar con motivo de la presente iniciativa.





En cuanto a la indicación, señaló que le merece reparos el criterio de discriminar entre quienes realizan una misma función dentro de una institución, como ocurriría, por ejemplo, si respecto de los conscriptos  se establece un estatuto jurídico distinto al del resto de los integrantes de las fuerzas armadas, que incluso pueden tener edades similares o llevar el mismo tiempo en la institución.





El Honorable Senador señor Muñoz Aburto estimó que se requieren más antecedentes para adoptar una decisión, en la que resulta necesario analizar todas sus implicancias y consecuencias para adoptar una resolución apropiada. Agregó que, por ejemplo, con una primera lectura resulta fácil determinar los efectos que la proposición tendría en cuanto al estatuto jurídico aplicable, si se excluye al soldado conscripto de la jurisdicción militar, ante la deserción de un conscripto, y si el mismo estatuto es el que regirá para aquellos conscriptos que, terminado su servicio militar, permanecen en la institución contratados por dos o cuatro años.





Sometida a votación la indicación, se contabilizan cinco votos por su aprobación y cinco por su rechazo, produciéndose un empate. Votan por su aprobación los Honorables Senadores señora Alvear como miembro de ambas Comisiones, y señores Muñoz y Walker, don Patricio, éste último en cuanto integrante de ambas Comisiones.  Votan por su rechazo los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina como miembro de ambas Comisiones, y Larraín, como miembro de ambas Comisiones.




Repetida la votación en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado se reitera la votación anterior, dándose por rechazada la proposición. 




Enseguida, la señora presidente anuncia que se someterá a votación la indicación de los Honorables Senadores señores Prokurica y Patricio Walker, quienes proponen agregar en el inciso primero del artículo sexto propuesto en el artículo 4° del proyecto, después de la expresión “de planta” lo siguiente “, personal llamado al servicio”.





Sometida a votación, es aprobada por la unanimidad de los miembros de presentes de vuestras Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear (como miembro de ambas Comisiones) y señores Chadwick, Espina, Larraín (como miembro de ambas Comisiones), Prokurica, y Walker, don Patricio (como integrante de ambas Comisiones).




A continuación el Honorable Senador señor Larraín planteó que, sin perjuicio de haberse rechazado la indicación de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Patricio Walker, consideraba necesario discutir la conveniencia de esclarecer la situación de los menores en el artículo 6° del Código de Justicia Militar, pues si bien en el artículo 1° del proyecto en informe se les excluye de la jurisdicción militar, ello podría ser precisado en la disposición a que hace referencia, evitando dudas en la interpretación de las disposiciones, una de las cuales es de carácter especial y no general.

El Ministro de Justicia señor Bulnes manifestó sus dudas al respecto, en atención a que el artículo 6°, nuevo, propuesto, señala que serán considerados militares para los efectos del Código de Justicia Militar y de las demás leyes procesales y penales pertinentes, por lo que teme que de excluirles de esta consideración, con el fin de dejarles bajo la competencia de la jurisdicción civil, signifique excluirles también en lo relativo a otras materias castrenses contenidas en dicho Código, que no digan relación con el juzgamiento de delitos.

 Al respecto el Honorable Senador señor Espina estimó necesario modificar el artículo para señalar, expresamente, que el menor de 18 años será juzgado por la justicia ordinaria y de acuerdo a las normas de la ley de responsabilidad adolescente, pues tal es uno de los propósitos centrales de la iniciativa en informe.

El Ministro de Defensa señor Ravinet solicitó dejar constancia de su opinión en el sentido que de incorporarse alguna modificación a la actual legislación de las Fuerzas Armadas respecto de los menores de edad, ella debe ser cuidadosamente diseñada para que no se vean limitadas a recibir entre sus miembros a tales menores, buscando que el derivar el conocimiento de los delitos a una jurisdicción distinta no afecte el ejercicio de las facultades disciplinarias propias y necesarias en el contexto de las funciones militares. 

Coincidiendo en la necesidad de precisar la disposición la Honorable Senadora señora Alvear hizo presente que la norma actual podría estar en abierta contradicción con la Convención sobre los Derechos del Niño, que establece la necesidad de que los menores de dieciocho años sean regulados por leyes especiales que atiendan tal crcunstancia.





Por su parte, el Ministro de Justicia, señor Bulnes, reiteró que la posición del Ejecutivo sobre la materia es la de excluir a los menores de edad de la competencia de la jurisdicción militar.  





De acuerdo a los razonamientos expuestos, la Honorable Senadora señora Alvear sometió a votación la incorporación de un inciso tercero, nuevo, en el artículo propuesto como 6° del Código de Justicia Militar, que, de acuerdo a la discusión reseñada, es del siguiente tenor:





“Con todo, los menores de edad siempre estarán sujetos a la competencia de los tribunales ordinarios, de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 20.084, que establece un Sistema de Responsabilidad de los Adolescentes por infracciones a la ley penal.”.




Sometido a votación, es aprobado por la unanimidad de los miembros de presentes de vuestras Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear (como miembro de ambas Comisiones)  y señores Chadwick, Espina, Larraín (como miembro de ambas Comisiones), Muñoz, Prokurica, y Walker, don Patricio (como integrante de ambas Comisiones).




Sometidas a votación las demás disposiciones del artículo 4°, son aprobadas por la unanimidad de los miembros de presentes de vuestras Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear (como miembro de ambas Comisiones)  y señores Chadwick, Espina, Larraín (como miembro de ambas Comisiones), Muñoz, Prokurica, y Walker, don Patricio (como integrante de ambas Comisiones).
- - -

Artículos 5° a 9°





Estas normas no fueron objeto de indicaciones, resultando aprobadas en los mismos términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados, que son los siguientes:





“Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 12.927, sobre Seguridad del Estado:





1) Modifícase el artículo 26 del siguiente modo:





a) Elimínase en su inciso cuarto, la expresión “o conjuntamente por militares y civiles,”.





b) Agrégase en el inciso quinto, a continuación de la palabra “ley”, la expresión “, a excepción de los delitos cuyos imputados sean civiles”.





2) Suprímese en el artículo 28 la expresión “o por éstos conjuntamente con civiles”.





Artículo 6°.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 18, inciso segundo, de la ley N° 17.798, sobre Control de Armas:





1) Elimínase la frase “, por regla general,”.





2) Agrégase, a continuación de la expresión “tribunales militares,”, la siguiente frase: “a excepción de los delitos cuyos imputados sean civiles,”.





Artículo 7°.- Incorpórase en el artículo 26 de la ley N° 18.953, que Dicta Normas sobre Movilización, a continuación de la palabra “corresponda”, la siguiente frase: “, a excepción de los delitos cuyos imputados sean civiles”.





Artículo 8°.- Agrégase en el artículo 201 del Código Aeronáutico, a continuación de la expresión “Justicia Militar”, la siguiente frase: “, a excepción de los delitos cuyos imputados sean civiles”.





Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:





1) Sustitúyese en la letra h) del artículo 14 la frase “y la ley procesal penal”, por la siguiente: “, la ley procesal penal y la ley que establece disposiciones especiales sobre el Sistema de Justicia Militar”.





2) Intercálase en la letra e) del artículo 18, entre las palabras “penal” y “les”, la expresión “y la ley que establece disposiciones especiales sobre el Sistema de Justicia Militar”.





3) Derógase el artículo 169.”.
Disposiciones transitorias

Artículo 1° transitorio





La norma aprobada por la Honorable Cámara de Diputados  expresa:





“Artículo 1°.- Al momento de entrar en vigencia la 
presente ley, los juicios seguidos ante Tribunales Militares, en que se persiga la responsabilidad penal de una persona que no tuviere la calidad de militar, continuarán su tramitación ante la Justicia Ordinaria, ya sea Tribunales de Garantía o Tribunales del Crimen o Tribunales de Letras con competencia en lo criminal, según corresponda y de conformidad a los procedimientos que a esos tribunales ordinarios en materia criminal les corresponda aplicar.”.




A fin de mantener la armonía entre las disposiciones del proyecto previamente aprobadas, el Honorable Senador señor Espina solicitó suprimir la frase “ya sea Tribunales de Garantía o Tribunales del Crimen o Tribunales de Letras con competencia en lo criminal, según corresponda”,  para que la norma haga referencia únicamente y en forma genérica a los tribunales ordinarios.”. 




Con la modificación antes señalada, el artículo es sometido a votación, siendo aprobado por la unanimidad de los miembros de presentes de vuestras Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear (como miembro de ambas Comisiones)  y señores Chadwick, Espina, Larraín (como miembro de ambas Comisiones), Muñoz, Prokurica, y Walker, don Patricio (como integrante de ambas Comisiones).
Artículos 2° a 7° transitorios





Estas normas no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones.





Las disposiciones aprobadas por la Honorable Cámara de Diputados son las siguientes:





“Artículo 2°.- La remisión de los antecedentes del proceso a la justicia ordinaria se hará en un plazo no superior a los sesenta días de entrada en vigencia de la presente ley.





En los procesos que se sustancien exclusivamente contra civiles, se remitirá íntegramente el expediente con todos sus anexos.





En los procesos que se sustancien contra civiles y militares, se enviarán compulsas autorizadas del expediente principal y de todos sus anexos, manteniendo el original en la Jurisdicción Castrense para el juzgamiento del militar.





Artículo 3°.- El Tribunal Militar deberá comunicar al Tribunal que corresponda, la individualización completa del procesado y su defensor, copias del auto de procesamiento, y la indicación de si estuviere sometido a prisión preventiva o afecto a alguna otra medida cautelar personal o real.





Recibidos los antecedentes por el Tribunal de Garantía, se radicará la competencia en dicho Tribunal. Este Tribunal deberá oficiar, dentro de las veinticuatro horas siguientes, a la Fiscalía Regional del Ministerio Publico, acompañando copia íntegra de todos los antecedentes correspondientes a tal investigación.





Artículo 4°.- Si la persona a que se refiere el artículo 1° transitorio, cuya causa deba continuar su tramitación ante el Tribunal de Garantía, se encontrare sometida a prisión preventiva o a alguna otra medida cautelar personal, el Juez de Garantía deberá citar a todos los intervinientes a una audiencia, la que deberá celebrarse en el plazo de setenta y dos horas de recibidos los antecedentes. Tales medidas cautelares personales se mantendrán hasta que exista pronunciamiento jurisdiccional de conformidad a los artículos 139 y siguientes del Código Procesal Penal.





En la referida audiencia, y de acuerdo al mérito de los antecedentes que obraren en su poder, el Ministerio Público formalizará la investigación, formulará requerimiento verbal o ejercerá las facultades que le confiere la ley.





Artículo 5°.- Las causas a que se refiere el artículo 1° transitorio deberán continuar su tramitación ante el Juez de letras con competencia en lo criminal que corresponda, de conformidad a lo señalado en el artículo 7° transitorio, cuando el principio de ejecución del hecho sea anterior a la entrada en vigencia del nuevo sistema procesal penal en la región respectiva.





Dicha competencia se entenderá radicada en ese tribunal ordinario desde el momento en que reciba los antecedentes a que se refiere el artículo 2° transitorio. 





El procedimiento ante tal tribunal se sustanciará de acuerdo a las normas del Código de Procedimiento Penal, a partir de la misma etapa procesal en que se encontraba la causa al momento de su traspaso desde el Tribunal Militar.





En el caso de encontrarse la persona afectada sometida a prisión preventiva o a alguna otra medida cautelar personal, el juez a que se refiere el inciso primero, de oficio, dentro del plazo de setenta y dos horas contadas desde la recepción de los antecedentes por parte del Tribunal Militar, deberá pronunciarse sobre el mantenimiento de la prisión preventiva decretada por este último tribunal. Tal resolución será apelable en el solo efecto devolutivo.





Artículo 6°.- Dentro del plazo máximo de treinta días contado desde la entrada en vigencia de esta ley, las Cortes Marciales remitirán los procesos o compulsas, según corresponda, que se encuentren con recursos jurisdiccionales deducidos en contra de las sentencias de primera instancia, y que se encontraren pendientes de fallo, para que pasen a ser conocidos y resueltos por la Corte de Apelaciones respectiva, de conformidad al procedimiento vigente al momento de iniciación de los respectivos procesos.





Los procesos que se encuentren en la Corte Suprema en que existan sentenciados exclusivamente civiles, serán resueltos por dicho tribunal superior, el cual se conformará sin la integración del Auditor General del Ejército o quien deba subrogarlo. Los casos de coautoría y coparticipación de civiles y militares, se sustanciarán y fallarán conforme a las normas vigentes al momento de iniciación del referido proceso.





Artículo 7°.- Para efectos de la aplicación de las reglas anteriores se entenderá por Juzgado competente, el que hubiere debido conocer el hecho de no existir Tribunales Militares, de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 157 del Código Orgánico de Tribunales y, por Corte de Apelaciones respectiva, aquélla que sea superior jerárquica de dichos Tribunales.”.
- - -

Artículos 8° y 9° transitorios, nuevos.

A continuación el Honorable Senador señor Espina planteó su preocupación, en concordancia con lo expuesto por el representante del Ministerio Público, en torno a la situación que se generará con el traspaso de causas desde el sistema militar al ordinario. Su preocupación se basa principalmente, en los problemas que se generarán en materia probatoria, donde habrá pruebas que se pierdan, y otras que no puedan volver a rendirse.





Expresó que antes de despachar la iniciativa estimaba necesario buscar un sistema para permitir que las pruebas ya acumuladas sean utilizadas en la prosecución de las respectivas causas ya que, de no hacerlo, tal omisión podría significar la impunidad para los autores de delitos que, en algunos casos, constituyen ilícitos de extrema gravedad.





Sobre el particular, el Ministro de Justicia, señor Bulnes, señaló que se ha considerado el planteamiento del representante del Ministerio Público, que apunta al mismo problema expuesto por el señor Senador, y que también interesa al Ejecutivo la sobrevivencia de las pruebas rendidas en juicios seguidos ante tribunales militares, cuyo traspaso se realice a la justicia civil, y que si bien la idea era que ellas sean validadas utilizando las actuales herramientas que proporciona el Código Procesal Penal, y si no fuere posible realizando las diligencias probatorias nuevamente, también existe la posibilidad de incorporar nuevas disposiciones transitorias, para regular expresamente la materia.





Acogiendo la inquietud planteada, el señor Ministro de Justicia  sometió a consideración de las Comisiones unidas las siguientes disposiciones transitorias, nuevas.





“Artículo 8°.- En el nuevo juicio seguido ante el Juez de Garantía o Tribunal Oral en lo Penal, en su caso, que resulte de la aplicación de las normas transitorias anteriores, el Ministerio Público deberá señalar en su acusación los medios de prueba rendidos anteriormente ante el Tribunal Militar, de conformidad a lo señalado en el artículo 259 letra f) del Código Procesal Penal, los que formarán parte del auto de apertura del juicio oral. 





En los casos que resulte la aplicación del procedimiento simplificado o abreviado, los medios de prueba antes dichos se entenderán parte integrante del requerimiento o la acusación verbal respectivamente. 





Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 334 del Código Procesal Penal, podrán reproducirse o darse lectura a los registros en que constaren declaraciones de testigos y peritos rendidas ante el Tribunal Militar, cuando estas personas hayan fallecido, caído en incapacidad física o mental, su residencia se ignorare o que por cualquier motivo difícil de solucionar no pudiesen declarar en el juicio, en conformidad al artículo 329 del mismo Código. 





La prueba confesional y testimonial rendida ante el Tribunal Militar podrá utilizarse en la audiencia de juicio ante el Juez de Garantía o Tribunal Oral en lo Penal, en su caso, según lo dispuesto en el artículo 332 del Código Procesal Penal.





Para los efectos de este artículo, no será aplicable a la prueba que se haya rendido ante el Tribunal Militar lo dispuesto en el artículo 276 del Código Procesal Penal.





Artículo 9°.- En las causas seguidas ante Tribunales Militares que, por aplicación del artículo 4° transitorio sean conocidas por los Jueces de letras con competencia en lo criminal que corresponda, la prueba anteriormente rendida ante el Tribunal Militar se regirá, en cuanto a su producción, recepción y apreciación, de acuerdo a las normas del Código de Procedimiento Penal.”.




Sometidos a votación, los artículos antes transcritos son aprobados por la unanimidad de los miembros de presentes de vuestras Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear (como miembro de ambas Comisiones) y señores Chadwick, Espina, Larraín (como miembro de ambas Comisiones) y Walker, don Patricio (como integrante de ambas Comisiones).
- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestras Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de proponeros aprobar el proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:
Artículo 1°





-- En su inciso primero:





a) Sustituir la expresión “podrán estar” por “estarán” y “Juzgados de Garantía y los Tribunales Orales en lo Penal” por “tribunales ordinarios con competencia en materia penal”, respectivamente.





b) Suprimir su frase final “los que conocerán de conformidad a las normas contenidas en el Código Procesal Penal” y la coma (,) que le antecede.





(unanimidad, 9x0).

Artículo 2°





-- Reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 2º.- Tribunal competente en casos de coautoría y coparticipación. En los casos de coautoría y coparticipación de civiles y militares en la comisión de aquellos delitos sujetos a la competencia de la justicia militar, de acuerdo a las normas del Código de Justicia Militar, serán competentes, respecto de los civiles, la Justicia Ordinaria y, respecto de los militares, los Tribunales Militares.”.




(unanimidad, 9x0).

Artículo 3°





-- Intercalar entre su palabra final “Suprema” y el punto que le sigue la siguiente expresión: “, sin la integración del Auditor General del Ejército o quien deba subrogarlo”.





(unanimidad, 9x0).

Artículo 4°

Número 1) 





- Agregar en el inciso primero del artículo 6° propuesto, después de la expresión “de planta”, lo que sigue “, personal llamado al servicio” 





(unanimidad, 8x0).





-- Intercalar como inciso tercero, nuevo, el que sigue:





“Con todo, los menores de edad siempre estarán sujetos a la competencia de los tribunales ordinarios, de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 20.084, que establece un Sistema de Responsabilidad de los Adolescentes por infracciones a la ley penal.”.




(unanimidad, 9x0).

Disposiciones transitorias

Artículo 1°





-- Suprimir la expresión “ya sea Tribunales de Garantía o Tribunales del Crimen o Tribunales de Letras con competencia en lo criminal, según corresponda” y la coma (,) que la precede. 




(unanimidad, 9x0).

- - -





-- Incorporar como artículos 8° y 9° transitorios, nuevos, los siguientes:





“Artículo 8°.- En el nuevo juicio seguido ante el Juez de Garantía o Tribunal Oral en lo Penal, en su caso, que resulte de la aplicación de las normas transitorias anteriores, el Ministerio Público deberá señalar en su acusación los medios de prueba rendidos anteriormente ante el Tribunal Militar, de conformidad a lo señalado en el artículo 259 letra f) del Código Procesal Penal, los que formarán parte del auto de apertura del juicio oral. 





En los casos que resulte la aplicación del procedimiento simplificado o abreviado, los medios de prueba antes dichos se entenderán parte integrante del requerimiento o la acusación verbal respectivamente. 





Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 334 del Código Procesal Penal, podrán reproducirse o darse lectura a los registros en que constaren declaraciones de testigos y peritos rendidas ante el Tribunal Militar, cuando estas personas hayan fallecido, caído en incapacidad física o mental, su residencia se ignorare o que por cualquier motivo difícil de solucionar no pudiesen declarar en el juicio, en conformidad al artículo 329 del mismo Código. 





La prueba confesional y testimonial rendida ante el Tribunal Militar podrá utilizarse en la audiencia de juicio ante el Juez de Garantía o Tribunal Oral en lo Penal, en su caso, según lo dispuesto en el artículo 332 del Código Procesal Penal.





Para los efectos de este artículo, no será aplicable a la prueba que se haya rendido ante el Tribunal Militar lo dispuesto en el artículo 276 del Código Procesal Penal.





Artículo 9°.- En las causas seguidas ante Tribunales Militares que, por aplicación del artículo 4° transitorio sean conocidas por los Jueces de letras con competencia en lo criminal que corresponda, la prueba anteriormente rendida ante el Tribunal Militar se regirá, en cuanto a su producción, recepción y apreciación, de acuerdo a las normas del Código de Procedimiento Penal.”.




(unanimidad, 7x0).

- - -





De aprobarse las enmiendas propuestas por vuestras Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Defensa Nacional, unidas, el texto del proyecto es el que sigue:

PROYECTO DE LEY

“Disposiciones especiales sobre el Sistema de Justicia Militar





Artículo 1º.- Restricción de la competencia de los tribunales militares. En ningún caso, los civiles y los menores de edad estarán sujetos a la competencia de los tribunales militares. Ésta siempre se radicará en los tribunales ordinarios con competencia en materia penal.





Para estos efectos, se entenderá que civil es una persona que no reviste la calidad de militar, de acuerdo al artículo 6º del Código de Justicia Militar.





Artículo 2º.- Tribunal competente en casos de coautoría y coparticipación. En los casos de coautoría y coparticipación de civiles y militares en la comisión de aquellos delitos sujetos a la competencia de la justicia militar, de acuerdo a las normas del Código de Justicia Militar, serán competentes, respecto de los civiles, la Justicia Ordinaria y, respecto de los militares, los Tribunales Militares.





Artículo 3°.- Contiendas de competencia. En el caso de contiendas de competencias entre tribunales ordinarios y militares, la cuestión deberá ser resuelta por la Corte Suprema, sin la integración del Auditor General del Ejército o quien deba subrogarlo.





Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Justicia Militar:





1) Sustitúyese el artículo 6° por el siguiente:





“Artículo 6°.- Para los efectos de este Código y de las demás leyes procesales y penales pertinentes, se considerarán militares los funcionarios pertenecientes a las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile, constituidos por el personal de planta, personal llamado al servicio y el personal de reserva llamado al servicio activo.





Además, se considerarán militares los soldados conscriptos; los Oficiales de Reclutamiento; las personas que sigan a las Fuerzas Armadas en estado de guerra; los prisioneros de guerra, que revistan el carácter de militar, los cadetes, grumetes, aprendices y alumnos regulares de las Escuelas Institucionales y de Carabineros de Chile.





Con todo, los menores de edad siempre estarán sujetos a la competencia de los tribunales ordinarios, de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 20.084, que establece un Sistema de Responsabilidad de los Adolescentes por infracciones a la ley penal.





Para efectos de determinar la competencia de los tribunales militares, la calidad de militar debe poseerse al momento de comisión del delito.”. 





2) Derógase el artículo 7º.





3) Suprímense en el inciso segundo del artículo 9°, las siguientes expresiones: ”,excepto el caso de que sean de competencia de los tribunales militares” y ”,excepto el caso de que sea de competencia de los tribunales militares”.





4) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 11 la frase “aunque no estén sujetos a fuero”, por la siguiente: “en tanto revistan la calidad de militares”.





Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 12.927, sobre Seguridad del Estado:





1) Modifícase el artículo 26 del siguiente modo:





a) Elimínase en su inciso cuarto, la expresión “o conjuntamente por militares y civiles,”.





b) Agrégase en el inciso quinto, a continuación de la palabra “ley”, la expresión “, a excepción de los delitos cuyos imputados sean civiles”.





2) Suprímese en el artículo 28 la expresión “o por éstos conjuntamente con civiles”.





Artículo 6°.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 18, inciso segundo, de la ley N° 17.798, sobre Control de Armas:





1) Elimínase la frase “, por regla general,”.





2) Agrégase, a continuación de la expresión “tribunales militares,”, la siguiente frase: “a excepción de los delitos cuyos imputados sean civiles,”.





Artículo 7°.- Incorpórase en el artículo 26 de la ley N° 18.953, que Dicta Normas sobre Movilización, a continuación de la palabra “corresponda”, la siguiente frase: “, a excepción de los delitos cuyos imputados sean civiles”.





Artículo 8°.- Agrégase en el artículo 201 del Código Aeronáutico, a continuación de la expresión “Justicia Militar”, la siguiente frase: “, a excepción de los delitos cuyos imputados sean civiles”.





Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:





1) Sustitúyese en la letra h) del artículo 14 la frase “y la ley procesal penal”, por la siguiente: “, la ley procesal penal y la ley que establece disposiciones especiales sobre el Sistema de Justicia Militar”.





2) Intercálase en la letra e) del artículo 18, entre las palabras “penal” y “les”, la expresión “y la ley que establece disposiciones especiales sobre el Sistema de Justicia Militar”.





3) Derógase el artículo 169.





Disposiciones transitorias





Artículo 1°.- Al momento de entrar en vigencia la presente ley, los juicios seguidos ante Tribunales Militares, en que se persiga la responsabilidad penal de una persona que no tuviere la calidad de militar, continuarán su tramitación ante la Justicia Ordinaria, según corresponda y de conformidad a los procedimientos que a esos tribunales ordinarios en materia criminal les corresponda aplicar.





Artículo 2°.- La remisión de los antecedentes del proceso a la justicia ordinaria se hará en un plazo no superior a los sesenta días de entrada en vigencia de la presente ley.





En los procesos que se sustancien exclusivamente contra civiles, se remitirá íntegramente el expediente con todos sus anexos.





En los procesos que se sustancien contra civiles y militares, se enviarán compulsas autorizadas del expediente principal y de todos sus anexos, manteniendo el original en la Jurisdicción Castrense para el juzgamiento del militar.





Artículo 3°.- El Tribunal Militar deberá comunicar al Tribunal que corresponda, la individualización completa del procesado y su defensor, copias del auto de procesamiento, y la indicación de si estuviere sometido a prisión preventiva o afecto a alguna otra medida cautelar personal o real.





Recibidos los antecedentes por el Tribunal de Garantía, se radicará la competencia en dicho Tribunal. Este Tribunal deberá oficiar, dentro de las veinticuatro horas siguientes, a la Fiscalía Regional del Ministerio Publico, acompañando copia íntegra de todos los antecedentes correspondientes a tal investigación.





Artículo 4°.- Si la persona a que se refiere el artículo 1° transitorio, cuya causa deba continuar su tramitación ante el Tribunal de Garantía, se encontrare sometida a prisión preventiva o a alguna otra medida cautelar personal, el Juez de Garantía deberá citar a todos los intervinientes a una audiencia, la que deberá celebrarse en el plazo de setenta y dos horas de recibidos los antecedentes. Tales medidas cautelares personales se mantendrán hasta que exista pronunciamiento jurisdiccional de conformidad a los artículos 139 y siguientes del Código Procesal Penal.





En la referida audiencia, y de acuerdo al mérito de los antecedentes que obraren en su poder, el Ministerio Público formalizará la investigación, formulará requerimiento verbal o ejercerá las facultades que le confiere la ley.





Artículo 5°.- Las causas a que se refiere el artículo 1° transitorio deberán continuar su tramitación ante el Juez de letras con competencia en lo criminal que corresponda, de conformidad a lo señalado en el artículo 7° transitorio, cuando el principio de ejecución del hecho sea anterior a la entrada en vigencia del nuevo sistema procesal penal en la región respectiva.





Dicha competencia se entenderá radicada en ese tribunal ordinario desde el momento en que reciba los antecedentes a que se refiere el artículo 2° transitorio. 





El procedimiento ante tal tribunal se sustanciará de acuerdo a las normas del Código de Procedimiento Penal, a partir de la misma etapa procesal en que se encontraba la causa al momento de su traspaso desde el Tribunal Militar.





En el caso de encontrarse la persona afectada sometida a prisión preventiva o a alguna otra medida cautelar personal, el juez a que se refiere el inciso primero, de oficio, dentro del plazo de setenta y dos horas contadas desde la recepción de los antecedentes por parte del Tribunal Militar, deberá pronunciarse sobre el mantenimiento de la prisión preventiva decretada por este último tribunal. Tal resolución será apelable en el solo efecto devolutivo.





Artículo 6°.- Dentro del plazo máximo de treinta días contado desde la entrada en vigencia de esta ley, las Cortes Marciales remitirán los procesos o compulsas, según corresponda, que se encuentren con recursos jurisdiccionales deducidos en contra de las sentencias de primera instancia, y que se encontraren pendientes de fallo, para que pasen a ser conocidos y resueltos por la Corte de Apelaciones respectiva, de conformidad al procedimiento vigente al momento de iniciación de los respectivos procesos.





Los procesos que se encuentren en la Corte Suprema en que existan sentenciados exclusivamente civiles, serán resueltos por dicho tribunal superior, el cual se conformará sin la integración del Auditor General del Ejército o quien deba subrogarlo. Los casos de coautoría y coparticipación de civiles y militares, se sustanciarán y fallarán conforme a las normas vigentes al momento de iniciación del referido proceso.





Artículo 7°.- Para efectos de la aplicación de las reglas anteriores se entenderá por Juzgado competente, el que hubiere debido conocer el hecho de no existir Tribunales Militares, de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 157 del Código Orgánico de Tribunales y, por Corte de Apelaciones respectiva, aquélla que sea superior jerárquica de dichos Tribunales.




Artículo 8°.- En el nuevo juicio seguido ante el Juez de Garantía o Tribunal Oral en lo Penal, en su caso, que resulte de la aplicación de las normas transitorias anteriores, el Ministerio Público deberá señalar en su acusación los medios de prueba rendidos anteriormente ante el Tribunal Militar, de conformidad a lo señalado en el artículo 259 letra f) del Código Procesal Penal, los que formarán parte del auto de apertura del juicio oral. 





En los casos que resulte la aplicación del procedimiento simplificado o abreviado, los medios de prueba antes dichos se entenderán parte integrante del requerimiento o la acusación verbal respectivamente. 





Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 334 del Código Procesal Penal, podrán reproducirse o darse lectura a los registros en que constaren declaraciones de testigos y peritos rendidas ante el Tribunal Militar, cuando estas personas hayan fallecido, caído en incapacidad física o mental, su residencia se ignorare o que por cualquier motivo difícil de solucionar no pudiesen declarar en el juicio, en conformidad al artículo 329 del mismo Código. 





La prueba confesional y testimonial rendida ante el Tribunal Militar podrá utilizarse en la audiencia de juicio ante el Juez de Garantía o Tribunal Oral en lo Penal, en su caso, según lo dispuesto en el artículo 332 del Código Procesal Penal.





Para los efectos de este artículo, no será aplicable a la prueba que se haya rendido ante el Tribunal Militar lo dispuesto en el artículo 276 del Código Procesal Penal.





Artículo 9°.- En las causas seguidas ante Tribunales Militares que, por aplicación del artículo 4° transitorio sean conocidas por los Jueces de letras con competencia en lo criminal que corresponda, la prueba anteriormente rendida ante el Tribunal Militar se regirá, en cuanto a su producción, recepción y apreciación, de acuerdo a las normas del Código de Procedimiento Penal.”.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 6 de octubre de 2010, con asistencia de los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela, Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto, y de la Comisión de Defensa Nacional Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia, Pedro Muñoz Aburto,  Baldo Prokurica Prokurica y Patricio Walker Prieto.





Sala de la Comisión, a 26 de octubre de 2010.

(Fdo.): Juan Pablo Durán González, Secretario
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ESCALONA, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE TIPIFICA EL DELITO DE APROPIACIÓN INDEBIDA DE RECURSOS BENTÓNICOS Y ACUÁTICOS

(7283-07)

Honorable Senado:

1. La intensa actividad profesional desplegada por los titulares de las áreas de manejo y concesiones acuícolas, quienes cumpliendo con las normas que regulan las mismas, observan que la apropiación por parte de terceros de las especies que se encuentran tanto en cultivo como en la fase de extracción, no es sancionada, alegándose que se trata de un hecho atípico.

2. Que la apropiación de éstos recursos bentónicos y acuáticos, sin el consentimiento del titular de la concesión o área de manejo, bajo cuya esfera de cuidado se encuentran dichas especies, actuando el hechor con animo de señor y dueño y obteniendo con ello un evidente lucro, reúne, según se trate de la consideración del lugar en que se realiza la acción, los medios para ejecutarla y la afectación de otros bienes jurídicos, la constitución de ilícitos de aquellos contemplados en el titulo IX del Código Penal.

3. Sin embargo, tal cuestión, no ha sido pacifica, pues naturalmente no es posible aplicar, a las especies en cuestión las normas del articulo 449 del Código Penal, aún cuando, se trate de cosa mueble ajena. Lo que ha frustrado el ejercicio de acciones penales y la denuncia de estos hechos al ente persecutor

4. Que la pretensión que sólo es posible ser victima de un delito de hurto y robo, en tanto, la victima tenga un titulo de dominio sobre la cosa, desde la cual se sustrae la cosa robada o hurtada, es una pretensión equivocada, alejada del propio tratamiento, que nuestro Código Penal ha dado y recogido por nuestros Tribunales de Justicia. Sobre esta cuestión, una pretensión como la señalada, se aleja a las diferentes y complejas formas en que se puede detentar un legítimo titulo de tenedor sobre una cosa que sirva de guarda de otras cosas a su vez.
5. Que no escapa a este legislador, el esfuerzo con que muchos, de nuestros hombres y mujeres de mar, realizan su actividad diaria, y que la perdida, como consecuencia de la sustracción de los recursos bentónicos y especies acuáticas, produce un grave daño económico a las familias de éstos.

Proyecto de Ley
Artículo 137 Bis A

El que se apropie de cualquier recurso bentónico y acuático, sin la voluntad de su dueño y con ánimo de lucro, será castigado como autor de delito de robo o hurto, según medie o no violencia o intimidación en contra de las personas o fuerza en el lugar que dicha especies se encuentren.
(Fdo.): Camilo Escalona Medina, Senador.- 
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL RELATIVO A POTESTAD REGLAMENTARIA DE EJECUCIÓN

(7284-07)

Honorable Senado:

Fundamentos:
Dentro de la técnica legislativa es común observar que las leyes hagan una remisión normativa al reglamento, que dictado por la administración, pueda ejecutar el mandato legal. La idea es que el reglamento ejecutivo, logre desentrañar los preceptos abstractos y generales de la ley para darles aplicabilidad práctica, o lo que es lo mismo, ejecutarla. Lo anterior tiene su sustento constitucional en la norma del artículo 32 N" 8 de la Constitución, en que claramente se distingue una potestad reglamentaria autónoma, esto es regular todas aquellas materias fueran del domino máximo legal, de una potestad reglamentaria de ejecución, entendida como aquellas destinada a facilitar la aplicación y ejecución de la ley.

Según la doctrina moderna la potestad reglamentaria de ejecución no obsta a que el reglamento pueda regular derechos, de modo que se abandonó la tesis clásica de que sólo la ley puede regular derecho fundamentales, pero con la limitación de que el reglamento se ciña a las prescripciones de la ley. Lo importante a tomar en cuenta es que el rol del reglamento es complementar la ley para su mejor ejecución sin que pueda excederla, así la misma Corte de Apelaciones de Santiago en una jurisprudencia en el caso Club Nocturno Alcazaquibir señala que; "la potestad reglamentaria del Presidente de la República tiende a la mejor ejecución de la ley, pero en todo caso, sometida y enmarcada a ella, por lo que no es dable excederla ni reemplazarla, sino únicamente le es permitido ejecutarla, detallarla o especificarla." A la sentencia anterior el profesor Soto Kloss agrega que por tanto, el reglamento no puede complementar ni innovar la ley, de modo que el reglamento sólo puede desarrollar lo legislado por el Congreso, pues si se incurriere en un complemento o innovación, se producirá un exceso reglamentario y por ende nulo. En efecto, esta ilegalidad del reglamento -según la doctrina española- es "de orden público", por afectar al imperio de las leyes, a la certeza del derecho y a la generalidad de los ciudadanos.

En Chile el control del reglamento, luego de la reforma constitucional del 2005, sufrió una importante modificación en el Artículo 93 N° 16 en términos que de que limitó considerablemente la facultad del TC para controlar la constitucionalidad del reglamento. Esta limitación tuvo un efecto grave, en efecto la legitimación activa sólo quedó radicada en las cámaras, mientras que el texto constitucional anterior, también concedía acción a los particulares. Esta modificación es un resabio de autoritarismo, ya que queda mermada la posibilidad de controlar el actuar del ejecutivo, en especial cuando ejerce la potestad reglamentaria.

En este mismo orden de cosas, los artículos 6 y 7 de la Constitución consagran el principio básico de jerarquía normativa subyacente en el ordenamiento jurídico Chileno, este por una parte, no autoriza a modificar normas de carácter legal por medio de decretos, pues es la constitución la que establece las materias de ley, de modo que si una ley que pretenda alterar esa competencia y disponer que por decreto puede modificarse lo establecido en una norma legal, es abiertamente inconstitucional.

El problema de la intervención o límites a los cuales debe ceñirse el reglamento a la hora de ejecutar la ley son difusos u constituye un debate actual en la doctrina constitucional nacional, pero comencemos señalando que mediante la potestad reglamentaria el Presidente de la República se limita a dictar las normas tendientes a poner en ejecución un precepto legal con estricto apego a lo que este dispone, reglamento y ley, son por tanto, un todo indisoluble y jurídicamente armónicos. La ley hace una remisión al reglamento de ejecución para que complemente, bajo ciertas directrices, su contenido básico.

Sin embargo, ocurre muchas veces que el reglamento traspasa los límites que la ley ha impuesto, como bien lo señala la sentencia recaída en el caso Club Nocturno Alcazaquibir con Municipalidad de Lo Barnechea" en que la municipalidad basándose en la ordenanza general de urbanismo y construcciones imponía ciertas condiciones para enajenar un bien raíz, en términos de que la propia Ley General de Urbanismo no las imponía. De este modo, la Corte entendió que la el reglamento, excedió los límites que señalaba la propia Ley General de Urbanismo.

Son bastante los casos en que los límites legales no son respetados por los reglamentos, provocando incomodidades a la comunidad, que se traducen en injusticias finalmente, y constituyendo un vicio legal, de aquellos insanables.

Sabemos que existen en nuestro ordenamiento las herramientas de control ex post del reglamento, en efecto, están los tribunales ordinarios en su labor jurisdiccional que están facultados para prescindir de la aplicación de un reglamento que se aparte de la legalidad, como ocurre en las acciones de protección. Además se puede pedir la nulidad del mismo, incoando la acción de nulidad o de plena jurisdicción según corresponda. Asimismo, existen los mecanismo de control administrativo interno (corresponde a las autoridades y jefaturas administrativas) y externas (como le correspondería a la Contraloría). Con todo, los problemas se presentan en el control de legalidad ex ante.

A lo anterior debemos sumar las deficiencias de los sistemas de control de constitucionalidad del reglamento ante el Tribunal Constitucional, producto de la reforma constitucional de 2005. Analizar la constitucionalidad del reglamento requiere de un examen y reconoce dos niveles de análisis; un primer nivel se refiere a apreciar la armonía jurídica del contenido normativo del reglamento con la Constitución.

Dicho criterio en la jurisprudencia del TC se llama razonabilidad técnica, ya que el reglamento debe adecuarse a los parámetros prescritos por la norma legal remisora, pero también supone que el cumplimiento del mandato legal razonablemente implica respetar el marco constitucional. Y un segundo nivel de análisis está dado en que la validez del reglamento queda subordinada a la constitucionalidad de la remisión normativa del legislador, atendido que la Carta fundamental impone un contenido mínimo y esencial irrenunciable e indelegable y que dice relación con la configuración del núcleo esencial de la institución respectiva. De manera que aquella remisión que no cumpla con estos presupuestos básicos adolecerá de inconstitucionalidad de fondo que contaminará la validez del reglamento que se dicte al amparo de ella. Existe en la actualidad un vacío legal en la norma del artículo 93 n° 16 de la Constitución en términos de que el TC no tiene competencia para conocer de la constitucionalidad de la ley remisora.

Sin duda el gran problema que plantea la reforma constitucional de 2005 dice relación con la legitimación activa para solicitar el control de un reglamento, ya que el artículo 93 restringe la titularidad de la acción de control de constitucionalidad de reglamentos de ejecución, a cualquiera de las cámaras o a una cuarta parte de los diputados o senadores en ejercicio, excluyendo expresamente que un particular pueda requerir semejante pronunciamiento ante el TC, situación que contrasta con la legitimación activa establecida para los mecanismos de control de constitucionalidad de preceptos legales (acción de inaplicabilidad y de inconstitucionalidad). Esta inequidad nos hace preguntar si acaso la ley y el reglamento son manifestaciones del poder estatal, porque la legitimación activa para el reglamento es limitada en relación con la ley, siendo que jerárquicamente la ley tiene un rango superior al reglamento.

Otro problema se suscita en que tras la reforma de 2005 hay una carencia de plenitud del control de constitucionalidad ejercida por el Tribunal constitucional. Un control de constitucionalidad es pleno si abarca todas las fuentes formales del derecho. En este sentido cobra relevancia que, a lo menos, los actos normativos de autoridad queden sometidos al control del TC. Además se observa una clara falta de previsión sobre el control de constitucionalidad de la omisión reglamentaria, este último abre una ventana de análisis poco acabado en nuestra doctrina y que se refiere a la posibilidad de infringir la constitución por vía omisiva, por tanto ¿la omisión de un reglamento, cuando la ley ordena dictarlo, implica una inconstitucionalidad susceptible de control?
Para resolver esta interrogante debemos señalar que el control en caso de omisión no es la omisión es si, sino que en cuanto esta pueda afectar a la ciudadanía, de modo que si una ley, que definiendo su núcleo central, se remite a un reglamento que ha de ejecutarla en la práctica existiría una inconstitucionalidad por parte de la administración omisiva. Los efectos prácticos en el control del TC radicaría en que si la omisión es total o parcial, si es total EL TC NO TIENE COMPETENCIA PARA CONTROLAR ESTA OMISIÓN. Pero si fuera parcial, esto es que el reglamento cumple imperfectamente la ley, afecta la igualdad ante la ley, situación afectaría de inconstitucionalidad al reglamento lo que si puede controlarlo.

Concretamente el presente proyecto de ley plantea dos situaciones que son necesarias abordar para una mayor perfección de nuestro ordenamiento, que son, crear una norma legal que consagre claramente la prohibición de dictar reglamentos contrarios a la ley, y de dotar de acción pública para el control del reglamento y terminar con la limitación a la legitimación activa para solicitar el control de constitucionalidad del reglamento. Estas soluciones implican fortalecer el sistema de control del poder del Ejecutivo.

Un sistema democrático robusto no reconoce poderes del estado separados sino más bien funciones separadas, pero que además se complementan, y controlan entre si, como un delicado sistema de equilibrios. De este modo, es indiscutible la necesidad de que los reglamentos de ejecución sean cada vez más precisos, técnicos, certeros a la hora de aplicar la ley de remisora, pero ello siempre teniendo como límite el control sea del Legislativo o por parte de los particulares. De otro modo sería muy fácil para desvirtuar o neutralizar la aplicabilidad de la ley, no dictar el reglamento ejecutivo, como muchas veces ocurre, y de este modo la voluntad soberana plasmada en la ley se ve burlada. Por tanto, es indispensable fortalecer los mecanismos de control del reglamento, consagrando expresamente la prohibición de dictar reglamentos contrarios a la ley y ampliando el espectro de legitimación activa a la hora de solicitar control sobre el reglamento.

Proyecto de Ley
Articulo Único

Incorpórese al numeral 6 del artículo 32 de la Constitución Política de la República, los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto nuevos:

Asimismo, no podrá dictar disposiciones contrarias a las leyes.

Cuando una ley se remita a un reglamento de ejecución, éste deberá ser dictado sujeto a sus directrices básicas y sustanciales, con la finalidad de darle aplicación práctica a la misma.

Serán nulas las disposiciones que infrinjan los dispuestos en este artículo.
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- 
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY SOBRE ASOCIACIONES Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN LA GESTIÓN PÚBLICA

(3562-06)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS

HONORABLE SENADO:


Por acuerdo de 28 de octubre del año 2008 y mediante oficio N° 1.408 de la misma fecha, el Senado comunicó a la Cámara de Diputados el rechazo de la idea de legislar acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe y aprobado por ella, por lo que de conformidad con el artículo 70 de la Constitución Política se formó una Comisión Mixta encargada de dirimir esta divergencia.

La Comisión Mixta quedó conformada, por el Senado, con los miembros de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, Honorables Senadores señores Carlos Bianchi, Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosaín Sabag y el ex Senador señor Ricardo Núñez; y en representación de la Cámara de Diputados, por las Honorables Diputadas señora Denise Pascal y señora Carolina Tohá y Honorables Diputados señores German Becker, Felipe Ward, y el ex Diputado señor Gonzalo Duarte.


Integrada por los Honorables Senadores señores Orpis y Sabag y el ex Senador señor Núñez y los Honorables Diputados señora Pascal, y Honorables Diputados señor Harboe (señora Tohá) y el ex Diputado señor Duarte, y citada por el señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 1° de julio de 2009 para elegir Presidente, cargo que recayó en el ex Senador señor Ricardo Núñez, fijar el procedimiento y debatir el asunto en controversia.

- - -


A la sesión o sesiones en que la Comisión Mixta se ocupó de este proyecto asistieron, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Carlos Kuschel; la ex Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Carolina Tohá; el ex Ministro de la Secretaría General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo; el ex Director de Organizaciones Sociales del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Francisco Estévez; el ex Jefe de Gabinete de esa Dirección, señor Carlos Zanzi; el asesor señor Luis Moya y los abogados de la Dirección de Presupuestos, señores Rodrigo Quinteros y Miguel González.

En una segunda etapa de estudio de este proyecto, según se explicará más adelante, concurrieron a las sesiones de la Comisión Mixta además de sus integrantes, la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Ena von Baer; su Jefe de Gabinete, señor Eduardo Ramírez, y la asesora legislativa, señora Carolina Infante; del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora de la División Jurídico Legislativa, señora Montserrat Castro, y la analista, señora Catalina Salazar;  del Ministerio de Justicia, la Jefa de la División Jurídica, señora Paulina González; el Jefe del Departamento de Personas Jurídicas, señor Carlos Aguilar, y el Jefe del Departamento de Estudios, señor Rodrigo García; del Instituto Libertad y Desarrollo, la abogada del Programa Legislativo, señora Silvia Baeza, y el señor Francisco Estévez, ex Director de Organizaciones Sociales del Ministerio Secretaría General de Gobierno.

- - -


CUESTIÓN PREVIA

En el segundo trámite constitucional, informado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado, el proyecto ingresó a la Sala de este último para su discusión en general, dándose por rechazado como consecuencia de no haber alcanzado el quórum constitucional necesario para su aprobación.  Constituida la Comisión Mixta de conformidad con el artículo 70 de la Constitución Política, ésta se abocó a la iniciativa recibiendo en el período que abarcó su estudio tres propuestas del Ejecutivo que se explicarán en su oportunidad, culminando su examen el día 10 de marzo del año en curso.  Posteriormente, y de conformidad con el artículo 185 del Reglamento del Senado,  el Honorable Senador señor Jaime Orpis solicitó la reapertura del debate en consideración a que, en su opinión, era menester introducir ciertas enmiendas que perfeccionaran la redacción del proyecto.


Citada por el señor Presidente del Senado, en atención a que su anterior Presidente había cesado en su cargo parlamentario, la Comisión Mixta se reunió los días 29 de mayo de 2010, 6 de julio de 2010, 27 de julio de 2010 y 2 de agosto de 2010, y eligió como su Presidente al Honorable Senador señor Hosaín Sabag.  Dejamos constancia, además, que la Comisión Mixta quedó integrada por los mismos señores Parlamentarios que concurrieron a la etapa anterior de discusión de este proyecto, con excepción del ex Senador señor Ricardo Núñez, que fue reemplazado por el Honorable Senador señor Fulvio Rossi, y del ex Diputado señor Gonzalo Duarte, sustituido por el Honorable Diputado señor Fuad Chahín.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL Y OFICIO

Prevenimos que los artículos 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 29, 32, 33 N°s 3; 4; 5; 7; 8, 10 y 11, y artículo 38 N°s 3 (artículo 548-4 Código Civil); 9 (letra a), 11, revisten el carácter de ley orgánica constitucional, pues afectan o constituyen normas de esa jerarquía, como son la ley orgánica constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado; orgánica constitucional de Municipalidades y orgánica constitucional sobre organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia.


Finalmente, hacemos presente que esta Comisión Mixta ofició a la Excelentísima Corte Suprema solicitándole su opinión respecto de normas del proyecto que requieren de su consulta, por disposición del artículo 77 de la Constitución Política.  (Nuevos artículos 548-4; 557, inciso tercero, y 559, literal c) del inciso primero e inciso segundo, todos del Código Civil).

- - -

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO EN CONTROVERSIA Y

ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA

El proyecto despachado por la Honorable Cámara se estructura con cuarenta y dos artículos permanentes y un artículo transitorio. El articulado permanente, a su vez, está agrupado en cinco capítulos que tratan, respectivamente, de las asociaciones sin fines de lucro; de las organizaciones de interés público; del Fondo de Fortalecimiento de las Asociaciones y Organizaciones de Interés Público; del Estatuto del Voluntariado y, finalmente, de la modificación de otros cuerpos legales en materias vinculadas con la asociación y participación ciudadana en la gestión pública.


Consignamos a continuación una descripción general del proyecto siguiendo el orden de los capítulos mencionados.


El Capítulo I, dividido en cinco párrafos trata, cual se dijo, acerca de las asociaciones sin fines de lucro.


El párrafo primero, conformado por los artículos 1° al 5°, consagra el derecho que tiene toda persona para asociarse libremente en la consecución de un interés o finalidad lícita.


Este apartado consigna, además, los siguientes principios generales:


- Prohíbe las asociaciones contrarias a la moral, al orden público y a la seguridad del Estado;

- Confirma que las asociaciones sin fines de lucro no sometidas a un fuero especial se ajustarán a los términos de esta ley, los que, generalmente, se aplicarán supletoriamente a las asociaciones reguladas por regímenes especiales;

- Enseguida, dispone que es deber del Estado promover el asociacionismo, obligando a sus órganos a adoptar medidas para garantizar su plena autonomía, fomentar su establecimiento y asegurar su acceso a recursos públicos sobre la base de criterios técnicos objetivos y de plena transparencia.


Finalmente, consagra el principio de que nadie puede ser obligado a pertenecer a una asociación ni permanecer en ella; y que el régimen interno de ésta será el que establezcan sus estatutos. Su funcionamiento será democrático y con respeto al pluralismo.


El párrafo segundo del Título I, artículos 6° al 9°, se ocupa de las organizaciones sin fines de lucro.


La personalidad jurídica de éstas se obtiene con el acuerdo de siete o más personas naturales que comprometen su aporte o conocimientos, medios o actividades en la prosecución de un fin lícito, de interés general o particular, dotándose con estatutos que regulen su funcionamiento.


Agrega este párrafo que las asociaciones tendrán plena capacidad civil, pero exime de la responsabilidad derivada de su ejercicio a sus asociados; podrán darse la estructura que estimen adecuada que deberá incluir, en todo caso, una asamblea y un órgano directivo. También las faculta para constituir federaciones, confederaciones y uniones.


El tercer párrafo del Título I regula la obtención de la personalidad jurídica de estas entidades y su disolución.


Al efecto, el artículo 11 dispone que su constitución será acordada en asamblea celebrada con la presencia, indistintamente, de un notario u oficial del Registro Civil o de un funcionario municipal designado por decreto alcaldicio.


En la referida asamblea se elige un directivo provisional y se aprueban los estatutos que han de contener las siguientes menciones: nombre y domicilio de los socios; finalidades; derechos y obligaciones de los socios; órganos de dirección; normas sobre su funcionamiento y de los procedimientos para sesionar y adoptar acuerdos, y otros que son comunes a este tipo de organizaciones.


Dispone que celebrada la asamblea, -artículo 12- y dentro de los treinta días siguientes, se depositará en el Ministerio Secretaría General de Gobierno, o en el organismo que éste señale, copia del acta de la asamblea constitutiva y de los estatutos. Consigna a continuación el procedimiento para subsanar las observaciones o reparos que formule el Ministerio a su constitución, y las diligencias y plazos que preceden a la elección del directivo definitivo.


Agrega que si los responsables de la constitución de la organización no cumplieren con las obligaciones precedentes, caducará su personalidad civil y sus miembros serán solidariamente responsables por las obligaciones contraídas por la asociación en el tiempo intermedio.


Concluye este párrafo señalando que sin perjuicio de la disolución de estas asociaciones por voluntad de sus integrantes, sólo se podrá cancelar su personalidad jurídica o suspender sus actividades por resolución fundada en la declaración de ilicitud de la asociación por ser contraria a la moral, al orden público o a la seguridad del Estado; y por realizar actos contrarios a la dignidad de las personas, al régimen de Derecho y al bienestar de la sociedad. Agrega que en contra del acto administrativo que cancele su personalidad jurídica o suspenda sus funciones, las asociaciones podrán oponer las acciones de la ley N° 19.880 (sobre procedimiento administrativo).


El párrafo 4 del Título I, comprensivo de los artículos 14 y 15, señala los derechos y deberes de los asociados.


Entre los primeros consagra el de participar en la organización de la asociación; ser informado acerca de su desenvolvimiento; ser oído antes de adoptar en su contra medidas disciplinarias, e impugnar los acuerdos celebrados.


Entre los segundos están los de compartir y colaborar con la asociación en la consecución de sus fines; pagar su aporte; acatar sus acuerdos y cumplir sus obligaciones estatutarias.


El párrafo 5° de este Título I, artículos 16 y 17, regula el “Registro Único de Asociaciones Sin Fines de Lucro”, a cargo del Ministerio Secretaría General de Gobierno, en el que habrán de inscribirse las entidades de que trata esta ley.


El Registro será de acceso público y gratuito; distinguirá entre organización sin fines de lucro y organización de interés público; consignará los recursos que reciban las asociaciones del Fondo de Fortalecimiento a que se refiere el Título III de este cuerpo legal, y las transferencias que éstas reciban de los ministerios y de las municipalidades.


También declara que los directivos de las asociaciones inscritas son responsables de comunicar al Ministerio Secretaría General de Gobierno las modificaciones a sus estatutos o cambio de domicilio y directivos.


El Título II, “De las organizaciones de interés público”, preceptúa acerca de los estatutos de estas entidades.


Conformado con los artículos 18 al 24, sin divisiones de párrafos, define a estas organizaciones como personas jurídicas sin fines de lucro, que tienen por finalidad la promoción del interés general en materia de derechos ciudadanos, asistencia social u otros fines de bien común, que cumpliendo los demás requisitos asignados en esta ley, se incorporen al Registro que hemos mencionado.


Enseguida declara que son de “interés público”, por el solo ministerio de esta ley, las organizaciones constituidas al amparo de las normas del Título I incorporadas al Registro establecido en el artículo 16, que persigan los objetivos señalados en el artículo 19; las organizaciones comunitarias a que se refieren las leyes N° 19.418 (sobre juntas de vecinos y organizaciones comunitarias) y N° 19.253 (sobre protección, fomento y desarrollo de los pueblos indígenas), y las personas jurídicas sin fines de lucro constituidas de conformidad con el Título XXXIII del Libro I del Código Civil (corporaciones y fundaciones) que persigan fines similares a los enunciados precedentemente, que se incorporen al Registro en tal condición.


A continuación, prohíbe a las organizaciones de interés público efectuar donaciones a los partidos políticos o contribuir a gastos electorales, bajo sanción de perder la condición que les reconoce esta ley. 


En otro orden, las autoriza para emplear el rótulo “de interés público” junto a su nombre y consigna las causales que facultan a la autoridad para negarles la inscripción en el Registro: cuando no acrediten la vigencia de su carácter de persona jurídica sin fines de lucro, y cuando su objetivo no corresponda a ninguna de los señalados en esta ley.


Finalmente, este Título prevé que las asociaciones de interés público registradas podrán ser beneficiarias del Fondo a que se refiere el título siguiente, siempre que acrediten el cumplimiento permanente de sus fines estatutarios, con la periodicidad que establezca el reglamento.


El Título III, artículos 25 al 31, también sin división de párrafos, se refiere al “Fondo de Fortalecimiento de las Asociaciones y Organizaciones de Interés Público” o “Fondo para el Desarrollo de la Sociedad Civil”, que se constituirá con aportes del Ministerio Secretaría General de Gobierno, con los de la cooperación internacional, con recursos provenientes de otros organismos del Estado y donaciones de terceros.


Agrega que los recursos del Fondo se destinarán al financiamiento de los fines específicos previstos en esta ley, mediante una cuota nacional y cuotas regionales. La asignación a la Región Metropolitana no podrá exceder del 50% de los recursos que se le transfieran.


El Fondo será administrado por un Consejo Nacional integrado por el Subsecretario General de Gobierno; el Subsecretario de Hacienda; seis representantes de las organizaciones de interés público y dos del Presidente de la República. Lo presidirá uno de los seis representantes de las organizaciones.


Prevé, también, la existencia de consejos regionales integrados con seis representantes de las organizaciones de interés público regionales; el secretario regional ministerial de gobierno y el de planificación, y dos representantes de la sociedad civil designados por el consejo regional del gobierno regional.


Consigna, asimismo, normas para elegir miembros suplentes y para seleccionar a los representantes de las organizaciones que han de integrar el Consejo Nacional y los consejos regionales. 


A continuación, enuncia las atribuciones del Consejo Nacional, esto es, aprobar los criterios y requisitos para postular proyectos, adjudicarlos, y cumplir las demás funciones que le asignen esta ley y el reglamento. A su turno, los consejos regionales tendrán por función fijar anualmente criterios y prioridades para la adjudicación de recursos de proyectos y programas de importancia regional; adjudicarlos, y cumplir las demás funciones que señale esta ley y el reglamento.


El proyecto de ley en informe,  en  este  Título  III, -artículo 29- se ocupa enseguida de la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional, radicada en el Ministerio Secretaría General de Gobierno, cuya función será servir de soporte técnico de aquél. En las regiones, tal función la desempeñará la secretaría regional ministerial de Gobierno, con excepción de la Región Metropolitana, que será asumida por la propia Secretaría Ejecutiva.


Dispone el proyecto que el funcionamiento del Consejo, de los consejos regionales y de las secretarías ejecutivas se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio Secretaría General de Gobierno.


Finalmente, este Título -artículos 30 y 31- agrega que un reglamento del mencionado Ministerio, suscrito además por los Ministros de Hacienda y de Planificación, establecerá el funcionamiento del Fondo y fijará las modalidades de transferencia de recursos y rendición de cuentas. El registro y las resoluciones del Consejo Nacional y de los consejos regionales estarán a disposición de la Contraloría General de la República para los efectos de la rendición de cuentas de los recursos.


El Título IV del proyecto, “Del Estatuto del Voluntariado”, comprensivo de los artículos 32 al 37, define el voluntariado como un conjunto de personas que participa en actividades de interés público, no remuneradas, realizadas en forma libre, sistemática y regular por alguna de las asociaciones a que se refiere el Título II de esta ley. (Artículo 32).


Agrega en su artículo 34 que los voluntarios tienen como derechos fundamentales los de participar en la organización; recibir capacitación y formación para ejercer sus funciones de tal y la certificación de su condición de voluntario.


A su turno, tienen como deberes u obligaciones los de cumplir los compromisos adquiridos con la organización; rechazar toda remuneración por su acción voluntaria; participar en cursos de capacitación y velar por los bienes de la asociación. (Artículo 35).


Propone dos normas finales este Título. Mediante la primera encarga al Ministerio Secretaría General de Gobierno supervigilar la coordinación de los servicios públicos en la promoción del voluntariado. La segunda contiene las menciones del documento de incorporación de los voluntarios a la asociación. (derechos y deberes; funciones y actividades a que se compromete el voluntario; capacitación requerida para las actividades societarias, y duración del vínculo).


El último Título de este proyecto, el V, artículos 38 al 42, en los cuatro párrafos que lo conforman contiene enmiendas a las leyes orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración; orgánica constitucional de Municipalidades; de juntas de vecinos y organizaciones comunitarias, y otros cuerpos legales, sobre la organización del Ministerio Secretaría General de Gobierno.


Por lo que hace a la ley orgánica constitucional de Bases de la Administración, el proyecto le incorpora un nuevo Título IV, que denomina “De la participación ciudadana en la gestión pública”.


Este nuevo título consagra el derecho de las personas a participar en las políticas, programas y acciones del Estado, prohibiendo excluir sin razón justificada su ejercicio. Obliga a los órganos de la Administración a informar acerca de sus políticas, planes, programas y presupuestos, en medios electrónicos u otros, y a dar cuenta anual a la ciudadanía de su gestión. Si tal cuenta es observada el órgano afectado deberá responderla. (Nuevos artículos 69 a 72).


Además, obliga a la Administración a:


Uno) Informar al público acerca de las modalidades de participación ciudadana en materias de su competencia;


Dos) Requerir del público su opinión acerca de los asuntos de interés ciudadano que estime pertinente;


Tres) Establecer consejos de la sociedad civil, de carácter consultivo, integrados por representantes de las organizaciones de interés público, que tengan relación con la competencia específica del órgano de que se trate.


Por último, este Título declara que sus normas no se aplicarán a las instituciones mencionadas en el artículo 21 de la ley de Bases de la Administración, las que podrán establecer una normativa para este efecto. (Artículos 73 a 75).


(Las instituciones aludidas son la Contraloría General de la República, el Banco Central las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, los Gobiernos Regionales, los Municipios, el Consejo Nacional de Televisión y las empresas públicas creadas por ley).


El segundo párrafo de este Título V, cual se dijo, propone enmiendas a la ley orgánica municipal.


En primer término, reemplaza en el artículo 63, letra m), de ese cuerpo legal el “consejo económico y social comunal” por el “consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil” y, enseguida, entrega al concejo municipal dos nuevas atribuciones, cuales son las de pronunciarse sobre las materias de relevancia local que deben ser consultadas a la comunidad a través de este nuevo consejo, e informar a las organizaciones comunitarias, a las de interés público y a las demás instituciones relevantes en la comuna, cuando lo requieran, acerca de la marcha de la municipalidad.


También obliga al municipio, en la ordenanza que dicte para efectos de la participación ciudadana, a mencionar a las organizaciones que deben ser consultadas e informadas acerca de los procesos en que se requiera esa participación, e informar acerca de los medios por los que ésta se materializará. (Nuevo inciso del artículo 93 de la ley municipal).


Este Título regula también el funcionamiento del consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil. (Nuevo artículo 94 de la mencionada ley).


En primer término, dispone que éste será el resultado de una elección que al efecto realicen las organizaciones comunitarias de carácter territorial y funcional y las de interés público de la comuna. Podrán integrarse a estas asociaciones, hasta un tercio del total de sus miembros, las asociaciones gremiales y sindicales u otras relevantes para el desarrollo económico, social o cultural de la comuna.


La integración, funcionamiento y competencias de este consejo serán materia de un reglamento alcaldicio aprobado por el concejo municipal. El consejo de organizaciones civiles será presidido por el alcalde; sus miembros durarán cuatro años en sus cargos y sus sesiones serán públicas.


Una función especial de estos consejos será la de pronunciarse respecto de la cuenta pública del alcalde sobre la cobertura y eficiencia de los servicios municipales y de las materias de relevancia comunal que determine el concejo municipal.


Previene también esta nueva normativa municipal que los consejeros quedan obligados a informar a sus organizaciones acerca de la propuesta de presupuesto y del plan comunal de desarrollo incluido el plan regulador, y de otras materias relevantes formuladas por el alcalde o el concejo.


A continuación, en este Título -nuevo inciso primero del artículo 98- se reemplaza la oficina de partes y reclamos del municipio por una oficina de informaciones, reclamos y sugerencias, disponiendo que mediante una ordenanza municipal se establecerá el procedimiento para tramitar las presentaciones o reclamos y los plazos en que al municipio debe dar respuesta a ellos. (No más de treinta días).


Entre las normas permanentes, agrega a “los dos tercios de los integrantes en ejercicio del consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil” como titulares del derecho de solicitar al alcalde la convocatoria a plebiscito comunal.


(El artículo 99 vigente dispone que el plebiscito procederá por acuerdo del alcalde y del concejo; a requerimiento de los dos tercios del mismo o por iniciativa de los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la comuna. El proyecto reduce del 10% al 5% de estos últimos, el volumen de ciudadanos para requerir la consulta popular.).


El párrafo 3° contiene modificaciones a la ley sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias. El artículo 40 del proyecto autoriza a las uniones comunales de juntas de vecinos y a las uniones comunales de organizaciones comunitarias funcionales para agruparse en federaciones o confederaciones provinciales, regionales o nacionales. El funcionamiento de estas últimas será materia de un reglamento que, además, garantizará la autonomía de estas instituciones.


También reduce de cinco a tres los miembros que conforman el directorio de estas organizaciones, y prohíbe formar parte de él a los concejales y funcionarios municipales que ejerzan cargos de jefatura.


Prevé, asimismo, que el concejo establecerá condiciones objetivas y no discriminatorias para las juntas de vecinos que concursen proyectos comunales al Fondo de Desarrollo Vecinal.


El párrafo 4° de este último Título del proyecto en informe propone enmiendas a las leyes sobre organización del Ministerio Secretaría General de Gobierno.


La primera de ellas incorpora en la ley N° 19.032 una nueva función para esta institución, cual es la de dar cuenta anualmente acerca de la participación ciudadana en la gestión pública, y la segunda, que afecta el D.F.L. N° 1, de 1992, de ese Ministerio, enmienda las normas sobre atribuciones de esa secretaría de Estado para incorporar como nueva potestad la de estimular y favorecer el asociativismo y el fortalecimiento de la sociedad civil.


Finalmente, el proyecto aprobado por la Honorable Cámara en el primer trámite constitucional consigna una norma transitoria que se refiere a los plazos en que los órganos de la Administración del Estado deben dictar las modalidades de participación ciudadana en los ámbitos de sus competencias.

- - -


En sesión de 26 de octubre de 2009, la Comisión Mixta se ocupó de una proposición del Ejecutivo (de 15 de septiembre de 2009), que como forma de superar las divergencias surgidas con ocasión del rechazo del Honorable Senado de este proyecto de ley, formuló treinta y tres enmiendas a su articulado.


Consignamos, a continuación, la descripción de las normas contenidas en esta proposición y los acuerdos adoptados por la Comisión Mixta respecto de ellas.

La primera proposición del Ejecutivo recae en el artículo 2° del texto aprobado por la Honorable Cámara y consiste en reemplazar su inciso primero, que dispone que las asociaciones que no tengan fines de lucro y que no estén sometidas a un régimen legal asociativo especial, se regirán por esta ley.

El texto de reemplazo establece que tales asociaciones podrán someterse a esta ley para los efectos de su constitución y funcionamiento.

Además, esta primera proposición sugiere suprimir el inciso segundo del precepto que declara que las asociaciones a que se refiere el inciso primero se ajustarán a esta ley supletoriamente respecto de los regímenes especiales que les sean aplicables.

Esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, que lo fueron los Honorables Senadores señores Bianchi y Orpis y el ex Senador señor Núñez y los Honorables Diputados señora Pascal y señor Harboe y el ex Diputado señor Duarte, en sus mismos términos, sin enmiendas.

Con la misma votación se dieron por aprobados los artículos 1º y 3º del texto de la Honorable Cámara, que no fueron objeto de proposiciones.  (Consagran el principio de libertad de asociación y el deber del Estado de promover el asociacionismo.).

El artículo 4º del texto despachado en el primer trámite constitucional que prescribe que nadie puede ser obligado a constituir o integrarse a una asociación y que la incorporación a ésta es libre, personal y voluntaria, “debiendo ajustarse a lo establecido en la legislación vigente y en sus estatutos respectivos.”, se dio por aprobado, también con la misma votación precedente, con la sola enmienda de suprimir la frase subrayada, habida consideración que la misma idea respecto de los estatutos está reproducida, según se dirá en su oportunidad, en la letra d) del artículo 15.
La segunda proposición sustituye en el inciso primero del artículo 5° la palabra “Estatutos” por la frase “normativas o acuerdos”. (Esta disposición establece que en relación con su régimen interno las asociaciones se ajustarán a sus “Estatutos”.).

En seguida, esta proposición agrega al proyecto un nuevo artículo 5° bis que crea las “proasociaciones sociales”, que son entidades sin fines de lucro que no tienen personalidad jurídica.

En su inciso segundo este nuevo artículo expresa que estas asociaciones son beneficiarias de programas o políticas sociales o culturales del Ejecutivo; y concluye señalando en su inciso tercero que dichas asociaciones podrán acceder a recursos públicos a través de corporaciones, fundaciones u otras personas jurídicas sin fines de lucro, las cuales serán responsables por el uso de los recursos.

Esta segunda proposición fue acogida por la Comisión Mixta, con dos enmiendas. La primera consiste en agregar en el inciso primero del artículo 5º, a continuación de las nuevas expresiones “normativas o acuerdos,”, las palabras “según corresponda”, y la segunda incorpora en el inciso segundo del nuevo precepto (artículo 5º bis) una norma que prescribe que las proasociaciones podrán ser beneficiarias de programas o políticas sociales o del Estado, hasta por dos años contados desde que soliciten el primer beneficio.

Resultó aprobada esta proposición, con las enmiendas anotadas, con los votos del ex Senador señor Núñez y de los Honorables Diputados señora Pascal y señores Duarte y Harboe, y las abstenciones de los Honorables Senadores señores Bianchi y Orpis.

La tercera proposición del Ejecutivo reemplaza la palabra “siete” por “quince” en el inciso segundo del artículo 6°, que exige como requisito para que estas organizaciones obtengan su personalidad jurídica el acuerdo de siete o más personas naturales que aporten su conocimiento, medios o actividades para tal efecto.

Esta proposición fue acogida en sus mismos términos con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta Honorables Senadores señores señores Bianchi y Orpis y el ex Senador señor Núñez y Honorables Diputados señora Pascal y señor Harboe y el ex Diputado señor Duarte.

La siguiente proposición, la cuarta, sustituye en el inciso primero del artículo 7° la palabra “tercero” por  “segundo”, lo cual es adecuación de una referencia que tiene su correspondencia con la supresión dispuesta por la Comisión Mixta al “inciso segundo” del artículo 2º, según se ha dicho precedentemente.

A continuación, esta misma proposición agrega a continuación de la frase “podrán contraer todo tipo de obligaciones financieras” las palabras “entre otras”.

El referido precepto dispone que las organizaciones sin fines de lucro, sin perjuicio del inciso tercero del artículo 2°, podrán contraer todo tipo de obligaciones financieras, administrar proyectos de origen nacional o internacional, recibir subvenciones o aceptar donaciones, postular a fondos concursables, solicitar créditos, pagar remuneraciones y asignar becas.

La Comisión Mixta acogió esta sugerencia con los votos de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Pérez Varela y el ex Senador señor Núñez y los Honorables Diputados señora Pascal y señor Harboe y el ex Diputado señor Duarte.

La quinta proposición recae en el artículo 8°, que crea una entidad denominada “órgano directivo”, el cual tendrá por finalidad gestionar los intereses de la organización de acuerdo con las disposiciones de la asamblea. Sólo podrán formar parte del órgano directivo los asociados de la organización.

La proposición sustituye el inciso tercero con otro que señala que las organizaciones sin fines de lucro que se constituyan conforme a esta ley podrán acreditar su vigencia con un certificado de su incorporación en el Registro Único de Asociaciones sin Fines de Lucro, en los términos del artículo 16.

Esta proposición fue acogida por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, que lo fueron los Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis y Pérez Varela y el ex Senador señor Núñez y los Honorables Diputados señora Pascal y señor Harboe y el ex Diputado señor Duarte, en los mismos términos, sin enmiendas.

La sexta proposición sugiere la eliminación del artículo 10, precepto que encabeza el párrafo 3°, de la obtención de personalidad jurídica y de su cancelación, que declara que el procedimiento común y supletorio para obtener personalidad jurídica por estas asociaciones sin fines de lucro es el que se regula en este párrafo.

Esta supresión propuesta por el Ejecutivo contó con la aprobación unánime de los miembros presentes de la Comisión Mixta, que se la prestó con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Pérez Varela y el ex Senador señor Núñez y los Honorables Diputados señora Pascal y señor Harboe y el ex Diputado señor Duarte.

La séptima proposición contiene diversas enmiendas al artículo 11, que regula la constitución de estas asociaciones.

La primera enmienda recae en el inciso tercero conformado con literales que enuncian las estipulaciones que deben incluirse en los estatutos societales. La letra h) dispone que los estatutos contendrán normas que regulen la disciplina, resguardando el debido procedimiento.

En este punto, la proposición sustituye este literal por otro que consigna como estipulación estatutaria las disposiciones y procedimientos que regulen conflictos relacionados con el orden interno o el ejercicio de los derechos de los asociados, resguardando el debido proceso.

La segunda enmienda reemplaza en la letra k) de este artículo la palabra “cuatro” por “tres”.  (El referido literal declara que es también estipulación estatutaria la periodicidad con que se elegirán los dirigentes de la entidad, que no excederá de cuatro, que pueden ser reelectos).

La tercera enmienda reemplaza el inciso final de este artículo. La norma obliga a estas asociaciones a cumplir sus finalidades, agregando que las que se constituyan de acuerdo a esta ley podrán hacerlo en los términos de un estatuto tipo aprobado por decreto del Ministerio Secretaría General de Gobierno.

El precepto propuesto simplifica la declaración disponiendo que las organizaciones que se constituyan en los términos de esta ley podrán acogerse a los estatutos mencionados.

Este precepto y las enmiendas que le introduce la proposición del Ejecutivo fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis y Pérez Varela y el ex Senador señor Núñez y Honorables Diputados señora Pascal y señor Harboe y el ex Diputado señor Duarte, con excepción de la recaída en el literal k) –periodicidad de cuatro años para elegir a los dirigentes de la organización que la proposición rebaja a tres años- que resultó aprobada con los votos del Honorable Senador señor Bianchi y el ex Senador señor Núñez y Honorables Diputados señora Pascal y señor Harboe, el voto en contra del Honorable Senador señor Pérez Varela y del ex Diputado señor Duarte, y la abstención del Honorable Senador señor Orpis.

La octava proposición contiene enmiendas al artículo 12 que obliga a las asociaciones constituidas al amparo de esta ley a entregar al Ministerio Secretaría General de Gobierno una copia autorizada del acta de la asamblea constitutiva y de sus estatutos, dentro de los 30 días siguientes a la asamblea (inciso primero).

El inciso tercero de este precepto autoriza al Ministerio Secretaría General de Gobierno, dentro de los 30 días siguientes a la recepción de los documentos, para objetar la constitución de la organización en caso de incumplimiento de los requisitos exigidos para su formación y aprobación de estatutos, todo lo cual será notificado por carta certificada o por medios electrónicos al presidente del directorio provisional.

El inciso cuarto obliga a la organización a subsanar los reparos formulados dentro de los treinta días siguientes a su notificación. Si no lo hiciere su personalidad jurídica caducará por el solo ministerio de esta ley y los integrantes del directorio pasan a ser responsables solidarios de lo actuado por ésta.

El inciso quinto de este artículo 12 declara que transcurrido el plazo señalado en el inciso tercero (30 días contados desde la recepción del acta de la asamblea y de los estatutos de la organización), sin que se haya opuesto reparo u objeción, la solicitud de inscripción se entenderá aceptada conforme a las normas sobre el silencio administrativo (Ley N° 19.880, sobre procedimiento administrativo).

El inciso sexto previene que cumplido todo el procedimiento anterior el Ministerio Secretaría General de Gobierno inscribirá la organización en el Registro Único de Asociaciones sin Fines de Lucro, y el séptimo y final obliga a ésta, entre los 60 y 90 días posteriores a la obtención de su personalidad jurídica, a convocar a asamblea extraordinaria para elegir el directorio definitivo.

Las prescripciones del artículo 12 descritas fueron objeto de las siguientes proposiciones de modificación:

La del inciso primero, para reemplazar la frase “al Ministerio Secretaría General de Gobierno o a los organismos públicos que éste señale” por “a la municipalidad de la comuna donde declare su domicilio la organización”.

La del inciso tercero, para sustituirlo por otro de igual contenido, pero que reemplaza al Ministerio Secretaría General de Gobierno por la municipalidad, como el órgano competente para formular objeciones a la constitución de la organización.

La del inciso cuarto, para suprimir la norma que declara solidariamente responsables a los directivos provisorios en caso de que se caduque la personalidad jurídica de la organización por no subsanar los reparos formulados a su constitución.

La del inciso quinto, para reemplazarlo por otro que también regula la misma materia pero que sustituye la referencia al “Ministerio” por otra a la “municipalidad”.

La del inciso sexto, para formular igual sustitución que la precedente.

La del inciso séptimo, para reemplazarlo por otro que prescribe que en caso de que no se reconozca su personalidad jurídica, las asociaciones podrán entablar los recursos que franquea la ley N° 19.880, sobre procedimiento administrativo.

Las enmiendas consignadas en esta proposición octava fueron aprobadas, la primera en los mismos términos consignados en ella, y la segunda con una modificación consistente en aclarar que las objeciones que puede formular la municipalidad respecto de la constitución de la organización son sólo por vicios de forma.

Concurrieron a estos acuerdos los Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis y Pérez Varela y el ex Senador señor Núñez y Honorables Diputados señora Pascal y señor Harboe y el ex Diputado señor Duarte.  Las restantes enmiendas al artículo 12, recaídas en sus incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo, no fueron consideradas por la Comisión Mixta en esta etapa de la discusión del proyecto. Se acordó que su análisis y votación se efectuarían al concluir el examen de las proposiciones del Ejecutivo, por las razones que en seguida se dirán.

- - -

En sesiones de 5 y 11 de enero de 2010, la Comisión Mixta consideró una nueva proposición del Ejecutivo, (Mensaje Nº 1793-357), que introduce enmiendas al articulado del proyecto, como también, nuevos contenidos.

Habida consideración de los acuerdos adoptados hasta el artículo 12 consignados precedentemente, la Comisión Mixta acordó iniciar el estudio de la nueva proposición desde el artículo 14 en adelante, dejando pendiente la revisión de los artículos 1º al 13 del nuevo texto del mensaje mencionado con el fin de compatibilizarlos con los artículo 1º al 12 aprobados hasta ahora.

Describimos a continuación los preceptos resultantes del debate y los acuerdos adoptados respecto de esta nueva proposición.

Hacemos presente, para evitar repeticiones, que los artículos 14 al 23, considerados en la sesión que la Comisión celebró el 5 de enero de 2010, con excepción del artículo 21, fueron aprobados en los términos que enseguida se consignan, con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi y Sabag  y el ex Senador señor Núñez y Honorables Diputados señora Pascal y señor Harboe y el ex Diputado señor Duarte.

Los artículos 24 y 25, tratados en sesión de 11 de enero de 2010, contaron con la aprobación unánime de los miembros presentes de la Comisión Mixta Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis y Sabag y el ex Senador señor Núñez y Honorables Diputados señora Pascal y señor Harboe y el ex Diputado señor Duarte.

Los artículos 26, letra b), 27, letra b), 28, 29 y 30, analizados en la misma oportunidad, fueron aprobados también por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Orpis y Sabag y el ex Senador señor Núñez y Honorables Diputados señora Pascal y señor Harboe y el ex Diputado señor Duarte.

Los artículos 26, letra a), y 27, letra a), se aprobaron con los votos del Honorable Senador señor Sabag y del ex Senador Núñez y Honorables Diputados señora Pascal y señor Harboe y el ex Diputado señor Duarte.  Votó en contra de ellos el Honorable Senador señor Orpis.

Los artículos 13 y 21 quedan pendientes de resolución y los artículos 31 al 40, que conforman dos nuevos títulos no fueron considerados por la Comisión Mixta en esta etapa, por las razones que se expondrán más adelante.

DESCRIPCIÓN DEL NUEVO ARTICULADO

 PROPUESTO POR EL EJECUTIVO
El nuevo artículo 14 dispone que los asociados pueden disolver voluntariamente su organización, de conformidad con sus estatutos, informando para este efecto al municipio que le reconoció su personalidad jurídica.

Este precepto que trata materias consideradas en el artículo 13 despachado por la Honorable Cámara, fue aprobado sin enmiendas por la Comisión Mixta.

El nuevo artículo 15, que corresponde al artículo 14 del proyecto de la Honorable Cámara pero con distinta redacción en su encabezamiento, señala los derechos de los asociados a una organización: participar en sus actividades, su asamblea y órganos directivos y en la fijación de cuotas u otras obligaciones; ser informado acerca de los órganos y funcionamiento de la entidad; ser oído antes de que se adopten medidas disciplinarias en su contra debiendo la sanción imponerse fundadamente, e impugnar los acuerdos que estime contrarios a los estatutos.

Fue aprobado en los términos descritos, sin enmiendas.

El artículo 16, que corresponde al artículo 15 del texto de la Honorable Cámara, consigna los deberes de los asociados, esto es, compartir y colaborar con las finalidades de la asociación, pagar sus cuotas y enterar otros aportes y acatar y cumplir los acuerdos válidamente adoptados y demás obligaciones estatutarias.

Este precepto también fue aprobado sin modificaciones.

El artículo 17 nuevo, que no tiene correlación con el proyecto de la Honorable Cámara, impone a los representantes de estas organizaciones la responsabilidad de notificar al municipio que les reconoció la personalidad jurídica los cambios que experimenten  sus estatutos o domicilio social, y la elección de sus directivos.

En su inciso segundo declara que el municipio informará al Registro Único de Asociaciones Sin Fines de Lucro acerca de estas modificaciones dentro de los 30 días siguientes a su recepción, en tanto que el inciso siguiente, el tercero, previene que la asociación queda disuelta si en el plazo de cuatro años contados en la forma allí descrita no envía al municipio la información mencionada.

El inciso cuarto dispone que dentro de los 30 días siguientes a la fecha del decreto alcaldicio que declare la disolución de la organización, el secretario municipal enviará copia de él al Servicio del Registro Civil, para que este último elimine a la organización disuelta del Registro Único de Asociaciones Sin Fines de Lucro, procedimiento que también se aplicará (inciso final) en caso que la disolución provenga de una sentencia judicial.

Fue aprobado sin enmiendas por la Comisión Mixta.

El artículo 18 (16 en el texto de la Honorable Cámara) resultante de la nueva proposición crea el Registro Único de Organizaciones Sin Fines de Lucro, a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación.

Agrega el nuevo precepto que este Servicio mantendrá actualizada la información del Registro y que éste, además, contendrá la información que le provea el Ministerio de Justicia respecto de las notificaciones recaídas en las corporaciones y fundaciones constituidas de conformidad con el Título XXXIII del Código Civil.

Reconoce el derecho de las organizaciones sin fines de lucro a obtener del Servicio la certificación de su inscripción en el Registro y faculta al mencionado Servicio para cobrar un valor por esa certificación.

Finalmente, dispone que el Registro clasificará las organizaciones de acuerdo con su marco normativo, y remite al reglamento señalar las demás normas relativas al funcionamiento de aquél.

Fue aprobado sin enmiendas por la Comisión Mixta.

El artículo 19 nuevo reproduce el contenido del artículo 18 del texto aprobado por la Honorable Cámara, que dispone que las organizaciones de interés público se regirán por las normas del Título II, conformado por este artículo y los artículos 20, 21 y 22.

También fue aprobado en la forma propuesta, sin enmiendas.

El nuevo artículo 20 (resultante del examen del artículo 20 del texto de la Honorable Cámara y de las enmiendas introducidas por la proposición) dispone que tendrán el carácter de “interés público” por el solo ministerio de esta ley las organizaciones incorporadas al Registro que tengan los fines señalados en el Nº 4 del artículo 2º (la promoción del interés general en materia de derechos ciudadanos, asistencia social, educación, salud, medio ambiente y cualquier otro de bien común), que se inscriban en el Catastro de Organizaciones de Interés Público.

También reconoce el mismo carácter de “interés público” a las organizaciones comunitarias de la ley Nº 19.418 y a las comunidades y asociaciones indígenas de la ley Nº 19.253, todas las cuales podrán acceder a los beneficios que tal carácter otorga. Finalmente, extiende este carácter a las corporaciones y fundaciones sin fines de lucro constituidas al amparo del Título XXXIII del Código Civil, que declaren cumplir las finalidades previstas en el Nº 4 del artículo 2º, ya mencionadas.

Esta norma fue aprobada con una enmienda de mera forma en su inciso final introducida por la Comisión Mixta.

El nuevo artículo 22 (según se dijo, el artículo 21 resultante de la nueva estructuración del proyecto y que esta proposición no abordó, quedó pendiente) prescribe que las personas jurídicas registradas de conformidad con este título (Título II, De las organizaciones de interés público) quedan facultadas para acceder a los beneficios económicos, sociales y culturales que les asignen las leyes.

Fue aprobado sin enmiendas por la Comisión Mixta.

El artículo 23 propuesto en la nueva fórmula del Ejecutivo –que corresponde al artículo 25 del texto aprobado por la Honorable Cámara- crea el Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público, el cual se constituirá con aportes de la ley de presupuestos, con los de la cooperación internacional y con las donaciones y otros aportes a título gratuito. Agrega que sus recursos se destinarán al financiamiento de proyectos y programas nacionales y regionales que se conformen con las finalidades dispuestas en el Nº 4 del artículo 2º (la promoción del interés general a que se ha hecho mención en un párrafo precedente en materia de derechos ciudadanos, asistencia social, educación, salud y medio ambiente); y que su Consejo Nacional fijará una cuota nacional y cuotas regionales sobre bases objetivas.  Concluye disponiendo que la asignación que se haga a la Región Metropolitana no podrá exceder del 50% de los recursos transferidos.

Finalmente, la Comisión, acogiendo una sugerencia de los Honorables Diputados señora Pascal y señor Harboe y del ex Diputado señor Duarte, agregó a este artículo, que se aprobó, un inciso final que dispone que las donaciones y otros aportes que se hagan a título gratuito no se considerarán para los efectos del límite del 50%, ya señalado.

El nuevo artículo 24, que tiene su correlación con el artículo 26 del texto de la Honorable Cámara, señala la integración del Consejo Nacional del Fondo: los Subsecretarios de la Secretaría General de Gobierno; de Hacienda y de Planificación; dos miembros designados por el Presidente de la República con el acuerdo, respectivamente, de la Cámara de Diputados y del Senado; seis representantes de las organizaciones de interés público elegidos por éstas que se encuentren inscritas en el  “Catastro”, que se renovarán cada cuatro años. Agrega que en el proceso de selección de estos representantes deberán nombrarse tres suplentes y que los mencionados Subsecretarios también habrán de designar a sus suplentes.

A continuación, dispone que el Presidente del Consejo será nominado por el Presidente de la República de entre los representantes de las organizaciones de interés público el que será reemplazado por el integrante que determine el Consejo; señala que el quórum para adoptar decisiones será la mayoría de sus miembros y que el Presidente tendrá voto dirimente en caso de empate. Finalmente, declara que los miembros del Consejo Nacional y de los consejos regionales no percibirán remuneración sin perjuicio de los viáticos que les correspondan para gastos de transporte, alimentación y alojamiento en que incurran en el ejercicio de sus funciones.

Este precepto resultó aprobado por la Comisión Mixta, sin enmiendas.

El artículo 25 de la nueva proposición, que corresponde al artículo 27 del texto de la Honorable Cámara, se refiere a la composición de los miembros de los consejos regionales, esto es, cinco representantes de las organizaciones de interés público incorporadas al catastro; los secretarios regionales ministeriales de Gobierno y de Planificación; y dos consejeros regionales elegidos por el respectivo consejo regional del gobierno regional.

Agrega que el presidente del consejo regional del Fondo será designado por el intendente regional de entre los representantes de las organizaciones de interés público y que éstos deberán también tener tres miembros suplentes.

Este precepto también remite al reglamento disponer el procedimiento de selección de los representantes de las organizaciones de interés público que integrarán el Consejo Nacional y los consejos regionales del Fondo, garantizando una representación proporcional de las distintas asociaciones, pero el voto de cada una de ellas será sólo por un candidato. 

Fue aprobado en los términos descritos sin ulterior enmienda.

- - -

Se describen a continuación, conjuntamente, los artículos 26 y 27 consignados en la proposición, pues fueron objeto de un análisis común.

El artículo 26 (artículo 28 en el texto de la Honorable Cámara) establece las funciones del Consejo Nacional del Fondo:

a) Aprobar criterios y requisitos para postular a proyectos y programas de carácter nacional o regional financiados por el Fondo y adjudicar anualmente los de carácter nacional, y

b) Cumplir las demás funciones que le encomienden esta ley y su reglamento.

A su turno, el artículo 27 (no tiene correlación en el texto de la Honorable Cámara) dispone que les corresponderá a los consejos regionales del Fondo:

a) Fijar anualmente los criterios y prioridades para adjudicar recursos con relevancia regional, ajustados (los criterios y prioridades) a las normas de carácter general que determine el Consejo Nacional;

b) Adjudicar los recursos destinados a proyectos y programas regionales, y

c) Cumplir las restantes funciones que les señale esta ley y su reglamento.

Concluye este artículo disponiendo que en las demás materias los consejos regionales se ajustarán a las normas que imparta el Consejo Nacional.

En relación con ambos preceptos, el Honorable Senador señor Orpis expresó que los consejos regionales, tal como están concebidos, no tendrán plena autonomía pues en la adjudicación de los proyectos regionales deben ajustarse a las normas generales definidas por el Consejo Nacional, lo cual, en su opinión, merece una revisión y un análisis más detenido.

El señor Francisco Estévez, ex Director de la División de Organizaciones Sociales del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señaló que el Consejo Nacional, respecto de los consejeros regionales, sólo puede fijar criterios y normas generales; y no le está permitido adjudicar recursos para proyectos y programas regionales.

Por su parte el ex Diputado señor Duarte fue de parecer que es propio del Estado unitario que un organismo de carácter nacional tenga la facultad de fijar criterios generales.  Agregó que, además, el proyecto reafirma la necesaria autonomía que deben tener los consejos regionales en su ámbito, al radicarse en ellos la función de adjudicar los proyectos de impacto regional y no en el Consejo Nacional.

El Honorable Diputado señor Harboe coincidió con la intervención anterior. Al efecto manifestó que el artículo 26 es claro y coherente. Establece un sistema enmarcado en criterios generales  para el funcionamiento del Fondo, pero no adjudica regionalmente los recursos de éste en los proyectos y programas de las regiones. 

El Honorable Senador señor Orpis reiteró la necesidad de analizar con mayor detención las funciones de estas entidades, Consejo Nacional y consejos regionales, pues tal como están concebidos en el proyecto, los consejos regionales siempre quedarán supeditados a las directrices del Consejo Nacional, lo cual deja en letra muerta la norma que les permite practicar las adjudicaciones de recursos. Sugirió enmendar ambos preceptos con el objeto de reforzar la autonomía de los consejos regionales para lo cual es necesario suprimir la facultad que el proyecto entrega al Consejo Nacional de fijar los criterios y requisitos para la postulación de proyectos o programas regionales.

La Honorable Diputada señora Pascal observó que este asunto se enmarca en el principio del Estado unitario, y sobre esa base se construyen los presupuestos y los criterios para distribuir los recursos.
El ex Senador señor Núñez propuso redefinir ambos preceptos para evitar se generen dudas de interpretación, radicando en el Consejo Nacional la facultad de dictar normas generales y adjudicar proyectos nacionales y a los consejos regionales la potestad de adjudicar los de impacto regional, criterio que fue compartido por el Honorable Senador señor Sabag.

El Honorable Diputado señor Harboe reafirmó la coherencia de ambos preceptos. Lo contrario, es decir, negarle al Consejo Nacional estas potestades podría significar la ausencia de requisitos de postulación a proyectos. Reiteró que, en su opinión, la fórmula propuesta responde a la idea de que la ley de presupuestos es de carácter nacional.

Seguidamente, el ex Senador señor Núñez y el Honorable Diputado señor Harboe sugirieron reemplazar el encabezamiento del literal a) del artículo 26 por la frase: “Aprobar las bases generales y requisitos de carácter administrativo”.

Puesta en votación la proposición transcrita resultó aprobada según quedó dicho en un acápite precedente, con los votos del Honorable Senador señor Sabag y del ex Senador señor Núñez y los Honorables Diputados señora Pascal y señor Harboe y el ex Diputado señor Duarte.  Votó en contra el Honorable Senador señor Orpis. Con la misma votación quedó aprobada la letra a) del artículo 27. Los literales b) de ambos preceptos fueron aprobados, sin enmiendas, con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Orpis y Sabag del ex Senador señor Núñez y Honorables Diputados señora Pascal y señor Harboe y el ex Diputado señor Duarte.

El artículo 28 de la nueva proposición (corresponde al artículo 29 del texto de la Honorable Cámara) encarga al Ministerio Secretaría General de Gobierno la función ejecutiva del Fondo de Fortalecimiento, la cual servirá de soporte técnico para el funcionamiento del Fondo, del Consejo Nacional y de los consejos regionales.  Agrega que la coordinación de esa función corresponderá a un Secretario Ejecutivo nombrado por el Sistema de Alta Dirección Pública y que los gastos de funcionamiento del Fondo y de las mencionadas entidades se financiarán con cargo al presupuesto del Ministerio Secretaría General de Gobierno.

Este precepto fue aprobado sin enmiendas por la Comisión Mixta.

El artículo 29 de la nueva proposición prevé que un reglamento del Ministerio Secretaría General de Gobierno, suscrito además por los Ministros de Hacienda y de Planificación, establecerá el funcionamiento del Fondo.

También resultó aprobado en los términos propuestos por la Comisión Mixta.

El artículo 30 del texto de la proposición establece que el Catastro y las resoluciones del Consejo Nacional y de los consejos regionales se pondrán a disposición de la Contraloría General de la República, para que ésta se imponga de la rendición de cuenta de los recursos.

Fue aprobado sin enmiendas por la Comisión Mixta.

- - - 

A continuación, la proposición del Ejecutivo consigna un Título IV “De las organizaciones de Interés Público que se acrediten como Organizaciones de Voluntariado”, artículos 31 al 35, y otro, el V, “De la modificación de otros cuerpos legales”, artículos 35 al 40”, y un artículo transitorio, que no fueron considerados por la Comisión Mixta, habida cuenta de que las materias que estos preceptos abordan están contenidos en otra nueva proposición del Ejecutivo, como se dirá en el acápite siguiente.

- - -

En sesión de 10 de marzo de 2010, el señor Francisco Estévez, a la sazón Director de la División de Organizaciones Sociales del Ministerio Secretaría General de Gobierno, expresó que durante el mes de febrero conformó un equipo de trabajo con el señor Enrique Barros, Presidente del Colegio de Abogados, con la finalidad de revisar el proyecto y hacerse cargo, especialmente a petición del Honorable Senador señor Orpis y del ex Diputado señor Duarte, de las normas relativas a las organizaciones del voluntariado. Como fruto del trabajo realizado, presenta ahora ante la Comisión Mixta un nuevo texto que recoge lo obrado con ocasión del debate de la Comisión Mixta recaído en las proposiciones anteriores con cambios, como se ha dicho, en el Título IV, del Voluntariado, que ahora queda regulado en un nuevo párrafo segundo del Título II, artículos 19 y 20, y otros de los Títulos I y II, que se refundieron. Al Título V del texto aprobado por la Honorable Cámara, que pasa a ser Título IV a virtud de la supresión del Estatuto del Voluntariado, en la nueva proposición se le agrega un nuevo párrafo que, en su opinión, perfecciona significativamente el proyecto y que consigna enmiendas al Título XXXIII del Código Civil, que trata de las corporaciones y fundaciones de beneficencia pública. 

Señaló que los nuevos preceptos, básicamente al atribuir a las corporaciones el carácter de asociaciones, armonizan con las tendencias modernas sobre asociacionismo. La proposición en este aspecto flexibiliza la constitución de estas entidades al trasladar al Código Civil las normas del proyecto que se refieren a esta materia. En otras palabras el nuevo proyecto no crea la figura paralela que generaba la propuesta anterior de establecer un mecanismo para la constitución de las asociaciones y, a la vez, mantener la institucionalidad del Código Civil para las corporaciones y fundaciones de beneficencia pública.  El proyecto, ahora, se desiste de institucionalizar un régimen especial y distinto para estas últimas. Antes bien, fortalece la normativa del Código Civil pues elimina exigencias obsoletas que entraban la constitución y funcionamiento de estas entidades.  De este modo, por ejemplo, la nueva normativa permite que las corporaciones, fundaciones y asociaciones soliciten directamente al Servicio del Registro Civil e Identificación la certificación de su vigencia sin tener que recurrir, como hasta ahora, a más de una instancia para ese efecto.

Agregó, finalmente, que el nuevo proyecto recoge modificaciones que han sido solicitadas transversalmente por la sociedad civil y cumple con la función esencial de la Comisión Mixta, cual es proponer un fórmula de consenso que dé solución a las diferencias surgidas entre ambas Cámaras con ocasión del despacho de esta iniciativa.

- - - 

La Comisión Mixta, acogiendo el planteamiento precedente, se ocupó de esta nueva proposición del Ejecutivo (de 4 de marzo de 2010) aprobándola en su integridad con algunas enmiendas formales que readecúan en parte la estructura del proyecto.

Hacemos presente que esta nueva proposición incluye enmiendas a todo el articulado del proyecto de la Honorable Cámara, con excepción de su artículo 1°, y fue aprobada con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, que lo fueron los Honorables Senadores señores Bianchi; Orpis; Pérez Varela; Sabag del ex Senador señor Núñez, y los Honorables Diputados señores Schilling y Ward y del ex Diputado al señor Duarte.  El artículo 1°, por su parte, había sido aprobado anteriormente, en la sesión del 26 de octubre pasado, según se dijo, con una unanimidad distinta, conformada con los Honorables Senadores señores Bianchi y Orpis; los Honorables Diputados señora Pascal y señor Harboe; el ex Senador señor Núñez y el ex Diputado señor Duarte.

Se describe a continuación el texto de este proyecto de ley, que incluye las normas aprobadas por la Honorable Cámara de Diputados y las enmiendas introducidas a él en virtud de esta nueva proposición.

Artículo 1°

Este precepto no fue sustituido en la nueva proposición del Ejecutivo  cual se señaló más arriba, y corresponde al texto aprobado por la Honorable Cámara. Consagra la libertad de asociación, con énfasis en las que “expresen la diversidad de intereses sociales e identidades culturales”. Prohíbe las asociaciones contrarias a la moral, al orden público y a la seguridad del Estado, como también las que atenten en contra de la dignidad y valor de las personas, el régimen de Derecho y el bienestar general de la sociedad democrática.

Artículo 2°

Para este artículo, la proposición sustitutiva del Ejecutivo consigna un texto que corresponde, en parte, al contenido del artículo 3° del texto de la Honorable Cámara. 

Declara como deber del Estado promover y apoyar la asociatividad de la sociedad civil; garantiza la autonomía de las asociaciones con respecto a la Administración, y obliga a aquél a incluir en sus programas, planes y acciones el fomento del asociacionismo.

Artículo 3°

Consignado en la proposición sustitutiva, este artículo 3° recoge las normas del artículo 4° del texto aprobado por la Honorable Cámara; esto es, las que conforman el principio de que nadie puede ser obligado a constituir o pertenecer a una asociación, como también la prohibición de que la ley o la autoridad exijan la afiliación a una determinada entidad asociativa para desarrollar una actividad o trabajo, ni su desafiliación para los mismos fines.

Artículo 4°
Este artículo, en los términos de la proposición sustitutiva, acoge preceptos de los artículos 14 y 15 del texto aprobado por la Honorable Cámara, relativos a los derechos y deberes de los asociados: participar en las asambleas; elegir y ser elegido miembro de los órganos directivos, ser informado del funcionamiento de la entidad; cumplir los acuerdos válidamente adoptados por la asamblea y demás órganos de la asociación; participar en sus actividades y enterar sus aportes.

Artículo 5°
El precepto consignado en la proposición sustitutiva para este artículo establece que las asociaciones se constituirán de conformidad con el Título XXXIII del Código Civil, sin perjuicio de lo que dispongan otras leyes especiales. Los artículos 2° y 6° del texto de la Honorable Cámara se refieren a la materia descrita.

Artículo 6°
La proposición sustitutiva para este artículo habilita a las asociaciones para constituir uniones o federaciones y confederaciones, ajustadas a sus estatutos y a los requisitos que la ley exija para la constitución de las asociaciones. Corresponde al artículo 9° del texto aprobado por la Honorable Cámara.

Artículo 7°
La proposición sustitutiva, en este artículo, admite la conformación de agrupaciones que no tengan personalidad jurídica. Agrega que sin perjuicio de la norma especial del inciso final del artículo 549 del Código Civil (los actos colectivos de una corporación sin existencia legal obligan solidariamente a sus miembros), estas agrupaciones podrán actuar por intermediación de otras personas jurídicas o naturales, quienes responderán ante terceros. La norma así aprobada no tiene correlación con el proyecto de la Honorable Cámara.

- - - 

En seguida, la proposición sustitutiva reemplaza el párrafo 2° del Título I del texto aprobado por la Honorable Cámara “De las organizaciones sin fines de lucro”, por otro cuyo epígrafe reza “Del Registro Nacional de Personas Jurídicas Sin Fines de Lucro”.

Artículo 8°
El nuevo artículo 8° de la proposición sustitutiva con que se inicia este párrafo 2°, establece el Registro Nacional de Personas Jurídicas Sin Fines de Lucro, que estará a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación. Agrega que la información del Registro se conformará y actualizará con documentos de las municipalidades y de otros órganos públicos, los que estarán obligados a enviarlos a él para su inscripción, a menos que el interesado solicite formalmente practicarla el mismo. (El texto aprobado por la Honorable Cámara, en sus artículos 16 y 17, que integraban el párrafo 5° del Título I de ese proyecto, regulaba el “Registro Único de Asociaciones sin Fines de Lucro”).

Artículo 9°
La proposición sustitutiva incorpora un nuevo artículo 9° que enuncia las siguientes entidades que deben inscribirse en el Registro:

a) Las asociaciones y fundaciones constituidas al amparo del Título XXXIII del Libro I del Código Civil;

b) Las organizaciones comunitarias funcionales, juntas de vecinos y uniones comunales constituidas conforme a la ley N° 19.418;

c) Las restantes personas jurídicas sin fines de lucro regida por leyes especiales.

En sus incisos segundo y tercero, este precepto dispone que las organizaciones inscritas se clasificarán de acuerdo con su naturaleza y el marco normativo que las regule; y que los tribunales quedarán obligados a remitir al Registro las sentencias que disuelvan las asociaciones. (Este precepto tiene correlación con el artículo 12 del texto de la Honorable Cámara, que exigía la inscripción en el “Registro Único de Asociaciones Sin Fines de Lucro” de estas entidades).

Artículo 10

La proposición sustitutiva consigna para este precepto un nuevo artículo 10 que extiende la competencia del Registro a la inscripción de las directivas y personal de administración de las entidades registradas, remitiendo al reglamento la determinación de las demás inscripciones que deban practicarse con relación al funcionamiento de aquéllas.

Artículo 11

La proposición sustitutiva, para este artículo, incorpora una norma que obliga al Servicio de Registro Civil e Identificación a certificar, a petición de interesado, las anotaciones registradas (vigencia de la personalidad jurídica y composición de los órganos de dirección y administración de estas entidades). Autoriza, también, a cobrar los valores que establezca por los certificados que emita. (El artículo 16 del proyecto de la Honorable Cámara prescribía que las asociaciones estaban habilitadas para solicitar estas certificaciones).

Artículo 12

Este precepto incluido por la proposición sustitutiva en el párrafo 2° del Título I del proyecto ordena al Servicio confeccionar estadísticas anuales de estas entidades para determinar cuáles están vigentes. Consigna también, como no vigentes, además de las extinguidas y disueltas, a las que en un período de cinco años no hayan acreditado la renovación o elección de sus directivos o allegado otros documentos que acrediten su funcionamiento.

Artículo 13

La proposición sustitutiva considera para este artículo una norma que presume infracción grave de deberes de la autoridad o funcionarios que correspondan, el retraso o la falta de remisión de los antecedentes de las personas jurídicas al Registro. (El artículo 17 del proyecto de la Honorable Cámara obligaba a los representantes de las organizaciones inscritas a comunicar al Ministerio Secretaría General de Gobierno o al organismo que éste señale las modificaciones de sus estatutos).

Artículo 14

El nuevo texto de la proposición sustitutiva para este artículo prevé que el reglamento señalará las demás disposiciones relativas a la forma, contenidos y modalidades de la información del Registro. (El artículo 16, inciso final, del texto aprobado por la Honorable Cámara se refería a esta materia).

- - - 

El Título II del proyecto, tanto el aprobado por la Honorable Cámara como el de la proposición sustitutiva, tratan acerca de las Organizaciones de Interés Público.

El nuevo párrafo 1° de este Título consignado en la proposición sustitutiva, comprensivo de los artículos 15 a 18, se refiere a la “calidad de interés público”.

Artículo 15
El nuevo artículo 15 define las organizaciones de interés público como las personas jurídicas sin fines de lucro cuya finalidad es la promoción del interés general en materia de derechos ciudadanos, asistencia social, educación, medio ambiente o cualquiera otra de bien común, en especial las que recurran al voluntariado y que estén inscritas en el catastro de organizaciones de interés público. (inciso primero).  

Agrega en sus incisos segundo y tercero que tienen el carácter de interés público por el solo ministerio de la ley las organizaciones comunitarias funcionales, las juntas de vecinos y uniones comunales constituidas conforme a la ley N° 19.418 y las comunidades y asociaciones indígenas reguladas por la ley N° 19.253.  Su inscripción en el catastro se practica de oficio por el Consejo Nacional del Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público.  Finalmente, autoriza su inscripción en el catastro a otras personas jurídicas que declaren cumplir los fines indicados en el inciso primero.  (Los artículos 19 y 20 del texto de la Honorable Cámara tienen correlación con este precepto).

Artículo 16
En la proposición sustitutiva para este artículo, el Ejecutivo incorpora al proyecto el catastro a que hace mención la disposición precedente. Al efecto, prevé que el Consejo a que se refiere esa norma (y que según se dirá, se establece y regula en el Título III del proyecto final de la Comisión Mixta) formará el catastro de organizaciones de interés público que contendrá una nómina actualizada de organizaciones de interés público, el que será de acceso público y gratuito en el sitio electrónico del Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público.

Artículo 17
El texto de la proposición sustitutiva para este artículo regula los recursos atribuidos a las organizaciones de interés público. Así, dispone que estas entidades, cuando reciban fondos públicos como asignaciones para la ejecución de proyectos, subvenciones o subsidios, habrán de informar acerca del destino de estos recursos en su sitio electrónico o en otro medio. Agrega que anualmente estas organizaciones publicarán un balance contable de su actividad.

Artículo 18

Esta norma consignada en la proposición sustitutiva prohíbe a las organizaciones de interés público hacer contribuciones como las señaladas en la ley N° 19.884 (sobre transparencia, límite y control del gasto electoral) y N° 19.885, (sobre donaciones de personas jurídicas que dan origen a beneficios tributarios).  Agrega que la infracción de esta norma es sancionada con la cancelación de la condición o calidad de organización de interés público.  (El artículo 21 del texto aprobado por la Honorable Cámara regulaba esta prohibición).

- - - 

A continuación, el Título II, en la proposición sustitutiva, contiene un nuevo párrafo 2°, “Sobre el voluntariado”, comprensivo de los artículos 19 y 20.  (El Título IV del proyecto de la Honorable Cámara (artículos 32 a 37), se refería al “Estatuto del Voluntariado”.).

Artículo 19

El nuevo artículo 19 consignado en la proposición sustitutiva define a las organizaciones de voluntariado como las organizaciones de interés público cuya actividad principal se realiza con un propósito solidario, a favor de terceros, y se lleva a cabo en forma libre, sistemática y regular, sin pagar remuneración a sus participantes.  (Corresponde a materias consideradas en el artículo 32 del proyecto de la Honorable Cámara).

Agrega el nuevo precepto que las condiciones conforme a las cuales el Consejo Nacional atribuye a una organización la calidad de voluntariado se determinarán en un reglamento y, finalmente, que esta calidad se hará constar en el catastro.

Artículo 20

La proposición sustitutiva, en esta nueva norma, habilita a las organizaciones de interés público para celebrar contratos de voluntariado con personas naturales interesadas en sus actividades.

Enumera, en seguida, las menciones que debe contener el contrato:

a) Las actividades que el voluntariado se compromete a realizar;

b) El carácter gratuito de esos servicios; 

c) La duración del vínculo, y

d) La capacitación o formación que el voluntariado requiera.

Agrega esta norma que el voluntariado, en sus actividades, debe respetar los fines de la organización y rechazar cualquier retribución por su aporte; y que a petición suya, la organización certificará su condición de voluntariado, la actividad realizada y la capacitación recibida.  (Los artículos 34, 35 y 37 del proyecto aprobado por la Honorable Cámara se referían al contenido de esta norma).

- - -

El nuevo Título III de la proposición sustitutiva regula el Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público.

(Artículos 21 a 28).

(El mismo epígrafe tenía el título aprobado por la Honorable Cámara, pero con las palabras “Asociaciones y” precediendo a la voz “Organizaciones”).

Artículo 21

Para este artículo, la proposición sustitutiva incorpora el artículo 25 del proyecto aprobado por la Honorable Cámara con diversas enmiendas aditivas y supresivas. Se describe a continuación el texto de dicho precepto con las modificaciones ya incorporadas.

Sus incisos primero y segundo establecen el Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público, que se constituirá con aportes de la ley de presupuestos; con los de la cooperación internacional; con los recursos que se le transfieran desde otros organismos del Estado y con las donaciones y otros aportes que se le hagan a título gratuito.

El inciso tercero destina los recursos del Fondo al financiamiento de proyectos y programas nacionales y regionales para satisfacer las finalidades dispuestas en el inciso primero del artículo 15 (promoción del interés general en materia de derechos ciudadanos, asistencia social, educación, salud, medio ambiente y voluntariado). Agrega que el Consejo Nacional del Fondo fijará anualmente una cuota nacional y cuotas regionales con criterios objetivos de distribución; y que la asignación a la Región Metropolitana no puede exceder del 50% de los recursos globales, límite que no se considerará respecto de las donaciones y aportes a título gratuito que se le hagan.

Artículo 22

Al igual que el artículo precedente, la proposición sustitutiva consigna para este artículo el contenido del artículo 26 del proyecto de la Honorable Cámara de Diputados (regula la integración y el funcionamiento del Consejo Nacional del Fondo) con enmiendas, quedando su redacción como pasamos a describir:

En su encabezamiento dispone que el Consejo estará integrado por el Subsecretario del Ministerio Secretaría General de Gobierno; por el Subsecretario de Hacienda; por el Subsecretario de Planificación; por dos miembros designados por el Presidente de República con el acuerdo del Senado y de la Cámara de Diputados, respectivamente, y por seis representantes de las organizaciones de interés público elegidos por las que estén inscritas en el Catastro.  Estos últimos se renovarán cada dos años.

Los incisos tercero y cuarto consignan la intervención de miembros suplentes para reemplazar a los representantes de las organizaciones de interés público y de los subsecretarios mencionados; y los siguientes incisos, quinto a octavo, el mecanismo para nominar al Presidente del Consejo (lo nombra el Presidente de la República en la forma que determine el reglamento) y a su reemplazante (lo designa el propio Consejo por mayoría simple); el quórum para adoptar acuerdos; la forma de dirimir los empates (el Presidente del Consejo tiene voto dirimente), y la declaración de que los miembros de la entidad y los de los consejos regionales no percibirán remuneración por su desempeño, pero sí recursos para solventar gastos de transporte, alimentación y alojamiento cuando estén en el ejercicio de sus cargos.

Artículo 23

Consignado en la proposición sustitutiva sobre la base del artículo 27 aprobado por la Honorable Cámara, se describe a continuación incluyendo las enmiendas que aquélla (la proposición) le introdujo:

En su inciso primero establece la integración de los consejos regionales del Fondo: cinco representantes de las organizaciones de interés público de la región incorporadas al catastro; el secretario regional ministerial de gobierno y el de Planificación y dos consejeros elegidos por el consejo del gobierno regional.

Siguiendo la estructura del artículo precedente, en los siguientes incisos este precepto regula la elección del presidente del consejo regional del Fondo (lo nombra el intendente de entre los cinco representantes de las organizaciones de interés público); de sus suplentes y el procedimiento de selección de los representantes de estas organizaciones para integrar el consejo.

Artículo 24

También la proposición sustitutiva considera para este artículo el texto del artículo 28 del texto probado por la Honorable Cámara, con enmiendas.

El artículo modificado, en sus dos literales, establece las funciones del Consejo Nacional del Fondo:

a) Aprobar las bases y requisitos para postular proyectos y programas financiados con sus recursos, y adjudicar anualmente los de carácter nacional, y

b) Cumplir las demás funciones determinadas por la ley y su reglamento.
Artículo 25

Incorpora enseguida la proposición sustitutiva un nuevo precepto, que pasa a ser artículo 25, que establece las funciones de los consejos regionales del Fondo:

a) Fijar los criterios y prioridades para la adjudicación de los recursos del Fondo a proyectos y programas calificados de relevantes para la región, ajustados a las normas generales dispuestas por el Consejo Nacional; 

b) Adjudicar los recursos del Fondo a proyectos y programas de impacto regional, y

c) Cumplir los demás cometidos que le señale la ley y el reglamento.

Finalmente, esta norma declara que en lo demás, los consejos regionales quedan sujetos a las regulaciones del Consejo Nacional del Fondo.  (Este precepto no tiene correlación con el texto aprobado por la Honorable Cámara).

Artículo 26

Al igual que los precedentes, la proposición sustitutiva para este artículo considera el artículo 29 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, con enmiendas.

La norma resultante prescribe que la función ejecutiva del Fondo queda radicada en el Ministerio Secretaría General de Gobierno, que será su soporte técnico.

Agrega que será competente para coordinar la función ejecutiva un Secretario Ejecutivo designado por el Sistema de Alta Dirección Pública y que tanto el funcionamiento del Consejo Nacional como el de los consejos regionales y las respectivas secretarías regionales se financiarán con cargo al presupuesto de la mencionada Secretaría de Estado.

Artículo 27

La proposición sustitutiva asigna para este artículo el texto del artículo 30 del proyecto de la Honorable Cámara, con modificaciones. El referido precepto final dispone que un reglamento del Ministerio Secretaría General de Gobierno, que llevará además la firma de los Ministros de Hacienda y de Planificación, establecerá el funcionamiento del Fondo.

Artículo 28

Este artículo de la proposición del Ejecutivo reemplaza el artículo 31 del proyecto aprobado por la Honorable Cámara, con modificaciones. Declara que tanto el catastro como las resoluciones del Consejo Nacional y de los consejos regionales están a disposición de la Contraloría General de la República para que ésta conozca de las asignaciones y de la rendición de cuentas de los recursos.

- - - 

En seguida, la proposición del Ejecutivo incorpora un nuevo Título IV “De la modificación de otros cuerpos legales”, que consigna enmiendas a las leyes orgánica constitucional de Bases de la Administración del Estado; orgánica constitucional de Municipalidades; sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias; sobre tribunales electorales regionales y el Código Civil.

En consecuencia, la proposición suprime el Título IV del proyecto de la Honorable Cámara que regulaba el Estatuto del Voluntariado.  (Ahora regulado en los artículos 19 y 20, según ha quedado dicho precedentemente.).

El nuevo Título IV, dividido en seis párrafos que se refieren a las leyes mencionadas, comprende los artículos 29 al 35 del proyecto.

Artículo 29


Este artículo de la proposición, que corresponde al artículo 38 del texto de la Honorable Cámara, introduce diversas enmiendas en la ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado.



En primer término, intercala en el inciso segundo del artículo 3° de ese texto legal, a continuación de la expresión “administrativas” la frase “y participación ciudadana en la gestión pública”, con lo cual se explicita que la Administración del Estado tiene, entre otros deberes, los de observar y respetar dicha participación en su gestión.


En seguida, agrega un nuevo título al final de esta ley, Título IV, “De la participación ciudadana”, comprensivo de los artículos 69 a 75.


El nuevo artículo 69 reconoce el derecho de las personas a participar en las políticas planes y acciones de la Administración, agregando que es ilegal toda conducta excluyente o discriminatoria, sin razón justificada.


El artículo 70 atribuye a los órganos de la Administración la obligación de establecer en una norma general la forma de participación que tendrá el público en la esfera de su competencia, norma que ha de ser actualizada cada cuatro años.


Por su parte, el artículo 71, nuevo, obliga a los órganos de la Administración a dar a conocer al público sus políticas, planes, programas, acciones y presupuestos en forma completa y oportuna.


El artículo 72 también obliga a los órganos de la Administración a entregar anualmente una cuenta pública participativa de la gestión de sus políticas, planes, programas y acciones y de su ejecución presupuestaria.  Si esa cuenta fuere objeto de observaciones o consultas, el respectivo órgano deberá responderlas adecuadamente.


El artículo 73 prescribe que los referidos órganos enunciarán las materias de interés ciudadano en que se requiera la opinión del público.  Declara que esta consulta debe ser informada, pluralista y representativa y que las respuestas se evaluarán y ponderarán en la forma que señale una norma de aplicación general.


El artículo 74 señala que la Administración establecerá consejos de la sociedad civil constituidos de manera diversa y representativa por asociaciones sin fines de lucro, con competencia en la materia del respectivo órgano.


Finalmente, en este nuevo Título, el artículo 75 exime de la aplicación de las normas contenidas en éste a los órganos a que hace mención el inciso segundo del artículo 21 de esta ley, los que podrán establecer reglas especiales sobre participación ciudadana (Contraloría General de la República; Banco Central; Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad; Gobiernos Regionales; Municipalidades; Consejo Nacional de Televisión; Consejo para la Transparencia, y empresas públicas creadas por ley.).

Artículo 30

Este precepto que corresponde artículo 39 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, contiene modificaciones a la ley orgánica constitucional de municipalidades:


Uno)  Sustituye en la letra c) del artículo 5° de la mencionada ley, la expresión “consejo económico y social de la comuna” por “consejo comunal de las organizaciones de la sociedad civil”.  (El artículo 5° de la ley orgánica municipal se refiere a las “atribuciones esenciales” de las municipalidades.  La letra c) regula la administración de los bienes municipales y nacionales de uso público, para lo cual le corresponderá (a los municipios), previo informe del consejo económico y social de la comuna, asignar y cambiar la denominación de tales bienes.). 


Dos) Reemplaza en la letra m) del artículo 63 de esa ley, la expresión “consejo económico social y comunal” por “consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”.  (El referido literal señala como atribución del alcalde la de convocar y presidir el consejo económico y social comunal.).


Tres) Intercala en el inciso primero del artículo 67, a continuación de la palabra “concejo”, la frase “y al consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”.  (Dicho precepto obliga al alcalde a entregar una cuenta pública anual sobre su gestión y marcha general de la municipalidad.


Cuatro) Sustituye en el inciso primero del artículo 75 el vocablo “comunales” por la expresión “consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil”.  (La referida norma establece la incompatibilidad del cargo de concejal con el de miembro de los consejos económicos y sociales provinciales y comunales.).


Cinco) Introduce las siguientes modificaciones en el artículo 79 de la ley municipal:  


a)  En su la letra k), incorpora, a continuación de la expresión “territorio comunal” la frase “previo informe escrito del consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”.  (Dicho literal prescribe que al concejo municipal le corresponde prestar su acuerdo para la asignación y cambio de la denominación de los bienes de uso público bajo su administración, como también de poblaciones, barrios y conjuntos habitacionales de su territorio.).


b)  Agrega dos nuevos literales n) y ñ) al mencionado artículo.  La primera de estas letras obliga al concejo a pronunciarse, a más tardar el 31 de marzo de cada año, sobre las materias que a proposición del consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil deban ser consultadas a la ciudadanía.  Por su parte, la nueva letra ñ) impone al concejo la tarea de informar a las organizaciones comunitarias, a las organizaciones sin fines de lucro y demás instituciones relevantes de la comuna, sobre el funcionamiento de la municipalidad, de conformidad con el el artículo 87.  (Este precepto reconoce a todo concejal el derecho a ser informado por el alcalde acerca de la marcha y funcionamiento de la corporación, petición que deberá formularse teniendo presente no entorpecer la gestión municipal).


Seis)  Reemplaza en la letra a) del artículo 82 de la ley orgánica municipal la expresión “consejo económico y social comunal” por “consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”.  (El referido literal obliga al concejo municipal a pronunciarse acerca de las materias allí señaladas:  presupuesto municipal, orientaciones globales del municipio, programa anual de actividades, entre otras.).


Siete)  Agrega un nuevo inciso segundo al artículo 93 del mencionado cuerpo legal, que dispone que la ordenanza municipal deberá contener el tipo de organizaciones consultadas y las fechas en que deberán ejecutarse tales procesos; también describirá los instrumentos que materializarán la participación, como la elaboración de presupuestos participativos o consultas.  (El artículo 93 prescribe, en su único inciso, que las municipalidades deberán establecer, vía ordenanza, las formas de participación ciudadana, considerando asuntos tales como la configuración del territorio comunal, la localización de los asentamientos humanos, las actividades relevantes de la zona, la conformación etárea y cualquier otro elemento que requiere de una representación específica en los asuntos que le competan.).


Ocho)  Sustituye el artículo 94 de la ley municipal por otro, nuevo, que dispone que en cada municipalidad existirá un consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil (inciso primero), que será elegido por la organizaciones comunitarias de carácter territorial y funcional y por las organizaciones de interés público de la comuna. También podrán integrarlo, en un porcentaje no superior a la tercera parte del total, representantes de asociaciones gremiales, sindicales o de otras actividades relevantes para el desarrollo de la comuna (inciso segundo).


En sus incisos tercero y cuarto establece que en ningún caso la cantidad de consejeros titulares podrá ser inferior al doble ni superior al triple de los concejales en ejercicio de la comuna, y que habrán de reunirse, a lo menos, cuatro veces al año bajo la presidencia del alcalde. 


Un reglamento del concejo determinará su competencia y funcionamiento, como también la autoconvocatoria requerida por un tercio de sus miembros. Este reglamento podrá ser modificado con un quórum de los dos tercios de los concejales, previo informe del consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil (inciso quinto).


Los consejeros durarán cuatro años en sus cargos. En ausencia del alcalde, lo dirigirá el vicepresidente que elija el Consejo de entre sus miembros.  Actuará como ministro de fe el secretario municipal (inciso sexto).


El inciso séptimo preceptúa que las sesiones serán públicas.  Las actas se mantendrán junto a las ordenanzas de participación ciudadana y reglamento del consejo, en un archivo público a cargo del secretario municipal.


Los incisos octavo, noveno y décimo se refieren al deber de informar.  El primero de ellos obliga al alcalde a dar a conocer al concejo los presupuestos de inversión, plan comunal de desarrollo y modificaciones al plan regulador.  El segundo prescribe que el consejo se pronunciará, en el mes de marzo de cada año, sobre la cuenta pública del alcalde, la cobertura y eficiencia de los servicios municipales y sobre las materias relevantes que así haya determinado el concejo municipal, pudiendo interponer el recurso de reclamación. A su turno, el inciso décimo señala que los consejeros deberán informar a sus organizaciones en sesión especial convocada al efecto, sobre las propuestas presupuestarias y del plan de desarrollo comunal, incluyendo el plan de inversiones y las modificaciones al plan regulador. 


Finalmente, el inciso undécimo del nuevo artículo 94 dispone que las municipalidades deberán otorgar las facilidades necesarias para el funcionamiento de los consejos. 


La norma vigente –artículo 94- preceptúa que en cada municipalidad existirá un consejo económico y social comunal integrado por representantes de la sociedad, que tendrá por función asesorar a las municipalidades y asegurar la participación de las organizaciones comunitarias de carácter territorial y funcional (inciso primero).


La integración, organización y funcionamiento serán determinados por cada municipalidad en un reglamento (inciso segundo). Los consejeros durarán cuatro años en sus cargos. Las sesiones las presidirá el alcalde o, en su ausencia, el vicepresidente que los miembros elijan (inciso tercero).


Los consejeros se pronunciarán acerca de la cuenta pública del alcalde y sobre la cobertura y eficiencia de los servicios municipales, pudiendo interponer siempre el recurso de reclamación (inciso cuarto). 


El inciso final establece que el alcalde informará al consejo acerca de los presupuestos de inversión, del plan comunal de desarrollo y del plan regulador.


Nueve)  Introduce las siguientes modificaciones al artículo 95 de la ley orgánica constitucional de Municipalidades:


a) Reemplaza en sus incisos primero y tercero, la expresión “consejo económico y social comunal” por “consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”;


b) Suprime, en su inciso tercero, la frase “en el artículo 74 y en la letra b) del artículo 75.”.


(El inciso primero de la referida norma –artículo 95-establece los requisitos para ser miembro del consejo económico y social comunal.  Por su parte, el inciso tercero hace aplicables a los miembros de dicho consejo, determinadas inhabilidades e incompatibilidades.).


Diez) Sustituye el inciso primero del artículo 98 por una nueva norma que obliga a las municipalidades a habilitar y mantener en funcionamiento una oficina de informaciones, reclamos y sugerencias.  La norma vigente dispone que las municipalidades deberán contar con oficinas de partes y reclamos abiertas a la comunidad en general.


Once) Reemplaza el artículo 99, por otro, nuevo, que obliga al alcalde, con acuerdo del concejo, a someter a plebiscito materias de administración local relativas a inversiones de desarrollo comunal, aprobación o modificación del plan comunal de desarrollo, modificación del plan regulador u otras de interés local, en caso de que lo requieran dos tercios de los integrantes del concejo municipal o dos tercios de los integrantes del consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil –ratificado por los dos tercios de los concejales-, o por iniciativa ciudadana.


Doce) Reemplaza en el artículo 100 el guarismo “10%” por “5%”.  Esta norma de la ley municipal señala que para la procedencia de los plebiscitos requeridos por la ciudadanía, será necesaria la firma ante notario público de, a lo menos, el 10% de los ciudadanos inscritos en la comuna al 31 de diciembre del año anterior.


Trece)  Suprime en la letra b) del artículo 141 la expresión “éste o de otros”.  El referido literal, a propósito de los reclamos contra resoluciones u omisiones ilegales de la municipalidad, señala que los particulares podrán presentar ante el alcalde un reclamo por toda resolución u omisión de éste o de otros funcionarios.


Catorce) Incorpora una disposición transitoria nueva a la ley orgánica constitucional que, en su inciso primero, prescribe que la ordenanza a que alude el artículo 93 y el reglamento señalado en el artículo 94 deberán dictarse dentro del plazo de 180 días contados desde la publicación de esta ley (Ley sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública.).  En su inciso segundo señala que los consejos de organizaciones de la sociedad civil deberán instalarse en el plazo de 60 días contados desde la fecha de publicación del reglamento mencionado precedentemente.

Artículo 31

Este artículo de la proposición sustitutiva corresponde al artículo 40 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, que introduce diversas enmiendas a la ley N° 19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias.  A continuación, consignamos una descripción de los preceptos aprobados por la Honorable Cámara con las enmiendas introducidas por la Comisión Mixta:


Uno) Incorpora un nuevo inciso tercero a su artículo 6°, pasando los actuales incisos tercero a ser cuarto, y cuarto a ser quinto, respectivamente.


Además, sustituye en el inciso tercero de la referida norma, que pasa a ser cuarto, la forma verbal “Será” por las expresiones “Asimismo, será”.  (El nuevo inciso tercero obliga a los municipios a enviar semestralmente al Servicio de Registro Civil copia de los registros públicos que llevan respecto de las juntas de vecinos y organizaciones comunitarias constituidas en la comuna y de las directivas de éstas y de las uniones comunales de juntas de vecinos, la ubicación de sus sedes y lugares de funcionamiento).


Dos) Incorpora, a continuación del artículo 6°, un nuevo artículo 6° bis), que prescribe que las uniones comunales de juntas de vecinos y de organizaciones comunitarias podrán federarse y confederarse con carácter provincial, regional y nacional, sujetas a las normas contenidas en un reglamento.


Tres) Introduce las siguientes enmiendas en el artículo 19:


1) Sustituye en su inciso primero las expresiones “cinco” por “tres” y “dos” por “tres”.  (Los directorios estarán compuestos, a lo menos, por cinco miembros, cuyo período será de dos años.).


2) Incorpora un nuevo inciso cuarto que prohíbe a los alcaldes, concejales y funcionarios municipales en cargos de jefatura administrativa, formar parte del directorio de las organizaciones comunitarias, territoriales y funcionales.


Cuatro) Agrega una nueva frase final al inciso tercero del artículo 45, que atribuye responsabilidad al concejo en orden a que el reglamento a que se refiere esta norma (modalidades de postulación y operación del Fondo de Desarrollo Vecinal) establezca condiciones uniformes no discriminatorias y transparentes que eviten los conflictos de intereses en la asignación de sus recursos.


Cinco) Incorpora un nuevo artículo 54 bis, que prescribe, en su inciso primero, que podrán constituirse federaciones de uniones comunales a nivel provincial o regional, para lo que se requerirá de, a lo menos, un tercio de uniones comunales o juntas de vecinos o de organizaciones comunitarias de la respectiva provincia o región. Con todo –inciso segundo- un tercio de las federaciones regionales de un mismo tipo podrán constituir una federación nacional (inciso segundo). 


En su inciso tercero señala que las uniones comunales que concurran a la formación o resuelvan su retiro de una federación, requerirán de la mayoría de los integrantes del directorio, dejando constancia en una acta.  El mismo procedimiento será aplicable para las federaciones que constituyan una confederación. 


Enseguida, el inciso cuarto preceptúa que la federación o confederación de que se trate gozará de personalidad jurídica por el sólo hecho del depósito de su acta constitutiva y estatutos en la secretaría municipal donde reconozca su domicilio.

Artículo 32

Para este artículo, la proposición sustitutiva incluía en el proyecto el texto del artículo 41 aprobado por la Honorable Cámara, el cual, a su vez, contenía una nueva atribución para el Ministerio Secretaría General de Gobierno.  Esta Comisión Mixta alteró en este artículo y en los siguientes el orden sugerido en la mencionada proposición.  De este modo, el nuevo artículo 32 se refiere a otra materia, esto es, una enmienda al artículo 10 de la ley N° 18.593, sobre tribunales electorales regionales, que consiste en reemplazar la expresión “consejos de desarrollo comunal” por la denominación “consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil.”.  (El referido artículo 10 dispone que corresponde a los tribunales electorales regionales calificar las elecciones de los grupos intermedios que tengan derecho a participar en la designación de los miembros de los consejos regionales de desarrollo o de los consejos de desarrollo comunal.).


El artículo 32 así descrito queda inserto como artículo único de un nuevo párrafo:  el 4° del Título V “De la modificación de otros cuerpos legales”.  (En este caso, de la ley sobre tribunales electorales regionales.

Artículos 33 y 34


En seguida, en un nuevo párrafo 5° del mismo Título IV, la Comisión Mixta incluyó dos nuevos artículos 33 y 34, que se refieren a modificaciones a las leyes sobre organización del Ministerio Secretaría General de Gobierno, enmiendas que son del mismo tenor que las consignadas en la proposición sustitutiva y que solo fueron alteradas en relación con su ubicación en el proyecto de ley.


De este modo, el artículo 33 propuesto definitivamente en el proyecto por la Comisión Mixta incorpora en el artículo 2° de la ley N° 19.032 que reorganiza el Ministerio Secretaría General de Gobierno, en un literal i), una nueva función para esta Secretaría de Estado, cual es la de dar cuenta anualmente sobre la participación ciudadana en la gestión pública.


A su turno, el artículo 34 aprobado en definitiva por la Comisión Mixta reemplaza el artículo 3° del D.F.L. N° 1, de 1992, que modifica la organización del Ministerio Secretaría General de Gobierno, por otro que encarga a la División de Organizaciones Sociales las siguientes nuevas funciones:


a) Contribuir a hacer más eficientes los mecanismos de vinculación, interlocución y comunicación entre el Gobierno y las organizaciones sociales, favoreciendo el asociacionismo y el fortalecimiento de la sociedad civil.


b) Promover la participación de la ciudadanía en la gestión de las políticas públicas.


c) Coordinar, por los medios pertinentes, la labor del Ministerio señalada en la letra i) del artículo 2° de la ley N° 19.032.
- - -


A continuación, la proposición del Ejecutivo incorpora un nuevo Párrafo 6° en el Título IV de este proyecto, conformado por el artículo 35, que contiene modificaciones al Título XXXIII del Libro I del Código Civil, que se describen a continuación.

Artículo 35


Uno)  Introduce las siguientes enmiendas al artículo 545 del Código Civil:


 a) Agregar en su inciso segundo la frase final “Las corporaciones de derecho privado se llaman también asociaciones.”. 


Dicha norma define a las personas jurídicas como un ente ficticio, capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, pudiendo también ser representado judicial y extra judicialmente (inciso primero). Distingue luego entre dos especies de personas jurídicas, las corporaciones y las fundaciones de beneficencia pública (inciso segundo), pudiendo las personas jurídicas participar de uno u otro carácter (inciso tercero).   


b) Consigna en el referido precepto un nuevo inciso tercero, pasando el actual tercero a ser cuarto. La nueva disposición señala que una asociación se forma por la unión de personas con un objetivo común. En tanto que las fundaciones lo harán mediante la afectación de bienes a un fin determinado de interés general. 


Dos) Reemplaza en el artículo 546 la frase “hayan sido aprobadas por el Presidente de la República” por la oración “se hayan constituido conforme a las reglas de este título.”. La disposición citada prescribe que no son personas jurídicas las fundaciones o corporaciones que no se hayan establecido según la ley, o que no hayan sido aprobadas por el Presidente de la República. 


Tres) Sustituye el artículo 548 -norma que preceptúa que los estatutos de las corporaciones adoptados por ellas serán sometidas al Presidente de la República, quien velará por el orden público, las leyes y las buenas costumbres; dispone además que todo aquél que se siente perjudicado por dichos estatutos, podrá recurrir al Presidente de la República, y que, aún aprobados, quedará indemne su derecho para acudir a la justicia por toda lesión o perjuicio que le ocasionare la aplicación de dichos estatutos- por los siguientes nuevos artículos 548; 548-1; 548-2; 548-3, y 548-4. 


La primera de las normas expresa que el acto constitutivo de las asociaciones o fundaciones constará en escritura pública o privada otorgada ante notario, oficial del Registro Civil o funcionario municipal designado al efecto por el alcalde (inciso primero). Copia del acto constitutivo autorizada será depositada en la secretaría municipal del domicilio de la persona jurídica en formación dentro del plazo de treinta días contados desde su otorgamiento. Este plazo no regirá respecto de las fundaciones constituidas por actos testamentarios (inciso segundo).  Transcurridos treinta días desde la fecha del depósito podrá objetarse la constitución por parte del secretario municipal. Si transcurrido el plazo el secretario municipal no hubiere notificado observaciones, se entenderá por el sólo ministerio de la ley que la organización está constituida y se procederá según lo prescrito en el inciso quinto. No se podrán objetar cláusulas que reproduzcan modelos aprobados por el Ministerio de Justicia. Las objeciones deberán notificarse por carta certificada (inciso tercero). Las objeciones formuladas podrán ser subsanadas por el órgano directivo de la organización ante el secretario municipal, sin perjuicio de las reclamaciones judiciales y administrativas que procedan (inciso cuarto). Si no existen objeciones o vencido el plazo para plantearlas, el secretario municipal, de oficio y dentro de quinto día, remitirá los antecedentes al Servicio de Registro Civil e Identificación para que proceda a su inscripción en el Registro de Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro, salvo que se solicite por el interesado inscribir de manera directa. La asociación o fundación gozará de personalidad jurídica desde esa fecha. 


El artículo 548-1 dispone que deberá nominarse en el acto constitutivo a quienes aparezcan otorgándolo y su voluntad constitutiva, aprobándose sus estatutos y designándose las autoridades encargadas de dirigirla en su inicio. 


A su turno, el artículo 548-2 se refiere al contenido de los estatutos, esto es, el nombre y domicilio de la persona jurídica; la duración en caso de que no sea indefinida; los fines para los cuales se crea; los bienes que conforman su patrimonio; sus órganos de administración; integración y atribuciones, y las normas relativas a la modificación de estatutos y extinción de su personalidad jurídica (inciso primero). 


Sus incisos segundo y tercero tratan, respectivamente, acerca de los derechos y obligaciones de los asociados y la forma de adherirse y retirarse de ella. Además, expresan que los estatutos deberán precisar los bienes que aporta el fundador y las reglas mínimas para la destinación de sus recursos a los fines fundacionales. 


El artículo 548-3 preceptúa, en su inciso primero, que el nombre de las personas jurídicas de que trata este título deberá hacer referencia a su naturaleza, objeto o finalidad. Su inciso segundo señala que el nombre no puede inducir a confusiones con otras organizaciones o con personas naturales, salvo consentimiento expreso del interesado o que hubieren transcurrido veinte años desde su fallecimiento.


Enseguida, el artículo 548-4 dispone que quienes resulten perjudicados por la constitución de una asociación, podrán recurrir a la justicia para la corrección de los estatutos o para prevenir o reparar las lesiones o perjuicios provocados. 


Cuatro) Introduce las siguientes enmiendas en el artículo 550, norma que previene que la mayoría de los miembros de una corporación que tengan derecho a voto deliberativo, conformarán la sala o reunión legal (inciso primero). Su inciso segundo expresa que la voluntad de la mayoría se entiende como la voluntad de la corporación; sin perjuicio de las modificaciones que los estatutos prescribieren al efecto (inciso tercero):


a) Reemplaza la palabra “sala” por “asamblea” las dos veces que aparece.


b) Incorpora un inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y el inciso tercero a ser cuarto, respectivamente. La nueva norma dispone que la asamblea se reunirá una vez al año de manera ordinaria, o extraordinariamente cuando así lo exijan las necesidades de la organización.


Cinco) Sustituye el artículo 551 por otro y por los nuevos artículos 551-1 y 551-2.  El texto vigente regula la representación de las corporaciones.  Dispone que ésta corresponde a las personas que la ley o las ordenanzas respectivas determinen como tales, o, en caso de no existir tal determinación, las que señale la propia corporación.


La primera de las normas de reemplazo –el nuevo artículo 551- preceptúa en su inciso primero que la representación y administración de las asociaciones recaerá en un directorio compuesto, al menos, por tres miembros elegidos cada tres años por la asamblea.


Su inciso segundo expresa que sólo podrán formar parte del directorio los asociados y no podrán integrarlo, salvo disposición estatutaria expresa, las personas que hayan sido condenadas por crimen o simple delito en los diez años anteriores a la fecha de su designación. El director que durante el ejercicio de su cargo fuere condenado por un crimen o simple delito, o incurriere en otra causal de inhabilidad o incompatibilidad, cesará en sus funciones. En este último caso deberá nombrarse a un reemplazante que ejercerá su cargo hasta completar el período del director cesado. (Inciso tercero).


El presidente del directorio lo será también de la asociación, con facultades para representarla judicial y extrajudicialmente. (Inciso cuarto).


En su inciso quinto, el nuevo artículo prescribe que el quórum para sesionar será la mayoría absoluta de sus miembros, y de la mayoría absoluta de los presentes para adoptar acuerdos, decidiendo el presidente en caso de empate. 


Respecto de la rendición de cuentas y marcha de la asociación, señala el inciso sexto que ésta deberá efectuarse por el directorio ante la asamblea, pudiendo siempre los socios pedir información de las cuentas, actividades y programas. 


Finalmente, el inciso séptimo faculta a los estatutos para fijar reglas diferentes de las descritas en los párrafos precedentes, con la condición de respetar el principio de participación en la generación de cargos y en la solicitud de informes sobre las cuentas de la asociación. 


El artículo 551-1 dispone que el cargo de director no será remunerado, reconociéndole el derecho a ser reembolsado por los gastos que así haya autorizado el directorio. (Inciso primero). Sin perjuicio de lo anterior, el directorio podrá fijar una remuneración para los directores que presten servicios diferentes a las funciones de dicho cargo. De toda remuneración o retribución que perciban los directores, o las personas naturales o jurídicas que les son relacionadas por parentesco o supervivencia, o por interés o propiedad, deberá rendirse cuenta detallada ante la asamblea o al directorio en el caso de las fundaciones. (Inciso segundo)  La regla descrita será aplicable respecto de todo asociado a quien se le encomiende alguna función remunerada. (Inciso tercero).


Por su parte, el artículo 551-2 prescribe que los directores serán responsables solidariamente hasta de la culpa leve por los perjuicios causados a la asociación en el ejercicio de sus funciones.  (Inciso primero). Los directores que quieran salvar su responsabilidad, deberán dejar constancia expresa de su oposición, de la cual se dará cuenta en la próxima asamblea (inciso segundo).


Seis) Reemplaza en el artículo 553 la palabra “penas” por “sanciones”, e incorpora un inciso segundo, nuevo, que se refiere al sistema sancionatorio que los estatutos determinen, los que deberán observar un procedimiento justo y racional, respetando los derechos que los estatutos confieran a los asociados. 


(El artículo 553 del Código Civil señala que los estatutos de las corporaciones tienen fuerza obligatoria para éstas, quedando sus miembros obligados a obedecerlas bajo la pena que los mismos estatutos determinen.).


Siete) Suprime el artículo 554, que establece el derecho de policía correccional de las corporaciones sobre sus miembros. 


Ocho) Sustituye el artículo 556, que autoriza a las corporaciones para adquirir bienes de toda clase a cualquier título, por uno nuevo que en su inciso primero faculta a las asociaciones para adquirir, conservar y enajenar toda clase de bienes, ya sea a título gratuito u oneroso, por actos entre vivos o por causa de muerte. 


El inciso segundo de la norma de reemplazo dispone que el patrimonio de las asociaciones se integrará, además, con los aportes que la asamblea imponga a sus miembros (inciso segundo).


En su inciso tercero, prevé que las rentas, utilidades, beneficios o excedentes del patrimonio de la asociación no podrán distribuirse entre los asociados ni aún en caso de disolución.


Nueve) Reemplaza el artículo 557, actualmente derogado, por los siguientes artículos 557 nuevo, 557-1, 557-2 y 557-3.


El nuevo artículo 557 faculta al Ministerio de Justicia para supervigilar las asociaciones y fundaciones (inciso primero). En el ejercicio de dicha potestad, podrá requerir las actas de las asambleas y de las sesiones de directorio, las cuentas, las memorias aprobadas, los libros de contabilidad, de inventarios y de remuneraciones, como también otros antecedentes vinculados al desarrollo de la asociación (inciso segundo).


En el inciso tercero autoriza al mencionado Ministerio para ordenar a las corporaciones y fundaciones que subsanen las irregularidades que observaren o bien se persigan las responsabilidades correspondientes, sin perjuicio de requerir del juez, por medio del Consejo de Defensa del Estado, las medidas cautelares urgentes para proteger los intereses vulnerados, ya sean de la persona jurídica o de terceros. Cuando sea necesario, podrá solicitar el nombramiento de uno o más interventores con las facultades que determine el juez, incluidas además las del Código de Procedimiento Civil y las que consigna el Código de Comercio en materia de quiebras, caso en el cual la designación de él o los interventores se hará conforme a las normas del derecho concursal.


El inciso cuarto y último señala que el incumplimiento de las instrucciones impartidas por el Ministerio de Justicia se mirará como infracción grave a los estatutos. 


El artículo 557-1 establece la obligación para las personas jurídicas que se rijan por este título de llevar registro contable conforme a principios de aceptación general, debiendo confeccionar anualmente memorias explicativas y balances aprobados por el asamblea o por el directorio en las fundaciones (inciso primero).


Las personas jurídicas cuyo patrimonio o ingresos totales superen los límites fijados por el Ministerio de Justicia, deberán someter su contabilidad, balance y estados financieros al examen de auditores externos designados por la asamblea o por el directorio de la fundación de entre los inscritos en el Registro de Auditores Externos de la Superintendencia de Valores y Seguros, remitiendo los antecedentes (contabilidad, balance y estados financieros) al Ministerio de Justicia. (Inciso segundo).


A su turno, el artículo 557-2 autoriza a las asociaciones y fundaciones para ejercer actividades económicas relacionadas con sus fines, pudiendo también invertir sus recursos según lo decidan sus órganos de administración. (Inciso primero). Las rentas que se perciban de dichas actividades sólo podrán destinarse a los fines de la persona jurídica o a incrementar su patrimonio. (Inciso segundo).


Por último, el artículo 557-3 dispone la obligación de registrar las deliberaciones y acuerdos del directorio y de las asambleas.  Las asociaciones y fundaciones deberán mantener actualizados los registros de sus asociados, directores y demás autoridades. 


Diez) Incorpora un nuevo artículo 558, -el actual está derogado- por una norma que en su inciso primero prescribe que la modificación de los estatutos deberá realizarse en una sesión de la asamblea especialmente citada al efecto. La disolución o fusión deberá contar con el voto conforme de los dos tercios de los asociados presentes en la asamblea. 


A propósito de la modificación de los estatutos de una fundación, su inciso segundo señala que ésta sólo podrá realizarse por acuerdo del directorio, previo informe del Ministerio de Justicia. No podrán modificarse los estatutos si así lo hubiere dispuesto el fundador.  


El inciso tercero prescribe que en todo caso deberá cumplirse con las formalidades del artículo 548 descrito en párrafos precedentes. 


Once) Sustituye el artículo 559 del Código Civil, norma que, en su inciso primero, prohíbe a las corporaciones disolverse por sí mismas sin el visto bueno de la autoridad que permitió su existencia (inciso primero). Sin perjuicio de lo anterior, podrán disolverse por ellas mismas, o por disposición legal, si comprometieren la seguridad o los intereses del Estado o no se corresponden con el objeto fundacional. 


La norma de reemplazo enuncia las siguientes causales de disolución:

a) Vencimiento del plazo, si lo hubiere;


b) Acuerdo de la asamblea general extraordinaria según lo prescrito en el artículo 558;


c) Sentencia judicial ejecutoriada en caso de:


i.  Infracción constitucional, legal o estatutaria grave;


ii.  Faltar todos sus miembros o reducción notoria de los mismos que impida el cumplimiento de su objeto, o haberse realizado plenamente sus fines o imposibilidad de hacerlo (esta sentencia sólo podrá dictarse en juicio promovido por la institución llamada a recibir los bienes en caso de extinguirse la asociación o fundación de que se trate);


d) Demás causales previstas en los estatutos y en las leyes. 


Doce) Deroga el artículo 560 del Código Civil, norma que expresa que si por causa de muerte u otros accidentes el número de miembros de una corporación queda reducida a un número que haga imposible el cumplimiento del objeto, o faltan todos ellos, y los estatutos no hubieren previsto su renovación, la autoridad que legitimó su existencia deberá señalar la forma en que se hará esta última (la renovación). 


Trece) En el artículo 562 reemplaza la frase “será suplido este defecto por el Presidente de la República” por “se procederá en la forma indicada en el inciso segundo del artículo 558”. La norma del artículo 562 dispone que las fundaciones de beneficencia administradas por una colección de individuos se regirán por los estatutos dispuestos por el fundador; en caso de que no exista tal manifestación de voluntad o esta fuere incompleta, será suplido ese defecto por el Presidente de la República. 

- - -

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

La proposición sustitutiva reemplaza en el artículo transitorio del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, la expresión “un año” por la frase “seis meses”. La referida disposición fija el plazo de un año contado desde la dictación de la presente ley para que los ministerios y servicios a que se refiere el Título IV de la ley de Bases Generales de la Administración del Estado, dicten la norma de aplicación general a que se refiere su artículo 70 ya descrito. 


En seguida, la propuesta sustitutiva incorpora las siguientes disposiciones segunda, tercera y cuarta transitorias, nuevas, al texto de la Honorable Cámara de Diputados. 


La nueva disposición segunda transitoria prescribe que las corporaciones o fundaciones cuya personalidad jurídica haya sido conferida por el Presidente de la República con arreglo a disposiciones diferentes a las de esta ley, se regirán por las disposiones de ésta en lo que respecta a las obligaciones, fiscalización, requisitos y formalidades para su modificación y extinción.


La disposición tercera transitoria expresa que los procedimientos de concesión de personalidad jurídica que se encuentren pendientes a la entrada en vigencia de la presente ley, se regirán por la ley antigua en caso de haberse formulado observaciones a su constitución o estatutos. En los demás casos, el interesado podrá acogerse a las normas de esta ley, previo requerimiento al Ministerio de Justicia para que remita los antecedentes a la secretaría municipal que corresponda. (Inciso primero). Igual regla será aplicable a los procedimientos pendientes sobre reformas de estatutos y acuerdos de disolución. (Inciso segundo). Los procedimientos pendientes de cancelación de personalidad jurídica seguirán tramitándose según la ley vigente a la época en que comenzó su ejecución. (Inciso tercero).


La disposición cuarta transitoria dispone, en su inciso primero, que durante los primeros seis meses luego de la entrada en vigencia de la presente ley, el Ministerio de Justicia remitirá al Servicio del Registro Civil e Identificación los antecedentes de las corporaciones y fundaciones existentes incorporados en el Registro a cargo del Ministerio, con el objeto de agregarlos en el Registro Nacional de Personas Jurídicas sin fines de lucro. 


En su inciso segundo previene que los secretarios municipales, en el mismo plazo y con el mismo objeto señalados en el párrafo precedente, remitirán al Servicio de Registro Civil e Identificación los antecedentes de los registros públicos de juntas de vecinos, organizaciones comunitarias y uniones comunales vigentes constituidas en su territorio.

- - -


Cual se señaló al iniciar este informe, concluido el debate de este proyecto, y conforme lo autoriza el artículo 185 del Reglamento del Senado, el Honorable Senador señor Jaime Orpis pidió la reapertura del debate para examinar determinadas normas del texto final aprobado por la Comisión Mixta, susceptibles de ser perfeccionadas.


Reunida la Comisión Mixta para considerar esta petición, y por la unanimidad de sus miembros presentes conformada con los miembros de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Rossi, (reemplazó al ex Senador señor Núñez) Sabag y Zaldívar y con los Honorables Diputados señora Pascal y señores Becker, Chahín (reemplazó al ex Diputado señor Duarte), Harboe y Ward, eligió como su Presidente al Honorable Senador señor Sabag y aprobó la reapertura del debate solicitada, circunscrita a los artículos 4; 12; 15; 20; 22; 23; 24; 25; 26; 28; 29; 32 N° 2 y 38 N°s 5, 6, 7 y 8, y disposiciones segunda y cuarta transitorias del texto acordado en la sesión de 10 de marzo de 2010.


Reproducimos a continuación el contenido de las normas respecto de las cuales se acordó la reapertura del debate y las enmiendas que le introdujo la Comisión Mixta como resultado del nuevo examen.

Artículo 4°

El inciso primero de este precepto aprobado en la sesión de 10 de marzo de 2010, dispone que los asociados tienen derecho a participar en las asambleas de las asociaciones, a elegir y ser elegidos miembros de sus órganos de dirección y a ser informados acerca de todo el funcionamiento de la entidad (estados de cuenta, composición de sus órganos y actividades)


Con el propósito de precisar la forma cómo se ha de dar mayor solidez a la garantía que se propone consagrar, la Comisión Mixta optó por darle una nueva redacción a la norma, en esta etapa de reapertura del debate, precisando que serán los estatutos de la asociación el medio idóneo para que las asociaciones cumplan con esta obligación de cautelar los derechos de sus asociados en materia de participación, elecciones y acceso a la información sobre el estado de las cuentas, sin perjuicio de otras estipulaciones que se acuerde incluir en los estatutos.


La norma así enmendada contó con la aprobación unánime de la Comisión Mixta, la que se la prestó con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag y de los Honorables Diputados señora Pascal y señores Becker, Harboe y Ward.

Artículo 12


Este artículo aprobado por la Comisión Mixta en la sesión de 10 de marzo de 2010, impone al Servicio de Registro Civil e Identificación la obligación de elaborar estadísticas de las personas jurídicas inscritas en el Registro (se refiere al Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro que se crea en virtud del artículo 8° del proyecto), para determinar cuáles están vigentes.


En su inciso segundo dispone que el Servicio consignará como no vigentes, además de las disueltas o extinguidas, a las asociaciones que en un período de cinco años no hayan renovado o elegido a sus órganos directivos o no hayan allegado otros documentos justificativos de su funcionamiento.


Respecto de este inciso, en la reapertura del debate la Comisión Mixta acordó cambios formales de redacción; limitó la causal para declararlas no vigentes al hecho de que no hayan entregado en ese período (cinco años) antecedentes relativos a la renovación o elección de sus órganos directivos y agregó una norma final que faculta a las personas jurídicas para solicitar ser excluidas de las nóminas de las no vigentes en el caso de que por causa no imputable a ellas no hubiere constancia de la renovación o elección de sus órganos directivos.


El acuerdo precedente contó con la aprobación de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag y de los Honorables Diputados señora Pascal y señores Becker, Harboe y Ward.

Artículo 15


Este precepto aprobado en la sesión de la Comisión Mixta de 10 de marzo de 2010, define a las organizaciones de interés público como las personas jurídicas sin fines de lucro cuya finalidad es la promoción del interés general en materia de derechos ciudadanos, asistencia social, educación, salud, medio ambiente, o cualquiera otra de bien común, en especial las que recurran al voluntariado y estén inscritas en el Catastro de Organizaciones de Interés Público.


En su inciso segundo, junto con declarar que tienen tal carácter por el solo ministerio de esta ley las organizaciones comunitarias funcionales, juntas de vecinos y uniones comunales regidas por la ley N° 19.418 y las comunidades indígenas reguladas por la ley N° 19.253, dispone que el Consejo Nacional del Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público practicará de oficio las inscripciones de estas entidades en el catastro.



(El artículo 22 del proyecto establece la integración del Consejo y el artículo 24 cuyo contenido se traslada al artículo 26, consigna sus atribuciones.).


El inciso tercero y final de este precepto (artículo 15) autoriza la inscripción en el catastro a cualquier otra persona jurídica, sin fines de lucro, que así lo solicite y que declare cumplir los fines indicados en el inciso primero.


En la reapertura del debate, la Comisión Mixta reemplazó este inciso final por otro con el único propósito de precisar que es el Consejo Nacional la entidad que debe practicar estas inscripciones.


Al aprobar esta enmienda, la Comisión Mixta estimó estar habilitada para proceder con esta modificación, toda vez que ella no significa establecer una nueva atribución para un ente público sino precisar con mayor claridad una facultad que ya venía consignada en el proyecto.


La enmienda precedente contó con la aprobación unánime de los miembros presentes de la Comisión Mixta, que lo fueron los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag y los Honorables Diputados señora Pascal y señores Becker, Harboe y Ward.

Artículo 20


Esta norma aprobada por la Comisión Mixta en su sesión de 10 de marzo de 2010 autoriza los contratos de voluntariado.


Su inciso primero prescribe que las organizaciones de interés público pueden celebrar contratos con personas interesadas en participar de sus actividades.


Agrega –inciso segundo- que el contrato consignará, el menos, las siguientes menciones:


a) Las actividades a que se compromete el voluntario;


b)  El carácter gratuito de éstas;


c)  La duración del vínculo, y 


d)  La capacitación requerida para realizarlas.


El inciso tercero previene que el voluntario debe respetar los fines de la organización y rechazar cualquier retribución por su cometido.


El inciso cuarto y final dispone que a petición del interesado la organización certificará su condición de voluntario, la actividad realizada y la capacitación recibida.


En relación con este artículo, en la etapa de reapertura del debate la Comisión Mixta acordó:


a)  Reemplazar los incisos primero y segundo por otro que con variaciones de redacción refunde en uno solo el contenido de ambos.


b) Reproducir los incisos tercero y cuarto como incisos segundo y tercero, respectivamente.


c)  Incorporar un inciso cuarto, nuevo, que previene que el compromiso que adquiere el voluntario en virtud de este artículo en ningún caso puede contravenir el artículo 3° de esta ley.  (Declara que la afiliación es libre y voluntaria y que nadie puede ser obligado a ella o a la desafiliación).


Las modificaciones precedentes fueron acordadas con los votos de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag y los Honorables Diputados señora Pascal y señores Becker, Harboe y Ward.

Artículo 22


Este artículo aprobado por la Comisión Mixta en la sesión de 10 de marzo de 2010, establece la integración del Consejo Nacional del Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público y la forma de elección o designación de sus miembros.


El inciso primero, conformado por cinco literales, prevé que esta entidad se integrará con el Subsecretario del Ministerio Secretaría General de Gobierno (letra a); con el Subsecretario de Hacienda (letra b); con el Subsecretario del Ministerio de Planificación (letra c); con dos miembros designados por el Presidente de la República con acuerdo de la Cámara de Diputados y del Senado, respectivamente (letra d), y con seis representantes de las organizaciones de interés público (letra e).


El inciso segundo dispone que los representantes a que se refiere la letra e) serán elegidos por las organizaciones de interés público inscritas en el Catastro en la forma que determine el reglamento.  Se renovarán cada dos años.


El inciso siguiente, el tercero, agrega que en la elección de los representantes mencionados en la letra e), se seleccionará, también, a lo menos tres suplentes y su orden de prelación.


El inciso cuarto impone a los Subsecretarios mencionados la obligación de nombrar a sus suplentes en la primera sesión del Consejo.


El inciso quinto reserva al Presidente de la República la facultad de nombrar al Presidente del Consejo de entre los representantes de las organizaciones de interés público.  Agrega que en caso de ausencia de este último, lo reemplazará el miembro del Consejo que éste elija por mayoría simple.


El inciso sexto establece el régimen de funcionamiento del Consejo.  Al efecto prevé que el quórum de asistencia y para adoptar acuerdos es la mayoría absoluta de sus miembros con la obligación que tienen éstos de inhabilitarse de participar en acuerdos en que tengan interés.  Podrán ser recusados por la misma causal.


El penúltimo inciso –el séptimo- dispone que en los empates el Presidente tendrá voto dirimente y el inciso final –el octavo- prohíbe a los miembros del Consejo Nacional y de los consejos regionales recibir dieta o remuneración por sus cometidos, sin perjuicio de los recursos que se les destinen para solventar sus gastos de transporte, alojamiento y alimentación por su concurrencia a las sesiones.


Con ocasión de la reapertura del debate, la Comisión Mixta examinó primeramente el literal d) del inciso primero, que exige el acuerdo del Senado y de la Cámara de Diputados para que el Presidente de la República nomine a dos miembros del Consejo Nacional.


A propósito de esta norma, se sugirió reemplazar la modalidad de selección de estos consejeros por otra que atribuye sólo al Senado la potestad de asentir en la designación que debe hacer el Jefe del Estado, sugerencia que fue observada en la Comisión Mixta, agregándose por la Honorable Diputada señora Pascal que no se advierten razones para formular tal diferencia.  Sometida a votación esta proposición, resultó rechazada con los votos de los Honorables Diputados señora Pascal y señores Becker, Harboe y Ward.  Se pronunciaron afirmativamente los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag.

En seguida, la Comisión Mixta acogió las siguientes enmiendas a este precepto:


a) Precisó en la letra e) que las organizaciones representadas en el Consejo deban cumplir el requisito de haber sido incorporados al catastro que crea esta ley:


b)  Reemplazó el inciso segundo con otro que prescribe que la votación de la respectiva propuesta de los representantes consignados en la letra d) (los que eligen la Cámara de Diputados y el Senado), se hará en un solo acto, y si es rechazada, el Presidente de la República formulará otra proposición dentro de los 30 días siguientes a la notificación del rechazo.


c)  Complementó el inciso quinto aclarando que en tanto el Presidente no sea elegido o en su ausencia, el Consejo designará a su reemplazante.


d) Incorporó dos enmiendas formales de redacción.


El acordar estas modificaciones, la Comisión Mixta estimó conveniente hacer constar en el informe que se consideraba habilitada para tal efecto, pues las enmiendas incorporadas no innovan respecto de la creación de nuevas atribuciones con que se pretende revestir a un ente público.


Concurrieron a estos acuerdos los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag y los Honorables Diputados señora Pascal y señores Becker, Harboe y Ward.

Artículo 23


Este artículo del texto, aprobado por la Comisión Mixta en la sesión de 10 de marzo pasado, organiza la integración de los consejos regionales del Fondo.


En su letra a) dispone que lo conformarán cinco representantes de las organizaciones de interés público de la región, incorporadas al catastro;


Las letras b) y c) disponen que integran el consejo regional del Fondo el secretario regional ministerial de Gobierno y el secretario regional ministerial de Planificación, respectivamente, y 


La letra d) establece que también lo integrarán dos consejeros regionales elegidos por el respectivo consejo del gobierno regional.


En su inciso segundo establece la forma cómo serán elegidos el presidente de cada consejo regional:  por el intendente respectivo de entre los cinco representantes señalados en la letra a).


En el siguiente inciso –el tercero- establece que junto con los representantes de la letra a) se elegirán al menos tres suplentes y su orden de prelación.


En los casos de las letras b), c) y d), sus suplentes serán presentados por sus titulares en la primera sesión del consejo.


El último inciso encarga al reglamento establecer los procedimientos de selección de los representantes de las organizaciones de interés público que conformarán el Consejo Nacional y los consejos regionales del Fondo cuidando de cautelar una representación proporcional de las distintas asociaciones.  El voto de cada organización será para un solo candidato.


En relación con este precepto, en la reapertura del debate el Ejecutivo propuso las siguientes enmiendas:


uno)  Reemplazar la letra d) por otra que señala que integrarán el consejo dos miembros designados por el intendente, con acuerdo del consejo regional del gobierno regional.


dos)  Eliminar los incisos segundo y cuarto.


tres)  Agregar tres nuevos incisos a continuación del que pasa  a ser tercero.  El primero, que se refiere a la materia que regula el inciso segundo que se ha eliminado, reproduce la norma de éste de que el presidente del consejo regional del Fondo sea elegido por el intendente de entre los cinco representantes señalados en la letra a), y agrega que en tanto esa autoridad no sea designado o en su ausencia, el consejo elegirá de entre sus miembros un presidente provisorio.


El segundo nuevo inciso establece que el quórum del consejo regional del Fondo, para sesionar, será la mayoría absoluta de sus miembros, quienes se inhabilitarán o podrán ser recusados en votaciones en que tengan interés directo o indirecto, siendo reemplazados por sus suplentes.


El último nuevo inciso encarga al presidente del consejo regional del Fondo dirimir los empates.


Los acuerdos precedentes fueron adoptados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, que lo fueron los Honorables Senadores señores Rossi, Sabag y Walker (don Patricio) y Honorables Diputados señoras Muñoz y Nogueira y señores Aguiló y Ascencio.

Artículo 24


Este precepto aprobado en la sesión de 10 de marzo del año en curso, establece las funciones del Consejo Nacional del Fondo:


a) Aprobar las bases generales y los requisitos administrativos para postular a proyectos o programas financiados con recursos del Fondo y aprobar los de carácter nacional que se postulan anualmente, y 


b)  Cumplir las demás funciones que determine la ley y su reglamento.


La Comisión Mixta, habida consideración de las enmiendas que introdujo a los artículo 22 y 23, reemplazó este artículo 24 (su contenido se traslada al artículo 26 según se dirá) con otro que reproduce las normas de los incisos segundo y final del artículo 22 e inciso final del artículo 23, según se explica a continuación:


El nuevo precepto dispone que los representantes de las organizaciones de interés público ante el Consejo Nacional y ante los consejos regionales del Fondo serán elegidos por éstos mediante un procedimiento de selección establecido en un reglamento (inciso primero), el que deberá también consignar normas que garanticen una participación proporcional de las organizaciones (inciso segundo).


Agrega que los miembros del Consejo Nacional y de los consejos regionales se renovarán cada dos años; y sus cargos no serán remunerados con excepción de los gastos en que incurran con motivo de sus funciones (inciso tercero).


Este precepto fue aprobado en la forma descrita con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag y los Honorables Diputados señora Pascal y señores Becker, Harboe y Ward.

Artículo 25


El precepto aprobado por la Comisión Mixta para este artículo en la sesión de 10 de marzo, establece las funciones de los consejos regionales, materia que en virtud de la reestructuración del proyecto en esta parte, se estimó adecuado trasladarla a un nuevo artículo 27 según se dirá más adelante.


En su reemplazo, en la reapertura del debate la Comisión Mixta consignó en este artículo las causales de cesación en el cargo de los consejeros (tanto del Consejo Nacional como de los consejos regionales):


1) Expiración del plazo para el cual fueron nombrados.  No obstante, esta causal incluye una norma que extiende el mandato del consejero que ha cesado en su cargo hasta el nombramiento de su reemplazante;


2)  Renuncia voluntaria;


3)  Condena a pena aflictiva, y 


4) Falta grave a sus obligaciones como tal.


Agrega esta nueva norma en un inciso segundo que los reemplazantes se elegirán mediante el mismo procedimiento de selección de los reemplazados y se mantendrán en sus cargos hasta completar el período de éstos.


El acuerdo precedente contó con la aprobación unánime de los miembros presentes de la Comisión Mixta, que lo fueron los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag y los Honorables Diputados señora Pascal y señores Becker, Harboe y Ward con excepción de la letra c) de este artículo, que contó con la aprobación de los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar, y los Honorables Diputados señores Becker, Cahín, Harboe y Ward.

Artículo 26


El artículo 26 aprobado por la Comisión Mixta en su sesión de 10 de marzo radica la función ejecutiva del Fondo en el Ministerio Secretaría General de Gobierno.  El contenido de este artículo, al igual que el que precede, fue trasladado al artículo 29 del proyecto definitivo.


En su reemplazo, la Comisión Mixta consignó para este artículo la materia desarrollada en el artículo 24 aprobado en la sesión de 10 de marzo –facultades que son de competencia del Consejo Nacional del Fondo-pero le agregó una nueva que se incorpora como literal b), según se dirá en seguida:


a)  Esta letra encarga al Consejo aprobar las bases generales y los requisitos para la postulación de proyectos o programas financiados en el país con recursos del Fondo;


b)  Este literal, nuevo, atribuye como una nueva facultad del Consejo la de adjudicar los proyectos y programas de carácter nacional, y 


c) Esta última letra reproduce la potestad que contenía el artículo 24 aprobada en la oportunidad dicha:  cumplir las demás funciones que le encomiendan la ley y el reglamento.


La norma así acordada contó con la aprobación de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, que lo fueron Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag y los Honorables Diputados señora Pascal y señores Becker, Harboe y Ward.
Artículo 27


Esta norma aprobada por la Comisión Mixta en la ya mencionada sesión de 10 de marzo remite al reglamento la determinación de las reglas de funcionamiento del Fondo, materia que en esta etapa de la discusión del proyecto la Comisión Mixta acordó consignarla en un nuevo artículo 30.


En su reemplazo, en esta etapa de reapertura del debate, la Comisión Mixta incorporó a este artículo el contenido del artículo 25, que desarrolla las funciones de los consejos regionales del Fondo, sin enmiendas, descrita y aprobada en un acápite anterior (sesión de 10 de mayo de 2010).

Artículo 28


Este precepto de la Comisión Mixta aprobado en la sesión de 10 de marzo pasado, establece que el catastro y las resoluciones del Consejo Nacional y de los consejos regionales del Fondo estarán a disposición de la Contraloría General de la República para efectos de las rendiciones de cuenta y asignación de recursos.


La Comisión Mixta, en esta etapa de reapertura del debate, reemplazó ese texto por otro que establece inhabilidades para postular proyectos al Fondo:  no podrán hacerlo las organizaciones de interés público relacionadas con miembros del Consejo Nacional y de los consejos regionales del Fondo (los representantes de las organizaciones y los designados por el Presidente de la República con acuerdo de las Cámaras, estos últimos sólo en el caso del Consejo Nacional), sea porque tienen una vinculación patrimonial con las organizaciones o bien porque realizan labores remuneradas por ellas.


Este nuevo precepto extiende la inhabilidad a las autoridades que deban formar parte del Consejo Nacional y de los consejos regionales (y sus reemplazantes) por las mismas razones que las precedentes, ya sea por sí o por personas ligadas a ellos por parentesco hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad.  Esta inhabilidad es aplicable sólo a la presentación de proyectos y a la participación de estas personas en discusiones o votaciones que se refieran a la respectiva asociación.


Finalmente, el inciso tercero del texto de reemplazo aprobado en esta etapa por la Comisión Mixta, previene que también esta inhabilidad afecta a los representantes de las organizaciones de interés público cuando personas ligadas a ellos por parentesco estén vinculados a la organización por relaciones patrimoniales o por realizar para ella labores remuneradas.


Este nuevo precepto, descrito en la forma señalada precedentemente, contó con la aprobación unánime de los miembros presentes de la Comisión Mixta, que lo fuera los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag y los Honorables Diputados señora Pascal y señores Becker, Harboe y Ward.

- - -


En seguida, la Comisión Mixta, en esta nueva etapa de reapertura del debate acordó incorporar un nuevo artículo 29 al texto del proyecto, de similar contenido al del artículo 26, que preceptúa que la función ejecutiva del Fondo está radicada en el Ministerio Secretaría General de Gobierno, que actuará como su soporte técnico para su funcionamiento y para el del Consejo Nacional y de los consejos regionales.


Agregó, en seguida, a proposición del Ejecutivo, un nuevo inciso que asigna a un funcionario de la secretaría regional ministerial de ese Ministerio, con la denominación de coordinador regional, la tarea de coordinar las funciones ejecutivas del Fondo.


También, reprodujo la norma del precepto anterior que imputa los gastos de funcionamiento del Consejo Nacional, de los consejos regionales del Fondo y de la Secretaría Ejecutiva al presupuesto del Ministerio Secretaría General de Gobierno.


Este nuevo artículo también fue aprobado con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta Honorables Senadores señores Sabag, Rossi, Walker (don Patricio) y Honorables Diputados señoras Muñoz y Nogueira y señores Aguiló y Ascencio.


Por último, por lo que hace a la Ley sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública, contenida en los artículos 1° al 28 del proyecto aprobado en la sesión de 10 de mayo pasado (el referido proyecto, según se dijo, contiene otras normas sobre modificaciones a diversas leyes relacionadas con las asociaciones sin fines de lucro y de participación ciudadana) en esta etapa de reapertura del debate, la Comisión Mixta incorporó dos artículos 30 y 31, nuevos, que reproducen las materias desarrolladas en los artículos 27 y 28, respectivamente, del texto aprobado en la sesión de 10 de mayo pasado.


El primero de ellos –nuevo artículo 30- dispone que un reglamento del Ministerio Secretaría General de Gobierno, suscrito además por los Ministros de Hacienda y de Planificación, establecerá el financiamiento del Fondo.


El segundo, nuevo artículo 31, previene que tanto el catastro como las resoluciones del Consejo Nacional y de los consejos regionales del Fondo quedan a disposición de la Contraloría General de la República para efectos de la rendición de cuentas.


Ambos preceptos contaron con la aprobación unánime de la Comisión Mixta, que se les prestó con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag y los Honorables Diputados señora Pascal y señores Becker, Harboe y Ward.

Artículo 29

(Pasa a ser artículo 32)


El artículo 29 del texto aprobado por la Comisión Mixta en la sesión de 10 de marzo, que encabeza el Título IV del proyecto, introduce enmiendas, según se dijo en su oportunidad, a la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


En la oportunidad referida, la Comisión Mixta acordó introducir un nuevo título a ese estatuto “De la participación ciudadana en la gestión pública”, artículos 69 a 75, de los cuales en esta etapa de reapertura del debate la Comisión Mixta se ocupó de los nuevos artículos 69 y 70.


El primero de esos preceptos, en lo pertinente a este informe, declara que el Estado consagra el derecho de toda persona de participar en las políticas, planes, programas y acciones del Estado, efectuados a través de sus órganos de administración.


Por su parte, el artículo 70, también en lo que dice relación con este informe, preceptúa que los órganos de la administración establecerán las modalidades formales y específicas de participación que tendrán las personas en el ámbito de su competencia.


En esta etapa de reapertura del debate respecto de esas disposiciones, la Comisión Mixta acordó referirse a esa materia en un nuevo artículo 32, suprimiendo la frase subrayada en el artículo 69, con el fin de ampliar a cualquiera instancia y no solo los órganos de la Administración el ejercicio del derecho de participación; y agregó en el artículo 70, a continuación del vocablo “personas”, las expresiones “y organizaciones”, para explicitar con mayor claridad que las modalidades de participación se extienden tanto a personas naturales como a entes jurídicos.


Las enmiendas consignadas para los artículo 69 y 70, nuevos, que se introducen en la ley de Bases Generales de la Administración fueron acordadas con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar y los Honorables Diputados señores Becker, Chaín, Harboe y Ward.

- - -


Los artículos 30, sobre enmiendas a la ley orgánica constitucional de Municipalidades; 31, que modifica normas de la ley sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias; 32, que sustituye una denominación en la ley de los tribunales electorales regionales; 33, que se refiere a  la ley N° 19.032, que reorganiza el Ministerio Secretaría General de Gobierno y 34, que reemplaza un artículo del DFL N° 1, de 1992, que modifica la organización de ese Ministerio, en virtud de las agregaciones introducida por la Comisión Mixta en esta etapa de reapertura del debate, pasan a ser artículos 33; 34; 35; 36 y 37, sin nuevas enmiendas.

- - -

Artículo 35

(Pasa a ser artículo 38)


Finalmente, en la referida sesión de 10 de mayo de 2010, la Comisión Mixta aprobó para este artículo normas que proponen diversas enmiendas al Código Civil.


En esta etapa de reapertura del debate, la Comisión Mixta introdujo las modificaciones que van a expresarse a este precepto, que pasa a ser artículo 38.


La primera recae en el artículo 551 del Código Civil.  El inciso primero de esta disposición establece que la dirección y administración de las asociaciones estará a cargo de un directorio elegido por la asamblea conformad por, a lo menos, tres personas, que durarán tres años en sus cargos.


La Comisión Mixta aumentó el plazo de duración del directorio a cinco años.


La segunda enmienda afecta al inciso segundo de este artículo 551, que prescribe que sólo los asociados podrán formar parte del directorio.  Establece, además, que solamente en virtud de norma expresa de los estatutos podrán formar parte del directorio las personas condenadas por crimen y simple delito durante los diez años anteriores a la fecha de su designación.


La Comisión Mixta optó por sustituir este inciso por otro que se pronuncia en sentido inverso y por una pena determinada:  no podrán ser miembros del directorio las personas que hayan sido condenadas a pena aflictiva.


La tercera enmienda dice relación con el inciso séptimo que autoriza incluir en los estatutos normas diferentes a las consignadas, respecto de la administración de las asociaciones, con la condición de que se respete la participación y la transparencia en la designación de representantes y en la rendición de cuentas.


La Comisión Mixta suprimió este inciso.


Este artículo, en los términos señalados, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, esto es, por los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar y los Honorables Diputados señores Becker, Chaín, Harboe y Ward.


A continuación, de esta etapa de reapertura del debate la Comisión Mixta se ocupó del artículo 553 modificado en la sesión de 10 de marzo pasado.  Esta norma, con la modificación incluida, dispone que los estatutos de las corporaciones tienen fuerza obligatoria y que sus miembros deben obedecerlos bajo la pena que los mismos estatutos determinen.  En un inciso segundo incorporado en virtud de la modificación, el precepto establece que la potestad disciplinaria se ejercerá mediante un procedimiento racional y justo, con respeto de los derechos de los asociados.


La Comisión Mixta, en la nueva revisión del texto descrito, reemplazó el inciso segundo descrito por otro que señala que la potestad disciplinaria se ejercerá por una comisión de ética, tribunal de honor u otra entidad de similar naturaleza, con facultades disciplinarias que se ejercerán mediante un procedimiento racional y justo, con respeto a los derechos de los asociados.  Concluye señalando que los cargos directivos son incompatibles con los del órgano disciplinario.


El acuerdo precedente fue adoptado con la misma votación anterior.


La Comisión Mixta se ocupó a continuación del artículo 557 del Código Civil, norma que en la sesión de 10 de marzo de 2010 se estructuró con cuatro incisos que encargan al Ministerio de Justicia la supervigilancia de las asociaciones y fundaciones.


En esta etapa de reapertura del debate, la Comisión Mixta conoció una proposición del Ejecutivo que sustituye la palabra “supervigilancia” por el vocablo “fiscalización” y simplifica el procedimiento del inciso tercero de este precepto sobre la forma para subsanar las irregularidades que se cometieren con ocasión del funcionamiento de las corporaciones.


El nuevo texto así propuesto previene que las irregularidades que detecte el Ministerio de Justicia serán subsanadas por las corporaciones y fundaciones, las que habrán de solicitar a la justicia, en su caso, disponer las medidas necesarias para proteger los intereses de la entidad o de terceros.  (El texto reemplazado autorizaba al juez para decretar el nombramiento de interventores con las facultades previstas en el Código de Procedimiento Civil y  en la Ley de Quiebras).


La Comisión Mixta prestó su conformidad con la proposición precedente con la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Rossi, Sabag, Walker (don Patricio) y los Honorables Diputados señoras Muñoz y Nogueira y señores Aguiló y Ascencio.


Otra disposición sometida a examen y aprobación por la Comisión Mixta en la sesión de 10 de marzo pasado, fue la de un nuevo artículo 558 del Código Civil, que regula las modificaciones a los estatutos de las asociaciones.


En la etapa de reapertura del debate y a proposición del Ejecutivo, junto con una modificación formal, se introdujo un nuevo inciso tercero a este precepto que obliga al Ministerio de Justicia a emitir informe respecto del objeto de las fundaciones, y de la generación, integración y atribuciones de sus órganos de administración y dirección.


Los acuerdos anteriores fueron adoptados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta Honorables Senadores señores Rossi, Sabag y Walker (don Patricio) y los Honorables Diputados señoras Muñoz y Nogueira y señores Aguiló y Ascencio.


Finalmente, por lo que hace a las modificaciones al Código Civil, la Comisión Mixta, en la sesión de 10 de marzo de 2010, aprobó un nuevo texto para el artículo 559, que establece los canales de disolución de las asociaciones.


En la referida oportunidad, incluyó como causal, en el literal c) de este artículo la sentencia judicial en caso de:  1) estar la asociación prohibida por la Constitución o la ley, y 2) faltar todos sus miembros o reducirse éstos a tan corto número que no pueda cumplirse el objeto para que fue instituida, o haberse realizado íntegramente sin fin o hacerse imposible su realización.


Agregó un inciso segundo que preceptúa que la sentencia que se refiere el N° 2 sólo podrá dictarse en juicio promovido por la institución llamada a recibir los bienes de la asociación o fundación en caso de extinguirse.


En la etapa de reapertura del debate, el Ejecutivo propuso reemplazar el N° 2 descrito por otro que establece como motivación de la sentencia que declara disuelta la asociación la de haberse realizado íntegramente su fin o hacerse imposible su realización.


Además, el Ejecutivo sugirió el reemplazo del inciso segundo por otro que dispone que en el caso de la letra c) la sentencia se dictará en juicio iniciado a requerimiento del Consejo de Defensa del Estado en procedimiento breve y sumario, a petición del Ministerio de Justicia.  Finalmente, en la situación prevista en el N° 2 de ese literal, la sentencia sólo podrá dictarse en juicio promovido por la entidad beneficiaria de los bienes de la asociación.


La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, prestó su aprobación a estas proposiciones del Ejecutivo, con los votos de los Honorables Senadores señores Rossi, Sabag y Walker (don Patricio) y los Honorables Diputados señoras Muñoz y Nogueira y señores Aguiló y Ascencio.

- - -


Al concluir el examen del proyecto en la etapa de reapertura del debate, el Ejecutivo propuso intercalar una disposición segunda transitoria, nueva, que declara que las normas contenidas en el Párrafo 2° del Título I, en el artículo 34 N° 1, en el Párrafo VI del Título IV, entrarán en vigor doce meses después de su publicación en el Diario Oficial.


Además, sugirió reemplazar la disposición cuarta transitoria, que pasa a ser disposición quinta transitoria en virtud de la intercalación anotada, por otra que previene que dentro del año siguiente a la vigencia de esta ley el Ministerio de Justicia remitirá al Servicio de Registro Civil e Identificación los antecedentes relativos a las corporaciones y fundaciones preexistentes incorporadas al Registro de Personas Jurídicas para su inclusión en el nuevo Registro de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro.  Agrega que en el tiempo anterior a la remisión de estos antecedentes, el Ministerio cursará las certificaciones de vigencia de las personas jurídicas que se hayan constituido conforme a la ley antigua.


Ambos nuevos preceptos contaron con la aprobación unánime de la Comisión Mixta, con los votos de los Honorables Senadores señores Rossi, Sabag y Walker (don Patricio) y los Honorables Diputados señoras Muñoz y Nogueira y señores Aguiló y Ascencio.

- - -


En sesión de 28 de septiembre pasado, la Comisión Mixta tomó conocimiento de un oficio de la Excma. Corte Suprema que, de conformidad con el artículo 77 de la Constitución, daba respuesta a la consulta que le fuere formulada acerca de su opinión respecto de los nuevos artículos 548-4, 557 y 559 del Código Civil consignados en el proyecto.


El primero de los preceptos mencionados autoriza a quienes resultaren perjudicados por la constitución de una asociación para recurrir a la justicia con el fin de que se corrijan los estatutos causantes del perjuicio o para prevenir o reparar toda lesión o perjuicio que resultare de su aplicación.


La segunda norma –artículo 557- señala en su inciso tercero que el Ministerio de Justicia queda facultado para ordenar a las corporaciones y fundaciones que subsanen las irregularidades que se percibieren, sin perjuicio de requerir del juez las medidas que fueren necesarias para proteger de manera urgente y provisional los intereses de la persona jurídica o de terceros.


Finalmente, el artículo 559, nuevo, se refiere a la disolución de las asociaciones.  En su literal c), prescribe que éstas cesarán sus actividades por sentencia ejecutoriada en los casos que indica.  (Estar prohibida por la Constitución, las leyes o infringir sus estatutos, o por haberse realizado íntegramente su finalidad o hacerse imposible su cumplimiento).  Por su parte, el inciso final dispone que la sentencia sólo podrá dictarse en juicio iniciado a requerimiento del Consejo de Defensa del Estado, en procedimiento breve y sumario, el que ejercerá la acción previa petición fundada del Ministerio de Justicia o, en el segundo de los casos, la referida sentencia podrá también dictarse en juicio promovido por la institución llamada a recibir los bienes de la asociación o fundación en caso de extinguirse.


Respecto del primero de los artículos descritos, la Excma. Corte Suprema expresó que dicha norma es similar a la del actual artículo 548 del Código Civil que autoriza a toda persona a quien los estatutos de una corporación irrogaren perjuicios para recurrir al Presidente de la República con el fin de que se corrijan estatutos en lo tocante al perjuicio, y aún después de aprobados éstos, le queda expedito el recuso ante la justicia contra toda lesión o perjuicio que la aplicación de esos estatutos le causare.  Agregó que este precepto difiere del artículo 548-4 consignado en el proyecto en el sentido de que en este último no existe la posibilidad de recurrir al Presidente de la República, sino sólo ante la justicia, lo cual podría generar una recarga de trabajo en los tribunales que demandará mayor dotación de recursos humanos y económicos.  Por otra parte, observó que esta norma da cuenta de un procedimiento contencioso-administrativo que debería ser conocido en primera instancia por un tribunal de letras y sólo en segunda instancia por las Cortes de Apelaciones.


Por lo que hace al nuevo artículo 557 del Código Civil, la Excma. Corte expresó que las facultades que el proyecto reconoce para el Ministerio de Justicia imponen una nueva carga al juez, quien habrá de adoptar las medidas necesarias para proteger los intereses de terceros, lo cual también recarga la labor de los tribunales, sin que se establezca cuál es el tribunal competente.  Tampoco se indica la naturaleza del recurso y el procedimiento que se empleará, todo lo cual es necesario para viabilizar la iniciativa.


En lo tocante al nuevo artículo 559 que el proyecto incorpora al Código Civil, el Alto Tribunal observó la causal de disolución de las asociaciones consignada en el proyecto, que consiste en atribuir tal efecto a una sentencia ejecutoriada en caso de estar prohibida la asociación por la Constitución o la ley.  Estimó que si actualmente las corporaciones son sometidas a la aprobación del Presidente de la República quien debe rechazarlas si son contrarias al orden público, a las leyes y a las buenas costumbres, y el proyecto sugiere que esa aprobación recaiga en el secretario municipal, debiera ser también éste quien actuare en su disolución frente a ese mismo ilícito (ser contraria a la Constitución, las leyes o las buenas costumbres).


Además, continuó, el proyecto impone otra nueva carga de trabajo a los tribunales, pues éstos habrán de dictar sentencia de disolución en un nuevo procedimiento contencioso-administrativo.  Agregó que de acuerdo a la norma consultada el titular de la acción de disolución es el Consejo de Defensa del Estado a requerimiento del Ministerio de Justicia, cuestión que resulta arbitraria y afecta el principio de igualdad ante la ley pues no ve motivo para restringir sólo a estos últimos el ejercicio de esa acción.


Finalmente, expresó su opinión favorable a que ésta controversia se resuelva por la autoridad administrativa, estableciendo además una nueva instancia para impugnar la resolución que cancela la personalidad jurídica al igual como ocurre con otros procedimientos de reclamación contra sanciones de esta naturaleza.


Por lo que hace a la recarga de trabajo que la aplicación del nuevo artículo 548-4 acarrearía para los tribunales de justicia, la Comisión Mixta tuvo a la vista antecedentes del Ejecutivo que dan cuenta que en el año 2008 se canceló la personalidad jurídica a cuatro corporaciones; en el año 2009 a once, y en 2010, hasta agosto, a cuatro de estas entidades.  También tuvo presente la Comisión Mixta que el proyecto propone un cambio sustancial para la regulación de las normas sobre constitución de las corporaciones, pues de un régimen de concesión que se solicita al Presidente de la República se pasa ahora a un sistema de registro en el que la petición para constituir la asociación se tramita ante el municipio y ésta se constituye como tal, por el solo ministerio de esta ley, mediante su inscripción en el Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro que lleva el Servicio de Registro Civil.  Del modo dicho, en la constitución de estas entidades deja de intervenir el Presidente de la República, optándose por centralizar en los municipios su tramitación; y para rodear de las mayores garantías tanto el proceso de constitución como el de su funcionamiento, se ha entregado a los tribunales la potestad de tutelar a las personas de toda lesión o perjuicio que pudiere irrogar la aplicación de los estatutos.  Con todo, la Comisión Mixta reemplazó el artículo 548-4 por el texto del inciso segundo del artículo 548 vigente, con las siguientes enmiendas:


1) Suprimió la referencia que ese texto hace al Presidente de la República como autoridad facultada para corregir los estatutos, y 


2)  Reemplazó la oración “y aún después de aprobados les quedará expedito su recurso a la justicia” por otra que establece que el procedimiento para impugnar los estatutos, en lo que irroguen lesión o perjuicio, será el sumario, declarando que el sentido de esta sustitución es señalar que las palabras “expedito su recurso”, son equivalentes a la noción de juicio sumario.  (El texto del inciso segundo actual del artículo 548 es el siguiente:  “Todos aquellos a quienes los estatutos de la corporación irrogaren perjuicio, podrán recurrir al Presidente, para que en lo que perjudicaren a terceros se corrijan; y aún después de aprobados les quedará expedito su recurso a la justicia contra toda lesión o perjuicio que de la aplicación de dichos estatutos les haya resultado o pueda resultarles”.).

En consecuencia, el nuevo artículo 548-4 del Código Civil incorporado por este proyecto queda como sigue:


“Todos aquellos a quienes los estatutos de la corporación irrogaren perjuicio podrán recurrir a la justicia, en procedimiento breve y sumario, para que éstos se corrijan o se repare toda lesión o perjuicio que de la aplicación de dichos estatutos les haya resultado o pueda resultarles.”.


En relación con las restantes observaciones de la Excma. Corte recaídas en los artículos 557 y 559, la Comisión Mixta resolvió no innovar, pues estimó que las situaciones de controversia o colisión de derechos motivadas por el funcionamiento o disolución de las asociaciones, en lugar de someterse a la vía administrativa deben quedar cauteladas por los tribunales de justicia, habida cuenta de la nueva modalidad de registro para su constitución.

- - -


En consecuencia, con el mérito de las consideraciones precedentes de este informe, y como forma y modo de resolver las divergencias producidas entre ambas Corporaciones con motivo de este proyecto de ley, esta Comisión Mixta tiene a honra someter a la Honorable Cámara de Diputados y al Honorable Senado la aprobación de la siguiente proposición:

PROYECTO DE LEY

“Título I

DE LAS ASOCIACIONES SIN FINES DE LUCRO

Párrafo 1°

Del derecho de asociación


Artículo 1°.- Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente para la consecución de fines lícitos.


Este derecho comprende la facultad de crear asociaciones que expresen la diversidad de intereses sociales e identidades culturales.


Prohíbense las asociaciones contrarias a la moral, al orden público y a la seguridad del Estado.


Las asociaciones no podrán realizar actos contrarios a la dignidad y valor de la persona, al régimen de Derecho y al bienestar general de la sociedad democrática.


Artículo 2°.- Es deber del Estado promover y apoyar las iniciativas asociativas de la sociedad civil.


Los órganos de la Administración del Estado garantizarán la plena autonomía de las asociaciones y no podrán adoptar medidas que interfieran en su vida interna.


El Estado, en sus programas, planes y acciones, deberá contemplar el fomento de las asociaciones, garantizando criterios técnicos objetivos y de plena transparencia en los procedimientos de asignación de recursos. 


Artículo 3º. Nadie puede ser obligado a constituir una asociación, ni a integrarse o a permanecer en ella. La afiliación es libre, personal y voluntaria.


Ni la ley ni autoridad pública alguna podrán exigir la afiliación a una determinada asociación, como requisito para desarrollar una actividad o trabajo, ni la desafiliación para permanecer en éstos.


Artículo 4°. A través de sus respectivos estatutos, las asociaciones deberán garantizar los derechos y deberes que tendrán sus asociados en materia de participación, elecciones y acceso a información del estado de cuentas, sin perjuicio de las demás estipulaciones que ellas consideren incluir.

La condición de asociado lleva consigo el deber de cumplir los estatutos y acuerdos válidamente adoptados por la asamblea y demás órganos de la asociación, tanto en relación con los aportes pecuniarios que correspondan, como a la participación en sus actividades. 


Artículo 5º. Las asociaciones se constituirán y adquirirán personalidad jurídica conforme al Título XXXIII del Libro I del Código Civil, sin perjuicio de lo que dispongan leyes especiales.


Artículo 6º. Las asociaciones podrán constituir uniones o federaciones, cumpliendo los requisitos que dispongan sus estatutos y aquellos que la ley exige para la constitución de las asociaciones. En las mismas condiciones, las federaciones podrán constituir confederaciones.


Artículo 7º. Podrán constituirse libremente agrupaciones que no gocen de personalidad jurídica. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso final del artículo 549 del Código Civil, en procura de los fines de tales agrupaciones podrán actuar otras personas, jurídicas o naturales, quienes responderán ante terceros de las obligaciones contraídas en interés de los fines de la agrupación. 
Párrafo 2°

Del Registro Nacional de Personas Jurídicas Sin Fines de Lucro


Artículo 8°. Existirá un Registro Nacional de Personas Jurídicas Sin Fines de Lucro, a cargo del Servicio del Registro Civil e Identificación.


La información contenida en el Registro se actualizará sobre la base de documentos autorizados por las municipalidades y demás órganos públicos que indique el reglamento. Será obligación de tales organismos remitir esos documentos al Registro, a menos que el interesado solicitare formalmente hacer la inscripción de manera directa. 


Artículo 9°. En el Registro se inscribirán los antecedentes relativos a la constitución, modificación y disolución o extinción de: 


a) Las asociaciones y fundaciones constituidas conforme a lo dispuesto en el Título XXXIII del Libro I del Código Civil;


b) Las organizaciones comunitarias funcionales, juntas de vecinos y uniones comunales constituidas conforme a la Ley Nº 19.418;


c) Las demás personas jurídicas sin fines de lucro regidas por leyes especiales que determine el reglamento. 


El Registro diferenciará las organizaciones inscritas de acuerdo a su naturaleza, atendiendo especialmente al marco normativo que las regule.


Los tribunales de justicia deberán remitir al Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro, las sentencias ejecutoriadas que disuelvan las asociaciones en conformidad con el artículo 559 del Código Civil.


Artículo 10. En el Registro se inscribirán igualmente los actos que determinen la composición de los órganos de dirección y administración de las personas jurídicas registradas. 


El reglamento determinará las demás informaciones que deban inscribirse o subinscribirse en relación con el funcionamiento de las personas jurídicas registradas.


Artículo 11. El Servicio certificará, a petición de cualquier interesado, la vigencia de las personas jurídicas registradas, así como la composición de sus órganos de dirección y administración.


Por la emisión de los certificados a que se refiere este artículo, el Servicio podrá cobrar los valores que establezca mediante resolución.


Artículo 12. El Servicio elaborará anualmente las estadísticas oficiales de las personas jurídicas inscritas en el Registro, a fin de determinar aquellas que estén vigentes.


Asimismo, el Servicio elaborará anualmente una nómina de personas jurídicas no vigentes, en la que incluirá aquellas que estén disueltas o extinguidas y aquellas personas jurídicas que en un periodo de cinco años no hayan presentado, por intermedio de la Municipalidad o del órgano público autorizado, antecedentes relativos a la renovación o elección de sus órganos directivos. Con todo, en este último caso las personas jurídicas podrán solicitar ser excluidas de dicha nómina si por causa no imputable a ellas no apareciere realizada la renovación o elección de sus órganos directivos.


Artículo 13. El retraso o la falta de remisión de los antecedentes de las personas jurídicas al Registro, o de su inscripción en él, se mirará como infracción grave a los deberes funcionarios de quien corresponda, para efectos de su responsabilidad administrativa.


Artículo 14. El reglamento señalará las demás disposiciones relativas a la forma, contenidos y modalidades de la información del Registro.

Título II

DE LAS ORGANIZACIONES DE INTERÉS PÚBLICO

Párrafo 1°

Sobre la calidad de interés público

Artículo 15. Son organizaciones de interés público, para efectos de la presente ley y los demás que establezcan leyes especiales, aquellas personas jurídicas sin fines de lucro cuya finalidad es la promoción del interés general, en materia de derechos ciudadanos, asistencia social, educación, salud, medio ambiente, o cualquiera otra de bien común, en especial las que recurran al voluntariado, y que estén inscritas en el Catastro que establece el artículo siguiente.


Por el solo ministerio de la ley tienen carácter de interés público las organizaciones comunitarias funcionales, juntas de vecinos y uniones comunales constituidas conforme a la ley N°19.418 y las comunidades y asociaciones indígenas reguladas en la ley Nº19.253. Su inscripción en el Catastro se practicará de oficio por el Consejo Nacional que se establece en el Título III.


El Consejo Nacional podrá inscribir en el catastro a toda otra persona jurídica sin fines de lucro que lo solicite, y que declare cumplir los fines indicados en el inciso primero.

Artículo 16.- El Consejo Nacional señalado en el artículo precedente formará un Catastro de Organizaciones de Interés Público que contenga la nómina actualizada de organizaciones de interés público.

El Catastro estará a disposición del público, en forma permanente y gratuita, en el sitio electrónico del Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público.


Artículo 17.- Las personas jurídicas a que se refiere este título que reciban fondos públicos, en calidad de asignaciones para la ejecución de proyectos, subvenciones o subsidios, o a cualquier otro título, deberán informar acerca del uso de estos recursos, ya sea publicándolo en su sitio electrónico o, en su defecto, en otro medio.


Anualmente, las organizaciones de interés público deberán dar a conocer su balance contable en la forma señalada en el inciso anterior.


Artículo 18. Las organizaciones de interés público no podrán efectuar contribuciones de aquellas señaladas en el Título II de la ley Nº 19.884 y en el Título II de la ley Nº 19.885.


El incumplimiento de esta prohibición, determinado por decisión fundada del Consejo Nacional, hará perder la calidad de organización de interés público.

Párrafo 2°

Sobre el voluntariado


Artículo 19. Son organizaciones de voluntariado las organizaciones de interés público cuya actividad principal se realiza con un propósito solidario, a favor de terceros, y se lleva a cabo en forma libre, sistemática y regular, sin pagar remuneración a sus participantes. 


El reglamento determinará las condiciones conforme a las cuales el Consejo Nacional reconocerá la calidad de organizaciones de voluntariado a quienes así lo soliciten. 


La calidad de organizaciones de voluntariado se hará constar en el catastro.


Artículo 20. Las personas interesadas en realizar voluntariado en las organizaciones de interés público, sean o no asociadas, tendrán derecho a que se deje constancia por escrito del compromiso que asumen con dichas organizaciones, en el que se señalará la descripción de las actividades que el voluntario se compromete a realizar, incluyendo la duración y horario de éstas, el carácter gratuito de esos servicios, y la capacitación o formación que el voluntario posee o requiere para su cumplimiento.


En el ejercicio de las actividades a que se obligue, el voluntario deberá respetar los fines de la organización y rechazar cualquier retribución a cambio.


A petición del interesado, la organización deberá certificar su condición de voluntario, la actividad realizada y la capacitación recibida.


El compromiso a que se refiere este artículo en ningún caso podrá contravenir lo establecido en el artículo 3° de la presente ley.

Título III

DEL FONDO DE FORTALECIMIENTO DE LAS ORGANIZACIONES DE INTERÉS PÚBLICO


Artículo 21.- Establécese el Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público, en adelante “el Fondo”.


El Fondo se constituirá con los aportes, ordinarios o extraordinarios, que la ley de presupuestos contemple anualmente para tales efectos y con los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título. No obstante, también podrá recibir y transferir recursos provenientes de otros organismos del Estado, así como de donaciones y otros aportes que se hagan a título gratuito.


Los recursos del Fondo deberán ser destinados al financiamiento de proyectos o programas nacionales y regionales que se ajusten a los fines específicos a que hace referencia el inciso primero del artículo 15. Anualmente, el Consejo Nacional del Fondo fijará una cuota nacional y cuotas para cada una de las regiones, sobre la base de los criterios objetivos de distribución que determine mediante resolución fundada.


Con todo, la asignación a la Región Metropolitana no podrá exceder del 50% del total de los recursos transferidos.


Las donaciones y otros aportes que se hagan a título gratuito no se considerarán en el límite señalado en el inciso anterior.

Artículo 22.- El Consejo Nacional estará integrado por:


a) El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de Gobierno;


b) El Subsecretario del Ministerio Hacienda;


c) El Subsecretario del Ministerio de Planificación;


d) Dos miembros designados por el Presidente de la República, con acuerdo de la Cámara de Diputados y del Senado, respectivamente, y 


e) Seis representantes de las organizaciones de interés público, incorporadas al catastro que crea esta ley.

La votación de la propuesta respectiva de los representantes a que se refiere la letra d) se hará en un sólo acto. En caso de ser rechazada, el Presidente de la República hará una nueva propuesta dentro de los 30 días siguientes a que le sea comunicado el resultado negativo de la votación.


En el proceso de elección de los representantes de la letra e), deberá también seleccionarse al menos a tres miembros suplentes, definiéndose su orden de prelación. 


El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de Gobierno, el Subsecretario del Ministerio de Planificación y el Subsecretario del Ministerio de Hacienda deberán nombrar a sus respectivos suplentes en la primera sesión del Consejo.


El Presidente del Consejo será nombrado por el Presidente de la República de entre las seis personas elegidas por las organizaciones de interés público, a través del mecanismo que determine el reglamento. En tanto el Presidente del Consejo no sea designado o en caso de ausencia del titular, el Consejo designará de entre sus miembros y por mayoría simple a un Presidente provisorio. 


El quórum para sesionar y para adoptar decisiones será la mayoría absoluta de sus miembros, quienes deberán inhabilitarse, o podrán ser recusados, respecto de su participación en votaciones para programas en que tengan interés, directo o indirecto, en virtud de lo establecido en el artículo 28.  En dicho caso serán reemplazados por el o los suplentes que procedan.


En caso de empate en las votaciones, el Presidente tendrá voto dirimente.


Artículo 23.- Los consejos regionales del Fondo estarán integrados por:


a) Cinco representantes de las organizaciones de interés público, de cada región, incorporadas al Catastro que crea esta ley.


b) El secretario regional ministerial de Gobierno;


c) El secretario regional ministerial de Planificación, y


d) Dos miembros designados por el intendente con acuerdo del consejo regional.


En el proceso de elección de los representantes de la letra a), deberá también elegirse al menos a tres miembros suplentes, definiéndose su orden de prelación.


El presidente de cada consejo regional del Fondo será elegido por el intendente regional respectivo, de entre los cinco representantes señalados en la letra a).  En tanto el presidente del consejo no sea designado o en caso de ausencia del titular, el consejo designará de entre sus miembros y por mayoría simple a un presidente provisorio. 


El quórum para sesionar y para adoptar decisiones será la mayoría absoluta de sus miembros, quienes deberán inhabilitarse, o podrán ser recusados, respecto de su participación en votaciones para programas en que tengan interés, directo o indirecto, en virtud de lo establecido en el artículo 28.  En dicho caso serán reemplazados por él o los suplentes que procedan. 


En caso de empate en las votaciones, el presidente tendrá voto dirimente.


Artículo 24. Los representantes a que se refieren la letra e) del artículo 22 y la letra a) del artículo 23, serán elegidos por las organizaciones de interés público, incorporadas al catastro a que se refiere esta ley. 


El reglamento fijará el procedimiento de selección de los representantes de las organizaciones de interés público que deberán formar parte del Consejo Nacional y de los consejos regionales del Fondo, debiendo garantizar una participación proporcional de los distintos tipos de asociaciones a que se refiere la presente ley. Sin embargo, el voto de cada organización será por un solo candidato.


Los miembros del Consejo Nacional y de los consejos regionales del Fondo se renovarán cada dos años, no recibirán remuneración o dieta de especie alguna por su participación en los mismos, sin perjuicio de los recursos que la Secretaría Ejecutiva del Fondo destine para solventar los gastos de transporte, alimentación y alojamiento que se deriven de su concurrencia a las sesiones de dichos consejos.


Artículo 25. Son causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:


a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante;


b) Renuncia voluntaria,


c) Condena a pena aflictiva; y


d) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.


Los reemplazantes de las vacantes que se puedan generar serán elegidos por el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y serán consejeros por el resto del período que a éste le correspondía cumplir.


Artículo 26.- Al Consejo Nacional del Fondo le corresponderá:


a) Aprobar las bases generales y los requisitos administrativos para la postulación de proyectos o programas a ser financiados en el país por los recursos del Fondo; 


b) Adjudicar los proyectos o programas de carácter nacional que postulen anualmente, y


c) Cumplir las demás funciones determinadas por la presente ley y su reglamento.


Artículo 27.- A los consejos regionales del Fondo les corresponderá:


a) Fijar anualmente, dentro de las normas generales definidas por el Consejo Nacional, criterios y prioridades para la adjudicación de los recursos del Fondo entre proyectos y programas que sean calificados de relevancia para la región;


b) Adjudicar los recursos del Fondo a proyectos o programas de impacto regional, y


c) Cumplir las demás funciones que señala esta ley y su reglamento.


En las restantes materias, los consejos regionales del Fondo estarán sujetos a las regulaciones establecidas por el Consejo Nacional.


Artículo 28. Serán inhábiles para presentar proyectos al Fondo, las organizaciones de interés público relacionadas con miembros que formen parte del Consejo Nacional en virtud de la letra e) del artículo 22, o de los consejos regionales en virtud de la letra a) del artículo 23, que por sí tengan vinculación con aquellas organizaciones por interés patrimonial o por la realización de labores remuneradas. La misma inhabilidad se aplicará respecto de los reemplazantes a que se refieren los artículos señalados.


Las autoridades que deben formar parte de los consejos señalados en el inciso anterior, o sus reemplazantes según sea el caso, que se encuentren vinculados con alguna asociación o fundación por intereses patrimoniales o por la realización de labores remuneradas en ellas, ya sea por sí o por personas ligadas a él hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo grado de afinidad, se encontrarán inhabilitados para presentar proyectos y participar en las discusiones y votaciones que se refieran a la respectiva asociación o fundación.


La misma inhabilidad del inciso anterior se aplicará a los miembros elegidos como representantes de las organizaciones de interés público, cuando personas ligadas a ellos hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo grado de afinidad se encuentren vinculadas con alguna asociación o fundación por intereses patrimoniales o por la realización de labores remuneradas en ellas.


Artículo 29.- La función ejecutiva del Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público estará radicada en el Ministerio Secretaría General de Gobierno, que actuará como soporte técnico para el funcionamiento regular del Fondo así como de su Consejo Nacional y consejos regionales.


Corresponderá a un Secretario Ejecutivo, nombrado por el Sistema de Alta Dirección Pública, la responsabilidad de coordinar la función ejecutiva señalada en el inciso precedente.


Un funcionario con la denominación de coordinador regional designado por resolución de la respectiva secretaría regional ministerial del Ministerio Secretaría General de Gobierno y dependiente de ésta, ejercerá la coordinación de las funciones ejecutivas del Fondo en cada región del país. 


Los gastos que origine el funcionamiento del Consejo Nacional, de los consejos regionales del Fondo y de la Secretaría Ejecutiva, se financiarán con cargo al presupuesto del Ministerio Secretaría General de Gobierno.

Artículo 30.- Un reglamento del Ministerio Secretaría General de Gobierno, suscrito además por los Ministros de Hacienda y de Planificación, establecerá el funcionamiento del Fondo.


Artículo 31.- Tanto el catastro como las resoluciones del Consejo Nacional y de los consejos regionales del Fondo deberán encontrarse a disposición de la Contraloría General de la República, para el efecto de que ésta conozca la asignación y rendición de cuenta de los recursos.

TITULO IV

DE LA MODIFICACIÓN DE OTROS CUERPOS LEGALES

Párrafo 1°

Modificaciones en la ley N°18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado


Artículo 32.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia:


1) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 3°, entre el vocablo “administrativas” y la coma (,) que sigue a éste, la frase “y participación ciudadana en la gestión pública”;


2) Intercálase antes del Título Final, el siguiente Título IV, pasando el actual artículo 69 a ser 76:

“Título IV

De la participación ciudadana en la gestión pública


Artículo 69.- El Estado reconoce a las personas el derecho de participar en sus políticas, planes, programas y acciones.


Es contraria a las normas establecidas en este Título toda conducta destinada a excluir o discriminar, sin razón justificada, el ejercicio del derecho de participación ciudadana señalado en el inciso anterior.


Artículo 70. Cada órgano de la Administración del Estado deberá establecer las modalidades formales y específicas de participación que tendrán las personas y organizaciones en el ámbito de su competencia.

Las modalidades de participación que se establezcan deberán mantenerse actualizadas y publicarse a través de medios electrónicos u otros.


Artículo 71.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, cada órgano de la Administración del Estado deberá poner en conocimiento público información relevante acerca de sus políticas, planes, programas, acciones y presupuestos, asegurando que ésta sea oportuna, completa y ampliamente accesible. Dicha información se publicará en medios electrónicos u otros.


Artículo 72.- Los órganos de la Administración del Estado, anualmente, darán cuenta pública participativa a la ciudadanía de la gestión de sus políticas, planes, programas, acciones y de su ejecución presupuestaria. Dicha cuenta deberá desarrollarse desconcentradamente, en la forma y plazos que fije la norma establecida en el artículo 70.


En el evento que a dicha cuenta se le formulen observaciones, planteamientos o consultas, la entidad respectiva deberá dar respuesta conforme a la norma mencionada anteriormente.


Artículo 73.- Los órganos de la Administración del Estado, de oficio o a petición de parte, deberán señalar aquellas materias de interés ciudadano en que se requiera conocer la opinión de las personas, en la forma que señale la norma a que alude el artículo 70.


La consulta señalada en el inciso anterior deberá ser realizada de manera informada, pluralista y representativa.


Las opiniones recogidas serán evaluadas y ponderadas por el órgano respectivo, en la forma que señale la norma de aplicación general.


Artículo 74.- Los órganos de la Administración del Estado deberán establecer consejos de la sociedad civil, de carácter consultivo, que estarán conformados de manera diversa, representativa y pluralista por integrantes de asociaciones sin fines de lucro que tengan relación con la competencia del órgano respectivo.


Artículo 75.- Las normas de este Título no serán aplicables a los órganos del Estado señalados en el inciso segundo del artículo 21 de esta ley.


Dichos órganos podrán establecer una normativa especial referida a la participación ciudadana.”.
Párrafo 2°

Modificaciones en la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades


Artículo 33.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:


1) Reemplázase en la letra c) del artículo 5º, el término “consejo económico y social de la comuna” por la frase “consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”.


2) Sustitúyese en la letra m) del artículo 63 la expresión “consejo económico y social comunal” por “consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil;”.


3) Intercálase en el inciso primero del artículo 67, a continuación de la palabra “concejo”, la frase “y al consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”.


4) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 75 la palabra “comunales” por la expresión “consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil”.


5) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 79:


a) Intercálase en la letra k), entre la expresión “territorio comunal” y el punto y coma (;) que la sigue, la frase “previo informe escrito del consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”.


b) Agréganse las siguientes letras n) y ñ):


“n) Pronunciarse, a más tardar el 31 de marzo de cada año, a solicitud del consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil, sobre las materias de relevancia local que deben ser consultadas a la comunidad por intermedio de esta instancia, como asimismo la forma en que se efectuará dicha consulta, informando de ello a la ciudadanía, y


ñ) Informar a las organizaciones comunitarias de carácter territorial y funcional; a las asociaciones sin fines de lucro y demás instituciones relevantes en el desarrollo económico, social y cultural de la comuna, cuando éstas así lo requieran, acerca de la marcha y funcionamiento de la municipalidad, de conformidad con los antecedentes que haya proporcionado el alcalde con arreglo al artículo 87.”.


6) Reemplázase en la letra a) del artículo 82 la expresión “consejo económico y social comunal” por “consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”.


7) Agrégase el siguiente inciso en el artículo 93:


“Con todo, la ordenanza deberá contener una mención del tipo de las organizaciones que deben ser consultadas e informadas, como también las fechas o épocas en que habrán de efectuarse tales procesos. Asimismo, describirá los instrumentos y medios a través de los cuales se materializará la participación, entre los que podrán considerarse la elaboración de presupuestos participativos, consultas u otros.”.


8) Sustitúyese el artículo 94 por el siguiente:


“Artículo 94.- En cada municipalidad existirá un consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil.


Éste será elegido por las organizaciones comunitarias de carácter territorial y funcional, y por las organizaciones de interés público de la comuna. Asimismo, y en un porcentaje no superior a la tercera parte del total de sus miembros, podrán integrarse a aquellos representantes de asociaciones gremiales y organizaciones sindicales, o de otras actividades relevantes para el desarrollo económico, social y cultural de la comuna.


En ningún caso la cantidad de consejeros titulares podrá ser inferior al doble ni superior al triple de los concejales en ejercicio de la respectiva comuna.


El consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil se reunirá a lo menos cuatro veces por año bajo la presidencia del alcalde.


Un reglamento, elaborado sobre la base de un reglamento tipo propuesto por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo que el alcalde respectivo someterá a la aprobación del concejo, determinará la integración, organización, competencia y funcionamiento del consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil, como también la  forma  en  que podrá autoconvocarse, cuando así lo solicite, por escrito, un tercio de sus integrantes. Dicho reglamento podrá ser modificado por los dos tercios de los miembros del Concejo, previo informe del consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil.


Los consejeros durarán cuatro años en sus funciones. En ausencia del alcalde, el consejo será presidido por el vicepresidente que elija el propio consejo de entre sus miembros. El secretario municipal desempeñará la función de ministro de fe de dicho organismo.


Las sesiones del consejo serán públicas, debiendo consignarse en actas los asuntos abordados en sus reuniones y los acuerdos adoptados en las mismas. El secretario municipal mantendrá en archivo tales actas, así como los originales de la ordenanza de participación ciudadana y del reglamento del consejo, documentos que serán de carácter público.


El alcalde deberá informar al consejo acerca de los presupuestos de inversión, del plan comunal de desarrollo y sobre las modificaciones al plan regulador, el que dispondrá de quince días hábiles para formular sus observaciones.


Con todo, en el mes de marzo de cada año, el consejo deberá pronunciarse respecto de la cuenta pública del alcalde, sobre la cobertura y eficiencia de los servicios municipales, así como sobre las materias de relevancia comunal que hayan sido establecidas por el concejo, y podrá interponer el recurso de reclamación establecido en el Título final de la presente ley.


Asimismo, los consejeros deberán informar a sus respectivas organizaciones, en sesión especialmente convocada al efecto y con la debida anticipación para recibir consultas y opiniones, acerca de la propuesta de presupuesto y del plan comunal de desarrollo, incluyendo el plan de inversiones y las modificaciones al plan regulador, como también sobre cualquier otra materia relevante que les haya presentado el alcalde o el concejo.


Cada municipalidad deberá proporcionar los medios necesarios para el funcionamiento del consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil.”.


9) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 95:


a) Reemplázase, en sus incisos primero y tercero, la expresión “consejo económico y social comunal” por “consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”.


b) Elimínase en su inciso tercero la frase “en el artículo 74 y en la letra b) del artículo 75”.


10) Sustitúyese el inciso primero del artículo 98 por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, cada municipalidad deberá habilitar y mantener en funcionamiento una oficina de informaciones, reclamos y sugerencias abierta a la comunidad. La ordenanza de participación establecerá un procedimiento público para el tratamiento de las presentaciones o reclamos, como asimismo los plazos en que el municipio deberá dar respuesta a ellos, los que, en ningún caso, serán superiores a treinta días, de acuerdo a las disposiciones contenidas en la ley N°19.880.”.

11) Reemplázase el artículo 99 por el siguiente:


“Artículo 99.- El alcalde, con acuerdo del concejo, a requerimiento de los dos tercios de los integrantes en ejercicio del mismo y a solicitud de dos tercios de los integrantes en ejercicio del consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil, ratificada por los dos tercios de los concejales en ejercicio, o por iniciativa de los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la comuna, someterá a plebiscito las materias de administración local relativas a inversiones específicas de desarrollo comunal, a la aprobación o modificación del plan comunal de desarrollo, a la modificación del plan regulador o a otras de interés para la comunidad local, siempre que sean propias de la esfera de competencia municipal, de acuerdo con el procedimiento establecido en los artículos siguientes.”.

12) Sustitúyese en el artículo 100 el guarismo “10%” por “5%”.


13) Suprímese en el artículo 141 letra b) la expresión “éste o de otros”.


14) Agrégase la siguiente disposición transitoria:


“Artículo 4° transitorio.- La ordenanza a que alude el artículo 93 y el reglamento señalado en el artículo 94 deberán dictarse dentro del plazo de 180 días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley.


Los consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil, deberán quedar instalados en el plazo de 60 días, contado desde la fecha de publicación del reglamento mencionado en el inciso precedente.”.
Párrafo 3°

Modificaciones en la ley N° 19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias


Artículo 34.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N° 19.418:


1) Agrégase un nuevo inciso tercero al artículo 6°, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto y el inciso cuarto a ser quinto, cuyo texto es el siguiente: 


“Será obligación de las municipalidades enviar al Servicio de Registro Civil e Identificación, semestralmente, y para efectos de mantener actualizado el Registro Nacional de Personas Jurídicas Sin Fines de Lucro, una copia con respaldo digital de los registros públicos señalados en los incisos primero y segundo de este artículo”.


2) Sustitúyese en el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, la forma verbal “Será”, por las expresiones “Asimismo, será”.


3) Intercálase el siguiente artículo 6°bis:


“Artículo 6º bis.- Las uniones comunales de juntas de vecinos y las uniones comunales de organizaciones comunitarias funcionales podrán agruparse en federaciones y confederaciones de carácter provincial, regional o nacional.  Un reglamento establecerá el funcionamiento de este tipo de asociaciones, garantizando la debida autonomía en sus distintos niveles de funcionamiento.”.

4) Introdúcense las siguientes modificaciones en su artículo 19:


a) Sustitúyese en su inciso primero las expresiones “cinco ” por “tres” y “dos” por “tres”, respectivamente.


b) Agrégase el siguiente inciso cuarto: 


“No podrán ser parte del directorio de las organizaciones comunitarias territoriales y funcionales los alcaldes, los concejales y los funcionarios municipales que ejerzan cargos de jefatura administrativa en la respectiva municipalidad, mientras dure su mandato.”.


5) Agrégase al inciso final del artículo 45 la siguiente frase:


“El concejo deberá cuidar que dicho reglamento establezca condiciones uniformes, no discriminatorias y transparentes en el procedimiento de asignación, así como reglas de inhabilidad que eviten los conflictos de intereses y aseguren condiciones objetivas de imparcialidad.”.


6) Agrégase un nuevo artículo 54 bis: 


“Artículo 54 bis.- Las uniones comunales podrán constituir federaciones que las agrupen a nivel provincial o regional.


Será necesario a lo menos un tercio de uniones comunales de juntas de vecinos o de organizaciones comunitarias funcionales de la provincia o de la región, para formar una federación. Un tercio de  federaciones regionales de un mismo tipo podrán constituir una confederación nacional.


Cada unión comunal que concurra a la constitución de una federación, o que resuelva su retiro de ella, requerirá de la voluntad conforme de la mayoría de los integrantes del directorio de dicha unión comunal, dejando constancia de ello en el acta de la sesión especialmente convocada para tal efecto. El mismo procedimiento será aplicable para las federaciones que constituyan una confederación.


La federación o confederación gozará de personalidad jurídica por el solo hecho de realizar el depósito de su acta constitutiva y estatutos en la secretaría municipal de la comuna donde reconozca su domicilio, de acuerdo al reglamento, el que establecerá, además, los procedimientos para su constitución, regulación y funcionamiento, de conformidad con esta ley.”.
Párrafo 4º

Modificaciones a la ley de los Tribunales Electorales Regionales


Artículo 35.- Sustitúyese en el número primero del inciso primero del artículo 10 de la ley Nº 18.593, la expresión “Consejos de Desarrollo Comunal” por la frase “consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil”.”.

Párrafo 5º

Modificaciones a las leyes sobre organización del Ministerio Secretaría General de Gobierno


Artículo 36.- Incorpórase la siguiente letra i) en el artículo 2º de la ley Nº 19.032, que reorganiza el Ministerio Secretaría General de Gobierno:


“i) Dar cuenta anualmente sobre la participación ciudadana en la gestión pública para lo cual deberá establecer los mecanismos de coordinación pertinentes.”.


Artículo 37.- Reemplázase el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°1, de 1992, que modifica la organización del Ministerio Secretaría General de Gobierno, por el siguiente:


 “Artículo 3°.- Corresponderá, especialmente, a la División de Organizaciones Sociales:


a) Contribuir a hacer más eficientes los mecanismos de vinculación, interlocución y comunicación entre el gobierno y las organizaciones sociales, favoreciendo el asociacionismo y el fortalecimiento de la sociedad civil.


b) Promover la participación de la ciudadanía en la gestión de las políticas públicas.


c) Coordinar, por los medios pertinentes, la labor del Ministerio señalada en la letra i) del artículo 2° de la ley N° 19.032.”.

Párrafo 6°
Modificaciones al Título XXXIII del Libro I del Código Civil


Artículo 38.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Civil: 


1º En el artículo 545:


a) Incorpórase, al final del inciso segundo, la siguiente frase: “Las corporaciones de derecho privado se llaman también asociaciones”. 


b) Agrégase el siguiente inciso, a continuación del segundo: 


“Una asociación se forma por una reunión de personas en torno a objetivos de interés común a los asociados. Una fundación, mediante la afectación de bienes a un fin determinado de interés general.”.

2º En el artículo 546, sustitúyese la frase “hayan sido aprobadas por el Presidente de la República” por “se hayan constituido conforme a las reglas de este Título”.


3º Sustitúyese el artículo 548 por los siguientes: 


“Artículo 548.- El acto por el cual se constituyan las asociaciones o fundaciones constará en escritura pública o privada suscrita ante notario, oficial del Registro Civil o funcionario municipal autorizado por el alcalde.


Copia del acto constitutivo, autorizada por el ministro de fe o funcionario ante el cual fue otorgado, deberá depositarse en la secretaría municipal del domicilio de la persona jurídica en formación, dentro del plazo de treinta días contados desde su otorgamiento. Este plazo no regirá para las fundaciones que se constituyan conforme a disposiciones testamentarias.


Dentro de los treinta días siguientes a la fecha del depósito, el secretario municipal podrá objetar fundadamente la constitución de la asociación o fundación, si no se hubiere cumplido los requisitos que la ley o el reglamento señalen. No se podrán objetar las cláusulas de los estatutos que reproduzcan los modelos aprobados por el Ministerio de Justicia. La objeción se notificará al solicitante por carta certificada. Si al vencimiento de este plazo el secretario municipal no hubiere notificado observación alguna, se entenderá por el solo ministerio de la ley que no objeta la constitución de la organización, y se procederá de conformidad al inciso quinto.


Sin perjuicio de las reclamaciones administrativas y judiciales procedentes, la persona jurídica en formación deberá subsanar las observaciones formuladas, dentro del plazo de treinta días, contado desde su notificación. Los nuevos antecedentes se depositarán en la secretaría municipal, procediéndose conforme al inciso anterior. El órgano directivo de la persona jurídica en formación se entenderá facultado para introducir en los estatutos las modificaciones que se requieran para estos efectos. 


Si el secretario municipal no tuviere objeciones a la constitución, o vencido el plazo para formularlas, de oficio y dentro de quinto día, el secretario municipal archivará copia de los antecedentes de la persona jurídica y los remitirá al Servicio de Registro Civil e Identificación para su inscripción en el Registro Nacional de Personas Jurídicas Sin Fines de Lucro, a menos que el interesado solicitare formalmente hacer la inscripción de manera directa. La asociación o fundación gozará de personalidad jurídica a partir de esta inscripción.”.


Artículo 548-1. En el acto constitutivo, además de individualizarse a quienes comparezcan otorgándolo, se expresará la voluntad de constituir una persona jurídica, se aprobarán sus estatutos y se designarán las autoridades inicialmente encargadas de dirigirla.

Artículo 548-2. Los estatutos de las personas jurídicas a que se refiere este Título deberán contener:



a) El nombre y domicilio de la persona jurídica;



b) La duración, cuando no se la constituya por tiempo indefinido;



c) La indicación de los fines a que está destinada;



d) Los bienes que forman su patrimonio inicial, si los hubiere, y la forma en que se aporten; 



e) Las disposiciones que establezcan sus órganos de administración, cómo serán integrados y las atribuciones que les correspondan; y



f) Las disposiciones relativas a la reforma de estatutos y a la extinción de la persona jurídica, indicándose la institución sin fines de lucro a la cual pasarán sus bienes en este último evento.


Los estatutos de toda asociación deberán determinar los derechos y obligaciones de los asociados, las condiciones de incorporación y la forma y motivos de exclusión.


Los estatutos de toda fundación deberán precisar, además, los bienes o derechos que aporte el fundador a su patrimonio, así como las reglas básicas para la aplicación de los recursos al cumplimiento de los fines fundacionales y para la determinación de los beneficiarios.

Artículo 548-3. El nombre de las personas jurídicas a que se refiere este Título deberá hacer referencia a su naturaleza, objeto o finalidad. 


El nombre no podrá coincidir o tener similitud susceptible de provocar confusión con ninguna otra persona jurídica u organización vigente, sea pública o privada, ni con personas naturales, salvo con el consentimiento expreso del interesado o sus sucesores, o hubieren transcurrido veinte años desde su muerte.


Artículo 548-4.  Todos aquellos a quienes los estatutos de la corporación irrogaren perjuicio podrán recurrir a la justicia, en procedimiento breve y sumario, para que éstos se corrijan o se repare toda lesión o perjuicio que de la aplicación de dichos estatutos les haya resultado o pueda resultarles.”.


4º En el artículo 550: 


a) Sustitúyese la palabra “sala”, por “asamblea”, las dos veces que aparece. 


b) Introdúcese a continuación del inciso primero, el siguiente: 


“La asamblea se reunirá ordinariamente una vez al año, y extraordinariamente cuando lo exijan las necesidades de la asociación.”.

5º Sustitúyese el artículo 551 por los siguientes:


“Artículo 551. La dirección y administración de una asociación recaerá en un directorio de al menos tres miembros, cuyo mandato podrá extenderse hasta por cinco años.

No podrán integrar el directorio personas que hayan sido condenadas a pena aflictiva.

El director que durante el desempeño del cargo fuere condenado por crimen o simple delito, o incurriere en cualquier otro impedimento o causa de inhabilidad o incompatibilidad establecida por la ley o los estatutos, cesará en sus funciones, debiendo el directorio nombrar a un reemplazante que durará en sus funciones el tiempo que reste para completar el período del director reemplazado. 


El presidente del directorio lo será también de la asociación, la representará judicial y extrajudicialmente y tendrá las demás atribuciones que los estatutos señalen.


El directorio sesionará con la mayoría absoluta de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes, decidiendo en caso de empate el voto del que presida.


El directorio rendirá cuenta ante la asamblea de la inversión de los fondos y de la marcha de la asociación durante el período en que ejerza sus funciones. Cualquiera de los asociados podrá pedir información acerca de las cuentas de la asociación, así como de sus actividades y programas. 


Artículo 551-1. Los directores ejercerán su cargo gratuitamente, pero tendrán derecho a ser reembolsados de los gastos, autorizados por el directorio, que justificaren haber efectuado en el ejercicio de su función.


Sin embargo, y salvo que los estatutos dispusieren lo contrario, el directorio podrá fijar una retribución adecuada a aquellos directores que presten a la organización servicios distintos de sus funciones como directores. De toda remuneración o retribución que reciban los directores, o las personas naturales o jurídicas que les son relacionadas por parentesco o convivencia, o por interés o propiedad, deberá darse cuenta detallada a la asamblea o, tratándose de fundaciones, al directorio. 


La regla anterior se aplicará respecto de todo asociado a quien la asociación encomiende alguna función remunerada.” 


Artículo 551-2. En el ejercicio de sus funciones los directores responderán solidariamente hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren a la asociación.

El director que quiera salvar su responsabilidad por algún acto o acuerdo del directorio, deberá hacer constar su oposición, debiendo darse cuenta de ello en la próxima asamblea.”.


6º En el artículo 553:


a) Sustitúyese la voz “penas” por “sanciones”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo: 


“La potestad disciplinaria que le corresponde a una asociación sobre sus asociados se ejercerá a través de una comisión de ética, tribunal de honor u otro organismo de similar naturaleza, que tendrá facultades disciplinarias respecto de los integrantes de la respectiva asociación, las que ejercerá mediante un procedimiento racional y justo, con respeto de los derechos que la Constitución, las leyes y los estatutos confieran a sus asociados. En todo caso, el cargo en el órgano de administración es incompatible con el cargo en el órgano disciplinario.”.


7º Derógase el artículo 554. 


8º Sustitúyese el artículo 556 por el siguiente: 


“Artículo 556.- Las asociaciones y fundaciones podrán adquirir, conservar y enajenar toda clase de bienes, a título gratuito u oneroso, por actos entre vivos o por causa de muerte. 


El patrimonio de una asociación se integrará, además, por los aportes ordinarios o extraordinarios que la asamblea imponga a sus asociados, con arreglo a los estatutos.


Las rentas, utilidades, beneficios o excedentes de la asociación no podrán distribuirse entre los asociados ni aún en caso de disolución.”.

9º Sustitúyese el artículo 557 por los siguientes:


“Artículo 557. Corresponderá al Ministerio de Justicia la fiscalización de las asociaciones y fundaciones. 


En ejercicio de esta potestad podrá requerir a sus representantes que presenten para su examen las actas de las asambleas y de las sesiones de directorio, las cuentas y memorias aprobadas, libros de contabilidad, de inventarios y de remuneraciones, así como cualquier otra información respecto del desarrollo de sus actividades.


El Ministerio de Justicia podrá ordenar a las corporaciones y fundaciones que subsanen las irregularidades que comprobare o que se persigan las responsabilidades pertinentes, sin perjuicio de requerir del juez las medidas que fueren necesarias para proteger de manera urgente y provisional los intereses de la persona jurídica o de terceros. 


El incumplimiento de las instrucciones impartidas por el Ministerio de Justicia se mirará como infracción grave a los estatutos. 


Artículo 557-1. Las personas jurídicas regidas por este Título estarán obligadas a llevar contabilidad de conformidad con los principios de contabilidad de aceptación general. Deberán además confeccionar anualmente una memoria explicativa de sus actividades y un balance aprobado por la asamblea o, en las fundaciones, por el directorio.


Las personas jurídicas cuyo patrimonio o cuyos ingresos totales anuales superen los límites definidos por resolución del Ministro de Justicia, deberán someter su contabilidad, balance general y estados financieros al examen de auditores externos independientes designados por la asamblea de asociados o por el directorio de la fundación de entre aquéllos inscritos en el Registro de Auditores Externos de la Superintendencia de Valores y Seguros.

Artículo 557-2. Las asociaciones y fundaciones podrán realizar actividades económicas que se relacionen con sus fines. Asimismo podrán invertir sus recursos de la manera que decidan sus órganos de administración.


Las rentas que se perciban de esas actividades sólo deberán destinarse a los fines de la asociación o fundación o a incrementar su patrimonio.

Artículo 557-3. De las deliberaciones y acuerdos del directorio y, en su caso, de las asambleas se dejará constancia en un libro o registro que asegure la fidelidad de las actas.


Las asociaciones y fundaciones deberán mantener permanentemente actualizados registros de sus asociados, directores y demás autoridades que prevean sus estatutos.”.

10º Sustitúyese el artículo 558 por el siguiente: 


“Artículo 558.- La modificación de los estatutos de una asociación deberá ser acordada por la asamblea citada especialmente con ese propósito. La disolución o fusión con otra asociación deberán ser aprobadas por dos tercios de los asociados que asistan a la respectiva asamblea.


Los estatutos de una fundación sólo podrán modificarse por acuerdo del directorio, previo informe favorable del Ministerio, siempre que la modificación resulte conveniente al interés fundacional. No cabrá modificación si el fundador lo hubiera prohibido. 



El Ministerio de Justicia emitirá un informe respecto del objeto de la fundación, como asimismo, del órgano de administración y de dirección, en cuanto a su generación, integración y atribuciones.


En todo caso deberá cumplirse con las formalidades establecidas en el artículo 548.”.


11º Sustitúyese el artículo 559 por el siguiente: 


“Artículo 559.- Las asociaciones se disolverán: 



a) Por el vencimiento del plazo de su duración, si lo hubiera;




b) Por acuerdo de la asamblea general extraordinaria, cumpliendo los requisitos formales establecidos en el artículo 558;



c) Por sentencia judicial ejecutoriada, en caso de: 



1) estar prohibida por la Constitución o la ley o infringir gravemente sus estatutos; o



2) haberse realizado íntegramente su fin o hacerse imposible su realización, y



d) Por las demás causas previstas en los estatutos y en las leyes.



La sentencia a que se refiere la letra c) precedente sólo podrá dictarse en juicio incoado a requerimiento del Consejo de Defensa del Estado, en procedimiento breve y sumario, el que ejercerá la acción previa petición fundada del Ministerio de Justicia. En el caso a que se refiere el número 2 de la letra c) precedente, podrá también dictarse en juicio promovido por la institución llamada a recibir los bienes de la asociación o fundación en caso de extinguirse.”.


12º Derógase el artículo 560. 



13º En el artículo 562, sustitúyase la frase “será suplido este defecto por el Presidente de la República”, por “se procederá en la forma indicada en el inciso segundo del artículo 558”.

TÍTULO V

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



PRIMERA. - Los ministerios y servicios referidos en el Título IV de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, deberán dictar la respectiva norma de aplicación general  a que se refiere su artículo 70, dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha de publicación de la presente ley. 



SEGUNDA.- Las disposiciones de la presente ley contenidas en el Párrafo 2° del Título I, en el artículo 34 N° 1 y en el Párrafo VI del Título IV, entrarán en vigencia doce meses después de su publicación en el Diario Oficial. 



TERCERA.- Las corporaciones y fundaciones cuya personalidad jurídica sea o haya sido conferida por el Presidente de la República con arreglo a leyes anteriores se regirán por las disposiciones establecidas por la presente ley en cuanto a sus obligaciones, fiscalización, requisitos y formalidades de modificación y de extinción.



CUARTA.- Los procedimientos de concesión de personalidad jurídica de corporaciones y fundaciones que a la entrada en vigencia de la presente ley se encuentren en curso continuarán hasta su conclusión con arreglo a la ley antigua en caso de haberse formulado observaciones a la constitución o a los estatutos. En los demás casos, el interesado podrá acogerse a las normas que fija esta ley, requiriendo al Ministerio de Justicia la remisión de los antecedentes a la secretaría municipal que corresponda. 



Igual regla se aplicará a los procedimientos pendientes sobre aprobación de reformas de estatutos y de acuerdos relacionados con la disolución de corporaciones.



Los procedimientos que tengan por objeto la cancelación de la personalidad jurídica de corporaciones o fundaciones y se encuentren pendientes seguirán tramitándose conforme a la ley antigua. 


QUINTA.- Dentro del año siguiente a la vigencia de la presente ley, según lo establecido en la disposición segunda transitoria, el Ministerio de Justicia deberá remitir al Servicio de Registro Civil e Identificación, todos los antecedentes relativos a corporaciones y fundaciones preexistentes que se encuentren incorporados en el Registro de Personas Jurídicas a cargo del Ministerio, para su inclusión en el Registro Nacional de Personas Jurídicas Sin Fines de Lucro. Durante el lapso previo a la remisión, el referido Ministerio cursará las certificaciones de vigencia de aquéllas personas jurídicas sin fines de lucro, que se hubieren constituido en conformidad a la ley antigua, según los requisitos que aquéllas y su reglamento establecían. 


Dentro del mismo plazo y con igual objeto, los secretarios municipales deberán remitir al Servicio copia de los antecedentes contenidos en los registros públicos correspondientes a las juntas de vecinos, organizaciones comunitarias y uniones comunales constituidas en su territorio y que se encuentren vigentes.”.

- - -

Acordado en sesiones de 1o de julio de 2009, con asistencia del Honorable Senador señor Ricardo Núñez (Presidente) y Honorables Senadores señores Jaime Orpis y Hosaín Sabag y Honorables Diputados señora Denise Pascal y señores Gonzalo Duarte y Felipe Harboe; 28 de septiembre de 2009, con asistencia del Honorable Senador señor Ricardo Núñez (Presidente) y Honorables Senadores señores Carlos Binachi, Jaime Orpis y Hosaín Sabag y Honorables Diputados señora Denise Pascal y señores Germán Becker, Gonzalo Duarte y Felipe Harboe; 26 de octubre de 2009, con asistencia del Honorable Senador señor Ricardo Núñez (Presidente) y Honorables Senadores señores Carlos Bianchi y Jaime Orpis y Honorables Diputados señora Denise Pascal y señores Gonzalo Duarte y Felipe Harboe; 28 de octubre de 2009, con asistencia del Honorable Senador señor Ricardo Núñez (Presidente) y Honorables Senadores señores Carlos Bianchi, Jaime Orpis y Víctor Pérez Várela y Honorables Diputados señora Denise Pascal y señores Gonzalo Duarte y Felipe Harboe; 5 de enero de 2010, con asistencia del Honorable Senador señor Ricardo Núñez (Presidente) y Honorables Senadores señores Carlos Bianchi y Hosaín Sabag y Honorables Diputados señora Denise Pascal y señores Gonzalo Duarte y Felipe Harboe; 11 de enero de 2010, con asistencia del Honorable Senador señor Ricardo Núñez (Presidente) y Honorables Senadores señores Carlos Bianchi, Jaime Orpis y Hosaín Sabag y Honorables Diputados, señora Denise Pascal y señores Gonzalo Duarte y Felipe Harboe; 19 de enero de 2010, con asistencia del Honorable Senador señor Ricardo Núñez (Presidente) y Honorables Senadores señores Jaime Orpis y Hosaín Sabag y Honorables Diputados señora Denise Pascal y señores Gonzalo Duarte y Felipe Harboe; 10 de marzo de 2010, con asistencia del Honorable Senador señor Ricardo Núñez (Presidente) y Honorables Senadores señores Jaime Orpis, Víctor Pérez Várela y Hosaín Sabag y Honorables Diputados señores Gonzalo Duarte, Marcelo Schilling (señora Denise Pascal) y Felipe Ward; 29 de junio de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosaín Sabag (Presidente), Carlos Bianchi y Víctor Pérez Varela y de los Honorables Diputados señora Denise Pascal y señores Germán Becker, Felipe Harboe y Felipe Ward; 6 de julio de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosaín Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Víctor Pérez Varela y Andrés Zaldívar y de los Honorables Diputados señores Germán Becker, Fuad Chahín, Felipe Harboe y Felipe Ward; 27 de julio de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosaín Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Víctor Pérez Varela y Fulvio Rossi y de los Honorables Diputados señora Denise Pascal, y señores Gabriel Ascencio (señor Fuad Chahín), Felipe Harboe y Felipe Ward; 2 de agosto de 2010 con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosaín Sabag (Presidente), Fulvio Rossi y Patricio Walker (señor Andrés Zaldívar) y de los Honorables Diputados señores Sergio Aguiló (señora Denise Pascal), Gabriel Ascencio (señor Fuad Chaín), señora Adriana Muñoz (señor Felipe Harboe) y señora Claudia Nogueira (señor Felipe Ward), y 28 de septiembre de 2010 con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosaín Sabag (Presidente), Víctor Pérez Varela, Fulvio Rossi y Andrés Zaldívar y de los Honorables Diputados señoras Denise Pascal y Marisol Turres (señor Felipe Ward) y señor Fuad Chahín.

Sala de la Comisión a 5 de octubre de 2010.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES ORPIS, ALVEAR (DOÑA SOLEDAD), COLOMA, ESCALONA, GARCÍA, PÉREZ VARELA, PROKURICA, SABAG Y TUMA, REFERIDO AL PLAN DE DESARROLLO DE ARICA PARINACOTA

(S 1301-12)

Honorable Senado:

La principal razón del porque se crea esta nueva región de Arica y Parinacota fue por su condición geopolítica.
Al aprobarse la nueva región en la sesión número 52 del 12 de septiembre del 2006 parlamentarios de distintas tendencias plantearon este tema: Intervinieron 16 parlamentarios. Doce de ellos señalaron que lo esencial en la creación de la región era la condición geopolítica.
1) Senador Pérez Várela de la UDI: “Entonces, La comisión de Gobierno adquirió la convicción de que este caso por distintas razones, en particular de carácter geopolítico”.
2) Senador Orpis: “Esta parte de nuestro país merecía un tratamiento distinto, pues su componente geopolítico marca una diferencia esencial con otros territorios dentro de Chile”.
3) Senador Flores: “Por otro lado Arica y Parinacota son estratégicas”.
4) Senador Vásquez (PR).- “Como se ha dicho en la Sala, es indispensable potenciar el extremo norte del territorio. Efectivamente Arica y Parinacota y sus habitantes tienen una función geopolítica de soberanía que resulta de máxima prioridad para la nación”.
5) Senador Sabag (DC): “Arica y Parinacota constituye un territorio de características especiales, como son la condición bifronte riza”.
6) Senador Romero (RN): “Hoy día debemos mirar la nueva región no sólo desde la perspectiva de descentralización, sino que también desde la perspectiva geopolítica. Arica y Parinacota son claves para entender el significado del desarrollo de una soberanía chilena que nace justamente en esta zona”.
7) Senador Longueira (UDI).- “Debemos aprobar la creación de esta nueva región, que considero fundamental no solamente como motor de desarrollo para Arica y Parinacota, sino para Chile, especialmente por los vecinos que tenemos”. Agrega “Por eso Arica y Parinacota es clave desde un punto de vista estratégico para Chile. Por eso se justifica la región”.
8) Senador Naranjo (PS). “Voy a dar mi respaldo a esta iniciativa, particularmente por razones geopolíticas y estratégicas”.
9) Senador Novoa (UDI).- “Un elemento muy particular de la zona situación geopolítica”.
10) Senadora Alvear: “Y lo es en primer lugar, por razones política estratégicas. Es un área limítrofe con dos países a la que necesitamos potenciar.”
11) Senador Coloma: “Me convence la opinión del senador Orpis acerca de la razón geopolítica”.
¿Cual es la forma más eficaz de potenciar la condición geopolítica? Creando una zona económica dinámica, con desarrollo económico como lo son en la actualidad Tacna.
Por razones geopolíticas se ha creado la región, pero al no venir acompañada de medidas para su reactivación no se ha generado desarrollo.
Las cifras de pobreza son muy superiores al resto del país. Pero sin duda el indicador más lapidario para demostrar el estado abandono en que se encuentra este territorio estratégico es el despoblamiento. Las cifras en esta materia son elocuentes:
Evolución Demográfica
INE: La proyección demográfica para la región señala un decrecimiento de la población a contar del año 2000.
En el año 2020 habrá 22.500 habitantes menos 
Evolución Demográfica anual
2000 

193.42

2004 

191.368
2008 

187.348 
2010

184.957 
2020 

164.933 
Fuente: Instituto Nacional de Estadísticas, INE.
2.-Conceptualmente existen tres opciones para desarrollar la Región de Arica y Parinacota.
a.- Desarrollar la Región a partir de sus propias potencialidades;
b.- Si ello no ocurre, necesariamente el propio Estado debe implementar normas de excepción eficaces.
c.- Una mezcla de las dos anteriores.
Desarrollo Región de Arica y Parinacota a partir de sus potencialidades.
La Agricultura

Representa el 30% de la actividad productiva. Tiene gran potencial.

Su desarrollo está estrechamente ligado a la mayor disponibilidad de recursos hídricos.
Existen dos valles productivos: Lluta y Azapa.
Siete opciones para aumentar disponibilidad de aguas:
1.- Pozos de la Concordia.: 12 años SIN despejarlo.
2.- Pozos del Altiplano. En la indefinición.
3.- Embalses de Chironta. Estudios 2012
4.- Embalse de Libircar .Estudios próximo año
5.- Planta Desalinizadora. Modelo de negocios
6.- Lauca: Recién comenzando a estudiarse
7.- Entubamiento  Canal del Azapa. Estudios diseño eran para Agosto van Enero 2011 sin que tenga presupuesto su ejecución.
¿Qué habría ocurrido de haberse materializado estas obras?

1.- Actual superficie en Lluta y Azapa:
4.899 Has (Son los valles productivos)
2.- Los nuevos proyectos (pozos de la concordia; pozos del altiplano; embalses  de Chironta y Livilcar) habrían significado 5460 has. adicionales.
Conclusión:
Se pasa de 4.899 has. actuales a 10.359 has.
Se crea otro valle y más que duplicado la sup. regada, sin contar con el desarrollo agrícola del altiplano aun sin definirse.
El costo total de embalses entre 53.- 70 millones de dólares
Costo pozos Concordia: 0
Costo pozos Altiplano: casi 0 (están hechos).
Entubamiento canal Azapa: 25 millones de dólares.
Planta Desaladora: 30 millones de dólares.
Total: Aprox. 150 millones de dólares
Mayor disponibilidad de Recursos Hídricos
En este escenario lo que puede llegar a marcar la diferencia desde un punto de vista del desarrollo es un “S. Valley” en materia de semillas a nivel mundial.

Las principales empresas del mundo llegaron a la región pero deben crecer. El terreno existe pero no está resuelto el tema hídrico.
Minería
Gran minería y mediana minería ha pasado a ser una prioridad.

La gran minería enfrenta problemas con las áreas protegidas.

Existe gran minería metálica en el sur del Perú y la región de Tarapacá. La única parte del cordón que aún no se ha desarrollado es la región de Arica provincia de Parinacota.
La razón fundamental radica en que el 58,7% de la provincia de Parinacota corresponde a áreas protegidas que han impedido tanto la exploración como la explotación de la minería metálica.
La provincia de Parinacota tiene una superficie total de 814.345 has.
Áreas silvestres protegidas:
158.000 has: Parque Nacional del Lauca. Sólo el 1% es fiscal.
309.131 has: Reserva Las Vicuñas. Sólo el 19,9% es fiscal.
11.298 has.; Monumento Salar de Surire.
Sólo el 4,9% es fiscal
Total Áreas protegidas: 478.429 HAS que equivalen al 58,7% del territorio.
Resulta fundamental compatibilizar el cuidado del medio ambiente, con el desarrollo minero y la consolidación geopolítica.
Están iniciándose cuatro proyectos de pequeña y mediana minería con inversiones de 150 MUS$; pero estamos renunciando a inversiones superiores a los 2.000 MU$$.
Turismo con identidad
Se encuentran las momias más antiguas del mundo (Chinchorro). Debería existir un gran museo. En la actualidad la Universidad se ha preocupado de este tema en un pequeño museo en San Miguel de Azapa y otros pequeños museos in situ a partir de descubrimientos en la ciudad misma.
Las mejores olas de surf. (Se realizó hace dos años el mundial)
Una ruta altiplánica de 800 Km. que parte en Futre y puede terminar en San Pedro de Atacama o viceversa.
Ninguno de estos tres proyectos se ha desarrollado. Desde hace mucho tiempo sólo se han dado los primeros pasos.

Beneficios tributarios
DFL 15: No ha dado resultado
DL 889: Ha servido para mantener empleo pero no generar empleo.
Crédito a la inversión: Es que ha dado mejores resultados pero ante su falta de liquidez su efecto ha sido limitado.
Beneficios Adicionales
Comercio: 

La característica de Arica es el pequeño comercio que compite con TACNA
Devolución IVA turista: Buena medida sin implementación como corresponde:
Se incorpora en la ley Arica. Toda transacción comercial igual o superior a 1 UTM.
Lleva 14 años
El año pasado recién se implementa. Sólo un número muy reducido de empresas en la actualidad lo está utilizando. La razón fundamental es que la transacción promedio del comercio en Arica es de $10.000 y la ley exige como mínimo $33.000.
Resultado: No esta operando
Valor agregado nacional: Establecido en la ley Arica: Consiste en eximir del IVA a aquellas empresas acogidas al sistema de zona franca que produzcan una transformación irreversible; o el producto tengan una individualidad distinta; o que agreguen valor nacional. Han existido serios problemas para su implementación.
El camino de desarrollar la región a partir de sus propias potencialidades ha fracasado debido que el propio Estado no ha despejado temas importantes como los recursos hídricos o la gran Minería.
El camino de los beneficios tributarios ha fracasado por su mal diseño o implementación.
Este gobierno recién inicia su gestión. El Presidente de la República en estos escasos meses de mandato ha permanecido dos veces en la región. En este escenario resulta fundamental provocar un punto de inflexión
Se ha dado a conocer por el propio Presidente una importante agenda; sin embargo carece de una estructura institucional que la materialice de manera rápida.
Una política de Estado requiere una estructura institucional distinta. Debe existir un Plan Arica que se sustente a si mismo.

La situación de Arica y Parinacota no puede ser abordado como si se tratara de un tema sectorial. Entra a competir con las prioridades que tiene el respectivo ministerio. Ese es el comienzo de las largas tramitaciones que terminan por dilatar o abortar la solución.

Debe tratarse de un plan que tenga una identificación presupuestaria denominada “Plan Arica”, con una asignación propia asociada a proyectos concretos y una autoridad al más alto nivel encargada de implementarlo.

Como este plan necesita de modificaciones legislativas es fundamental definirlas a la brevedad y enviarlas con urgencia a trámite parlamentario.
Debería existir la voluntad política de hacer algo realmente importante por esta zona estratégica para el país que contará con toda seguridad de un respaldo transversal desde un punto de vista político y con el apoyo de la inmensa mayoría de los chilenos 
Proyecto de acuerdo
Oficiar a SE el Presidente de la República para que en el mas breve plazo dote de una estructura institucional propia; con presupuesto autónomo y un Ministro de Estado dotado de las mas amplias facultades desarrollar, implementar y monitorear una política de Estado denominada PLAN DE DESARROLLO ARICA Y PARINACOTA.

(Fdo.): Jaime Orpis Bouchón, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Juan Antonio, Coloma Correa, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Eugenio Tuma Zedán, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, LAGOS Y MUÑOZ ABURTO SOBRE RATIFICACIÓN DEL CONVENIO Nº 188 QUE REGULA EL TRABAJO EN EL SECTOR PESQUERO

(S 1302-12)

Honorable Senado:

1. Que en los últimos años, la pesca propiamente dicha y el mercado de pescado se han globalizado cada vez más. La tecnología en el sector pesquero también ha cambiado rápidamente, transformando con frecuencia el modo en que se realiza la captura. Estos cambios exigen una norma de trabajo mundial que sea pertinente para todos los pescadores (mujeres y hombres), ya sea a bordo de grandes buques que realizan viajes internacionales, o de pequeñas embarcaciones que operan en aguas nacionales cerca de la costa.
2. Que el nuevo Convenio sobre el trabajo en el sector pesquero de la OIT, y la Recomendación que lo complementa, proporcionan esta norma. En el Convenio, aprobado en junio de 2007 con un apoyo mayoritario, se abordan las situaciones y condiciones laborales particulares en el sector pesquero. El Convenio es flexible, a fin de que sea pertinente para todos los tipos de pesca comercial y para que pueda ser aplicado por los gobiernos en todo el mundo, con independencia de sus circunstancias particulares.
3. Que el Convenio sobre el trabajo en el sector pesquero se ha concebido para reflejar las características particulares del sector pesquero y las situaciones a las que se enfrentan los pescadores en su vida laboral cotidiana. Las condiciones de trabajo de los pescadores son diferentes de las experimentadas por los trabajadores de otros sectores. La tasa de letalidad de los pescadores suele ser muy superior a la de otros trabajadores. La pesca es una actividad peligrosa, aun comparada con ocupaciones como la extinción de incendios y la minería.
4. Que en la pesca no existe la clara separación entre el tiempo de trabajo y el tiempo personal que se observa en muchos trabajos. Un gran número de pescadores viven y trabajan a bordo de sus buques, en condiciones que pueden ser de hacinamiento y aglomeración. Puede haber largos períodos lejos de sus hogares y jornadas de trabajo muy largas. El acceso a alimentos adecuados y a agua potable -así como a instalaciones de recreo durante sus horas de descanso-puede constituir un problema. La fatiga, asociada con largas jornadas de trabajo, se ha identificado como un problema grave.
5. Que otras características hacen que el sector pesquero sea diferente. Por ejemplo, la remuneración de los pescadores se basa con frecuencia en el reparto de las capturas de un buque, en lugar de en un salario fijo. Puede que los pescadores no sean trabajadores en el sentido convencional, ya que muchos son propietarios-armadores o son considerados trabajadores por cuenta propia. Todo esto significa que el tipo de procedimientos y salvaguardias que puedan haberse establecido para las personas que trabajan en ocupaciones e industrias en tierra tal vez no sean apropiados o eficaces, y contribuyan así al "déficit de trabajo decente" para los pescadores.
6. Que el modo en que la pesca se lleva a cabo varía enormemente de un sector de pesca a otro, y de un país a otro. En un extremo están los buques comerciales de gran tamaño: tal vez 150.000 pescadores trabajen a bordo de unos 2.500 buques de más de 1.000 toneladas, algunos de ellos del tamaño de los cargueros. Sin embargo, la mayoría de ellos son embarcaciones más pequeñas (y algunas muy pequeñas). Según los resultados de una encuesta, cinco millones y medio de pescadores en el mundo trabajan a bordo de embarcaciones pequeñas de menos de 100 toneladas, otros cuatro millones trabajan en buques abiertos (sin cubierta) equipados de motores, y otros cinco millones aproximadamente ganan su sustento en buques abiertos que carecen incluso de motor. Dicho de otro modo, más del 90 por ciento de los pescadores trabajan a bordo de buques de eslora inferior a 24 metros.
7. Que todos estos tipos diferentes de pesca comercial están protegidos por el Convenio sobre el trabajo en el sector pesquero. Sólo quedan excluidas específicamente la pesca de subsistencia y la pesca deportiva. La flexibilidad del Convenio obedece en parte a la gran diversidad de situaciones en las que trabajan los pescadores. Por ejemplo, algunos artículos del Convenio se aplican solamente a los buques de eslora superior a 24 metros o a aquellos que permanecen más de tres días en el mar.
8. Que el Convenio sobre el trabajo en el sector pesquero (Convenio 188) fue aprobado el 14 de junio de 2007 en la conferencia anual de la OIT. La votación fue mayoritariamente a favor: 437 votos a favor, 2 en contra y 22 abstenciones. Esta votación representó la culminación de un proceso de debate y de acuerdo entre las partes directamente interesadas en el sector pesquero. Con arreglo a la estructura tripartita de la OIT, participaron en los debates representantes de los gobiernos (la OIT cuenta con más de 180 Estados Miembros), de los empleadores (propietarios de buques pesqueros) y de los propios pescadores. La votación de 2007 puso fin a un largo período de investigación y reflexión que comenzó en 2001 y que incluyó la celebración de debates en conferencias anuales anteriores de la OIT.
9. Que el Convenio sobre el trabajo en el sector pesquero entrará en vigor un año después de su ratificación por diez Estados Miembros, ocho de ellos con litoral. El Convenio será jurídicamente vinculante para los Estados Miembros que decidan ratificarlo El Convenio y la Recomendación sustituyen una serie de instrumentos anteriores (que datan de 1920,1959 y 1966) que abordan las condiciones de trabajo en el sector pesquero. Éstos se consideraron obsoletos, porque ya no reflejaban la naturaleza moderna y globalizada de la pesca comercial. Los Estados que han ratificado los antiguos convenios seguirán estando vinculados por los mismos hasta que ratifiquen el nuevo Convenio. (Aquellos Estados que no hayan ratificado los antiguos convenios sólo podrán ratificar el Convenio sobre el trabajo en el sector pesquero, 2007.)
10. Que en el Convenio se abordan cuestiones esenciales para asegurar el trabajo decente a bordo de los buques pesqueros. Por ejemplo:
Se establecen las responsabilidades de los propietarios de buques pesqueros y los capitanes o patrones con respecto a la seguridad de los pescadores embarcados y la seguridad operacional del buque (artículo 8);
Se fija una edad mínima para trabajar a bordo de un buque pesquero y se exige una protección especial para los pescadores jóvenes (artículo 9);
Se exige a los pescadores que se sometan a exámenes médicos periódicos para poder trabajar a bordo de buques pesqueros (artículos 10-12);
Se exige que los buques cuenten con una dotación segura y eficiente (tripulación), y estén bajo el control de un capitán o patrón competente, y que los pescadores gocen de períodos de descanso de duración suficiente (artículos 13-14);
Se exige a los buques pesqueros que lleven a bordo una lista de tripulantes y pescadores que están amparados por un acuerdo de trabajo firmado, en el que se establezcan las condiciones del trabajo que están realizando (artículos 15-20 y anexo II);
Se autoriza que los pescadores sean repatriados tras el vencimiento de sus acuerdos -y por otros motivos-, y se prohíbe que se imputen a los pescadores los gastos correspondientes a su trabajo, o que se les incluya en listas destinadas a impedir que obtengan un empleo o a disuadirlos de ello (artículos 21-22);
Se aborda el modo en que se remunera a los pescadores y se exige que éstos dispongan de medios para transferir a sus respectivas familias, sin costo alguno, la totalidad o parte de las remuneraciones recibidas (artículos 23-24);
Se establecen normas de alojamiento y alimentación a bordo (artículos 25-28 y anexo III);
Se establecen requisitos en materia de seguridad y salud en el trabajo, y se exige una atención médica básica a bordo de los buques pesqueros (artículos 31-33), y
Se asegura que los pescadores se beneficiarán de la protección de la seguridad social en condiciones no menos favorables que las que se apliquen a otros trabajadores del país y, como mínimo, se ofrece  protección en caso de enfermedad, lesión o muerte relacionada con el trabajo (artículos 34-39).

El Senado acuerda:
Solicitar al Sr. Presidente de la República, Sebastián Piñera que mándate al Sr. Ministro de Relaciones Exteriores, a la Sra. Ministra del Trabajo y al Sr. Ministro de Economía, así como al Sr. Subsecretario de Pesca, para que estudien los antecedentes pertinentes que permitan proceder a la ratificación, por parte de Chile, del Convenio Nº 188 de la OIT Sobre el trabajo en el sector pesquero (2007).
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- 
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE REGULA EL CIERRE DE CALLES Y PASAJES POR MOTIVOS DE SEGURIDAD CIUDADANA

(3848-06, 6289-25 y 6363-06)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS

HONORABLE SENADO:


Por acuerdo de 7 de septiembre del año 2010 y mediante oficio N° 8.974 de la misma fecha, la Honorable Cámara de Diputados comunicó al Senado la aprobación de las enmiendas que esa Corporación introdujo al proyecto que regula el cierre de calles y pasajes por motivos de seguridad ciudadana, con excepción de las recaídas en los números 1 y 2 del artículo único, por lo que de conformidad con el artículo 71 de la Constitución Política se formó una Comisión Mixta encargada de dirimir esta divergencia.


La Comisión Mixta quedó conformada, por el Senado, con los miembros de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, Honorables Senadores señores Carlos Bianchi, Víctor Pérez Varela, Fulvio Rossi, Hosaín Sabag y Andrés Zaldívar; y en representación de la Cámara de Diputados, por los Honorables Diputados señores Jorge Burgos, Tucapel Jiménez, Cristián Monckeberg, Arturo Squella y Gonzalo Uriarte.


Integrada por los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Rossi, Sabag y Zaldívar y los Honorables Diputados señores Chahín (señor Burgos), Monckeberg, Squella y Uriarte y citada por el señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 29 de septiembre de 2010 para elegir Presidente, cargo que recayó en el Honorable Senador señor Hosaín Sabag, fijar el procedimiento y debatir el asunto en controversia.

- - -


A la sesión en que la Comisión Mixta se ocupó de este proyecto asistió el abogado del Ministerio del Interior, señor Juan Francisco Galli.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL 


Prevenimos que el artículo único de este proyecto, de aprobarse, debe serlo con quórum de ley orgánica constitucional, pues propone enmiendas a una ley de esa jerarquía como es la ley orgánica de municipalidades, en materia de atribuciones esenciales de los municipios.

- - -

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO EN CONTROVERSIA Y

ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA

Artículo único

Número 1)


En el primer trámite constitucional, la Honorable Cámara aprobó  un texto estructurado en un artículo único, que, a su vez, contenía dos numerales, y una norma transitoria. 


El número 1) introducía modificaciones en la letra c) del artículo 5° de la ley orgánica constitucional de municipalidades, norma que se refiere a las atribuciones esenciales de los municipios. El mencionado literal prescribe que para el cumplimiento de sus funciones, las municipalidades administrarán los bienes municipales y los nacionales de uso público existentes en la comuna, salvo que dicha administración corresponda a otros organismos del Estado. Con el acuerdo de los dos tercios del concejo podrá utilizar esta facultad respecto de poblaciones, barrios y conjunto habitacionales ubicados dentro del territorio de su jurisdicción.


El texto de la Honorable Cámara incorporaba cuatro nuevos párrafos en el literal c) descrito precedentemente. 


El primero de ellos señalaba que en el ejercicio de esta atribución esencial los municipios podrán autorizar, hasta por dos años renovables, el cierre o medidas de control de acceso de pasajes y vías locales sin salida, con el objeto de garantizar la seguridad de los vecinos. Para esta autorización (o renovación de la misma) se requerirá del acuerdo del concejo, previo informe de la Dirección de Obras Municipales y de Tránsito y Transporte. 


El segundo nuevo párrafo disponía que el concejo, antes del acuerdo, abrirá un período de audiencias públicas en que se considere la opinión de la ciudadanía, Carabineros y del Cuerpo de Bomberos.  El decreto que contenga la autorización de cierre será siempre fundado, especificando el lugar y la forma en que se hará el cierre (vehículos; peatones; horarios, y causas de seguridad ciudadana que lo motivaron). Esta autorización podrá ser revocada aún antes de que se cumpla el plazo por el cual fue autorizada la medida, mediante acuerdo del concejo.

A su turno, el párrafo tercero prohibía ejercer esta atribución en ciudades declaradas “Patrimonio de la Humanidad” o en calles, barrios, pasajes o lugares que tengan el carácter de patrimonio arquitectónico o sirvan de ingreso a estos sitios u otros calificados como monumentos nacionales. 


Finalmente, el nuevo párrafo cuarto prescribía que las municipalidades, para otorgar la autorización, dictarán una ordenanza local que deberá contener, a los menos, las siguientes menciones:


- Procedimiento para garantizar la circulación de residentes y otras personas autorizadas por ellos, vehículos de emergencia y servicios públicos;


- Porcentaje de vecinos que deben concurrir a la petición de cierre, el que no podrá ser inferior al 90% de los vecinos de los inmuebles ubicados en el territorio respectivo;


- Mecanismos  de  financiamiento de la construcción y mantención de las obras;


- Personas responsables de la utilización del cierre;


- Prohibición de instalar carteles que indiquen que se trata de una propiedad privada;


- Compatibilidad  de  la  autorización  con  el desarrollo de actividades económicas o de actividades exentas a que se refiere el artículo 27 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales. (Exime del pago de patente municipal a las personas jurídicas sin fines de lucro dedicadas a la beneficencia, al culto religioso, culturales, de ayuda mutua, artísticas o deportivas no profesionales y de promoción de intereses comunitarios). 


En el segundo trámite el Senado sustituyó los nuevos párrafos descritos por otro que prescribe que las municipalidades podrán autorizar, por un plazo de cinco años renovables automáticamente (salvo resolución fundada en contra), el cierre de calles pasajes y vías locales, o a conjuntos habitacionales urbanos o rurales con una misma vía de acceso y salida, con el objeto de garantizar la seguridad de los vecinos, autorización que deberá contar con el acuerdo del concejo respectivo.


En el tercer trámite constitucional la Honorable Cámara de Diputados rechazó esta norma en razón de que el plazo de cinco años aparecía como excesivo, más aún considerando su renovación automática.  En el debate de este precepto, se observó también su eventual inconstitucionalidad en lo que respecta al cierre de calles y avenidas sin limitaciones, al contrario de lo que sucede con los conjuntos habitacionales, para cuyo efecto el texto del Senado sólo autoriza su cierre cuando tengan una misma vía de acceso y salida.


Sobre esta disposición, el Honorable Senador señor Zaldívar señaló que el plazo de cinco años es razonable considerando la inversión que se hace para el levantamiento de las estructuras de control, y tomando en consideración que éstas pueden ser de considerable valor para vecinos de menor poder adquisitivo. 


El Honorable Senador señor Pérez Varela recordó que el proceso para decretar el cierre de una calle por motivos de seguridad quedó ampliamente regulado en el texto aprobado por el Senado. En efecto, continuó, la autorización deberá ser fundada, especificar el lugar de instalación de los dispositivos de cierre o control, como también garantizar el libre acceso de vehículos y peatones.  Además, expresó que se trata de una medida de seguridad, lo que significa que debe entregar una señal estable en el tiempo para el lugar de que se trate. 


El Honorable Diputado señor Monckeberg expresó que el plazo que se fije, independiente de su duración, es esencialmente transitorio, lo que implica que la situación que lo motivó puede desaparecer y, con ello, también el cese de la medida.  Sin perjuicio de lo anterior, destacó la importancia de que exista un plazo para entregar mayores grados de certeza a los vecinos que resulten beneficiados con la medida, sin olvidar que el lugar donde se instala nunca pierde su calidad de bien público. 


En seguida, el Honorable Diputado señor Uriarte concordó con el argumento de que la instalación de una medida de control o de cierre de una calle o de otro bien nacional de uso público significa una inversión importante para los vecinos que la impulsen, más aún si se trata de sectores vulnerables. En este sentido, fue de opinión de mantener el plazo de cinco años.


El abogado del Ministerio del Interior, señor Juan Francisco Galli, explicó que el plazo del texto aprobado por el Senado (cinco años con prórroga automática) entrega mayores grados de certeza a la medida, pero, a su vez, limita también una garantía constitucional como es la libertad de desplazamiento. En ese sentido –continuó-, debe existir un plazo para que la medida pueda ser evaluada según las circunstancias que la motivaron de modo que la limitación a la garantía constitucional no sea de carácter permanente. 


El Honorable Senador señor Rossi hizo presente que la medida de cierre significa, en cualquier caso, separar un bien de uso público propiamente tal (como una calle) de otro que, si bien no pierde esa condición, se distingue del primero por estar cerrado. En esa línea, concordó con la existencia de un plazo para que, además de servir como garantía de certeza, la medida opere de manera más o menos transitoria en cuanto limitación de un derecho constitucional. 


El Honorable Diputado señor Chahín arguyó que en el debate se distinguen dos bienes jurídicos en colisión: el derecho a desplazarse libremente y el derecho a la seguridad. La iniciativa optó por el segundo, por lo que se justifica que debe existir un límite que minimice el efecto negativo en la garantía de libre desplazamiento.  De esta manera, fue de opinión que el plazo puede ser de dos años renovable, con lo que se entrega una mayor grado de flexibilidad para evaluar las circunstancias que motivaron la aplicación de la medida. 


En seguida, el Honorable Diputado señor Squella afirmó que el plazo de cinco años es insuficiente, pues, a su juicio, la señal debe ser importante en relación con la permanencia  de la medida, y no sólo respecto del costo de la inversión, considerando, especialmente, los altos índices de inseguridad que hoy se perciben en los sectores más vulnerables de la población. 



Concluido el debate sobre este precepto, se sometió a votación la alternativa de cinco años renovables automáticamente (texto del Senado) o dos años renovables automáticamente, resultando aprobada la primera de ellas con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar, y Honorables Diputados señores Monckeberg, Squella y Uriarte. Votaron por la negativa el Honorable Senador señor Rossi y el Honorable Diputado señor Chahín, por estimar que el plazo de dos años permite a los municipios evaluar de manera flexible las circunstancias que motivaron la medida.


Además, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Rossi, Sabag y Zaldívar, y Honorables Diputados señores Chahín, Monckeberg, Squella y Uriarte, afirmaron la constitucionalidad de este proyecto de ley en relación con la observación de que pugnaría contra la garantía constitucional del artículo 19, número 7°, en relación con la facultad que se le viene otorgando a los municipios para cerrar las calles sin la limitación que el mismo proyecto establece para los conjuntos habitacionales (respecto de éstos la iniciativa en informe dispone que la medida de control procede cuando tengan una misma vía de acceso y salida). La Comisión Mixta estimó que tal limitación no adolece de inconstitucionalidad, pues las limitaciones contenidas en este proyecto (de carácter orgánico constitucional) están reguladas por numerosos requisitos que ratifican su carácter excepcional.

Número 2)


El texto aprobado por la Honorable Cámara durante el primer trámite constitucional introducía modificaciones formales en las letras o) y p) del artículo 65 de la ley orgánica municipal, norma que contiene las materias respecto de las cuales el alcalde requiere el acuerdo del concejo. La letra o) se refiere a la fijación de horarios para el expendio de bebidas alcohólicas, en tanto que la letra p) a la entrega de patentes para salas de cine.  El proyecto agregaba en este artículo una nueva letra q), que prescribe que el alcalde requerirá el acuerdo del concejo para otorgar la autorización de cierre regulada en los párrafos segundo a quinto de la letra c) del artículo 5°, ya descritos. 


En el segundo trámite, el Senado reemplazó el nuevo literal q) por otro que dispone, en su párrafo primero, que el alcalde requerirá el acuerdo del concejo para otorgar la autorización de cierre de calles, previo informe de las direcciones o unidades de tránsito, Carabineros y el Cuerpo de Bomberos de la comuna, siempre que la solicitud sea suscrita por a lo menos el 90% de los propietarios de los inmuebles o de sus representantes, cuyos accesos se encuentren ubicados al interior de la calle, pasaje, vía local o conjunto habitacional urbano o rural que será objeto del cierre. La autorización deberá ser fundada, especificando el lugar de instalación y las restricciones horarias para peatones y vehículos.  La medida podrá ser revocada por la municipalidad cuando así lo solicite el 90% de los referidos propietarios o representantes. 


El párrafo segundo prescribe que la medida de cierre no podrá ser ejercida en ciudades declaradas patrimonio de la humanidad o respecto de lugares que tengan el carácter de patrimonio arquitectónico o sirvan como acceso a ellos. 


A su turno, el párrafo tercero dispone que la municipalidad deberá dictar una ordenanza que señale el procedimiento y las características de la medida de cierre, la que deberá contener, además, normas que regulen las circulación de los residentes, de las personas autorizadas por ellos, de los vehículos de emergencia, de utilidad pública y de beneficio comunitario


En el tercer trámite, la Honorable Cámara estimó que el porcentaje para dejar sin efecto la medida es alto, considerando especialmente que ésta es una restricción a una garantía constitucional, como es el derecho a residir y permanecer en cualquier lugar de la República, trasladarse de uno a otro y entrar y salir de él.


Respecto de este asunto, el Honorable Senador señor Rossi recordó que se trata de una medida que limita una garantía constitucional, por lo que el quórum para proponer su aplicación a la municipalidad debe ser alto. Por otro lado, y en razón del mismo argumento,  la mayoría requerida para revertir la medida debe ser menor, puesto que lo que se solicita es revocar la excepcionalidad, es decir, volver a la situación normal en el ejercicio de los derechos. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Pérez Varela concordó con la propuesta del Honorable Senador señor Rossi de reducir el quórum para dejar sin efecto la medida de cierre pues, según dijo, igualar las mayorías para solicitar la aplicación de la medida y para revocarla impide que las municipalidades evalúen con mayor discrecionalidad las circunstancias que la motivaron. 


El Honorable Diputado señor Chahín concordó con la rebaja del quórum para solicitar se deje sin efecto la medida, en el entendido, sí, que sea una mayoría que indique un porcentaje que haga atendible la petición, de modo de no vulnerar la estabilidad que se pretende al fijar en cinco años el plazo que ésta durará. 


En ese mismo sentido, el Honorable Senador señor Bianchi sugirió que el quórum sea de, a lo menos, un 50% para solicitar la revocación del cierre, propuesta que fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Rossi, Sabag Zaldívar, y Honorables Diputados señores Chahín, Monckeberg, Squella y Uriarte. 


En relación con el contenido de la letra q) descrita, el Honorable Diputado señor Monckeberg se refirió a las actividades económicas que se estén desarrollando o puedan desarrollarse en las calles objeto del cierre.  Señaló que, según lo prescrito en el inciso primero del artículo 19 número 21 de la Constitución Política, toda persona puede desarrollar libremente cualquier actividad económica respetando los límites que en dicha disposición se enumeran.  Destacó que uno de esas limitaciones está constituida, precisamente, por las “normas legales que la regulen”, entendiendo por tal que sólo una ley puede actuar como límite a una actividad económica.  En tal sentido, propuso que se incorpore una norma en esta ley que asegure que los negocios de barrio u otros similares no resulten perjudicados con la implementación del cierre. 


Atendida la sugerencia del Honorable Diputado señor Monckeberg, la Comisión incorporó una nueva frase final al párrafo tercero de la letra q) descrita, para que la ordenanza que regule el cierre establezca las condiciones para compatibilizar las actividades económicas que allí se desarrollen.

Artículo transitorio


Finalmente, la disposición transitoria del texto de la Honorable Cámara prescribía que los permisos, autorizaciones o cualquier situación de hecho que actualmente conlleven el cierre de calles o medidas de control de calles y pasajes, deberán ajustarse al procedimiento contenido en esta ley en el plazo y forma que la misma disposición señala.


El Senado reemplazó esta norma por otra, nueva, que establece que los permisos, autorizaciones o cualquier situación de hecho que conlleve el cierre de calles, pasajes, vías locales y conjuntos habitacionales urbanos o rurales al 30 de julio de 2010, deberán adecuarse a las normas de esta ley en el plazo de un año contado desde la dictación de la ordenanza a que se refiere el párrafo tercero de la letra q) del artículo 65 de la ley municipal, la que deberá ser dictada dentro de los treinta días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. 


El abogado del Ministerio del Interior, señor Juan Francisco Galli, hizo presente que el plazo de treinta días puede resultar innecesario para aquellas municipalidades que no están enfrentadas a la necesidad de dictar una medida de cierre, por lo que sugirió reemplazar la referencia a dicha ordenanza y el plazo para su dictación por una frase final que disponga que los permisos, autorizaciones o cualquier situación de hecho deberán adecuarse a las normas de esta ley en el plazo de un año contado desde su entrada en vigencia. 


En otro orden, también propuso incorporar un nuevo párrafo final a la letra q) descrita, en el sentido de que la autorización de cierre sólo pueda ser ejercida una vez que se haya dictado la ordenanza respectiva. 


Ambas propuestas fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Rossi, Sabag Zaldívar, y Honorables Diputados señores Chahín, Monckeberg, Squella y Uriarte. 

- - -


Finalmente, al concluir el debate sobre este asunto, el Honorable Diputado señor Uriarte solicitó hacer constar en este informe que la medida de cierre deberá permitir siempre el acceso de funcionarios judiciales para el desempeño de sus labores, como asimismo de todo vehículo de emergencia u otros de utilidad pública.


El Honorable Diputado señor Monckeberg también solicitó hacer contar en el informe que los conjuntos habitacionales emplazados en terrenos o áreas privadas, acogidos a la normativa sobre propiedad inmobiliaria no quedan afectos a las disposiciones de este proyecto.

- - -


En consecuencia, como forma y modo de resolver las divergencias producidas entre ambas Corporaciones, esta Comisión Mixta tiene a honra someter a la Honorable Cámara de Diputados y al Honorable Senado la aprobación del texto del Senado, con las siguientes enmiendas:   

Artículo único

N° 2


- En el párrafo primero de la letra q), intercalar la frase “en cualquier momento” a continuación de la palabra “revocarla” y sustituir el guarismo “90” por la frase “a lo menos, el 50,” precedida de una coma (,). 

(Unanimidad, 9x0).

- Incorporar la siguiente frase final al párrafo tercero de la letra q):


“Asimismo, la ordenanza deberá establecer las condiciones para conceder la señalada autorización de manera compatible con el desarrollo de la actividad económica del sector.”.
(Unanimidad, 9x0).


- Agregar el siguiente párrafo final al literal q):


“La facultad a que se refiere el párrafo primero de esta letra podrá ser ejercida una vez que se haya dictado la ordenanza mencionada en el párrafo precedente.”.
(Unanimidad, 9x0).

Artículo transitorio


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo Transitorio.- Los permisos, autorizaciones o cualquier situación de hecho que conlleven el cierre o medidas de control de acceso de calles, pasajes, vías locales y conjuntos habitacionales urbanos o rurales al 30 de julio del año 2010, deberán adecuarse a las normas de esta ley en el plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de esta ley.”.”
(Unanimidad, 9x0).

- - -


Acompañamos al presente informe un texto comparado que contiene el proyecto aprobado en primer trámite constitucional por la Honorable Cámara; las enmiendas que ha dicho texto introdujo el Senado en el segundo trámite constitucional, la proposición de esta Comisión Mixta y el texto resultante de todo el proyecto de ley.


El referido proyecto queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Modifícase la ley N° 18.695, orgánica constitucional de municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:



1.- Sustitúyese en la letra c) del artículo 5° el punto y coma (;) por un punto aparte (.) y agrégase el siguiente párrafo final:



“Las municipalidades podrán autorizar, por un plazo de cinco años, el cierre o medidas de control de acceso a calles, pasajes y vías locales, o a conjuntos habitacionales urbanos o rurales con una misma vía de acceso y salida, con el objeto de garantizar la seguridad de los vecinos. Dicha autorización requerirá el acuerdo del concejo respectivo. El plazo se entenderá prorrogado automáticamente por igual período, salvo resolución fundada en contrario de la municipalidad con acuerdo del concejo.”.



2.-  Reemplázase en el artículo 65 la coma (,) y la conjunción “y” ubicadas al final de su letra o) por un punto y coma (;), sustitúyese el punto aparte (.) con que termina su letra p) por una coma (,) seguida de la conjunción “y” y agrégase la siguiente letra q):


“q) Otorgar la autorización a que se refiere el párrafo segundo de la letra c) del artículo 5°, previo informe de las direcciones o unidades de tránsito y de obras municipales y de la unidad de Carabineros y el Cuerpo de Bomberos de la comuna, siempre que la solicitud sea suscrita por a lo menos el 90 por ciento de los propietarios de los inmuebles o de sus representantes cuyos accesos se encuentren ubicados al interior de la calle, pasaje, vía local o conjunto habitacional urbano o rural que será objeto del cierre. La autorización deberá ser fundada, especificar el lugar de instalación de los dispositivos de cierre o control; las restricciones a vehículos, peatones o a ambos, en su caso, y los horarios en que se aplicará. La municipalidad podrá revocarla en cualquier momento cuando así lo solicite, a lo menos, el 50 por ciento de los referidos propietarios o sus representantes. 


La facultad señalada en el párrafo anterior no podrá ser ejercida en ciudades declaradas patrimonio de la humanidad o respecto de barrios, calles, pasajes o lugares que tengan el carácter de patrimonio arquitectónico o sirvan como acceso a ellos o a otros calificados como monumentos nacionales.


La municipalidad dictará una ordenanza que señale el procedimiento y características del cierre o medidas de control de que se trate. Dicha ordenanza, además, deberá contener medidas para garantizar la circulación de los residentes, de las personas autorizadas por ellos mismos y de los vehículos de emergencia, de utilidad pública y de beneficio comunitario. Asimismo, la ordenanza deberá establecer las condiciones para conceder la señalada autorización de manera compatible con el desarrollo de la actividad económica del sector.

La facultad a que se refiere el párrafo primero de esta letra podrá ser ejercida una vez que se haya dictado la ordenanza mencionada en el párrafo precedente.”.


“Artículo Transitorio.- Los permisos, autorizaciones o cualquier situación de hecho que conlleven el cierre o medidas de control de acceso de calles, pasajes, vías locales y conjuntos habitacionales urbanos o rurales al 30 de julio del año 2010, deberán adecuarse a las normas de esta ley en el plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de esta ley.”.”.

- - -


Acordado en sesión de 29 de septiembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores  Bianchi,  Pérez Varela, 

Rossi, Sabag (Presidente) y Zaldívar, y Honorables Diputados señores Chahín (Burgos), Monckeberg, Squella y Uriarte.

Sala de la Comisión, a 4 de octubre de 2010.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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� El Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea fue suscrito el 18 de Noviembre de 2002, iniciando su aplicación parcial en Febrero de 2003 y, su aplicación plena en Mayo de 2005


� Lo miembros de la OCE son Afganistán, Azerbaiyán, Irán, Kazajstán, Pakistán, Kirguistán, Tayikistán, Turkmenistán y Uzbekistán.


�A nivel de productos, se utiliza la clasificación CUCI “Clasificación Uniforme para el Comercio Internacional” de Naciones Unidas revisión 3. 


� De acuerdo a la definición de ProChile los producto no tradicionales corresponden a “todos aquellos productos con excepción de: cobre, harina de pescado, celulosa, hierro, salitre, plata metálica, óxido molibdeno y ferromolibdeno, minerales de oro, madera aserrada y cepillada, y metanol


� Con “similar”, intentamos controlar por costos de transporte, aduaneros, arancelarios, etc.
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